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para ejercer una presión informal sobre las empresas. Las comunidades 
más pobres y menos escolarizadas se muestran más reacias a movili-
zarse contra las plantas industriales altamente contaminantes, puesto que 

Gráfico 3.4   Regulación de entrada, desconfianza y corrupción
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Fuente: Cálculos del equipo del BID basados en datos de Aghion et al. (2010) y la Encuesta Integrada 
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empresa (en los registros). La desconfianza se mide como el porcentaje de los encuestados que respon-
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entre todas las olas de la encuesta disponibles en la base de datos de la Encuesta Integrada de Valores 
para cada país. El porcentaje de la regulación de entrada explicado por la desconfianza se calcula sobre 
la base de una regresión de la regulación de entrada y la desconfianza a nivel de país.
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adjudican un valor relativamente mayor a las oportunidades de empleo en 
ellas. Powers et al. (2011) identifican un fenómeno similar en India. Gracias 
a las campañas de información que exponen las consecuencias ambienta-
les de las plantas de producción de pulpa y papel más grandes del país, 
estas mejoraron su desempeño; las plantas sucias fueron las que más 
mejoraron y lo hicieron más en las comunidades más ricas.

Sin la disciplina impuesta por la presión social, es menos probable 
que las empresas se comporten cívicamente, lo cual refuerza la descon-
fianza de los ciudadanos en ellas e intensifica su demanda de regulación. 
El Índice de Sociedad Civil de la base de datos de Variedades de Demo-
cracia (V-Dem), que se describe con detalle en los capítulos 7 y 8, muestra 
evidencia que apunta a ese argumento. El Índice de Sociedad Civil mide 
la robustez de la sociedad civil en los países y, por lo tanto, la capacidad 
de los ciudadanos de ejercer presión social sobre las empresas para que 
actúen cívicamente. El gráfico 3.5 presenta la correlación entre este índice 

Gráfico 3.5   �Solidez de la sociedad civil y niveles de regulación según lo 
previsto por la desconfianza
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da en la desconfianza en las empresas y es la regulación prevista según los niveles de desconfianza. La 
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y el grado de regulación de entrada que se puede explicar por la descon-
fianza de los ciudadanos en las firmas. La correlación es significativamente 
negativa: cuanto más robusta es la sociedad civil menor es el nivel de regu-
lación de entrada asociado con la desconfianza en las empresas.

Otra explicación posible del vínculo entre desconfianza y regulación 
es que las empresas sencillamente tienen más que ganar del comporta-
miento antisocial en algunos países que en otros. Concretamente, cuando 
los mercados son competitivos, trabajadores, clientes y proveedores tie-
nen más opciones para abandonar las empresas que los tratan mal. Los 
clientes pueden encontrar fácilmente otros vendedores y los trabajadores, 
otros empleadores. Huck, Lünser y Tyran (2012) demuestran esta relación 
de manera experimental. Encuentran que la habilidad de crear reputación 
resuelve parcialmente el problema de confianza, pero que la competencia 
lo resuelve por completo. La competencia también empodera a los consu-
midores para que boicoteen a las firmas que imponen altas externalidades 
a la sociedad. No obstante, cuando los mercados son menos competiti-
vos, las empresas pueden ignorar impunemente sus obligaciones hacia 
los clientes, proveedores y trabajadores.8 Por lo tanto, los bajos niveles 
de competencia pueden aumentar la desconfianza en las empresas y, por 
ende, la demanda de regulación.9

Los resultados de la encuesta de Connect Americas ilustran esta 
lógica. En efecto, los 3.000 managers participantes debieron responder si 
sus empresas se enfrentaban a una competencia importante. Aquellos que 
declararon mayor competencia tenían una confianza interpersonal signifi-
cativamente más alta que quienes indicaron lo contrario.10

8	 Francois, Fujiwara y van Ypersele (2009) examinan un argumento asociado al pen-
samiento de Montesquieu y del sociólogo Georg Simmel: la competencia incrementa 
la confianza interpersonal. La desregulación financiera en Estados Unidos aumentó 
efectivamente la competencia y facilitó la entrada de nuevas empresas, lo cual elevó 
la confianza interpersonal. Los mercados competitivos incrementan los costos de los 
comportamientos oportunistas, y ello hace menos probable que los individuos se 
aprovechen de sus colegas en el trabajo. A la larga, en la medida que el oportunismo 
cae, aumenta la confianza en los demás. 

9	 Sin embargo, la relación entre competencia, confianza y regulación se complica 
por problemas que se describen en la próxima sección, a saber, en un contexto de 
baja confianza, con instituciones débiles, las empresas dependen de los contratos 
autoejecutables que solo son sostenibles si las partes del contrato esperan obtener 
rentas futuras al continuar su relación, rentas que disminuirían en presencia de una 
fuerte competencia.

10	 Concretamente, los managers que señalaron que sus clientes recibían ofertas atrac-
tivas de sus competidores también expresaron niveles más altos de confianza 
interpersonal.
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Las tres explicaciones de la asociación entre desconfianza de las empre-
sas y regulación estricta —desconfianza interpersonal, ausencia de presión 
social o competencia débil— apuntan a soluciones que exceden una regu-
lación estricta para equilibrar de forma más adecuada las preocupaciones 
concurrentes de, por un lado, ciudadanos que desean crecimiento y pros-
peridad económica y, por otro, empresas con una mayor conciencia social. 
Una de ellas sería una mayor presión social sobre las empresas que impo-
nen externalidades. En esta estrategia podrían condensarse la entrega 
de más información a los ciudadanos sobre la conducta de las empresas 
(capítulo 9) y la reducción de las barreras legales e institucionales para 
la acción colectiva en respuesta a dicha información (reformas como las 
que se tratan en el capítulo 8). Las reformas para impulsar la competen-
cia también podrían tener como resultado mayores sanciones de mercado 
para las empresas que incurran en prácticas antisociales, aunque, como 
se plantea en la próxima sección, una mayor competencia también puede 
aumentar los costos de contratación entre las empresas.

La opción de políticas ideal —aumentar el capital social, incluida la 
confianza interpersonal— también es la más difícil. Esta alternativa podría 
implementarse mediante campañas de información como las asociadas 
con la salud pública (véase el capítulo 9). Si tienen éxito, estas interven-
ciones incrementarían directamente los incentivos de las empresas para 
actuar cívicamente, reducirían los obstáculos a la presión social sobre las 
firmas que no lo hicieren y, en general, permitirían a los países reemplazar 
regulación por confianza (Carlin, Dorobantu y Viswanathan, 2009).

Tanto la presión social como la competencia son difíciles en ausencia 
de confianza. La desconfianza de los ciudadanos debilita la acción colectiva 
(véase el capítulo 8, que versa sobre la ciudadanía), mientras que la des-
confianza en el gobierno y, sobre todo, en las empresas reduce el apoyo a 
la competencia. El gráfico 3.6 ilustra la relación entre la desconfianza en el 
gobierno o en las empresas y la idea de que “la competencia es dañina”. 
En todos los países, las personas que desconfían de las empresas también 
tienen significativamente más probabilidades de decir que la competen-
cia es perjudicial. Esta correlación es significativamente mayor entre los 
encuestados de América Latina y el Caribe. El hecho de que una mayor 
desconfianza en las empresas debilite el apoyo a favor de la competencia 
contribuye a explicar por qué la desconfianza en las empresas está estre-
chamente asociada con regulaciones de entrada más estrictas y un rol más 
activo del gobierno. La desconfianza en el gobierno tiene escasa influencia 
en las opiniones sobre la competencia en países ajenos a América Latina y 
el Caribe. Sin embargo, en la región, la desconfianza de las personas en el 
gobierno y la idea de que la competencia es dañina van de la mano.



72 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

Puede que para escapar de este círculo vicioso de baja confianza y alta 
regulación se requiera un esfuerzo coordinado que impulse la confianza 
tanto entre los ciudadanos como en los gobiernos. Los shocks extremos 
como la pandemia de COVID-19 pueden ofrecer a gobiernos, empresas y 
ciudadanos la oportunidad para demostrarse mutuamente que se puede 
confiar en ellos. Sin embargo, estos shocks pueden funcionar en ambos 
sentidos; cuando no son gestionados de manera adecuada, los shocks 
extremos pueden tener el efecto opuesto y reducir la confianza.

La confianza a nivel micro

Los cambios en los marcos institucionales y regulatorios de una socie-
dad no son las únicas vías para el crecimiento. A nivel micro, los líderes 
importan y también importan las ideas de los managers. En esta sección 
se aborda cómo la confianza interpersonal da forma a dos conjuntos cen-
trales de relaciones en cualquier sistema económico, a saber, las relaciones 
dentro de una empresa y entre las empresas.

Gráfico 3.6   �Desconfianza en el gobierno y las empresas y la idea de 
que la competencia es dañina
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La desconfianza distorsiona muchas decisiones empresariales. Los 
dueños de las firmas prefieren trabajar con empleados en quienes confíen, 
aunque no sean los más idóneos para el empleo. Puede que también deci-
dan trabajar con personas de su círculo familiar o con empleados cuyas 
familias han estado años con la empresa, en lugar de buscar a personal 
mejor calificado. La confianza interpersonal también distorsiona las interac-
ciones de la firma con clientes y proveedores. Esto ralentiza su expansión 
en mercados nuevos y reduce la disposición de las empresas a relacio-
narse con nuevos proveedores que prometen insumos de mejor calidad 
y más baratos. Ambas relaciones, en y entre las empresas, disminuyen las 
inversiones, desvían la asignación de trabajo y capital, alejándolas de sus 
usos más valorados y, eventualmente, suprimen el producto económico.

Para delegar, hay que confiar

Un desafío clave al que se enfrentan los dueños y managers de las empre-
sas consiste en decidir cuánto deberían delegar en los empleados. Existe 
una asociación económicamente estrecha entre confianza y delegación: 
las empresas que más delegan también tienden a una mayor inversión e 
innovación. La confianza también influye en cómo las empresas tratan a 
los empleados en caso de shocks económicos.

Los managers y los dueños de las empresas están presionados por 
el tiempo. Dado que no pueden gestionar directamente múltiples plan-
tas o líneas de negocios, su reticencia a delegar limita directamente el 
crecimiento de la firma. También son más expertos en algunos aspectos 
de los negocios de sus empresas que en otros. Si no delegan, no pueden 
centrarse en las tareas que mejor conocen ni aprovechar los conocimien-
tos superiores que puedan tener los empleados sobre la innovación para 
mejorar la productividad de la empresa.

Sin embargo, la delegación plantea riesgos. Los dueños y los managers 
deben depender de empleados que representen sus conocimientos y 
experiencia de forma adecuada, que realicen un esfuerzo (no verificable) 
aplicándose a la tarea delegada y que se abstengan de buscar un beneficio 
personal mediante acuerdos desleales con los proveedores o vendiendo 
conocimientos a la competencia.

Se esperaría que el dueño de una empresa, al ver que hay condicio-
nes de negocio favorables, se apresurará a aprovecharlas invirtiendo en 
maquinaria y ampliando la fuerza laboral. La inversión expande el tamaño 
de la empresa y reduce sus costos de producción, le brinda la oportunidad 
de tener acceso a nuevos mercados y le permite potencialmente comen-
zar nuevas líneas de producción. Ninguno de estos beneficios se puede 
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alcanzar fácilmente sin delegar la capacitación y supervisión de nuevos 
empleados, cambios en los procesos de producción, mantenimiento de los 
equipos nuevos y reuniones con potenciales clientes en nuevos mercados. 
Sin embargo, la delegación expone a los managers al riesgo de que los 
empleados se comporten de manera oportunista. Puede que supervisen 
mal, que cambien los procesos de producción para satisfacer los intere-
ses del proveedor, que descuiden los equipos o maltraten a los clientes. 
Ceteris paribus, los managers desconfiados perciben riesgos más altos en 
la delegación y es probable que sean reacios a delegar.

En países donde la desconfianza es alta, también lo son los riesgos de 
delegación. Por lo tanto, es probable que la delegación sea menos habi-
tual, las empresas más pequeñas y la innovación y el crecimiento más 
lentos. En consonancia con los niveles bajos de confianza en América 
Latina y el Caribe, Pagés (2010) demuestra sobradamente que las empre-
sas de la región tienden a ser reducidas e improductivas. Hsieh y Olken 
(2014) documentan que la distribución de las empresas en México, con un 
sesgo hacia las firmas pequeñas e improductivas, no se puede explicar por 
un único factor como los aspectos regulatorios o tributarios que disuaden 
a las pequeñas empresas de crecer. Una explicación alternativa probable 
es la desconfianza. Pellegrino y Zingales (2017) sostienen que la falta de 
crecimiento de la productividad en Italia se puede explicar por la descon-
fianza. La respuesta a este fenómeno en dicho país es la gestión basada 
en la lealtad (es decir, el nepotismo y el amiguismo), que ha reducido la 
capacidad de las empresas locales para aprovechar plenamente la revo-
lución de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC). Esta 
práctica explica entre el 66% y el 73% de la brecha de crecimiento de la 
PTF en Italia.

La encuesta de Connect Americas comentada anteriormente, con 
datos nuevos de 3.000 empresas de 17 países de América Latina y el 
Caribe, arroja más evidencia directa sobre el impacto de la confianza en 
la delegación. Los encuestados proporcionaron información sobre la dele-
gación a nivel de empresa, así como sobre la innovación y la confianza del 
manager en los demás. Los datos permiten formular comparaciones en un 
mismo país e incluso en las industrias, aislando la influencia de factores 
específicos no observados de industria (y país).11

11	 Bloom, Sadun y Van Reenen (2012) utilizaron la variación en la confianza bilate-
ral entre los países de origen y de destino de las multinacionales para identificar el 
efecto de la confianza en diferentes medidas de la descentralización. Sin embargo, 
esto excluye a la mayoría de las empresas de América Latina y el Caribe, que funcio-
nan en un solo país.
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Para medir la delegación, los encuestados —normalmente managers o 
dueños de empresas— revelaron si delegaban algunas de las diversas tareas 
en los empleados. Quienes declaraban hacerlo, a continuación, debían indi-
car cuántos empleados sin relación con la familia del dueño o del manager 
estaban autorizados para llevar a cabo la tarea.12 Luego, la delegación se 
mide como el número de actividades delegadas en empleados no admi-
nistrativos multiplicado por el número de empleados no administrativos en 
los que se delegan estas actividades. La medida captura el hecho de, con 
el número de actividades delegadas y el número de empleados en quienes 
se delega la autoridad, aumenten los riesgos de la delegación (conducta 
oportunista de los empleados), así como los beneficios de la misma (liberar 
a los managers para ampliar la empresa y permitirles apalancar la expe-
riencia de los empleados con más conocimientos).13

Estos datos revelan tres relaciones importantes: las empresas con 
managers más confiados delegan más; las empresas que más delegan tam-
bién invierten e innovan más y tienen más probabilidades de ampliarse a 
nuevos mercados; y en las empresas más grandes, la confianza del manager 
está asociada con una mayor inversión y ampliación a nuevos mercados.

El gráfico 3.7 correlaciona la confianza interpersonal y diferentes tipos 
de delegación y controla por la antigüedad de la empresa, el tamaño y 
efectos fijos por país. La antigüedad de la empresa es importante, puesto 
que los managers de las firmas más antiguas han tenido más tiempo para 
desarrollar relaciones personales con los empleados para promover la 

12	 Las tres tareas consistían en hacer grandes compras de insumos de producción, 
contratar a empleados temporales y firmar cheques en nombre de la empresa. 
Los encuestados también indicaron si delegaban el acceso a pequeñas sumas de 
dinero, pero esto se excluyó del conjunto de actividades elegibles, ya que el acceso 
a pequeñas sumas de dinero no está asociado con transacciones comerciales de alto 
impacto.

13	 Cuatro actividades, cada una delegada a cuatro personas, arrojan una medida de la 
delegación de cuatro actividades multiplicado por 16 personas, o 64. Cuatro activi-
dades, cada una delegada a una persona arroja una medida de cuatro actividades 
multiplicado por cuatro personas, o 16. Los riesgos y beneficios en el primer caso son 
cuatro veces mayores porque se ha delegado autoridad en cuatro veces más emplea-
dos. Nótese que la encuesta no distingue si los empleados en quienes se delega 
responsabilidad para una tarea son los mismos o diferentes de los empleados en otra 
tarea. Se puede delegar autoridad en las mismas personas para cada tarea. Si esto es 
lo que ocurre de manera uniforme, la primera empresa todavía está expuesta a cuatro 
veces más riesgos y beneficios de la delegación (cuatro tareas delegadas en cuatro 
personas) que la segunda (cuatro tareas delegadas en una persona). Naturalmente, las 
diferencias entre las firmas en cuanto al grado de responsabilidad que los empleados 
individuales asumen en múltiples tareas introducen ruido en la medida. Este ruido crea 
un sesgo contra el hallazgo de correlaciones entre delegación y confianza.
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delegación. El tamaño de la empresa es clave, debido a que los riesgos 
de la delegación son más bajos en las firmas que tienen pocos emplea-
dos, en las cuales hay mayor contacto personal. Los efectos fijos por país 
dan cuenta de factores como las instituciones, que varían de un país a 
otro. El cálculo también controla por sector económico, ya que tanto los 
beneficios de la delegación (el potencial de innovación y expansión) como 
los riesgos dependen del sector; también controlan por la posición del 
manager dentro de la empresa (independientemente de que el encues-
tado sea un director financiero, un director ejecutivo o el propietario).

Toda delegación, ya sea en parientes o no parientes, es significativa-
mente mayor en las empresas donde los encuestados declaran una mayor 
confianza interpersonal. Sin embargo, la nueva diferencia que la encuesta 
establece entre delegar en miembros de la familia y fuera de la familia 
resulta ser crucial. Puesto que los miembros de la familia en general son 
más dignos de confianza, la decisión de un manager de delegar en más 
miembros de la familia no debería depender de su confianza en otros. El 
gráfico 3.7 muestra la veracidad de dicha apreciación. La confianza del 
manager sí debería estar estrechamente relacionada con la delegación en 
miembros que no pertenecen a la familia. De hecho, el 88% de la correla-
ción entre confianza y delegación refleja una delegación en empleados que 
no son parientes.

Gráfico 3.7   Confianza y delegación en las empresas
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Notas: Este gráfico muestra la correlación entre confianza, delegación, inversión e innovación en las em-
presas. Los puntos son las estimaciones de una regresión de la delegación en la confianza interpersonal. 
Todas las regresiones controlan por la posición de los managers en la empresa, y características de la 
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Ciertamente, la confianza del manager es crucial en la organización de 
la empresa. La evidencia de América Latina y el Caribe lo deja en claro, lo 
cual confirma investigaciones previas sobre las empresas familiares. Incluso 
las empresas grandes de América Latina tienen más probabilidades de 
estar controladas por la familia, lo cual es indicativo de una baja confianza 
(Aminadav y Papaioannou, 2020). La confianza también desempeña un rol 
implícito en el trabajo teórico de Burkart, Panunzi y Shleifer (2003), quie-
nes observan que las empresas familiares tienen más probabilidades de 
contratar a managers profesionales cuando el contexto legal dificulta que 
los managers obtengan rentas de los propietarios.

Las empresas que delegan más deberían ser más capaces de crecer e 
innovar. A partir de datos transnacionales, La Porta et al. (1997) identifican 
una robusta correlación entre el tamaño de las empresas y la confianza 
interpersonal. Las estimaciones realizadas a partir de los datos de Connect 
Americas respaldan aún más esta conclusión. Los encuestados indican 
cuáles son las actividades relacionadas con el crecimiento y la innovación 
que la empresa emprendió el año anterior: si invirtieron en maquinaria, 
instalaciones o software; si ampliaron sus líneas de productos; si entraron 
en nuevos mercados; si encontraron clientes nuevos; o si comenzaron a 
exportar. La delegación está estrechamente asociada con la cantidad de 
estas actividades que las firmas hayan emprendido, siempre teniendo en 
cuenta las características específicas de país y sector, el tamaño y la anti-
güedad de la empresa, y la posición del manager en la misma.14

La evidencia anterior muestra que las empresas que confían delegan 
más y las empresas que delegan más emprenden más actividades inno-
vadoras. Sin embargo, si la confianza es realmente el elemento impulsor 
de estas relaciones, la influencia de la confianza también debería ser más 
pronunciada en las empresas con más empleados. En las firmas más peque-
ñas, el alcance de los managers es mayor y el contacto personal con todos 
los trabajadores es más intenso. Tanto la delegación como la confianza 
interpersonal (generalizada) son menos relevantes. Esta lógica tiene dos 
implicaciones. En primer lugar, la relación entre la confianza del manager y 
la delegación es más marcada en las empresas más grandes. En segundo 
lugar, la confianza y la interacción de la confianza y el tamaño de la empresa 

14	 Un aumento de una desviación estándar en la medida de delegación se asocia con un 
aumento de una desviación estándar de 0,12 en el índice de innovación e inversión, lo 
cual es sumamente significativo en términos estadísticos (el valor-p es inferior a 0,001). 
La delegación también está significativamente asociada con cada una de las activi-
dades de manera individual, excepto para la entrada a los mercados nuevos o para 
encontrar nuevos clientes. Aunque la magnitud de la asociación de esta actividad con 
la delegación es similar al resto, la relación es estadísticamente menos significativa.
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tiene un impacto en la innovación, la inversión y la expansión en mercados 
nuevos (Hernaiz et al., 2022). El gráfico 3.8 ilustra los resultados de estas 
estimaciones. Como era de prever, cuanto más grande sea la empresa, más 
marcada será la asociación de la confianza con la actividad innovadora.

La confianza del manager influye no solo en la decisión de delegar sino 
también en los esfuerzos de las empresas para retener a los empleados en 
caso de shocks económicos negativos. Puede que las empresas parezcan 
preferir sencillamente despedir trabajadores para ajustarse al nuevo nivel 
de producción, más bajo. Luego, podrían volver a llamar a los trabajado-
res cuando el shock haya pasado. Sin embargo, esta estrategia conlleva 
el riesgo de perder a los buenos trabajadores para siempre. Paradójica-
mente, este riesgo aumenta con la confianza del manager. En efecto, los 
managers confiados tienen más probabilidades de delegar tareas de alto 
valor y, por lo tanto, de contratar trabajadores sobre la base de sus habi-
lidades más que de las relaciones personales. Estos trabajadores son más 
capaces de encontrar un empleo alternativo si son despedidos. En cambio, 

Gráfico 3.8   �Confianza interpersonal, tamaño de la empresa, inversión e 
innovación
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Notas: Este gráfico muestra los coeficientes de una regresión de diversas medidas de un índice de inver-
sión e innovación en la confianza interpersonal del manager y la interacción de la confianza interpersonal 
por tamaño de empresa, medido como una gama del número de empleados. Todas las regresiones 
controlan por la posición del manager en la empresa y características de la empresa como antigüedad, 
tamaño (se utiliza una variable categórica basada en el número de trabajadores) y sector. Las regre-
siones también controlan por efectos fijos de la fecha de la entrevista y efectos fijos por país. Errores 
estándar agrupados a nivel de país, con un nivel de confianza del 95% en las barras.
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los managers desconfiados delegan menos y dan más importancia a las 
relaciones personales. Sin embargo, estas relaciones personales más pro-
fundas con los managers actuales tienen escaso valor para los de otras 
empresas, lo cual no les procura ninguna ventaja a los trabajadores para 
encontrar otro empleo. Los managers que confían tienen incentivos más 
fuertes para adoptar medidas con el fin de impedir que se pierdan para 
siempre empleados calificados si se ven obligados a suspenderlos.

La pandemia de COVID-19 fue precisamente un shock de este tipo. 
Precipitó una crisis económica de duración incierta que generó despidos 
masivos. Sin embargo, algunas empresas intentaron mantener sus relacio-
nes con los trabajadores que se veían obligados a despedir. Una manera de 
hacer esto ha sido ofrecerles asistencia monetaria. Esa ayuda no solo es 
altruista, sino que da una señal a los trabajadores de la intención de volver 
a contratarlos cuando la crisis acabe y refleja la confianza del manager de 
que los trabajadores que reciben esos pagos preferirán volver a la empresa 
cuando esta vuelva a contratar en lugar de acudir a la competencia.

¿Fueron estos pagos más habituales entre las empresas con managers 
más confiados? Los datos de la encuesta Connect Americas perfilan un 
vínculo entre la confianza interpersonal y el esfuerzo de una empresa 
para retener a los trabajadores (véase el gráfico 3.9). Los managers más 

Gráfico 3.9   �Confianza interpersonal y ayuda a los empleados durante la 
COVID-19
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confiados tenían más probabilidades de proporcionar asistencia mone-
taria para ayudar a sus trabajadores recientemente despedidos. También 
tenían más probabilidades de invertir en protocolos de seguridad y equi-
pos para proteger a sus trabajadores y evitar que se contagiaran con el 
virus en el futuro.15 Un sondeo de una muestra amplia de personas de 
América Latina y el Caribe que respondieron a una encuesta de Facebook 
arrojaron un resultado similar. Entre los participantes, más de 40.000 
declararon haber perdido sus empleos al comienzo de la pandemia. Los 
trabajadores de países con niveles relativamente más altos de confianza 
interpersonal tenían muchas más probabilidades de declarar que habían 
recibido la promesa de volver a ser empleados y asistencia monetaria de 
su empleador anterior.16

En general, la confianza interpersonal parece crucial para dar forma a 
estas relaciones en la empresa y para promover decisiones de gestión que 
mejoran la productividad. Una de las implicaciones de las políticas es que, 
dado que las inversiones públicas en capacidad del Estado y en la mejora 
del cumplimiento de los contratos puede tardar tiempo en generar retor-
nos, los esfuerzos para promover contextos de alta confianza interpersonal 
pueden compensar los bajos niveles de cumplimiento de contratos y esti-
mular el crecimiento, incluso a corto plazo.

Confianza y transacciones: un asunto complicado

El crecimiento económico y la productividad dependen de la especializa-
ción e innovación de las empresas, que a su vez requieren intercambios 
entre los productores más eficientes de bienes intermedios y finales. Estas 
transacciones se basan en promesas para entregar el producto adecuado 
en el día indicado, para pagar un precio acordado en una fecha acordada 
por un producto acordado, y para compartir los costos si por algún shock 
imprevisto algo saliera mal. La confianza es fundamental en este proceso. 
Sin confianza, las empresas adoptan costosas medidas para protegerse 

15	 Aunque estas asociaciones son solo correlaciones, sugieren un efecto causal, puesto 
que surgen después de controlar por potenciales factores de confusión relacionados 
con factores específicos del sector y del país, así como características de la empresa 
y del manager que también podrían explicar estas decisiones.

16	 Un aumento de 10 puntos porcentuales en la confianza a nivel de país (medida como 
la proporción de los participantes de la Encuesta Mundial de Valores que expresaron 
confianza en los demás) está asociado con un aumento de 7 puntos porcentuales en 
el porcentaje de encuestados despedidos según la encuesta de Facebook que reci-
bieron una promesa de ser recontratados y 3 puntos porcentuales en el porcentaje 
destinatario de ayuda financiera.
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de los riesgos de incumplimiento, medidas que atentan contra las ganan-
cias del comercio, desaceleran el crecimiento y reducen la productividad.

La importancia de la confianza en las transacciones financieras es per-
fectamente comprensible, ya que dichas transacciones implican entregar 
dinero a desconocidos. También es particularmente relevante para Amé-
rica Latina y el Caribe, donde el crédito bancario para el sector privado es 
notoriamente bajo. El análisis que realizan Nicolas y Tarazi (2019) sobre 
diferentes países concluye que los préstamos bancarios crecen con mayor 
rapidez cuando la confianza generalizada es mayor.17 La evidencia de los 
hogares también ilustra la naturaleza del problema. A pesar de que ha 
habido grandes innovaciones y aumentos en la provisión de servicios finan-
cieros, la clase media emergente de la región —sobre todo los hogares 
sin un contacto previo con las instituciones financieras— no ha aumen-
tado significativamente sus ahorros, no ha obtenido un mayor acceso al 
crédito ni ha ampliado su uso de métodos digitales de pago (Frisancho 
y Vera Cossío, 2020). El gráfico 3.10 proporciona sobrados motivos para 
creer que la confianza interpersonal desempeña un rol destacado en este 
fenómeno. La confianza está estrechamente asociada con la propiedad de 
cuentas bancarias y con los pagos en línea, que son precisamente las tran-
sacciones que requieren confianza en que los bienes o servicios serán en 
efecto entregados.

La confianza influye en toda la gama de intercambios entre las 
empresas, no solo en sus transacciones financieras. Tiene implicaciones 
importantes para los costos de contratación, la viabilidad de las estructu-
ras del mercado competitivo, las decisiones de las empresas de coordinar 
su toma de decisiones con otras firmas en cadenas de suministro estrecha-
mente conectadas, e incluso en el comercio internacional. En todos estos 
ámbitos, las empresas adoptan fuertes medidas para mitigar la amenaza 
del incumplimiento en un contexto de baja confianza. Eligen entre cuatro 
posibles estrategias.

En primer lugar, pueden realizar transacciones al contado: el intercam-
bio simultáneo de productos por pagos. Estos son sumamente ineficientes 
en la mayoría de los casos. En segundo lugar, pueden integrar de manera 
vertical la producción de bienes intermedios y finales en una sola empresa. 
Los riesgos de contrato desaparecen, pero también se disipan las ganan-
cias en términos de eficiencia que conlleva la capacidad de adquirir 

17	 Esta asociación solo es válida en países con niveles relativamente más bajos de desa-
rrollo institucional y judicial. Como ya se señaló en este capítulo y se indica en el 
capítulo 7, las instituciones que velan por el cumplimiento de los contratos pueden 
compensar los efectos de la desconfianza.
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insumos del productor más eficiente. En tercer lugar, las empresas pue-
den recurrir a terceros para la supervisión de sus acuerdos. Desde luego, 
las instituciones de fiscalización de terceros, como los tribunales, pueden 
mitigar los riesgos de incumplimiento del contrato (véase el capítulo 7). 

Gráfico 3.10   �Confianza interpersonal, cuentas bancarias y pagos en 
línea
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Sin embargo, el recurso a la supervisión de terceros es costoso y requiere 
tiempo. Además, en muchos países, incluidos los de América Latina y el 
Caribe, las instituciones de supervisión de terceros son árbitros poco fia-
bles de los litigios contractuales.

Por último, las empresas pueden recurrir a contratos relacionales, que 
se basan en la perspectiva de beneficios futuros de una relación comercial 
en curso para estimular el cumplimiento. Los contratos relacionales están 
generalizados y a la vez son costosos, y la mayoría de las transacciones 
se llevan a cabo entre empresas que han tenido relaciones comerciales 
durante muchos años. Los datos comerciales identifican a los compradores 
y vendedores en transacciones internacionales, por lo cual la supervisión 
de terceros es particularmente difícil. En un estudio de amplio espectro de 
la literatura, Macchiavello (2021) señala que el 80% de las importaciones 
de Estados Unidos se produce entre empresas con relaciones preexisten-
tes; en más de la mitad de las importaciones, esas relaciones tienen más de 
tres años de antigüedad (Monarch y Schmidt-Eisenlohr, 2020). Lo mismo 
rige para Francia (Martin, Mejean y Parenti, 2020), para las exportacio-
nes de vino chilenas (Macchiavello, 2010), las de flores cortadas de Kenia 
(Macchiavello y Morjaria, 2015) y las de prendas de vestir de Bangladesh 
(Cajal-Grossi, Macchiavello y Shleifer, 2020).

La evidencia a nivel de la industria resumida por Macchiavello (2021) 
también apunta a la importancia de relaciones a largo plazo, sobre todo 
en países con instituciones de supervisión de terceros más débiles. En la 
industria de la pesca de la anchoa en Perú, el 60% de los intercambios 
entre los barcos pesqueros y las plantas de procesamiento se producen 
entre empresas verticalmente integradas, el 30% entre entidades separa-
das con relaciones de larga data y solo el 10% entre barcos y plantas sin 
relaciones de ese tenor (Martínez-Carrasco, 2017; Hansman et al., 2020). 
En la industria cafetalera de Costa Rica, el 40% de los intercambios entre 
las plantas de procesamiento de primera etapa y los exportadores se 
caracteriza por la integración vertical, el 40% por relaciones de tres años 
o más, y solo el 20% por relaciones de menos de tres años (Machiavello y 
Miquel-Florensa, 2019).

Desafortunadamente, cuanto más profunda es la desconfianza, más 
costosos son estos contratos. En un contrato relacional, cada parte tiene 
un interés en cumplir con los términos del contrato porque el incum-
plimiento destruiría el valor futuro de la relación comercial. Cuando la 
confianza interpersonal es alta, el cumplimiento es más probable, incluso 
si el valor futuro de la relación comercial es bajo. Sin embargo, en un con-
texto de baja confianza, el valor de la relación debe ser igualmente alto 
para desalentar el incumplimiento.
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Las rentas que son lo bastante altas para asegurar el cumplimiento 
contractual en los contratos relacionales no se pueden sostener en los mer-
cados competitivos. La expectativa de que las empresas nuevas entrarán 
en dichos mercados y desplazarán a las ya establecidas reduce las rentas 
futuras de las relaciones comerciales actuales. En cambio, en los merca-
dos monopólicos, el valor de las rentas futuras es grande y crea incentivos 
para mantener las relaciones y desincentivos para actuar de manera opor-
tunista. Por lo tanto, los problemas contractuales provocados por una baja 
confianza se pueden solucionar mediante contratos relacionales, pero solo 
si se renuncia a los beneficios económicos de la competencia, a saber, una 
mayor innovación y eficiencia y precios más bajos para los consumidores. 
La tensión es empíricamente importante: Macchiavello y Morjaria (2015) 
muestran que en Ruanda la competencia entre las estaciones de molido 
del café debilitó los contratos relacionales entre dichas instalaciones y los 
caficultores. Al no poder recurrir a los contratos relacionales, las estacio-
nes de lavado se volvieron menos eficientes y la calidad de su producto 
disminuyó.

Los contratos relacionales constituyen en sí mismos una barrera para la 
entrada. Piénsese en un productor de bienes finales que tiene una relación 
de larga data con un proveedor de insumos intermedios. Los proveedores 
de la competencia de los insumos intermedios no pueden desplazar fácil-
mente al proveedor establecido, puesto que no pueden ofrecer la misma 
fiabilidad contractual. Incluso puede que sus ofertas de precios más bajos 
y mejor calidad no sean suficientes para compensar la ventaja relacional 
del proveedor establecido. La barrera para entrar es efectivamente grande 
(Macchiavello, 2021). En un contexto de baja confianza, las transacciones 
entre los productores de flores de Kenia y los compradores europeos atri-
buyen casi una tercera parte de los beneficios de los productores al valor 
de sus relaciones de larga data con los compradores (Macchiavello y Mor-
jaria, 2015). Esto implica que los nuevos entrantes podrían desplazar a los 
productores actuales solo si estuvieran dispuestos a ganar únicamente las 
dos terceras partes de los beneficios de los productores establecidos. Aun-
que los contratos relacionales entre bancos y empresas hayan aumentado 
la disponibilidad de préstamos para las pequeñas empresas de Estados Uni-
dos, cuando dichas empresas intentan pedir prestado a otros prestamistas 
el monto del crédito disponible disminuye y su precio se eleva (Petersen y 
Rajan, 1994).

La confianza también influye en otras formas de contratación. En 
contextos de baja confianza, las empresas sienten presión para firmar 
contratos en los que se especifiquen obligaciones mutuas bajo cualquier 
contingencia concebible. Cuando la confianza es alta, las empresas pueden 
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firmar contratos más sencillos y flexibles. D’Acunto, Xie y Yao (2020) 
muestran que las empresas más confiadas de Estados Unidos tienden a 
firmar contratos menos complicados. Una encuesta novedosa realizada 
en El Salvador arroja conclusiones similares (Hernaiz et al., 2021). El grá-
fico 3.11 revela, en efecto, que las empresas de El Salvador cuyos managers 
muestran una mayor confianza interpersonal tienen más probabilidades 
de recurrir a contratos sencillos: el porcentaje de empresas “confiadas” 
que utilizan acuerdos verbales es 6,3 puntos porcentuales más alto que el 
de empresas no confiadas; la diferencia asciende al 7,3% para los contra-
tos informales y sencillos. Las diferencias porcentuales para los contratos 
más complejos son exactamente inversas. Las empresas con managers 
desconfiados tienden a utilizar contratos de esta índole, que cubren un 
conjunto mayor de contingencias.

Las empresas suscriben otros acuerdos costosos para asegurar el 
cumplimiento de los contratos en contextos de baja confianza. Por ejem-
plo, cuentan con que los proveedores financien el capital de trabajo, lo que 
consiste en acuerdos típicos de vínculos entre empresas en una cadena de 
suministro. Estos acuerdos tienden a reducir los costos de transacción (por 
ejemplo, un largo proceso de aprobación de un préstamo con un banco). 

Gráfico 3.11   �Complejidad de los contratos y confianza interpersonal de 
propietarios y managers
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Fuente: Cálculos del equipo del BID basados en datos de encuestas de empresas en El Salvador recopi-
lados por Hernaiz et al. (2022).
Notas: Este gráfico muestra los coeficientes de las regresiones del tipo más habitual de acuerdos entre 
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alta utilice contratos verbales es 6 puntos porcentuales más alta en relación con las empresas con baja 
confianza. Errores estándar robustos con un nivel de confianza del 95%.



86 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

Sin embargo, en contextos de baja confianza los proveedores adoptan 
otras medidas costosas para reducir el riesgo. Para asegurar el pago, las 
empresas prestamistas pueden amenazar con suspender el suministro de 
insumos, lo que a su vez puede deprimir la producción (véase Wu, Firth y 
Rui, 2014). Las empresas prestamistas también pueden cobrar una prima 
por los insumos vendidos a la empresa prestataria.

La desconfianza: el eslabón más débil en las cadenas de suministro

Idealmente, al integrarse en las cadenas de suministro, las empre-
sas impulsan su productividad mediante la adquisición de los insumos 
más adecuados para sus propios productos y procesos de producción. 
Las cadenas de suministro sólidas permiten a las empresas adaptar sus 
productos más cuidadosamente a las necesidades del comprador, por 
ejemplo, en lo que respecta al diseño, la frecuencia de las entregas y la 
escala. Es probable que las firmas que integran estas cadenas tengan cos-
tos de transacción menores cuando se trata de replantear las obligaciones 
contractuales ante la emergencia de contingencias imprevistas.

Sin embargo, estos importantes aumentos de eficiencia implican 
riesgo. Cuantos más compradores y vendedores de la cadena de sumi-
nistro adapten sus operaciones para satisfacer las necesidades de las 
empresas aguas arriba y aguas abajo en la cadena de producción, más 
difícil será reemplazar sus contrapartes con firmas ajenas a dicha cadena. 
Los posibles proveedores o clientes de reemplazo no podrán ofrecer los 
mismos compromisos de entrega puntual, características del producto 
o acuerdos en materia de seguros. Las empresas ajenas a la cadena de 
suministro tampoco comparten la misma idea de cómo responder a las 
contingencias.

Hay al menos dos indicadores que muestran que la desconfianza 
perjudica el surgimiento de cadenas de suministro. Uno de ellos es que 
los países de baja confianza participan menos en actividades que aña-
den valor a sus importaciones o en la exportación de productos de alto 
valor agregado. Están menos integrados en las cadenas globales de valor 
(CGV). Esto explica por qué los países de alta confianza tienden a exhi-
bir porcentajes más altos de valor agregado extranjero y nacional en sus 
exportaciones totales (véase el panel A del gráfico 3.12). Los países en 
América Latina y el Caribe, con bajos niveles de confianza interpersonal, 
se encuentran entre aquellos que ostentan la participación más baja en 
las CGV.

El otro indicador de la importancia de la confianza en las cadenas de 
suministro es que los países de baja confianza tienen economías menos 
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complejas (y menos productivas). Hidalgo y Hausmann (2009) sostienen 
que a medida que aumenta la complejidad económica, las exportaciones 
se vuelven más diversificadas y hay menos países que son capaces de 
producirlas. Al contrario de las exportaciones de productos básicos, las 
exportaciones diversas tienen más probabilidades de requerir insumos a 
la medida de las especificaciones del cliente. Por lo tanto, es probable que 
la complejidad demande niveles de confianza entre las empresas que se 
acercan a los que caracterizan las cadenas de valor sólidas. La compleji-
dad también es un indicador ampliamente utilizado de la productividad 
económica de un país. En consonancia con esto, el panel B del gráfico 3.12 
muestra que la confianza es mayor en los países que tienden a produ-
cir una amplia variedad de productos, incluidos productos complejos que 
pocos países pueden fabricar.18

¿Cómo se explica la asociación positiva entre confianza y participa-
ción en las CGV o los procesos de producción complejos? Una explicación 

Gráfico 3.12   �Confianza, integración en las cadenas globales de valor y 
complejidad económica
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18	 En el gráfico 3.8 se puede apreciar otra explicación de la asociación entre confianza 
y complejidad. La complejidad económica requiere que las empresas se organicen 
internamente para apoyar la innovación y la especialización, por ejemplo, delegando 
discrecionalidad en los empleados.

(continúa en la página siguiente)
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Gráfico 3.12   �Confianza, integración en las cadenas globales de valor y 
complejidad económica
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Fuente: Cálculos del equipo del BID basados en datos de la Encuesta Integrada de Valores, que compila 
las siete olas de la Encuesta Mundial de Valores (1981–2020), las cinco olas del Estudio Europeo de Valo-
res (1981–2020), el Informe de Desarrollo Mundial (2020) y el Observatorio de Complejidad Económica 
(1995–2018).
Notas: La participación en las cadenas globales de valor (CGV) se mide como el valor agregado extran-
jero en las exportaciones totales (eslabonamiento hacia atrás) más el valor agregado nacional en las 
exportaciones intermedias, expresado como porcentaje de las exportaciones totales. El eje horizontal 
corresponde a la confianza interpersonal promedio declarada por cada país en las Encuestas Integradas 
de Valores, construido como el porcentaje de encuestados en ese país que creen que se puede confiar 
en la mayoría de las personas.

(continuación)

es que los managers menos confiados perciben un mayor riesgo de rea-
lizar transacciones con empresas desconocidas, particularmente las de 
países con diferentes culturas o creencias. Este mecanismo subyace a la 
idea de sesgo cultural en el comercio internacional y puede racionalizar la 
evidencia que se halla en Guiso, Sapienza y Zingales (2009), que muestra 
una asociación entre los flujos comerciales y la confianza bilateral entre los 
países de origen y destino. A nivel macro, los actores institucionales (como 
los que se presentan en la sección sobre confianza interpersonal y regula-
ción, y se abordan de manera más extensa en el capítulo 7) pueden influir 
en la idea que las empresas extranjeras tienen de las nacionales. Cuanto 
más bajo sea el riesgo de conducta oportunista percibido —la descon-
fianza–, mayores serán las probabilidades de realizar transacciones de alto 
valor agregado en las CGV.
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La confianza como estrategia de crecimiento

América Latina y el Caribe es una de las regiones de menor confianza en 
el mundo, ya sea que se mida en términos de confianza en el gobierno o 
de confianza interpersonal. También es una de las regiones de más lento 
crecimiento y más desigual. Este capítulo demuestra que la coexistencia 
de estos dos fenómenos no es una coincidencia, que ambos están íntima-
mente relacionados y que la confianza desempeña un papel dominante y 
fundamental en el crecimiento económico.

Cuando los electores no confían en las empresas, exigen más regu-
lación, y cuando los funcionarios públicos desconfían del público se 
pronuncian a favor de niveles de regulación excesivos. Cuando su confianza 
en el gobierno es más baja, las empresas se muestran más aprensivas ante 
la posibilidad de que en el futuro el gobierno las expropie o cambie de 
manera drástica y adversa las políticas públicas que rigen la producción, 
el capital o los mercados laborales. Su respuesta económica a las noticias 
sobre el desempeño del gobierno, aun cuando sean buenas, es apática. 
Esta reticencia desalienta la inversión en innovación y capital físico, así 
como en capital humano. Estas decisiones perjudican el crecimiento en 
general, pero también la integración económica, un pilar del crecimiento 
inclusivo: las oportunidades para los trabajadores, y para aquellos que 
todavía no forman parte del sistema productivo, disminuyen cuando la 
confianza en el gobierno es baja.

Los niveles bajos de confianza interpersonal también suprimen el 
crecimiento inclusivo, al distorsionar tanto las decisiones internas de 
las empresas como sus relaciones con otras firmas. Internamente, las 
empresas contratan a conocidos en los que confían y excluyen a perso-
nas externas potencialmente más talentosas y más productivas; delegan 
menos autoridad en los empleados; e invierten menos en capital humano. 
Esta conducta reduce la productividad: las empresas que a la vez delegan 
y confían menos también innovan menos. Una vez más, los trabajadores y 
las personas externas sufren más en ausencia de la confianza interpersonal.

Por último, la desconfianza también obliga a las empresas a depender 
de gravosos instrumentos de contratación. O bien se integran de forma 
vertical, aislándose de los proveedores más eficientes, o bien firman cos-
tosos contratos relacionales basados en la promesa de futuros negocios 
para estimular el cumplimiento de las obligaciones actuales. Los contra-
tos relacionales son habituales, tanto en contextos de alta como de baja 
confianza, pero la manera en que se materializan es sumamente diferente. 
En contextos de baja confianza, los beneficios futuros mínimos requeri-
dos para asegurar las obligaciones mutuas constituyen una barrera más 



importante para la entrada y un mayor lastre para la productividad y 
el crecimiento. Por lo tanto, los países de baja confianza tienen menos 
probabilidades de participar de las CGV y más probabilidades de tener 
economías menos complejas.

Las instituciones pueden sostener el intercambio económico aun si 
la desconfianza es alta. Desafortunadamente, estas instituciones son más 
débiles en países más pobres. De hecho, Besley y Ghatak (2010) seña-
lan que la relación entre confianza en el gobierno y crecimiento se puede 
explicar en gran parte por la existencia de instituciones que mitigan la 
desconfianza y promueven el crecimiento, con derechos de propiedad 
seguros, cumplimiento de los contratos y Estado de derecho. En países 
que carecen de estas instituciones, las empresas tienen recursos limitados 
cuando sus proveedores entregan productos defectuosos, los clientes no 
pagan o los funcionarios públicos cobran impuestos más altos de lo que 
permite la ley. Como no pueden contar con las instituciones para proteger 
sus derechos de propiedad o hacer cumplir los contratos, las empresas de 
los países en desarrollo basan más sus decisiones de inversión en sus ideas 
sobre la fiabilidad de los demás. Las reformas institucionales, junto con las 
estrategias de comunicación e información, ofrecen una solución para el 
estancamiento económico provocado por la falta de confianza.
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4

Confianza, civismo y 
construcción de buenas 

políticas públicas

Cuando la confianza es baja, los ciudadanos no demandan —no pueden 
demandar— políticas que sostengan el crecimiento inclusivo; los gobiernos 
no pueden proporcionarlas, y la sospecha mutua arruina la interacción entre 
funcionarios públicos y ciudadanos. Las políticas y la implementación de 
políticas moldeadas por la desconfianza y las preocupaciones fiduciarias 
no permiten alcanzar las metas de desarrollo de la región.

Aun antes de la pandemia de COVID-19, el progreso para reducir la pobreza 
y la desigualdad ya se había desacelerado debido a ineficiencias de diseño 
e implementación de las políticas públicas.1 Previamente, con el impulso 
de presupuestos más amplios, gracias a la bonanza de las materias primas, 
la pobreza y la desigualdad habían disminuido y la educación secunda-
ria se había tornado casi universal. Sin embargo, las inversiones públicas 
en educación, salud e infraestructura —todos bienes públicos con bene-
ficios a largo plazo— se mantuvieron bajas en relación con las economías 
avanzadas, y su asignación siguió siendo ineficiente (Izquierdo, Pessino y 
Vuletin, 2018). La desigualdad del ingreso continúa siendo alta. Y el creci-
miento de la región ha sido mediocre y desigual, con un promedio de solo 
el 2,5% al año entre 2000 y 2019. Desafortunadamente, mientras otras 
regiones han sido capaces de converger con las naciones más desarrolla-
das, en América Latina y el Caribe eso no ha ocurrido.

1	 Antes de la pandemia de COVID-19, la tasa de pobreza en América Latina y el Caribe 
había disminuido cerca del 70% entre 2000 y 2019, mientras que la desigualdad se 
redujo un 15% y la cobertura de la educación secundaria se volvió casi universal, 
superando el 97% en 2019. Datos calculados sobre la base de tendencias agregadas, 
la matriculación en la escuela secundaria y la ratio de personas en condiciones de 
pobreza de US$1,90 al día, para los países de América Latina y el Caribe. Información 
proveniente del Banco Mundial.
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La desconfianza tiene mucho que ver con este progreso lento y errá-
tico. En una democracia ideal, los ciudadanos eligen a sus representantes y 
esperan que estos implementen políticas que mejoren el bienestar. Votan por 
políticos que prometen y ponen en marcha políticas de alta calidad. Los polí-
ticos, a su vez, prometen y aplican políticas que benefician a la mayoría de los 
electores. Se logra un crecimiento sostenible e inclusivo a largo plazo. Este es 
el círculo virtuoso que tiene como resultado buenas políticas públicas.

La desconfianza interrumpe este círculo virtuoso. Por motivos que se 
explicarán en este capítulo, la baja confianza en el gobierno produce ses-
gos sistemáticos contra las políticas públicas que afectan a la mayoría y 
tienen beneficios a largo plazo, como la mejora de la educación o políticas 
públicas cuyos retornos son más difíciles de observar, como la reforma de 
la burocracia. En cambio, los ciudadanos prefieren políticos que prometen 
políticas con efectos inmediatos y tangibles en su bienestar, aunque no pro-
muevan el crecimiento sostenible e inclusivo a largo plazo. La desconfianza 
entre los ciudadanos impide la acción colectiva a favor de políticas públicas 
que mejoren el bienestar de todos. En lugar de elegir políticos que pro-
metan bienes públicos, las personas se inclinan por aquellos que ofrecen 
beneficios privados, como calles en los barrios en lugar de carreteras inter-
urbanas, o el pago de transferencias y subsidios en lugar de inversiones en 
seguridad o educación. La desconfianza interpersonal y la desconfianza en 
los políticos aumentan la probabilidad de que los ciudadanos favorezcan 
una relación clientelista con los políticos que les ofrecen beneficios priva-
dos, en lugar de bienes públicos, a cambio de apoyo electoral.

La telaraña de desconfianza que cubre la región exacerba estas tenden-
cias. Que los responsables de la toma de decisiones del gobierno confíen 
entre sí y en los ciudadanos es esencial para lograr políticas públicas efec-
tivas que prioricen los bienes públicos, así como políticas con beneficios a 
largo plazo. Los funcionarios públicos dan forma a la agenda de políticas 
y tienen una discrecionalidad considerable en materia de diseño y cumpli-
miento de políticas. Sin embargo, elaborar e implementar políticas públicas 
efectivas requiere colaboración en todo el gobierno, donde se comparten 
tareas e información. La desconfianza provoca cortocircuitos en la cola-
boración y reduce la probabilidad de que quienes están a cargo de las 
políticas públicas demanden aquellas que dependen de la colaboración. Sin 
confianza, no hay espacio para la cooperación, algo clave para las políticas 
que promueven el crecimiento a largo plazo (Stein et al., 2006; Scartascini 
y Tommasi, 2010; Scartascini, Stein y Tommasi, 2013). Los legisladores que 
confían en sus pares apoyan el aumento del gasto en bienes públicos; los 
empleados públicos que confían en sus compañeros están más dispues-
tos a implementar innovaciones en el sector público, como los servicios en 
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línea para los ciudadanos. El resto de este capítulo explora los canales a tra-
vés de los cuales la desconfianza distorsiona las políticas públicas gracias a 
sus efectos en las políticas que los ciudadanos demandan y que los funcio-
narios públicos son capaces de —y están dispuestos a— brindar.

Confianza y la demanda y oferta de políticas públicas

La desconfianza interpersonal influye en la demanda de políticas públi-
cas de tres maneras relacionadas. En primer lugar, disminuye la confianza 
en que los demás cumplirán la ley. Al contrario, los ciudadanos creen que 
los demás pretenderán acceder a beneficios a los que no tienen derecho, 
evitarán impuestos que deberían pagar o se asegurarán exenciones de las 
regulaciones que son obligatorias para el resto. Por lo tanto, es menos 
probable que las personas demanden bienes públicos (puesto que se 
muestran escépticas con respecto a que los demás pagarán los impuestos 
necesarios para financiarlos) y políticas redistributivas (puesto que creen 
que los ciudadanos no elegibles capturarán los beneficios para sí mismos).

En segundo lugar, la desconfianza impide que los ciudadanos trabajen 
juntos para demandar políticas que los beneficien de forma colectiva. En 
cambio, demandan políticas que producen beneficios privados (por ejem-
plo, transferencias o subsidios en lugar de inversiones en salud pública). 
Desde una perspectiva individual, los ciudadanos están en mejor situa-
ción cuando apoyan a políticos que les proporcionan beneficios privados y 
“clientelistas”. Desde un punto de vista colectivo, se benefician de los polí-
ticos que proveen bienes públicos que mejoran la situación de todos los 
ciudadanos. Como se destaca repetidamente en este libro, cuando la des-
confianza es alta, los ciudadanos no pueden contar unos con otros para 
actuar colectivamente, por ejemplo, negándose a apoyar a políticos que 
prometen transferencias clientelistas y, por lo tanto, se muestran menos 
inclinados a votar por políticos que prometen bienes públicos.

La confianza interpersonal también repercute en la confianza en el 
gobierno: los políticos y los funcionarios públicos también son ciudada-
nos, de modo que una mayor confianza interpersonal debería derivar, por 
un efecto de derrame, en una mayor confianza en el gobierno. La descon-
fianza del gobierno implica que los ciudadanos prevén que los políticos no 
cumplirán sus promesas o que eludirán sus responsabilidades una vez en 
el poder. Lleva a los ciudadanos a exigir políticas con beneficios tangibles 
a corto plazo (por ejemplo, empleos en el gobierno antes que educación). 
Este tipo de políticas es menos susceptible de ser manipulado por con-
ductas oportunistas de los gobiernos, pero proporciona menos beneficios 
para la sociedad que los bienes públicos.
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La desconfianza también influye en las políticas que proporcionan los 
gobiernos. Algunas políticas, sobre todo los bienes públicos y las políti-
cas con beneficios a largo plazo, requieren cooperación entre los políticos 
y la administración pública, lo que implica compartir información sobre la 
mejor manera de diseñarlas e implementarlas. La desconfianza en el seno 
de los gobiernos limita la cooperación. Por ejemplo, las políticas regulato-
rias que apoyan el crecimiento inclusivo convienen a todos los políticos, 
pero solo son efectivas si estos últimos y los funcionarios públicos indi-
viduales evitan crear exenciones formales e informales para favorecer 
partidarios. Al no poder confiar en que otros funcionarios no socavarán 
las políticas efectivas, todos los funcionarios tienen menos incentivos para 
proponerlas e implementarlas. La desconfianza en los ciudadanos también 
distorsiona la oferta de políticas. Los políticos y los funcionarios públicos 
que no confían en los ciudadanos los obligan a realizar trámites innecesa-
rios cuando demandan beneficios públicos a los que tienen derecho.

El efecto de estas distorsiones en la oferta y la demanda de políticas 
públicas es de gran alcance. Los bienes públicos, como carreteras, calidad 
del aire, educación y control de las enfermedades infecciosas, ofrecen más 
beneficios a los ciudadanos colectivamente que las transferencias privadas. 
Sin embargo, cuando la confianza interpersonal y la confianza en el gobierno 
son bajas, los ciudadanos se muestran menos interesados en votar por polí-
ticos que prometen esos bienes públicos. La desconfianza interpersonal y 
la desconfianza en los gobiernos también reduce las demandas de políticas 
redistributivas: no se confía en que los ciudadanos no elegibles no se pos-
tularán, ni en que el gobierno vaya a asignar los beneficios únicamente a los 
ciudadanos elegibles. La desconfianza en el gobierno disminuye la demanda 
de inversión pública; como los beneficios se materializan a mediano plazo, 
hay un margen considerable para que se manifiesten conductas oportunistas, 
incluida la desviación de fondos, que deja a los proyectos de infraestructura 
incompletos y abandonados. La desconfianza interpersonal pone trabas a 
los ciudadanos en la lucha contra la corrupción (Uslaner [2005] sostiene 
que corrupción y desconfianza interpersonal se alimentan mutuamente). 
Mantener alejados del gobierno a los políticos corruptos favorece los intere-
ses colectivos, pero eso es menos probable si, debido a la desconfianza, los 
ciudadanos se ven impedidos de actuar colectivamente.

El lado de la demanda: confianza de los ciudadanos y políticas 
públicas

Los estudios sobre confianza y políticas públicas no son nuevos. Nannicini 
et al. (2013) sostienen que la falta de confianza limita la capacidad de los 
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ciudadanos para cooperar y exigir al gobierno que rinda cuentas por las 
políticas económicas y sociales ejecutadas. Persson y Tabellini (2002) y 
Keefer y Vlaicu (2008, 2017) destacan un mecanismo clave: que la descon-
fianza reduce la credibilidad de las promesas electorales, lo cual rebaja los 
incentivos de los políticos para implementar políticas que promuevan el 
crecimiento. En su lugar, incentiva la búsqueda de rentas y la compra de 
votos. Keefer (2007) vincula la credibilidad y la confianza como las razo-
nes que permiten explicar por qué a las democracias más jóvenes les va 
peor que a las más antiguas: en las primeras, los políticos han tenido menos 
oportunidades para acumular credibilidad, son más corruptas, adhieren 
menos al Estado de derecho, tienen burocracias menos competentes y gas-
tan más en proyectos que favorecen la búsqueda de rentas y el clientelismo.

Cómo la desconfianza de los ciudadanos genera malas políticas

En América Latina y el Caribe se observa uno de los niveles más bajos 
de confianza ciudadana de cualquier región del mundo, e incluso con ese 
bajo nivel la confianza sigue disminuyendo (véase el capítulo 1). Las perso-
nas confirman directamente este escepticismo cuando se les pregunta si 
consideran que los políticos y los funcionarios públicos serán fieles a sus 
promesas y acatarán la ley. Keefer, Scartacini y Vlaicu (2018) utilizan datos 
de la encuesta BID-LAPOP 2017, que se llevó a cabo en siete capitales de 
América Latina para preguntar a las personas si creían que los funcionarios 
públicos eran oportunistas o no. Solo el 22% de los encuestados respondió 
que los políticos y los funcionarios públicos cumplen sus promesas. Quie-
nes manifestaron una baja confianza se mostraron igualmente escépticos 
acerca de que los impuestos recaudados para financiar políticas públicas 
mejorarían su bienestar. En promedio, solo uno de cada cuatro encuesta-
dos considera que una suba de impuestos para financiar la redistribución 
o mantener en buen estado la red de agua se utilizará realmente para ayu-
dar a los pobres o para financiar el mantenimiento de infraestructura. Si la 
desconfianza en el gobierno implica escasa fe en las promesas que este ha 
hecho de proporcionar bienes públicos o redistribuir el ingreso, los ciuda-
danos que desconfían del gobierno no demandan estas políticas.

El gráfico 4.1 refleja la relación que existe entre la confianza en el 
gobierno y la confianza de la gente en cuanto a la forma en que el gobierno 
implementa y formula las políticas. El mensaje es claro: los ciudadanos 
que desconfían tienen menos probabilidades de afirmar que recibirían los 
beneficios prometidos por las políticas públicas (véase el panel A del grá-
fico 4.1). Además, los encuestados con baja confianza se muestran menos 
inclinados a creer que los gobiernos tienen en cuenta sus opiniones cuando 
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formulan las políticas públicas (véase el panel B del gráfico 4.1). Las pre-
ferencias de políticas de los votantes podrían explicarse por la percepción 
de los ciudadanos de que existe una desconexión entre problemas sociales 
y políticas públicas (Kuziemko et al., 2015).

La confianza interpersonal también está estrechamente asociada 
con las preferencias de políticas. Las personas con una mayor confianza 

Gráfico 4.1   Confianza política y percepciones de las políticas
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de LAPOP 2018–19.
Notas: Los resultados de las opiniones miden el grado de acuerdo de los encuestados con la afirmación 
de que el gobierno tiene en cuenta las opiniones de las personas comunes cuando diseña o reforma be-
neficios públicos, como los servicios sociales y las transferencias. Los resultados de los beneficios miden 
el grado de acuerdo de los encuestados con la afirmación de que, en caso de necesidad, una persona 
accedería fácilmente a los beneficios sociales que proporciona el Estado. Los valores de las opiniones 
y la percepción de los beneficios oscilan entre 1 y 7, donde 1 implica muy en desacuerdo y 7 es muy de 
acuerdo. Los valores de confianza oscilan entre 1 y 7, donde 1 significa ninguna confianza en el actor y 7, 
mucha confianza. La confianza baja se define según las opciones 1 a 5 y la confianza alta como el comple-
mento. Las preguntas sobre la percepción de las opiniones y los beneficios se formularon en Argentina, 
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, México y Perú.
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interpersonal y política demuestran un mayor apoyo al gasto en bienes-
tar social (Algan, Cahuc y Sangnier, 2016; Camussi, Mancini y Tommasino, 
2018; Gründler y Köllner, 2020). De la misma manera, la confianza inter-
personal se asocia con el gasto en servicios sociales (véase el gráfico 4.2). 

Gráfico 4.2   Confianza interpersonal y provisión de bienes públicos
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Notas: El gasto en educación presenta el promedio para el período 2006–19; los valores que faltan son re-
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complemento. La muestra comprende 126 países en el panel A y la segunda muestra, 139 países en el panel B.
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Los datos de 130 países indican que el gasto público en educación y salud 
como porcentaje del PIB es más alto en los países con una mayor con-
fianza interpersonal. Los países de América Latina y el Caribe confirman 
esta relación; sin embargo, son la baja confianza interpersonal y el bajo 
gasto en bienes públicos los que van de la mano en la región.2

La confianza interpersonal también se refleja en dos medidas de las 
políticas redistributivas. Los países con mayor confianza interpersonal gas-
tan más en protección social. A partir de datos a nivel de país promediados 
entre 2006 y 2019 en 135 países, el panel A del gráfico 4.3 muestra que 
la confianza interpersonal y el porcentaje del PIB que los gobiernos gas-
tan en protección social están positiva y significativamente correlacionados. 
El panel B del gráfico 4.3 ilustra una medida más exhaustiva de la redis-
tribución disponible en 40 países de América Latina y el Caribe y de la 
OCDE. Esta medida es la diferencia entre los coeficientes de Gini antes de 
impuestos y después de impuestos, incluidos los beneficios sociales, en una 
muestra de 40 países de América Latina y el Caribe y la OCDE. La correla-
ción con la confianza interpersonal es nuevamente alta y positiva (0,58). En 
ambos gráficos, los países de América Latina y el Caribe tienden a aparecer 
en el cuadrante inferior izquierdo, que refleja baja confianza y bajo gasto o 
redistribución.

Uno de los debates clave en América Latina y el Caribe y en el mundo 
está relacionado con el impacto de la desigualdad en la confianza en 
el  gobierno. La premisa es que la desigualdad reduce la confianza en el 
gobierno.3 Directamente, la baja confianza interpersonal disminuye la con-
fianza de los ciudadanos en que solo los ciudadanos elegibles solicitarán los 
beneficios de las políticas redistributivas. Indirectamente, al desalentar a los 
ciudadanos de emprender una acción colectiva, la falta de confianza inter-
personal limita su capacidad de exigirle al gobierno que rinda cuentas por 
la implementación de dichas políticas (Keefer, Scartascini y Vlaicu, 2020a).

2	 El debate sobre la confianza y la provisión de políticas públicas expuesto más ade-
lante apunta a la importancia de la confianza en el intercambio de información dentro 
del gobierno. Ponzetto y Troiano (2018) señalan algo similar sobre la confianza y el 
intercambio de información entre los ciudadanos en el contexto de la educación. 
Sostiene que la confianza entre los votantes facilita la difusión de información sobre 
los altos retornos de las inversiones en educación pública. Los votantes seleccionan 
entonces a candidatos que tienen más probabilidades de apoyar el gasto en edu-
cación pública. Los autores muestran que los países con un capital social más alto 
(relacionado con la confianza interpersonal) gastan una parte mayor del producto en 
educación pública y experimentan un mayor crecimiento económico.

3	 Este es, por ejemplo, el argumento en Scartascini y Valle Luna (2020a), que se 
aborda en el capítulo 9.
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Gráfico 4.3   Confianza interpersonal y redistribución del ingreso
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4	 La encuesta BID-LAPOP recogió las preferencias de políticas de 6.040 encuestados 
de ciudades capitales de siete países: Chile, Colombia, Honduras, México, Panamá, 
Perú y Uruguay.

Por lo tanto, los países con promedios bajos y altos de confianza 
interpersonal producen políticas públicas sistemáticamente diferentes. 
En las personas se observan tendencias similares (Keefer, Scartascini y 
Vlaicu, 2020a).4 Las que muestran una menor confianza interpersonal son 
cerca de 8 puntos porcentuales menos partidarias de apoyar la asisten-
cia pública financiada por los impuestos a favor de los pobres y cerca de 
6 puntos porcentuales menos partidarias de avalar impuestos progresivos 
que redistribuyen el ingreso desde los que más tienen a los necesitados 
(véase el panel A del gráfico 4.4).

La encuesta BID-LAPOP también arroja luz sobre el efecto de la con-
fianza en las preferencias de los votantes por políticas con beneficios 
individuales versus bienes públicos. Los ciudadanos que dudan de que 
los políticos cumplan sus promesas tienen más probabilidades de prefe-
rir transferencias selectivas en lugar de bienes públicos. En la encuesta se 
pidió a los participantes que compararan dos alternativas de gasto, una 
que daba a los hogares más recursos para que procuraran el servicio para 
sí mismos y otra que aumentaba los impuestos con el fin de que el gobierno 
pudiera proporcionar el servicio. Por ejemplo, una de las preguntas era si 
los ciudadanos preferían impuestos más altos para financiar el gasto en 
educación pública o impuestos más bajos para que los hogares pudieran 
pagar por sí mismos la educación de sus hijos. Otra de las preguntas ofre-
cía una alternativa entre mayores impuestos para financiar el gasto público 
en seguridad o menores impuestos para que los hogares pudieran pro-
curarse su propia seguridad. Los votantes desconfiados deberían tener 
menos probabilidades de apoyar el gasto del gobierno en ambos bienes 
públicos, educación y seguridad, porque descartan de forma más tajante 
las promesas de los políticos de convertir los ingresos tributarios en edu-
cación de calidad y en seguridad pública fiable.

En efecto, los resultados confirman esta expectativa. Los dos pane-
les del gráfico 4.4 muestran el porcentaje de encuestados a favor de las 
políticas redistributivas por nivel de confianza interpersonal, y el apoyo al 
gasto en bienes públicos por nivel de confianza en los políticos. Las perso-
nas que expresan un nivel de confianza bajo en las promesas electorales se 
muestran menos inclinadas hacia los bienes públicos que los ciudadanos 
que confían. Quienes otorgan escasa confianza a las promesas de los polí-
ticos son 7 puntos porcentuales menos partidarios de apoyar inversiones 
públicas en educación que quienes declaran una confianza alta, y cerca de 



CONFIANZA, CIVISMO Y CONSTRUCCIÓN DE BUENAS POLÍTICAS PÚBLICAS 101

Gráfico 4.4   Confianza de los ciudadanos y preferencias de políticas
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de BID-LAPOP 2017.
Notas: En el panel A, los encuestados eligen entre una preferencia por impuestos más altos para los 
pobres y políticas tributarias progresivas, o impuestos más bajos para los ricos y creación de empleos, 
e impuestos más bajos para que el crecimiento económico reduzca la pobreza. En el panel B, los en-
cuestados eligen entre mayores impuestos para impulsar el gasto en educación y seguridad, o menos 
impuestos para permitir a los hogares gastar más en educación y seguridad privada, respectivamente. 
La confianza interpersonal oscila entre 1 y 4, en cuyo caso 1 significa ninguna confianza en la mayoría de 
las personas y 4 es mucha confianza. La confianza interpersonal baja se define según las opciones 1 a 3, 
y la confianza alta como el complemento. La confianza en los políticos oscila entre 1 y 4, donde 1 implica 
ninguna confianza en las promesas de los políticos y 4 es mucha confianza. La confianza baja en los 
políticos se define según las opciones 1 o 2, y la confianza alta como el complemento.

7 puntos porcentuales menos partidarios de respaldar inversiones públi-
cas en seguridad.5

5	 Puede que el mayor apoyo promedio a la seguridad en relación con la educación 
refleje la conciencia de que los mercados privados no pueden proporcionar seguri-
dad pública de forma adecuada. Helsley y Strange (1999) muestran que los mercados 
privados que se proponen abordar la falta de provisión de seguridad pueden aumen-
tar el índice general de delincuencia.
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También es de prever que la confianza interpersonal influya en la 
demanda de los ciudadanos de un mejor gobierno. Es probable que los 
ciudadanos que no pueden actuar colectivamente tengan dificultades 
para exigir que el gobierno rinda cuentas por una administración corrupta 
o por regulaciones que limitan sus oportunidades económicas sin acarrear 
beneficios compensatorios para la sociedad. El gráfico 4.5 ilustra los índi-
ces del proyecto de gobernanza de los Indicadores de Gobernanza Mundial 
(WGI, por sus siglas en inglés) en relación con la confianza interpersonal, 
a partir de datos de 2018. Una mayor confianza entre los ciudadanos se 
asocia con un mayor control de la corrupción y una mejor calidad de la 
regulación. Bjørnskov (2010) va un paso más allá, y sostiene que la con-
fianza interpersonal tiene un efecto causal en la calidad del gobierno, ya 
que los ciudadanos que confían unos en otros cooperan de manera más 
eficiente para controlar al gobierno y castigar a los políticos de baja cali-
dad en las elecciones.

Navegando en solitario: desconfianza ciudadana y acción colectiva

Uno de los mecanismos a través de los cuales la desconfianza distorsiona 
las políticas es directo y claro: los ciudadanos expresan menos apoyo a 
la redistribución si no confían en que los demás ciudadanos y funciona-
rios públicos respetarán las reglas de elegibilidad. Prefieren políticas con 
beneficios materiales individuales que pueden monitorearse con facilidad, 
como los pagos de transferencias, en lugar de políticas con beneficios 
amplios, menos tangibles, como la educación, donde hay menor compor-
tamiento oportunista del gobierno.

El otro mecanismo a través del cual la desconfianza influye en las polí-
ticas es indirecto y menos evidente: la capacidad ciudadana de actuar 
colectivamente. La acción colectiva es vital para el proceso de desarrollo 
económico, ya que las buenas políticas públicas confrontan los signifi-
cativos dilemas de acción colectiva que conspiran contra él. Empresas y 
ciudadanos tienen incentivos para aprovecharse y no cumplir sus obliga-
ciones de financiar los bienes públicos, que abarcan desde la educación 
hasta la salud pública y la vigilancia policial. Puede que también busquen 
exenciones privadas de las reglas que rigen la vida económica, desde el 
cumplimiento de los contratos y los derechos de propiedad hasta la regu-
lación corporativa. Es probable que esta conducta sea predominante en 
sociedades donde los ciudadanos tienen escasa capacidad para actuar 
colectivamente, y es una conducta contraproducente para el desarrollo 
económico. La confianza entre los ciudadanos resulta clave para facilitar la 
acción colectiva y allanar el camino del progreso.
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Acontecimientos históricos lamentables ilustran el impacto a largo plazo 
de la confianza y la acción colectiva en el desarrollo económico (véase el 
capítulo 2). Acemoglu, Johnson y Robinson (2001) muestran que las enfer-
medades endémicas están asociadas con derechos de propiedad débiles, un 

Gráfico 4.5   Confianza interpersonal y gobernanza
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confianza alta como el complemento. La muestra incluye 131 países en ambos paneles.
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frágil Estado de derecho e ingresos más bajos en siglos posteriores. ¿Cuál 
es la relación entre enfermedad y desarrollo? Una respuesta se obtiene al 
ver los resultados a través del lente de la confianza y la acción colectiva. 
Las enfermedades y la mortalidad reducen los horizontes temporales de las 
personas y alientan la emigración. Estos movimientos de población dismi-
nuyen las sanciones sociales por comportamientos no fiables y la capacidad 
de los ciudadanos para movilizarse colectivamente a favor de instituciones 
más fuertes. Los requisitos del trabajo forzoso en el Perú colonial (conocido 
como la mita) suprimieron la provisión de bienes públicos tres siglos más 
tarde, debido a que destruyeron las comunidades, redujeron la confianza 
y limitaron la capacidad de cooperación necesaria para apoyar dichos bie-
nes (Dell, 2010). Un fenómeno similar ocurrió en África Oriental, donde las 
estrategias de coerción y cooptación de los traficantes de esclavos llevó al 
enfrentamiento entre comunidades y alentó drásticamente las conductas no 
fiables. Aquellas comunidades de África Oriental donde los traficantes de 
esclavos eran más activos todavía muestran bajos niveles de confianza, 150 
años después (Nunn y Wantchekon, 2011).

La evidencia actual confirma de manera más explícita los víncu-
los entre confianza y cooperación con una mayor provisión de bienes 
públicos. Keefer et al. (2019) estudian el autogobierno en los mercados 
populares de Lima, Perú, y concluyen que los mercados que pueden hacer 
cumplir el Estado de derecho y sancionan las infracciones de las reglas de 
mercado son más capaces de participar en actividades colectivas. En par-
ticular, la infraestructura de mercado es de mejor calidad cuando el Estado 
de derecho es más fuerte. Sin embargo, la confianza es clave en el Estado 
de derecho: los mercados fundados por vendedores con fuertes víncu-
los sociales tienen significativamente más probabilidades de observar el 
cumplimiento de las reglas. Arias et al. (2019) demuestran los efectos de la 
confianza, basada en la fortaleza de las conexiones sociales, en la capaci-
dad de los ciudadanos de exigir que los gobiernos rindan cuentas. Cuando 
se informa a los ciudadanos acerca de que la administración pública es 
mala o corrupta, las conexiones sociales contribuyen a una mayor coordi-
nación para expulsar a los políticos con desempeño negativo.

La evidencia de las encuestas de los países de América Latina permite 
vincular la confianza en los demás ciudadanos con la acción colectiva para 
demandar bienes públicos del gobierno. En efecto, la encuesta BID-LAPOP 
preguntó a los participantes si su barrio podía juntar 500 firmas para soli-
citar al gobierno local que reparase las calles y aceras de los barrios. Los 
encuestados que no confían en los demás ni en el gobierno tienen signi-
ficativamente menos confianza en que su barrio pudiera reunir las firmas 
requeridas. Entre quienes declararon tener “muy poca” confianza en los 
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otros ciudadanos o que los políticos no respetan la ley, solo una tercera 
parte indicó que era probable que pudiera recopilar las firmas en su barrio. 
Por su parte, entre quienes se atribuyeron “mucha” confianza en los otros 
ciudadanos o creen que los políticos respetan la ley, cerca de la mitad 
señaló que confiaba en obtener las firmas (véase el gráfico 4.6).

Una mayor confianza interpersonal aumenta la capacidad de actuar 
colectivamente. A su vez, la acción colectiva mejora la transparencia, que 
eventualmente mejora el proceso de políticas. Una mayor confianza inter-
personal también está altamente correlacionada con una mayor demanda 
de políticas que generen más y mejores inversiones públicas. Las políticas 
de miras limitadas, que ponen demasiado énfasis en el corto plazo, son 
características de América Latina y el Caribe (Stein et al., 2006). El grá-
fico 4.7 muestra que los gobiernos de la región ocupan el último lugar en 
su visión de largo plazo, cegada por la falta de confianza.

El lado de la oferta: confianza entre los responsables de las 
políticas y su efecto en las políticas públicas

La desconfianza mutua de los votantes y en los políticos distorsiona las 
políticas que los votantes demandan de los políticos. Desde luego, dado 

Gráfico 4.6   Confianza de los ciudadanos y acción colectiva
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Gráfico 4.7   �Confianza de los ciudadanos y visión a largo plazo del 
gobierno
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que los políticos pretenden ser reelegidos, tienen incentivos para ofrecer 
las políticas que demandan los votantes. Además, la desconfianza entre 
los legisladores y los funcionarios públicos, entre los legisladores y la rama 
ejecutiva, y de los funcionarios públicos en los propios ciudadanos dismi-
nuye la oferta de políticas para apoyar el crecimiento inclusivo.

Las relaciones entre los legisladores y entre legisladores y funcionarios 
públicos dictan las políticas que los gobiernos adoptan e implementan. 
Estas relaciones parecen ser sumamente formales y estar estrictamente 
reguladas por las constituciones y la ley. Sin embargo, en la práctica todos 
estos actores tienen una discrecionalidad considerable y no regulada y la 
mayoría de las veces sus interacciones son informales (Bonvecchi y Scar-
tascini, 2020). Los debates sobre las ventajas y desventajas de un nuevo 
proyecto de ley, incluso la decisión de presentar proyectos legislativos, 
la rapidez para autorizar e implementar una ley, o los acuerdos y prome-
sas hechos para ganar el apoyo de los demás para iniciativas de políticas, 
dependen de la confianza.

El problema de la confianza no es solo bilateral entre la rama legisla-
tiva y la rama ejecutiva, o entre dos legisladores. También aquí afecta la 
capacidad de acción colectiva. Cuando los ciudadanos no pueden actuar 
colectivamente, no es fácil que demanden bienes públicos o exijan rendi-
ción de cuentas al gobierno por su fracaso para proporcionar esos bienes. 
Los legisladores se enfrentan a los mismos dilemas de acción colectiva y, 
como suele suceder con los ciudadanos, tienen menos probabilidades de 
superarlos si no hay confianza.6

Cuando la desconfianza entre los legisladores es generalizada, los 
legisladores individuales no pueden contar con que sus pares se unan a 
ellos para votar a favor de bienes públicos, de regulaciones que mejoren el 
bienestar o de reformas que fortalecen las instituciones. Tampoco pueden 
contar con ellos para supervisar a la rama ejecutiva cuando implementa 
estas políticas (Stein et al., 2006). En organizaciones grandes como los 
gobiernos, la confianza facilita la colaboración y la coordinación entre los 
actores públicos para generar políticas públicas (La Porta et al., 1997). La 
desconfianza disminuye los incentivos legislativos para promover políticas 
con beneficios a largo plazo, dado que estas dependen de las acciones de 
los futuros responsables de formular políticas. En cambio, los lleva a prefe-
rir políticas focalizadas en grupos pequeños, con los que tienen conexiones 
personales, en lugar de centrarse en bienes públicos, dado que estos últi-
mos dependen de la cooperación entre los responsables de las políticas 

6	 El problema surge en cualquier grupo: Bartling et al. (2018) demuestran que la confianza 
aumenta significativamente la eficiencia de las interacciones sociales en los grupos.
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7	 En América Latina y el Caribe se observa una correlación positiva fuerte: si la institu-
cionalización de los partidos es baja, la institucionalización del Congreso también es 
baja (Palanza, Scartascini y Tommasi, 2016).

para su aprobación e implantación. También reduce sus incentivos para 
promover reformas complejas o difíciles que les exigen contar con informa-
ción proveniente de otros. La desconfianza también reduce la probabilidad 
de invertir en la institucionalización. Los legisladores no invierten en con-
vertir al Congreso en el recinto donde efectivamente se tomen decisiones 
y no invierten en aumentar su capacidad y conocimiento (Scartascini y 
Tommasi, 2012; Palanza, Scartascini y Tommasi, 2016). En países con bajos 
niveles de institucionalización, las instituciones formales importan menos, 
lo que genera una menor calidad de las políticas públicas a largo plazo 
(Caruso, Scartascini y Tommasi, 2015; Palanza, Scartascini y Tommasi, 2016).

El poder legislativo está poblado de figuras políticas que compiten 
entre sí, a saber, legisladores de partidos diferentes, a menudo con inte-
reses electorales y de políticas opuestos. Por lo tanto, la cooperación es 
difícil. Depende en primera instancia de los partidos políticos, a través de 
los cuales se organizan los legisladores con ideas parecidas. Los capítulos 7 
y 8 ponen de relieve el rol clave de los partidos políticos en la movilización 
ciudadana para la acción colectiva a favor de sus intereses compartidos. 
Cumplen el mismo papel dentro del poder legislativo. Los partidos políticos 
constituyen el principal vehículo de negociaciones entre los legisladores 
para emprender una acción colectiva, por ejemplo, como la aprobación de 
legislación relacionada con la provisión de bienes públicos (Aldrich, 1995). 
Si los legisladores no confían en los partidos, lo cual es evidentemente el 
caso en América Latina y el Caribe, también es poco probable que crean 
que las decisiones colectivas se ejecutarán.7 Aun cuando los legisladores 
construyan vínculos individuales de confianza con otros legisladores, como 
a veces sucede, los vínculos bilaterales no consiguen movilizar una acción 
colectiva que es propia de los grupos. Además, los líderes de los partidos 
siempre pueden obligar a los legisladores a romper sus acuerdos privados 
con otros legisladores. En resumen, cuando los partidos no son fiables, tam-
poco se puede confiar en las negociaciones con otros legisladores.

La formulación de malas políticas

La cooperación entre los legisladores es esencial para contar con políticas 
públicas de alta calidad. La evidencia de una encuesta única, el Proyecto 
de Elites Parlamentarias Latinoamericanas (PELA, por sus siglas en inglés), 
arroja luz sobre el rol de la confianza tiene para determinar las preferencias 
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de políticas de los legisladores en la región. Se trata de la encuesta más 
amplia existente sobre las elites parlamentarias de la región. Desde 1997, 
los investigadores de la Universidad de Salamanca han venido recopilando 
datos de legisladores en 18 países de América Latina y el Caribe, en la mayo-
ría de los casos al menos una vez por período legislativo. Los legisladores 
responden a preguntas sobre la confianza en el Congreso, los partidos 
políticos y los empleados públicos. El gráfico 4.8 presenta las tendencias 
temporales de la confianza de los legisladores en otros actores políticos.

Preguntar a los legisladores sobre su confianza en el Congreso es 
similar a preguntar a los miembros de cualquier organización sobre su 
confianza en los colegas. Las organizaciones que carecen de altos niveles 
de confianza entre los colegas suelen considerarse problemáticas; por eso, 
cabe resaltar la importancia de que solo el 41% de los empleados públicos 
de la región señale que confía en otros empleados públicos. Para la mayor 
parte del período cubierto por las encuestas PELA, entre el 70% y el 80% 
de los legisladores declaró su confianza en el Congreso, una cifra que se 
desplomó a menos del 60% en la ola de 2018–20.8

Gráfico 4.8   Confianza de los legisladores en América Latina y el Caribe
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de PELA 1997–2020.
Notas: La serie sobre la confianza es el promedio para cada ola de un conjunto de 18 países: Argentina, 
Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, 
Panamá, Perú, Paraguay, República Dominicana, Uruguay y Venezuela. Los valores de la confianza oscilan 
entre 1 y 4, donde 1 significa ninguna confianza en los actores públicos y 4 es mucha confianza; la confian-
za alta y moderada se define con las opciones 3 o 4. Cada ola puede contener un conjunto diferente de 
países. El último período cubierto por la encuesta PELA cubre solo siete de los 18 países.

8	 Sin embargo, debido a la pandemia de COVID-19, la cobertura de la última ola de la 
encuesta PELA disminuyó de 18 a 7 países.
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En general, la confianza de los legisladores en los partidos políticos y 
en los empleados públicos ha sido mucho más baja que su confianza en el 
Congreso. En los últimos 10 años, cerca del 60% de los legisladores ha decla-
rado tener una confianza alta o moderada en los empleados públicos y en 
los partidos políticos. Este resultado es de destacar, debido a que las otras 
organizaciones a las que pertenecen los legisladores son los partidos políti-
cos. Sin embargo, cerca del 40% de los legisladores no confía en sus partidos. 
La desconfianza de los legisladores en sus propios partidos políticos inhibe 
su capacidad de actuar colectivamente, ya que los partidos son el principal 
vehículo a través del cual los políticos se coordinan para el logro de objetivos 
comunes. La desconfianza en los empleados públicos afecta sus opciones de 
políticas y los lleva a evitar aquellas que otorgan discreción en el sector público.

El gasto en educación ilustra la confianza del legislador en los partidos. En 
los países de América Latina y el Caribe, la mayor confianza de los legisladores 
en los partidos se asocia con un gasto más alto en educación como porcen-
taje del PIB (véase el panel A del gráfico 4.9). Individualmente, los legisladores 
pueden hacer poca cosa para mejorar la calidad de la educación o superar el 
gasto en este rubro. Deben confiar en que, colectivamente, todos los legisla-
dores se interesarán y los funcionarios públicos asignarán el presupuesto de 
educación con el fin de maximizar el aprendizaje de los alumnos. Cuando la 
confianza en los partidos es baja, los legisladores tienen escasas garantías de 
que se respetarán los acuerdos con otros legisladores o con la rama ejecutiva. 
Por consiguiente, tienen menos interés en asignar recursos a la educación.

El panel B del gráfico 4.9 ilustra más directamente las implicaciones 
de la confianza en los partidos políticos en la credibilidad de los acuerdos 
con la administración pública. La gráfica de dispersión allí presentada con-
signa el número de días requeridos para obtener un servicio de suministro 
eléctrico, de acuerdo con la base de datos de los Indicadores de Desarrollo 
Mundial del Banco Mundial (promediados para 2010–19), en relación con 
la confianza de los legisladores en los partidos políticos. En ausencia de 
partidos fiables, los legisladores no tienen una manera efectiva de obligar 
colectivamente a los gobiernos a mejorar la calidad de los servicios públi-
cos. En consonancia con ello, los países cuyos legisladores confían más en 
los partidos tienden a tener una provisión de servicios más rápida.

El intercambio de información es clave en el diseño de una legislación 
amplia que afecta los intereses colectivos de los legisladores. Las políticas 
públicas destinadas a proporcionar bienes públicos o a corregir fallas de 
mercado, que abarcan desde educación, atención de la salud y vigilancia 
policial hasta regulación ambiental y planificación urbana, son complejas 
y demandan conocimientos expertos. Una formulación de políticas efecti-
vas requiere que los legisladores compartan la información. Sin embargo, 
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Gráfico 4.9   Confianza de los legisladores y resultados de políticas
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Gráfico 4.10   �Confianza de los legisladores, intercambio de información 
y percepciones de clientelismo



CONFIANZA, CIVISMO Y CONSTRUCCIÓN DE BUENAS POLÍTICAS PÚBLICAS 113

si los partidos no pueden cooperar lo suficiente para desarrollar y promul-
gar estas políticas, el intercambio de información es menos probable. Los 
efectos de la confianza de los legisladores en los partidos en la colabora-
ción en el Congreso aparecen en una encuesta PELA-BID de 2019, en la 
cual los legisladores colombianos respondieron sobre el intercambio de 
información con otros actores y sobre sus preferencias de política pública. 
El panel A del gráfico 4.10 revela una asociación negativa entre la con-
fianza de los legisladores en los partidos y el intercambio de información.

Una lógica similar vincula la desconfianza en los partidos con la prác-
tica de políticas clientelistas. Cuando los legisladores no confían en sus 
partidos para velar por el cumplimiento de los acuerdos, es más difí-
cil elaborar y promulgar políticas de base amplia que afecten a todos los 
legisladores. Al contrario, los legisladores se centran en asignar benefi-
cios a grupos específicos de simpatizantes. La encuesta PELA preguntó a 
los legisladores cuán a menudo, según ellos, los candidatos y los partidos 
políticos ofrecen bienes de consumo a cambio de votos. El panel B del grá-
fico 4.10 revela que los legisladores que no confían en los partidos políticos 
creen que esos intercambios son frecuentes.

En ambos paneles, las asociaciones controlan por diferencias entre los 
legisladores con respecto a su edad, estudios, género, ideología y situación 
de oposición, si cumplen su primer mandato, y su experiencia en términos 
más generales. A medida que el nivel de confianza en los partidos políticos 
aumenta, también lo hace el intercambio de información, mientras que las 
percepciones de clientelismo político disminuyen.

Las preferencias por los bienes públicos también están asociadas con 
la confianza del legislador en los partidos políticos. Las encuestas PELA-
BID en Colombia y Panamá midieron las preferencias de políticas de los 
legisladores en temas como educación, seguridad e infraestructura. Se 
preguntó a los legisladores si preferían impuestos más altos para finan-
ciar un bien público o impuestos más bajos para que los hogares pudieran 
proporcionarse de manera privada los bienes a sí mismos. El gráfico 4.11 
muestra el porcentaje de encuestados que apoyan el financiamiento 
público por nivel de confianza en los partidos políticos. Los legisladores 
con niveles más altos de confianza en los partidos también expresaron 
mayor predilección por los bienes públicos.

La desconfianza entre empleados públicos perjudica a la 
administración pública

Los países administran e implementan políticas públicas a través de los 
organismos públicos. Por lo tanto, los comportamientos y actitudes de los 
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empleados públicos son determinantes fundamentales del desempeño de 
los organismos públicos y, eventualmente, de la capacidad de los gobier-
nos para llevar a cabo sus funciones (Best, Hjort y Szakonyi, 2019). Una 
implementación de políticas exitosa requiere que los empleados públicos 
colaboren, sean sensibles y receptivos a las necesidades de los ciudadanos 
y apliquen su discrecionalidad sobre las políticas públicas para maximi-
zar el bienestar ciudadano. La confianza —en otros empleados públicos 
y en los propios ciudadanos— influye en el cumplimiento de estas funcio-
nes de tres maneras. En primer lugar, incide en la cantidad de esfuerzo 
que las personas invierten en su trabajo. Los empleados se esfuerzan más 
si confían en que sus esfuerzos serán recompensados. En segundo lugar, 
promueve la cooperación y el intercambio de información entre colegas. 
En tercer lugar, disminuye la resistencia a la innovación y al cambio orga-
nizacional (Keefer, Perilla y Vlaicu, 2020). Juntas, las consecuencias de la 
desconfianza entre los funcionarios públicos constituyen un severo obstá-
culo para una administración pública eficiente.

La confianza facilita la colaboración en tareas complejas entre colegas 
en los organismos públicos, así como entre los legisladores. En el sector 
público, los funcionarios deben trabajar junto con sus colegas, los ciuda-
danos y funcionarios de otros organismos públicos para implementar los 
programas de gobierno. A fin de documentar la relación entre confianza y 
cooperación en los organismos del sector público en América Latina y el 

Gráfico 4.11   Confianza de los legisladores y preferencias de políticas

21

48

79

24

57

86

Ap
oy

o 
a 

lo
s 

bi
en

es
 p

úb
lic

os
(p

or
ce

nt
aj

e)

Educación Seguridad Infraestructura

60

40

20

0

100

80

Confianza altaConfianza baja

Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de la encuesta PELA-BID sobre los legis-
ladores colombianos (2019) y la base de datos de la encuesta PELA de Panamá 2019.
Notas: Los encuestados eligieron entre una preferencia por el aumento de impuestos para impulsar el 
gasto en educación, seguridad e infraestructura, o por bajar los impuestos para permitir a los hogares 
gastar más en educación, seguridad e infraestructura privadas, respectivamente. Los valores de la con-
fianza oscilan entre 1 y 4, donde 1 significa ninguna confianza en los partidos políticos y 4 es mucha 
confianza. La confianza baja se define según las opciones 1 o 2, y la confianza alta como el complemento.
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Caribe, la Encuesta del Sector Público del BID realizada en 2020 recopiló 
información sobre la confianza y las preferencias de políticas de los emplea-
dos públicos. Los participantes respondieron preguntas sobre la confianza 
en sus compañeros de trabajo, en los empleados públicos en general y en 
los ciudadanos. La encuesta estableció una distinción entre compañeros de 
trabajo —aquellos con los que el encuestado interactúa de manera regu-
lar— y empleados públicos en general. En las regiones de América Latina y 
el Caribe donde se realizó la encuesta, la confianza en los compañeros de 
trabajo rozó el 60%, cifra muy superior que la correspondiente a la categoría 
de los empleados públicos en general. Por otro lado, se observa mayor con-
fianza en los ciudadanos que en los empleados públicos. Todos los tipos de 
confianza tienden a ser menores en la región andina (véase el gráfico 4.12).9

La encuesta también solicitó opiniones sobre la cooperación y el inter-
cambio de información. La comparación de estas respuestas entre los 
encuestados de alta y baja confianza revela el mismo patrón de conducta 
para los empleados públicos que para los legisladores: la desconfianza 
en los demás reduce la cooperación y el intercambio de información. 
Los encuestados que expresan una mayor confianza en los empleados 
públicos tienen significativamente más probabilidades de declarar que la 

9	 Estas diferencias también son estadísticamente significativas.

Gráfico 4.12   �Confianza de los empleados públicos en los demás, por 
región
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de la Encuesta del Sector Público del BID 
2020 y Keefer, Perilla y Vlaicu (2020).
Notas: Las regiones de América Latina se definen para un conjunto de 18 países de la siguiente manera: 
Cono Sur (Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay); región andina (Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú 
y Venezuela), y Centroamérica (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Pana-
má y República Dominicana).
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cooperación mejora el desempeño en el trabajo y que dependen de la 
información compartida por los colegas (véase el gráfico 4.13).

Gráfico 4.13   Confianza de los empleados públicos y colaboración
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de la Encuesta del Sector Público del BID 
2020 y Keefer, Perilla y Vlaicu (2020).
Notas: La cooperación mide el acuerdo de los encuestados con la afirmación de que los proyectos del 
equipo, las tareas compartidas y las reuniones afectan la capacidad de realizar su trabajo de forma ade-
cuada. Los valores de la cooperación oscilan entre –5 y 5, donde –5 representa “reducir mucho” y 5 
representa “aumentar mucho”. El intercambio de información calcula en qué medida los encuestados 
dependen de la información obtenida de sus compañeros de trabajo. Los valores del intercambio de infor-
mación oscilan entre 1 y 4, donde 1 representa “dependen muy poco” y 4 representa “dependen mucho”. 
La confianza de los funcionarios en los empleados públicos muestra los promedios normalizados con el 
intervalo de la unidad.
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Además de la relación positiva entre confianza y colaboración, los 
empleados públicos también pueden aumentar la efectividad de los orga-
nismos públicos mostrándose abiertos a la innovación en la provisión de 
servicios públicos. Una de esas innovaciones va de la mano con la revolu-
ción digital. La encuesta del BID preguntó a los empleados públicos sobre la 
ampliación de los servicios públicos en línea para los ciudadanos. La mayo-
ría (55%) se mostró muy a favor. Sin embargo, estas mejoras pueden ser 
costosas y requieren cambios en la manera en que funcionan los organis-
mos públicos; por lo tanto, puede que el personal se resista a esos cambios. 
La confianza en los pares reduciría los costos; su influencia positiva en la 
conducta colaborativa podría ayudar a frenar la resistencia a la innovación.

Los empleados con una alta confianza en el sector público tienen 
7 puntos porcentuales más de probabilidades de apoyar los servicios en 
línea (véase el gráfico 4.14). Al comparar la confianza promedio por país 
de la encuesta de los empleados públicos con el Índice de E-Gobierno, 
que rastrea el progreso de los países en la implementación de la agenda 

Gráfico 4.14   �Confianza de los empleados públicos, actitudes hacia la 
digitalización y puntos de vista sobre la efectividad del 
organismo
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de la Encuesta del Sector Público del BID 
2020 y Keefer, Perilla y Vlaicu (2020).
Notas: Cada barra indica la medida en que el aumento de una unidad en las variables —confianza en el 
sector público, confianza en los ciudadanos— está asociado con actitudes a favor de los servicios en línea 
del sector público y la efectividad percibida del organismo. Las regresiones controlan por edad, género, 
categorías de nivel de estudios y empleo público actual. También incluyen efectos fijos de país. Los servi-
cios en línea miden la opinión del encuestado acerca de la ampliación de la provisión de servicios públicos 
en línea a los ciudadanos. Los valores de los servicios en línea oscilan entre 1 y 5, donde 1 significa aversión 
hacia los servicios en línea y 5 representa fuertes preferencias a favor de los servicios públicos en línea. 
La efectividad del organismo mide la efectividad del organismo en el cumplimiento de su misión durante 
2019, según la percepción del encuestado. Los valores de la efectividad del organismo oscilan entre 1 y 5, 
donde 1 representa un desempeño deficiente y 5, muy buen desempeño. Los servicios en línea, la efec-
tividad del organismo y las medidas de la confianza fueron normalizadas con el intervalo de la unidad.
* Significancia estadística a nivel del 5%.
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de gobierno electrónico, se obtiene más evidencia del vínculo entre con-
fianza entre empleados públicos y gobierno electrónico. El panel A del 
gráfico  4.15 permite observar una fuerte correlación positiva entre la 

Gráfico 4.15   �Confianza de los empleados públicos, gobierno 
electrónico y regulación
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Notas: La calidad de las regulaciones presenta el promedio para el período 1996–2018. Esta variable re-
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el complemento.
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confianza de los empleados públicos y el índice, así como el gráfico 4.14 
muestra que, individualmente, los empleados públicos confiados tienen 
más probabilidades de apoyar los servicios en línea.

Tener regulación de calidad, al igual que las reformas del gobierno 
electrónico, exige cooperación e intercambio de información entre los 
empleados públicos. La confianza promueve esta conducta cooperativa y 
tiene un impacto favorable en las decisiones regulatorias de los gobiernos 
(véase el panel B del gráfico 4.15). De hecho, la asociación entre con-
fianza de los empleados públicos y gobierno orientado a los ciudadanos 
se refleja más ampliamente en la relación entre confianza y fe en la misión 
de los organismos del sector público. La encuesta pidió a los participan-
tes que compartieran sus percepciones sobre la efectividad del organismo 
público al que pertenecen para llevar a cabo su misión en 2019. Solo el 41% 
señaló que el desempeño de su organismo público había sido alto o muy 
alto. Sin embargo, la brecha entre los empleados de alta y baja confianza 
es enorme. Los que confían en sus pares tienen 39 puntos porcentuales 
más de probabilidades de declarar que su organismo público fue efectivo 
(gráfico 4.14).

La confianza en otros empleados públicos tiene implicaciones impor-
tantes para las percepciones de los empleados públicos sobre cómo lidiar 
con las crisis. En el caso de la pandemia de COVID-19 y el problema de dis-
tanciamiento social, los empleados públicos que confían en sus pares tienen 
más probabilidades de culpar de los bajos niveles de distanciamiento físico a 
los ciudadanos que al gobierno. Tienen menos probabilidades de creer que 
la respuesta adecuada de políticas ante el bajo distanciamiento implica más 
restricciones impuestas por el gobierno sobre la conducta de los ciudadanos.

Estas conclusiones son el resultado de un experimento aleatorizado 
con funcionarios públicos que respondieron a información acerca del éxito 
de su país para alcanzar el distanciamiento social en una etapa temprana 
de la pandemia y arrojan luz sobre su respuesta preferida de políticas a esa 
información. A todos los encuestados se les mostró un gráfico de barras 
que describía el nivel de distanciamiento social en su país al comienzo de 
la pandemia. Luego, se les presentaron de forma aleatoria dos estadís-
ticas diferentes: un grupo vio a su país bajo una luz positiva cuando su 
desempeño se comparó con el nivel del promedio mundial de distancia-
miento social, que era más bajo que el de casi todos los países de América 
Latina y el Caribe;10 el otro vio a su país bajo una luz negativa cuando se le 

10	 Nicaragua fue el único país con una estadística nacional para el distanciamiento 
social más baja que el promedio mundial. En este caso, la estadística nacional se 
mostró por sí misma para el tratamiento positivo.
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enseñaron los datos de España, en cuyo caso se podía apreciar una mayor 
adhesión al distanciamiento social que en la región.

Después de que los encuestados vieran el gráfico de barras, primero 
se les preguntó quién consideraban que fuese más responsable de los 
niveles de distanciamiento social en su país: si el gobierno o los ciudada-
nos. En segundo lugar, se les preguntó si pensaban que era necesaria una 
vigilancia más estricta del cumplimiento del distanciamiento social por 
parte del gobierno.

El gráfico 4.16 compara la reacción de los empleados públicos de baja 
confianza a las malas noticias sobre el distanciamiento social en su país 
con la reacción de los empleados públicos de alta confianza. Los emplea-
dos públicos que no confían en sus compañeros de trabajo reaccionan 
a las malas noticias —información de que el desempeño del país ha sido 
peor que el de España— asignando más responsabilidad al gobierno y 
mostrándose a favor de una vigilancia más estricta del cumplimiento del 
distanciamiento social. En ambas cuestiones —responsabilidad y cumpli-
miento— su desconfianza los lleva a la conclusión, a partir de las malas 
noticias, de que la respuesta del gobierno a la pandemia ha sido inade-
cuada. Los resultados en relación con un cumplimiento estricto son iguales 

Gráfico 4.16   �Efectos de la confianza sobre las percepciones de la 
responsabilidad para obtener buenos o malos resultados 
sociales del distanciamiento
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Fuente: Elaboración de los autores sobre la base de la Encuesta del Sector Público del BID 2020 y Keefer, 
Perilla y Vlaicu (2020).
Notas: Cada barra indica la diferencia en las opiniones promedio de políticas entre los encuestados 
tratados (marco negativo) y de control (marco positivo) por nivel de confianza. La confianza mide la con-
fianza en los compañeros de trabajo; los valores oscilan entre 1 y 4, donde 1 significa ninguna confianza 
en los compañeros de trabajo y 4 es mucha confianza. La confianza baja se define según las opciones 1 o 
2, y la confianza alta como el complemento. Las medidas en el eje X convertidas a variables ficticias que 
indican respuesta por encima de la mediana.
* Estimación estadísticamente diferente de cero a nivel del 5%.
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a los del capítulo 3, el cual muestra que en sociedades de baja confianza 
hay una preferencia más marcada por la regulación (de las empresas), aun-
que la desconfianza se extiende a los que ejercen la supervisión de parte 
del gobierno.

Las dos primeras barras del gráfico 4.16 consideran las percepcio-
nes de la responsabilidad del gobierno en el distanciamiento social de los 
encuestados que no confían en otros empleados públicos (primera barra) 
y aquellos que sí confían. Los que confían en los demás empleados tienen 
más probabilidades de culpar a los ciudadanos por las noticias negati-
vas del distanciamiento social; quienes no confían en los otros empleados 
tienen ligeramente más probabilidades de culpar al gobierno. Las dos 
segundas barras se centran en la necesidad de que el gobierno haga cum-
plir de forma más rigurosa las reglas de distanciamiento social y revelan 
diferencias igualmente claras. Los empleados de baja confianza tienen 
significativamente más probabilidades que aquellos de alta confianza de 
concluir, a partir de las malas noticias, que el gobierno debería hacer más 
para vigilar el cumplimiento del distanciamiento social.11

Más confianza para mejores políticas públicas

América Latina y el Caribe se encuentra en medio de lo que podría ser 
el momento más problemático desde la Gran Depresión. Las políticas 
públicas desempeñan un papel clave para su resolución. Las políticas 
deben estar más centradas en el crecimiento inclusivo, en focalizar mejor 
los beneficios en aquellos que los necesitan y en mantener la integridad 
pública y la transparencia. La falta de confianza de los ciudadanos en los 
gobiernos y la baja confianza de los responsables de políticas en sus pares 
obstaculizan el surgimiento y la implementación de esas políticas.

Este capítulo presenta evidencia de que la confianza está relacionada 
con la calidad de las políticas públicas de dos maneras: a través de sus efec-
tos sobre las políticas que demandan los votantes y sobre aquellas que los 
políticos y los funcionarios del gobierno están listos para aplicar. La baja 
confianza entre los ciudadanos limita su capacidad de actuar colectiva-
mente y hacer que los gobiernos rindan cuentas, y reduce sus preferencias 
de bienes públicos que promueven el crecimiento. La baja confianza entre 
los responsables de las políticas perjudica el proceso de formulación e 

11	 Estas diferencias emergen al controlar por la confianza en otros empleados públi-
cos, la confianza en los ciudadanos y los efectos fijos de país-ronda. La confianza en 
otros empleados públicos no tiene ningún efecto, pero la confianza de los ciudada-
nos tiene un impacto considerable, que se trata a continuación.



122 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

implementación de políticas, y conduce a menos apoyo para los bienes 
públicos entre los legisladores y menos apoyo para la modernización de 
los servicios públicos en la burocracia.

Como se enfatiza en los capítulos 7, 8 y 10, una consecuencia fun-
damental de la desconfianza es la división que se crea entre empleados 
públicos y ciudadanos. Los empleados públicos ejercen una discrecio-
nalidad considerable en el ejercicio de sus funciones: pueden esforzarse 
mucho o poco para identificar y satisfacer las necesidades de las personas 
y las empresas; pueden retrasar o acelerar las respuestas a sus solicitu-
des de asistencia; pueden socavar o simpatizar con enfoques innovadores 
de su trabajo; y pueden confiar en las personas y las empresas para que 
representen sus necesidades honestamente o imponer engorrosos requisi-
tos de prueba antes de autorizar sus postulaciones a licencias, beneficios o 
aprobaciones regulatorias. Si ejercen su discrecionalidad o no para mejo-
rar el bienestar social depende de su actitud hacia los ciudadanos. Esto 
incluye, en términos amplios, si están motivados para servir a la socie-
dad, como han señalado Banuri y Keefer (2016), entre otros autores, pero 
también, específicamente, si confían en los ciudadanos. La evidencia 
expuesta en este capítulo ilustra una de las formas en que la desconfianza 
provoca este efecto: aquellos que confían en los ciudadanos tienen signifi-
cativamente menos probabilidades de responsabilizar al gobierno por los 
resultados del distanciamiento social, así como de respaldar una vigilancia 
más estricta del cumplimiento de dicho distanciamiento.

Los bajos niveles de confianza ponen en movimiento un ciclo vicioso 
que deriva en políticas con beneficios limitados o de corto plazo a expen-
sas de políticas para aumentar los ingresos de manera más amplia y 
persistente. Las políticas que emergen de contextos de baja confianza ter-
minan decepcionando a los ciudadanos y refuerzan la desconfianza. Este 
libro abre diversas sendas de reforma para construir confianza y desa-
rrollar políticas que mejoren el bienestar en la región, como fortalecer el 
marco institucional, mejorar la comunicación de los resultados de políti-
cas, promover la participación ciudadana en las elecciones y las reuniones 
comunitarias, impulsar políticas que desalienten los comportamientos 
indebidos de los empleados públicos y modernizar el sistema de interac-
ción de los ciudadanos con el Estado.

El capítulo 6, que trata sobre la digitalización, también puntualiza 
los beneficios del gobierno electrónico para la confianza, al tiempo que 
detalla los obstáculos que la desconfianza siembra en el camino de la digi-
talización del sector público. Los empleados públicos que confían entre sí 
tienen más probabilidades de apoyar la digitalización de los servicios para 
los ciudadanos, al igual que los empleados que confían en los ciudadanos.
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La buena noticia es que la confianza podría aumentar de manera expo-
nencial una vez que los ciudadanos vean que sus gobiernos aspiran a ser 
eficientes en todos los ámbitos de las políticas públicas. Los altos niveles 
de confianza crearán los incentivos adecuados para que los ciudadanos 
demanden políticas con beneficios a largo plazo y de amplia base, en lugar 
de beneficios inmediatos y de corto alcance, y para que los responsables 
de las políticas presionen a favor de políticas que mejoren el bienestar. 
Esta interacción positiva entre ciudadanos y gobiernos pondría en marcha 
un círculo virtuoso en el que la confianza genera políticas de alta calidad y 
los buenos resultados de políticas construyen confianza en los responsa-
bles de las políticas.
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5

Confianza y efectividad de 
las políticas públicas

La desconfianza no solo distorsiona las políticas que adoptan los gobiernos, 
sino también su aplicación. Las políticas para mejorar la seguridad pública, 
la educación, la salud, la protección del medio ambiente y la inclusión 
financiera resultan perjudicadas cuando la confianza en la policía, los 
profesores, los médicos, los gobiernos, los bancos y, sobre todo, en otras 
personas, es baja.

América Latina y el Caribe se enfrenta a varios desafíos que limitan su desa-
rrollo económico y social. Las políticas públicas pueden ayudar a afrontar 
muchos de ellos, pero la desconfianza socava la efectividad potencial de 
dichas políticas. Entre los desafíos de desarrollo más importantes de la 
región está el déficit de crecimiento: entre 1980 y 2020, la tasa de creci-
miento per cápita del PIB real promedio fue inferior al promedio mundial. 
Los gobiernos pueden acelerar el crecimiento con políticas financieras, 
que vuelven más eficaces los mercados de capital privados; con políticas 
educativas, que construyen capital humano y con políticas de innovación 
y competencia, que estimulan el crecimiento de la productividad. Tam-
bién pueden reducir la desigualdad de la región, que es la más desigual del 
mundo, si utilizan los ingresos tributarios para financiar políticas públicas 
que establezcan condiciones de igualdad y ofrezcan oportunidades para 
todos. Asimismo, pueden mitigar los efectos devastadores de la contamina-
ción y el cambio climático, con políticas ambientales. Desafortunadamente, 
estas políticas no tendrán el efecto deseado, o ningún efecto, si las perso-
nas no confían en el gobierno ni en los demás.

Este capítulo ilustra la importancia de la confianza para implemen-
tar políticas centradas en la atención primaria de la salud, la educación, la 
delincuencia y el medio ambiente. Para mejorar los resultados de salud, 
se requiere que las personas confíen en sus médicos, sigan sus reco-
mendaciones y cumplan con las llamadas de la comunidad médica para 
vacunarse. La mejora de la educación obliga a los docentes a confiar en los 
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funcionarios públicos cuando cambian los programas de estudio o introdu-
cen pruebas estandarizadas; también requiere que los padres confíen en 
las recomendaciones de los maestros para optimizar el desempeño de los 
alumnos. La reducción de la delincuencia obliga a los ciudadanos a confiar 
en la policía para que hagan su trabajo y para denunciar los delitos. Todas 
las políticas públicas dependen de que los contribuyentes confíen en que 
el gobierno utilizará el dinero público como es debido; de otra manera, 
evitarán pagar impuestos a cualquier precio. La adopción de medidas pre-
ventivas durante una pandemia requiere que todas las personas cumplan; 
por lo tanto, el éxito de una estrategia de salud pública para impedir y 
luchar contra las enfermedades depende en gran medida de la confianza 
interpersonal. Este capítulo se extiende sobre cada uno de estos ámbitos 
de políticas para demostrar que cuando la confianza en las instituciones y 
en los demás es baja, la eficiencia de las políticas públicas también lo es y 
esto, a la larga, impide que los países se desarrollen.

La confianza es la creencia de que los demás no actuarán de manera 
oportunista. No harán promesas que no pueden cumplir, no se desenten-
derán de promesas que sí pueden cumplir ni infringirán las normas para 
aprovecharse de otras personas que observan sus compromisos. La con-
ducta oportunista es más probable cuando una de las partes (por ejemplo, 
los ciudadanos) tiene que actuar sobre la base de la promesa de futuras 
actuaciones de la otra parte (por ejemplo, el gobierno). Un ejemplo es la 
decisión de pagar impuestos sobre la base de la promesa de bienes públi-
cos en el futuro. Los contribuyentes cumplirán voluntariamente si confían 
en que el gobierno no dilapidará los recursos o los políticos se lo robarán. 
La conducta oportunista es aún más habitual cuando las medidas o los 
resultados del gobierno son difíciles de evaluar o llevará tiempo hacerlo, 
como los asociados con una reforma educativa. También es más proba-
ble cuando los costos se asumen de manera individual, pero los beneficios 
favorecen a toda la sociedad; es común aprovecharse de otros cuando se 
trata de reciclar, no contaminar o cumplir con las medidas de control de la 
pandemia, y eso puede anular la utilidad de las políticas.

Las políticas públicas son clave para promover una sociedad inclusiva 
y sostenible, pero tienden a caracterizarse por costos tangibles a corto 
plazo y beneficios a largo plazo difíciles de medir. Por lo tanto, la efectivi-
dad de las políticas públicas depende en gran medida de la confianza en 
el gobierno y en la ciudadanía, sobre todo en sectores donde la conducta 
de las personas influye en los demás y las personas están mal informa-
das, por ejemplo, sobre las iniciativas de reforma de los gobiernos y la 
efectividad de las mismas. Si bien algunos de estos problemas se pueden 
abordar mediante la regulación, el Estado de derecho y la rendición de 
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cuentas pública de esos esfuerzos, la confianza sigue desempeñando un 
papel crucial en la cooperación de los ciudadanos con las políticas públi-
cas, su apoyo a los programas públicos y la capacidad de estos programas 
y políticas para alcanzar sus objetivos.

Este capítulo sostiene que cuando la confianza es baja, los resultados 
de las políticas son peores. La pandemia de COVID-19 proporciona un ejem-
plo perfecto, aunque doloroso, de cómo los resultados de políticas sufrieron 
debido a una baja confianza. Las personas en países de baja confianza no 
cumplieron con los mandatos nacionales para prevenir la propagación 
del virus, lo que incluía restricciones a la movilidad, el requisito de utili-
zar mascarillas, el distanciamiento social y el confinamiento en casa. Estas 
medidas imponen un costo personal y arrojan beneficios individuales que 
varían según la vulnerabilidad de cada persona ante el virus. Sin embargo, 
el cumplimiento de estos mandatos también produce un beneficio social 
importante, ya que reduce los contagios en la comunidad. En las socieda-
des de baja confianza, con vínculos de ciudadanía débiles, las personas no 
confían en que los demás actuarán en el interés de los beneficios sociales; 
por lo tanto, el contagio es mayor. La confianza en el gobierno también es 
primordial en el éxito de las campañas de vacunación. Las vacunas contro-
lan la enfermedad mediante la limitación de los contagios. Para que una 
campaña de vacunación funcione, los ciudadanos deben confiar en que los 
gobiernos solo aprobarán una vacuna si es segura y efectiva. La confianza 
interpersonal también importa. En las sociedades de baja confianza, es 
menos probable que las personas crean que los demás se vacunarán para 
lograr ese beneficio social, y las campañas son menos exitosas o fracasan 
del todo. El fracaso erosiona aún más la confianza y crea un ciclo en espi-
ral descendente. Estos procesos se pueden acelerar rápidamente y crecer 
hasta constituir una crisis de desesperanza. La veloz erosión de la confianza 
y la fe en la capacidad del sector público para solucionar problemas podría 
ser uno de los motivos que explican las protestas sociales y los desórdenes 
en varios países en la región (Velasco y Funk, 2020).

En quién confiar en la lucha contra la delincuencia

América Latina y el Caribe sufre de un problema de delincuencia endémico. 
Alberga al 9% de la población mundial y representa el 33% de los homici-
dios globales (Cafferata y Scartascini, 2021). Los altos índices de delincuencia 
constituyen un lastre para el crecimiento y perpetúan la desigualdad. La 
falta de confianza, particularmente la baja confianza interpersonal, incide de 
manera importante en el aumento de la delincuencia, mientras que la descon-
fianza en el gobierno disminuye la efectividad de las políticas para combatirla.
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Cuando la desconfianza interpersonal es alta, es probable que el miedo 
sea mayor. De hecho, hay amplia evidencia que demuestra la existencia de 
una relación entre confianza interpersonal y delincuencia. En diferentes 
países, el capital social (una función de la confianza interpersonal) está 
correlacionado negativamente con la delincuencia, mientras que la con-
fianza entre los miembros de la comunidad contribuye considerablemente 
a reducir los delitos violentos en diferentes países (Lederman, Loayza y 
Menéndez, 2012). A nivel subnacional, tanto las normas cívicas como las 
redes asociativas tienen un impacto negativo en los delitos contra la pro-
piedad en las provincias italianas (Buonanno, Montolio y Vanin, 2009). 
Akçomak y ter Weel (2012) encuentran resultados similares en distintos 
municipios de los Países Bajos que miden el capital social con un indica-
dor compuesto por diversos factores, como las donaciones de sangre y 
las contribuciones voluntarias al bienestar de la comunidad. Por último, en 
Colombia, Cuesta y Alda (2012) observan que el aumento de la confianza y 
del capital social disminuye la victimización, aunque de manera modesta.1

Las instituciones de la justicia penal —policía, tribunales, etc.— son 
esenciales para reducir la delincuencia. Sin embargo, la confianza en las 
instituciones que proporcionan seguridad pública y justicia es baja en 
América Latina y el Caribe (véase el gráfico 5.1). En relación con otras 
regiones del mundo, la confianza en la policía local y el sistema judicial ha 
sido persistentemente baja durante los últimos 15 años.

La desconfianza afecta el sistema de justicia criminal distorsionando 
cómo se organiza la policía, disminuyendo su efectividad, y reduciendo la 
demanda de servicios públicos de seguridad (en favor de los privados). 
Respecto del primero, es muy difícil para los ciudadanos medir los deli-
tos que fueron disuadidos o prevenidos para juzgar el desempeño de la 
policía.2 Si los ciudadanos desconfían de la policía y demandan indica-
dores medibles y observables para juzgar la actividad policial, ello puede 
incentivar a las organizaciones para que inviertan recursos en activida-
des con mayor impacto en los objetivos, aun cuando hay otras actividades 

1	 Si bien el capital social y la confianza generalizada están correlacionados con una 
menor delincuencia, algunos tipos de confianza interpersonal de hecho podrían 
favorecer más la delincuencia, como sucede con la mafia y otras organizaciones 
similares. El aumento de la confianza entre las personas puede permitir a los delin-
cuentes intercambiar información con mayor facilidad, lo cual disminuye los costos 
de la delincuencia (Lederman, Loayza y Menéndez, 2002; Glaeser, Sacerdote y 
Scheinkman, 1996; Rubio, 1997).

2	 La disuasión representa los delitos evitados, así como los costos que se podrían 
haber ahorrado al investigar, capturar, procesar, sentenciar y encarcelar a los culpa-
bles (Chalfin y McCrary, 2017).
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que pueden llevar a mejores resultados de seguridad. Por ejemplo, la poli-
cía es responsable de capturar a los delincuentes, pero —lo que es aún 
más importante— de prevenir los crímenes.3 Una política efectiva requiere 
un esfuerzo equilibrado para controlar y evitar la actividad delictiva (Lum 

Gráfico 5.1   �Confianza en las instituciones por región y a lo largo 
del tiempo
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos de Gallup de los países, extraída de 
https://ga.gallup.com/Charts.
Notas: Cada panel muestra la evolución de indicadores clave por región para el período 2006–2020. 
Ambos paneles muestran el porcentaje de la población que declara tener confianza en la policía local y 
el sistema judicial, respectivamente. Los valores regionales se calculan utilizando el promedio no ponde-
rado de las estimaciones nacionales para cada año.

3	 Esto es claramente una simplificación del rol de la policía que, en la práctica, incluye 
otras tareas habituales, como la seguridad vial, las emergencias médicas, y lidiar con 
los conflictos y disputas de la comunidad, entre otras cosas.
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y Nagin, 2017).4 Los índices de detenciones o arrestos son relativamente 
fáciles de monitorear, pero los arrestos incluyen delitos que, para empezar, 
podrían haberse evitado (Nagin, Solow y Lum, 2015).5 Un enfoque que se 
centre en los arrestos fácilmente medibles puede llevar a que la policía dis-
minuya las actividades de disuasión, lo que arroja índices de delincuencia 
más altos y una menor confianza en la policía.6

Segundo, el sistema de justicia penal depende de la cooperación de 
los ciudadanos para reducir la delincuencia. Sin embargo, la cooperación 
depende de la confianza. La confianza puede ser baja porque los ciudadanos 
temen que el sistema de justicia penal los trate de manera injusta, o porque el 
sistema sencillamente es ineficaz por deficiencias estructurales como la falta 
de recursos para lidiar con el problema. Las personas no cooperarán con la 
policía ni con otros agentes del sistema judicial si no confían en ellos. La evi-
dencia sobre la disposición de las personas a denunciar delitos destaca la 
importancia de la confianza en la justicia penal. Si las personas no denuncian 
los delitos y se muestran reacias a proporcionar información para las inves-
tigaciones de los delitos, la efectividad de la policía se ve erosionada tanto 
en términos de prevención como de control de la actividad delictiva. Messing 
et al. (2015) documentan que entre las mujeres latinas residentes en Estados 
Unidos la desconfianza en la policía tiene un efecto mayor que el miedo a la 
deportación entre las razones por las cuales no denuncian la comisión de un 
delito violento. Esto genera un círculo vicioso (o virtuoso): cuanto mayor sea 
la confianza ciudadana en la policía, mejor será el desempeño de dicha poli-
cía, lo que a su vez reforzará la confianza de los ciudadanos.

Los sistemas de derecho procesal están diseñados para romper los cír-
culos viciosos creando la sensación de imparcialidad, clave para activar las 
conexiones de las personas con las autoridades (Tyler, 1990). Si bien justicia 

4	 La importancia de la reacción ciudadana refleja la idea de que “en las democracias la 
policía es responsable de impedir los delitos, pero también de mantener la credibili-
dad en todos los estratos de la sociedad” (Lum y Nagin, 2017: 341).

5	 Un enfoque de la tasa de casos resueltos también es defectuoso, porque sencilla-
mente lleva a la policía a concentrar los esfuerzos en delitos menos graves, pero 
fáciles de investigar. Además, si se consideran las oportunidades de delinquir y las 
interacciones estratégicas de los culpables potenciales, las reducciones de la delin-
cuencia y los arrestos pueden hacer disminuir los índices de casos resueltos, dado 
que los agresores pueden decidir actuar solo en las ocasiones de delincuencia que 
entrañen bajo riesgo de detención. Véase Nagin, Solow y Lum (2015) para un debate 
teórico sobre este tema. Cook (1979) aludió a algo similar en relación con la sutil pero 
importante diferencia entre el índice de casos resueltos y el riesgo de detención.

6	 Esto obedece a un concepto bien conocido de las políticas contra la delincuencia 
según el cual “es preferible evitar los delitos que castigarlos” (Beccaria, 1995: 103), 
una observación formulada por Becker (1968), como es sabido.
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y confianza no son conceptos idénticos, es poco probable que una policía 
justa actúe de manera oportunista y es poco probable que se perciba a los 
policías dignos de confianza como injustos. En efecto, en Reino Unido, Jack-
son et al. (2014) muestran que “la confianza en la imparcialidad y honestidad 
de la policía” predice la cooperación mejor que los determinantes alternati-
vos. Cuando hay dudas sobre la imparcialidad y honestidad de la policía, es 
natural que eso motive a los ciudadanos a movilizarse, como ocurrió con el 
movimiento Black Lives Matter en Estados Unidos y las recientes protestas 
en Chile y Colombia. Cuando los ciudadanos observan que la policía actúa 
con justicia e imparcialidad, es más probable que confíen en ella y cooperen.

El gráfico 5.2 ilustra este fenómeno de confianza y cooperación de 
forma más sistemática en todos los países de América Latina incluidos en 
la encuesta Latinobarómetro 2020, con estimaciones de la probabilidad 
de denunciar un delito a la policía según la confianza de las personas en 
tres ámbitos: la policía, el sistema judicial y otras personas. La confianza 
en la policía está claramente correlacionada con la confianza en el sistema 
judicial, pero en mucha menor medida que la confianza en otras perso-
nas. La probabilidad de denunciar un delito entre quienes no confían en 
la policía es solo de 0,48, en comparación con 0,59 entre aquellos que sí 
confían en la policía (panel A). De la misma manera, la probabilidad de 
que los encuestados que no confían en el sistema judicial denuncien un 

Gráfico 5.2   Disposición a denunciar un delito por tipo de confianza
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Gráfico 5.2   Disposición a denunciar un delito por tipo de confianza
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de datos de Latinobarómetro 2020.
Notas: Las barras muestran la disposición a denunciar un delito por categoría de grupo y país. Para cada 
categoría de confianza, las personas que confían son aquellas que declaran tener mucha confianza, 
mientras que las personas que desconfían son aquellas que declaran tener poca o ninguna confianza. La 
disposición a presentar una denuncia a la policía se mide como el promedio del grupo en la pregunta “Si 
usted es víctima de un delito menor (robo de una bicicleta, teléfono celular, etc.) ¿qué probabilidades 
tiene de quejarse a la policía?, donde las probabilidades se asignaron de la siguiente manera: “muy pro-
bable” (0,65), “escasa probabilidad” (0,35) y “ninguna probabilidad” (0,05).

(continuación)
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delito es de 0,49, comparado con 0,59 para quienes sí confían (panel B). A 
priori, las expectativas con respecto a la relación entre confianza interper-
sonal y denuncia son menos claras. Por un lado, aquellos que no confían 
en los demás tienen un incentivo para denunciar más los incidentes (para 
deshacerse de aquellos que no cumplen las reglas). Por otro lado, para 
confiar en la policía, las personas tienen que confiar mutuamente, por lo 
cual puede que aquellos que desconfían denuncien menos. Además, la 
desconfianza interpersonal está estrechamente correlacionada con la des-
confianza en las instituciones. Como se sostiene en este libro, la confianza 
en el gobierno y en sus organismos depende de la capacidad de los ciu-
dadanos para exigir que esas instituciones rindan cuentas. La rendición 
de cuentas no es posible si las personas desconfían entre sí y no pueden 
actuar de manera colectiva. El panel C del gráfico 5.2 muestra que las dife-
rencias son menos marcadas en el caso de la confianza interpersonal que 
en el de la confianza en las instituciones: el 51% de aquellos que descon-
fían de los demás señala que denunciaría un delito, en comparación con el 
56% en el caso de quienes confían en otras personas. Estas correlaciones 
no cambian significativamente si el análisis se lleva a cabo en cada país en 
lugar de analizar el conjunto de la región.

La tercera manera mediante la cual la confianza afecta el sistema de 
justicia y la seguridad ciudadana es a través de la demanda de políticas 
públicas y la provisión de seguridad pública. El capítulo 4 sostiene que 
la confianza en el gobierno y en las instituciones influye en la demanda 
individual de provisión de servicios públicos. Uno de esos servicios es la 
seguridad. En la encuesta Latinobarómetro 2020 se preguntó a las per-
sonas si preferirían que el gobierno dedicara más recursos a la policía o, 
al contrario, orientara esos recursos a los hogares para que se proporcio-
nasen su propia seguridad privada. En todos los países, las personas que 
confían en el gobierno optan por dar más recursos a la policía que a la 
seguridad privada (véase el gráfico 5.3). También es cierto lo contrario: las 
personas con un nivel más bajo de confianza están más inclinadas a creer 
que asignar recursos a los hogares es mejor que proporcionar más recur-
sos a la policía (panel B del gráfico 5.3).

El efecto de la confianza en estas preferencias de políticas importa, 
porque es probable que la acción de los poderes públicos contra la delin-
cuencia sea mucho más efectiva para reducir los índices de criminalidad 
que los esfuerzos de los ciudadanos individuales. Los hogares se con-
tentan con proteger su casa o la zona cercana a donde los integrantes 
de ese hogar trabajan y viven, pero la seguridad privada que reduce la 
probabilidad de victimización en una zona puede sencillamente despla-
zar la actividad delictiva a otra. La seguridad pública tiene en cuenta el 
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desplazamiento de la delincuencia y su objetivo es reducir los delitos en 
toda la sociedad; desplazar la delincuencia no se considera una mejora 
del bienestar público. Las estrategias difieren no solo en términos de 

Gráfico 5.3   Confianza en el gobierno y demanda de seguridad pública
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de datos de Latinobarómetro 2020.
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dos grupos sobre la base del nivel declarado de confianza en el gobierno.
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efectividad, sino también con respecto a la equidad. Es evidente que los 
hogares de ingresos más bajos tienen una capacidad limitada de inver-
sión en seguridad privada. Reemplazar a la policía con seguridad privada 
puede influir gravemente en la exposición a la delincuencia de diferentes 
grupos socioeconómicos (Domínguez, 2020).

La desconfianza en las instituciones que proporcionan seguridad 
pública y justicia puede tener efectos en otros sectores o áreas de la eco-
nomía, como el transporte público. Los proyectos de transporte urbano 
reducen la congestión del tráfico solo en la medida en que las personas 
que se desplazan y viajan en automóvil decidan cambiar al transporte 
público una vez que esta opción esté disponible (Anderson, 2014; Yáñez-
Pagans et al., 2019). Cuando la confianza interpersonal es baja, puede que 
los usuarios potenciales del transporte público teman que otros se apro-
vechen de ellos al compartir espacios abarrotados para robar o acosar 
a otros viajeros. Cuando la confianza en el gobierno es baja, es menos 
probable que los usuarios crean que el gobierno proporcionará protec-
ción, evitará las agresiones y castigará a los culpables. El gráfico 5.4 ilustra 
la relación entre confianza en el gobierno y uso del transporte público a 
partir de datos de 27 municipios del estado de Minas Gerais, Brasil.7 Los 
municipios en los que las personas se muestran más reacias a utilizar el 
transporte público debido a problemas de seguridad son aquellos en los 
que la confianza en estas instituciones también es más baja. El gráfico 5.4 
captura las percepciones de la inseguridad en el transporte público. Las 
personas cuya confianza es baja confían menos en la capacidad de las ins-
tituciones para controlar la inseguridad; de manera correspondiente, su 
percepción de la inseguridad es más alta y, como consecuencia, es menos 
probable que utilicen el transporte público.

El objetivo de los proyectos de transporte público para mejorar las 
oportunidades económicas de las poblaciones desfavorecidas también es 
más difícil de lograr en contextos de baja confianza. En muchas ciudades 
de América Latina y el Caribe, donde los hogares de ingresos bajos están 
situados de forma desproporcionada en la periferia (Brueckner, Mation y 
Nadalin, 2019), el transporte público puede cumplir un rol redistributivo, 
puesto que la mayor parte de los sistemas tarifarios —incluidas las tarifas 
planas para todos los usuarios— efectivamente subsidian los viajes lar-
gos (Börjesson, Eliasson y Rubensson, 2020). Sin embargo, aun cuando la 
demanda general del servicio entre las familias de ingresos bajos supera 
la oferta, el temor al acoso y a otras formas de violencia disuade a las 

7	 En Brasil, la seguridad pública —incluidos los tribunales y la policía— se centran prin-
cipalmente en el nivel estatal (Cano, 2006).
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Gráfico 5.4   �Confianza en las instituciones y no utilización del 
transporte público por temor a la violencia en 
Minas Gerais, Brasil
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mujeres y a los miembros de minorías étnicas y otros grupos vulnerables 
de utilizarlo (Hsu, 2011; Simićević, Milosavljević, y Djoric, 2016). Los costos 
de este fenómeno pueden ir mucho más allá de las pérdidas financie-
ras inmediatas. Por ejemplo, un estudio en India muestra que es posible 
que las alumnas decidan inscribirse en una universidad menos prestigiosa 
desde el punto de vista académico, pero que quede cerca de sus casas, 

(continúa en la página siguiente)
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Gráfico 5.4   �Confianza en las instituciones y no utilización del 
transporte público por temor a la violencia en 
Minas Gerais, Brasil
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Fuente: Cálculos del equipo del BID a partir de datos de la Encuesta de Percepción del Miedo en Minas 
Gerais realizada por el Centro de Estudos de Criminalidade e Segurança Pública (CRISP) (2009).
Notas: Todas las variables corresponden a promedios a nivel de municipios. Las variables relacionadas 
con la confianza se basan en la pregunta “¿Cuál es su nivel de confianza en…?” formulada por separado 
para la policía, la justicia y el gobierno estatal, respectivamente. Los encuestados contestan en una esca-
la de 0 (“no confía en lo más mínimo”) a 10 (“confía mucho”). La variable “Frecuencia con la que se evita 
utilizar el transporte público por temor a la violencia” tiene un valor mínimo de 1 (“nunca”) y un máximo 
de 5 (“siempre”). El eje vertical de los tres primeros gráficos muestra la frecuencia con la que los encues-
tados de cada municipio declaran que evitan usar el transporte público por temor a la violencia (medido 
de nunca [1] a siempre [5]). El eje horizontal indica el nivel de confianza en diferentes instituciones públi-
cas relacionadas con la seguridad pública: la policía, los tribunales y el gobierno estatal. Los municipios 
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cápita promedio de los hogares se calcula con microdatos del censo de población de 2010.

(continuación)
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con el fin de evitar viajes en los que estarían expuestas al acoso sexual. 
Esto se traduce en una disminución estimada del 17% en los salarios luego 
de la graduación (Borker, 2020).

La interacción de confianza, desempeño e información imperfecta 
sobre el desempeño puede aumentar la probabilidad de consecuencias no 
intencionadas de intervenciones que son a priori innovadoras y atractivas. 
Por ejemplo, en Ciudad de México se implementó el programa “Viajemos 
Seguras”, que —entre otras cosas— reservaba vagones del metro exclu-
sivamente a las mujeres para mejorar su percepción de seguridad en el 
transporte público. El programa, en efecto, redujo el acoso sexual feme-
nino en 2,9 puntos porcentuales. Sin embargo, el hecho de que las mujeres 
dejaran de viajar en los otros vagones del tren parece haber disminuido el 
control de las conductas oportunistas entre los varones, ya que las agre-
siones no sexuales entre hombres aumentaron 15,3 puntos porcentuales 
(Aguilar, Gutiérrez y Villagrán, 2021).

La confianza en la educación: un test para gobiernos, docentes 
y padres

La acumulación de capital humano es esencial para el crecimiento econó-
mico. La educación de calidad equitativa e inclusiva también es un Objetivo 
de Desarrollo Sostenible (ODS). Dado que los gobiernos financian y regu-
lan la mayor parte de la educación primaria y secundaria, sus acciones y 
políticas tienen una gran importancia en los resultados del sistema educa-
tivo. Sin embargo, como ocurre en muchos otros sectores, esos resultados 
son el producto de acciones de muchos otros actores: gobiernos locales y 
centrales, sindicatos, directores, docentes, padres y alumnos (Cerna, 2014). 
Un programa de estudios nuevo que tenga éxito requiere medidas de las 
tres partes: del gobierno, para incorporar en su diseño los conocimientos 
más rigurosos sobre el aprendizaje de los alumnos; de los docentes, para 
implementar el programa como esperan las autoridades, y de los padres, 
para colaborar con la escuela y los docentes enviando a sus hijos a clases 
y asegurándose de que estén al día con las materias. Los docentes y los 
padres deben confiar en el diseño del programa de estudios del gobierno; 
el gobierno y los padres dependen de los docentes para implementarlo, 
y el gobierno y los docentes dependen de la colaboración de los padres. 
Además, ningún docente por sí solo es responsable de todo el programa 
de estudios. Los docentes dependen entre sí, ya que el aprendizaje en una 
clase depende del aprendizaje en otras. Por último, en caso de que los 
docentes o el gobierno fracasen en la tarea educativa, los padres deben 
contar unos con otros y actuar colectivamente para cambiar el programa 



CONFIANZA Y EFECTIVIDAD DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 139

de estudios o la organización de las escuelas; ningún padre por sí solo 
puede mejorar el contexto de aprendizaje si otros padres no lo imitan.

Es difícil lograr la confianza en el terreno educativo. En primer lugar, los 
participantes del sector se enfrentan a objetivos divergentes. Todos quieren 
que los niños aprendan, pero los gobiernos pueden otorgan menor valor 
relativo a la educación respecto de otros sectores que los padres y docen-
tes. Puede que los docentes prefieran asignar a los salarios una porción más 
grande del presupuesto de educación de lo que los gobiernos y los padres 
creen necesario para un aprendizaje de calidad de los alumnos. Y puede 
que los padres quieran que sus hijos reciban más atención que otros. Ante 
estos intereses divergentes, las conductas oportunistas son más probables.

En segundo lugar, los actores tienen diferentes grados de poder unos 
sobre otros, lo que reduce los costos relativos de la conducta oportunista 
de unos a expensas de otros. Los gobiernos pueden tener autoridad sobre 
los docentes en virtud de ser su empleador; los docentes pueden tener 
ventajas sobre los padres mediante su control de las calificaciones de 
los hijos y la vida diaria en la escuela. También pueden tener algún poder 
sobre otros docentes si pueden amenazar todo el tiempo con interrumpir 
el trabajo sin costo alguno. Por lo tanto, aquellos que tienen menos recur-
sos contra las conductas oportunistas las temen más y, eventualmente, 
confían menos.

Por último, en la educación también abundan las asimetrías de informa-
ción que debilitan la confianza. Idealmente, los padres podrían monitorear 
con precisión la contribución que hacen los docentes a la educación de 
sus hijos. En efecto, en algunas circunstancias los padres son testigos de 
prácticas negativas para el aprendizaje, como cuando hay altos niveles de 
ausentismo o alta conflictividad. Sin embargo, ni los padres ni el gobierno 
pueden monitorear fácilmente el esfuerzo de los docentes en el aula, que 
es el ingrediente más importante para el aprendizaje de los estudiantes. 
Tampoco les resulta sencillo medir los resultados de aprendizaje o cuánto 
contribuyen a ello los docentes. Padres y docentes no están bien equipa-
dos para juzgar si las escuelas están poco financiadas o financiadas en 
exceso en relación con otros sectores. Debido a que los docentes pue-
den medir más adecuadamente las necesidades y el desempeño de los 
alumnos, los padres dependen de ellos para orientación y consejos. Estas 
asimetrías de información facilitan aún más que los actores se desentien-
dan de sus responsabilidades hacia los demás. Por ejemplo, puede que los 
docentes inviertan escaso esfuerzo en la preparación de sus clases con un 
bajo riesgo de que sean detectados por los padres y el gobierno. Algu-
nas de las conductas que los padres observan pueden tener un efecto 
importante.
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Tanto la confianza interpersonal como institucional son, por ende, cen-
trales en la empresa educativa. La coordinación entre los distintos actores 
que forman parte del sector educativo es fundamental, y no puede ocurrir 
sin confianza. Los líderes suelen asumir el rol de coordinación, allí donde 
la confianza es esencial. Un líder no digno de confianza se parece a un 
manager que cumple con las exigencias mínimas estipuladas en su con-
trato, pero que es incapaz de dirigir a su equipo hacia niveles más altos 
de profesionalismo y desempeño (Tschannen-Moran, 2017). Esta lógica 
se aplica a todos los niveles en la jerarquía de la educación, incluidos los 
directores y los organismos locales a cargo de la educación pública. La 
baja confianza interpersonal también limita la coordinación de los padres, 
es decir, la probabilidad de que los padres actúen juntos para mejorar la 
experiencia educativa (como se describe en el capítulo 4).

La efectividad del sector educativo depende de su presupuesto, 
pero la confianza limitada en el gobierno reduce el apoyo de los ciuda-
danos al pago de impuestos para financiar la educación pública, al igual 
que lo reduce para el financiamiento de la policía. Cuanto mayor sea la 
confianza de los ciudadanos en el gobierno, más probabilidades habrá 
de que accedan a pagar impuestos para financiar la educación pública. 
A partir de datos de 34 países (28 países del antiguo bloque de la Unión 
Soviética más Alemania, Francia, Gran Bretaña, Italia, Suecia y Turquía), 
Gur, Israfil y Yunus (2015) muestran que los ciudadanos que declaran 
tener una mayor confianza en el gobierno también están dispuestos a 
renunciar a parte de su ingreso o a pagar impuestos más altos para mejo-
rar la educación pública. Keefer, Scartascini y Vlaicu (2019) encontraron 
resultados similares en la región. Sobre la base de la encuesta BID-
LAPOP de 2017 aplicada en siete países de América Latina, los autores 
observan que las personas que creen que los políticos cumplen sus pro-
mesas tienen significativamente mayores probabilidades de optar por un 
aumento de los impuestos para financiar la educación pública en lugar 
de utilizar estos recursos para la educación privada. Además, las perso-
nas con niveles de confianza más bajos prefieren que el gobierno priorice 
las transferencias directas en efectivo a los ciudadanos en lugar de inver-
siones en educación pública (Keefer, Scartascini y Vlaicu, 2020b). Los 
padres están dispuestos a invertir más cuando los beneficios de estas 
inversiones son más altos (Berlinski y Busso, 2016). La desconfianza 
desalienta esas inversiones.

La literatura existente también resalta la importancia que tiene la con-
fianza dentro de las escuelas para explicar la efectividad de las mismas 
en su tarea, las iniciativas de mejora y la persistencia de las iniciativas 
de reforma. De hecho, en Estados Unidos, un aumento de 25 puntos 
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porcentuales en la confianza interpersonal en las escuelas aumenta los 
años promedio de escolaridad en aproximadamente 1,5 meses (Dincer, 
2011). Además, la confianza entre padres, docentes y directores está positi-
vamente correlacionada con las creencias de los docentes sobre su propia 
capacidad colectiva para influir en el aprendizaje de los alumnos (Forsyth, 
Barnes y Adams, 2006). Por otro lado, en las escuelas de confianza alta, 
es más probable que los docentes perciban que las estructuras y la buro-
cracia escolar favorecen su trabajo en lugar de obstaculizarlo. Por último, 
la confianza de los padres en el director y en la escuela va de la mano con 
un buen desempeño académico.

En un estudio longitudinal de cuatro años realizado en 400 escue-
las primarias de Chicago, se encontró una correlación entre niveles más 
altos de confianza interpersonal de diversos agentes del ecosistema esco-
lar y reformas escolares exitosas y sostenidas. Los niveles más altos de 
confianza redujeron el sentimiento de riesgo asociado con el cambio y, 
por lo tanto, promovieron una mayor toma de decisiones en forma colec-
tiva, una mayor disposición a resolver los conflictos y una difusión más 
amplia de las iniciativas de reforma en toda la escuela (Bryk y Schneider, 
2003). Las escuelas primarias con altos niveles de confianza interperso-
nal entre los distintos actores involucrados muestran mayor aprendizaje 
de los alumnos.

La comparación de las medidas a nivel nacional de la confianza en el 
gobierno con el resultado de los alumnos, medido por puntajes promedio 
de los países en la ronda del Programa para la Evaluación Internacional 
de Alumnos (PISA, por sus siglas en inglés) 2018 de la OCDE provee una 
mirada amplia para la relación entre confianza en el gobierno y resulta-
dos educativos. A partir de datos de una muestra transversal de 70 países 
de todo el mundo, el gráfico 5.5 muestra que la confianza está positiva 
y estrechamente correlacionada con el desempeño de los alumnos en 
matemáticas y lengua. Sin embargo, esta relación rige solo para nive-
les de confianza altos, cuando más del 50% de los ciudadanos dice que 
confía en el gobierno. Con niveles bajos de confianza en el gobierno, la 
relación tiende a desaparecer.

La evidencia experimental reciente de México va un paso más allá y 
apoya el argumento de que una mayor confianza no está simplemente 
asociada con un aumento de la efectividad educativa, sino que además lo 
genera. Barrera-Osorio et al. (2020) evalúan un programa que aconsejaba 
a los padres sobre cómo apoyar el aprendizaje de sus hijos. En cinco sesio-
nes informativas dirigidas por los directores, se informaba a los padres 
sobre lo que los docentes enseñaban en la escuela, cómo cumplían con 
su trabajo y en qué medida los objetivos de aprendizaje se alineaban con 
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el desarrollo de los niños. La intervención mejoró la participación de los 
padres y el apoyo en las tareas escolares, lo que se tradujo, además, en una 
disminución de las tasas de abandono escolar y de las acciones disciplina-
rias. El éxito de la intervención se puede vincular no solo a la información 

Gráfico 5.5   �Relación entre resultados de los alumnos y confianza en 
el gobierno
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CONFIANZA Y EFECTIVIDAD DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 143

que los padres recibían sino también a una mayor confianza de los padres 
en los docentes. Al final de la intervención, los padres de las escuelas de 
tratamiento tenían 14,8 puntos porcentuales más de probabilidades de 
creer que se puede confiar en la mayoría de los docentes, en comparación 
con un nivel de línea de base del 81,2%.

Muchas propuestas para mejorar el aprendizaje se basan en aumen-
tar la rendición de cuentas del desempeño de los diferentes actores. La 
confianza cumple un papel fundamental en el éxito de estas iniciativas, ya 
que quienes deben rendir cuentas tienen menos probabilidades de cam-
biar su conducta si creen que las nuevas normas basadas en la rendición 
de cuentas se aplican de una manera arbitraria y no fiable. Varias refor-
mas escolares efectuadas en la región han introducido estándares para 
evaluar el desempeño de los docentes, sobre todo la efectividad. La evi-
dencia de una reforma de arriba hacia abajo llevada a cabo en Gales llama 
a tener precaución: los docentes no confiaban ni en las métricas utiliza-
das para evaluar el desempeño ni en las personas que las administraban 
(OCDE, 2014). De la misma manera, Dworkin y Tobe (2014) observan que 
la rendición de cuentas escolar basada en estándares en Estados Unidos 
ha alterado las expectativas de los docentes respecto de su seguridad 
laboral, ha aumentado el agotamiento de los docentes y ha reducido el 
nivel de confianza que estos tienen en otros miembros del equipo escolar. 
El impacto en la confianza es crucial, porque todas las métricas de ren-
dición de cuentas son imperfectas y dejan un margen importante para 
la discrecionalidad; los docentes con confianza más baja pueden ejercer 
esa discrecionalidad esforzándose menos en el aula. Por ende, encontrar 
el equilibrio adecuado en el monitoreo es difícil y requiere tener en cuenta 
cuán amplia es la aceptación de las evaluaciones de los docentes, y consi-
derar los niveles básicos de confianza interpersonal e institucional en cada 
contexto.

Los bajos niveles de confianza, sobre todo cuando van aparejados 
con un monitoreo y mecanismos de rendición de cuentas estrictos, pue-
den desalentar la innovación en las escuelas. Sin confianza, los docentes 
intentan proteger sus intereses mediante la formación de sindicatos o la 
exigencia de contratos largos y complejos que puedan protegerlos de 
las traiciones de otros miembros del equipo o de autoridades de más 
alto nivel (Tschannen-Moran, 2017). Sin confianza y con mecanismos de 
monitoreo complicados, los agentes están dispuestos a arriesgar menos 
y, por consiguiente, a innovar menos. Los docentes que no creen que el 
sistema evaluará de manera imparcial su desempeño y sus esfuerzos para 
ayudar a los alumnos a aprender, intentarán sobresalir en el resultado en 
que se centra el mecanismo de monitoreo y tendrán escasos incentivos 
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para ir más allá, apoyar a los alumnos de bajo desempeño o promover 
el pensamiento crítico entre los estudiantes. Estos resultados de la edu-
cación del sector público se asemejan a los consignados en el capítulo 3 
en relación con el sector privado. En efecto, las empresas con managers 
menos confiados tienen más probabilidades de depender de contratos 
largos y complejos y trabajar en actividades menos innovadoras. Más 
todavía: estos resultados son iguales a los consignados para el área de 
seguridad pública, ya que las organizaciones de policía monitoreadas y 
calificadas de acuerdo con la cantidad de arrestos van a dedicar natural-
mente menos esfuerzos a la prevención, aun cuando la prevención tiene 
un mayor impacto en la seguridad pública que los arrestos sobre delitos 
ya cometidos.

Una inyección de confianza en el sector salud

La buena salud es crucial para el bienestar de las personas y su calidad 
de vida y es también un insumo clave de la productividad económica. Por 
diversos motivos, los servicios médicos y las recomendaciones de salud 
pública dependen particularmente de la confianza en las instituciones y la 
confianza interpersonal; cuando esta es baja, es probable que esos servi-
cios sean considerablemente menos eficaces.

Los resultados de salud óptimos solo se pueden lograr cuando los 
pacientes confían en que los proveedores no actuarán de manera opor-
tunista (Gilson, 2003). Desafortunadamente, la desconfianza es la norma 
en el sector. A menudo los pacientes no pueden juzgar la eficacia de los 
tratamientos después de haberlos recibido (esto es, la atención de la 
salud consiste en “bienes basados en la confianza”, los llamados credence 
goods en inglés). Los pacientes están mucho menos informados que los 
proveedores de salud y dependen de estos para recibir el diagnóstico 
y el tratamiento correctos (Arrow, 1963). Además, los proveedores de 
cuidados de salud tienen incentivos para explotar las asimetrías de infor-
mación a expensas del paciente, es decir, reciben pagos por servicios, 
y ello podría llevarlos a prescribir exámenes y procedimientos innecesa-
rios sin que los pacientes puedan evitarlo. En otros contextos, puede que 
las comisiones que les ofrecen las empresas farmacéuticas alienten a los 
médicos a prescribir medicamentos en exceso. Dado que los tratamien-
tos médicos son bienes de confianza y los pacientes se encuentran en una 
situación de desventaja en lo relativo a la información, los pacientes que 
no confían tienen menos probabilidades de seguir el plan de tratamiento 
prescrito, o incluso de buscar ayuda; al mismo tiempo, los profesiona-
les de la salud tienen menos probabilidades de proporcionar cuidados 
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de calidad a pacientes que no confían en ellos. De la misma manera, las 
estrategias de salud pública pueden pedir a las personas actuar de una 
manera que tiene efectos indirectos en los demás, como la vacuna para 
luchar contra la propagación de la COVID-19 y otras enfermedades. Las 
personas que desconfían son reacias a hacer sacrificios personales a favor 
de otros que quizá no puedan responder recíprocamente a su conducta 
responsable.

La pandemia de COVID-19 ha puesto de relieve la incidencia del civismo 
y de la confianza en el gobierno en la efectividad de las políticas de salud 
pública. El cumplimiento de las recomendaciones no farmacéuticas para 
impedir el contagio del virus, como lavarse las manos, las restricciones de 
movilidad, las mascarillas y el distanciamiento social, implican externalida-
des. Estas medidas previenen la infección a nivel individual, pero también 
protegen a la comunidad, ya que reducen las probabilidades de que una 
persona enferma contagie la COVID-19 a otras. Las personas asumen todo 
el costo de su cumplimiento, pero no cosechan todos sus beneficios. La 
disparidad es mayor en el caso de quienes son de bajo riesgo, que no 
por ello contagian menos cuando tienen la enfermedad, pero su padeci-
miento es más leve y, por lo tanto, disfrutan de menos beneficios privados 
al tomar precauciones.

La confianza interpersonal y el capital cívico también desempeñan 
un rol importante para conseguir la cooperación necesaria para lograr 
un cumplimiento amplio de la comunidad, sobre todo en espacios priva-
dos, donde las autoridades tienen dificultades para monitorear y hacer 
cumplir las regulaciones. Tanto antes como después de un confinamiento 
obligatorio para reducir el contagio de la COVID-19 en Italia, la movilidad 
disminuyó más en las zonas con un alto capital cívico (Durante, Guiso y 
Gulino, 2020). Si todas las provincias italianas hubiesen tenido los mis-
mos niveles de capital cívico que aquellas del cuartil superior, se estima 
que las muertes por COVID-19 habrían sido 10 veces menos. Los datos 
de la encuesta recopilados por Martínez, Parilli, Scartascini et al. (2021) 
aportan más evidencia acerca de que la disposición de las personas a res-
petar el distanciamiento social depende de sus creencias acerca de lo que 
harán los demás. Aquellos que esperan que otras personas concurran a 
una fiesta o aprueban la asistencia a una fiesta tienen un 25% más de pro-
babilidades de concurrir que quienes no esperan que otros asistan o no 
aprueban la asistencia. Si la desconfianza es alta, las personas creen que 
los demás actuarán de manera oportunista y el distanciamiento social 
disminuye.

La importancia de la confianza aumenta cuando los ciudada-
nos no pueden confirmar fácilmente la efectividad de las políticas o los 
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tratamientos recomendados. En el caso de la COVID-19, los ciudadanos 
carecían de información precisa sobre la efectividad de las intervencio-
nes no farmacéuticas exigidas por los gobiernos, como las mascarillas. 
Sin embargo, a medida que la pandemia evolucionó, se emitieron nuevas 
directrices, que a veces contradecían a las anteriores. Al ver estos cambios 
en las directrices, puede que los ciudadanos desconfiados piensen que las 
exigencias del gobierno son infundadas y arbitrarias. En cambio, los ciuda-
danos que confían pueden creer que, en cada etapa, los gobiernos están 
divulgando la mejor información disponible y reconocer que la informa-
ción se va modificando.

La evidencia de la Encuesta BID-Cornell sobre Coronavirus muestra que 
el cumplimiento de las intervenciones no farmacéuticas varía ampliamente 
según los países de la región y que el cumplimiento está correlacionado con 
la confianza. Entre diciembre de 2020 y enero de 2021, tuvo lugar la segunda 
ronda de la encuesta en línea de los hogares en 11 países de América Latina, la 
cual fue respondida por 23.905 participantes. Estos debían indicar su nivel de 
confianza en la capacidad del gobierno para gestionar la crisis sanitaria. Tam-
bién se les pedía que declararan si siempre habían utilizado una mascarilla al 
salir y si habían evitado visitar a amigos y familia durante la semana previa a 
responder la encuesta. Al comparar el cumplimiento de llevar mascarillas y 
no asistir a reuniones sociales en grupos de diferentes niveles de confianza 
de un país, se observó un mayor cumplimiento en el caso de personas que 
confían en la capacidad del gobierno para gestionar la crisis que entre quie-
nes no confían. Concretamente, la confianza en la capacidad del gobierno 
para resolver la crisis sanitaria se asocia con un aumento de 3,5 puntos por-
centuales en el cumplimiento de llevar una mascarilla al salir y de 8,3 puntos 
porcentuales en evitar las reuniones sociales.

La decisión de buscar una vacuna contra la COVID-19 ilustra aún más 
el rol de la confianza en el gobierno. Una vez más, la decisión de vacunar 
requiere que las personas se fíen de los juicios de expertos mejor informa-
dos en un contexto en donde esos juicios van cambiando. Deben confiar 
en que los expertos médicos y científicos proporcionan consejos fiables al 
gobierno y que este prioriza el bienestar de los ciudadanos y solo apro-
bará una vacuna que sea segura y eficaz.

A partir de datos de la misma encuesta, la confianza en la capacidad 
del gobierno para resolver la crisis sanitaria se asocia con un aumento de 
15,7 puntos porcentuales en la disposición a vacunarse contra la COVID-19 
en los tres meses siguientes. Algunos expertos estiman que la inmuni-
dad de rebaño se podría lograr cuando cerca del 70% de la población 
haya sido vacunado o se haya visto expuesta al virus (D’Souza y Dowdy, 
2021). La diferencia de 16 puntos porcentuales que tiene la confianza en 
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la aceptación representa más del 20% de la distancia para la inmunidad 
de rebaño en cada país. El gráfico 5.6 muestra que la disposición a ser 
vacunado contra la COVID 19 es mayor entre aquellos que confían en la 
capacidad del gobierno para resolver la crisis sanitaria. Esta brecha es 
importante en la mayoría de los países.

Otra evidencia corrobora el peso —y la fragilidad— de la confianza 
en el éxito de los programas de vacunación. Considerando la exposi-
ción de los antepasados de un niño al comercio de esclavos para aislar 
una variación exógena en la confianza en la medicina, Athias y Macina 
(2020) observan que los bajos niveles de confianza en la medicina gene-
ran bajas tasas de vacunación contra el sarampión. Además, el efecto de 
la confianza en la medicina es mayor que el efecto de los determinan-
tes estándar de la vacunación, como la educación de los padres (Athias 
y Macina, 2020). El Ministerio de Salud y Protección Social de Colombia 
ofreció vacunas gratis contra el virus del papiloma humano (VPH) a niñas 

Gráfico 5.6   �Correlación entre disposición a vacunarse contra la COVID-19 
y confianza en que el gobierno resuelva la crisis sanitaria
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de entre 9 y 13 años para prevenir el cáncer de cuello uterino y en los pri-
meros dos años alcanzó una tasa de vacunación del 95% en esta cohorte 
(Castro, 2018). Desafortunadamente, cuando un pequeño grupo de niñas 
de una escuela enfermó meses después de recibir la vacuna contra el VPH, 
algunos medios de comunicación, varios abogados y unos pocos políticos 
locales culparon a la vacuna, y sembraron la desconfianza entre el público 
(Castro, 2018). Las tasas de vacunación cayeron hasta el 14% en la pobla-
ción focalizada (Castro, 2018). El análisis que se realiza en este capítulo y 
en el libro sugieren que la disminución habría sido más leve si la confianza 
en el gobierno hubiese sido mayor. También muestra la relevancia de la 
información, que se discute en detalle en el capítulo 9.

La naturaleza de la confianza en las políticas ambientales

Al tomar en cuenta la relevancia de la calidad ambiental en la salud, el 
bienestar y la productividad económica, las sociedades han procurado uti-
lizar las políticas públicas para mejorar los resultados ambientales locales 
y globales. La confianza en el gobierno y la confianza interpersonal tam-
bién desempeñan un papel clave en la efectividad de las políticas públicas 
ambientales.

La confianza en el gobierno es particularmente importante en las 
políticas públicas ambientales. Estas suelen exigir a las personas que 
incurran en costos a corto plazo que producen beneficios incrementales 
a largo plazo. Las personas deben creer no solo que las políticas ten-
drán realmente esos efectos si se implementan, sino también que los 
gobiernos ejecutarán de manera invariable las políticas en el futuro, para 
que eventualmente se cosechen los beneficios. Al igual que en el caso 
de las políticas de salud, las asimetrías de información tienen aquí un 
papel preponderante: las personas saben mucho menos que los exper-
tos sobre la eficacia de las políticas ambientales. Deben confiar en los 
expertos para que aconsejen como corresponde a los gobiernos, que 
luego deben incorporar esos consejos en políticas públicas que aumen-
ten el bienestar.

Las políticas para mitigar el cambio climático muestran el desequili-
brio intertemporal más extremo de costos y beneficios. Las sociedades 
asumen los costos de la reducción de emisiones en el presente para limi-
tar el cambio climático en el futuro. Los ciudadanos deben confiar en que 
los expertos aciertan en lo relativo a los efectos de las reducciones actua-
les en el clima futuro, y que los gobiernos sostendrán las estrategias y los 
compromisos de largo plazo requeridos para lograr la mitigación del cam-
bio climático. En consonancia con el valor de la confianza para sostener 
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las políticas de mitigación del cambio climático, Fairbrother, Johansson 
Sevä y Kulin (2019) observan que en 23 países en Europa el apoyo a los 
impuestos sobre los combustibles fósiles no es superior en los países que 
ostentan una mayor conciencia o preocupación sobre el cambio climático. 
En cambio, es más pronunciado entre aquellos con una mayor confianza 
política.

Como en muchos otros ámbitos de políticas, quienes incurren en los 
costos de reformas de políticas ambientales no son necesariamente los 
que cosechan sus beneficios. Para facilitar la implementación de estas 
reformas, los gobiernos pueden ofrecer compensar a los perdedores; sin 
embargo, esas ofertas de compensación no son demasiado valoradas 
por quienes no confían en los gobiernos. Les preocupa que el gobierno 
sencillamente no efectúe la compensación acordada y, si lo hace, con-
sideran que será insuficiente para cubrir sus pérdidas. Los ciudadanos 
no pueden inferir fácilmente cómo se distribuyen los costos y beneficios 
de las políticas ambientales entre diferentes subgrupos de la pobla-
ción. Por lo tanto, no tienen manera de verificar que la compensación 
del gobierno sea consistente con las promesas hechas a los perdedores 
focalizados.

No se trata de una cuestión teórica; la evidencia demuestra que los 
ciudadanos son muy conscientes del desajuste entre costos y beneficios. 
En una encuesta reciente realizada en Bogotá, Colombia, se les preguntó 
a los cerca de 650 alumnos universitarios participantes si eran los ricos o 
los pobres los que asumen de forma desproporcionada el costo y cose-
chan los beneficios de las mejoras y la regulación ambiental. El encuestado 
medio declaró que los ricos y los pobres se benefician de manera relativa-
mente igual de las mejoras ambientales, pero que los pobres asumen de 
forma desproporcionada una parte mayor de los costos de la regulación 
ambiental (véase el gráfico 5.7).

La información limitada de los ciudadanos sobre la distribución de los 
costos y beneficios de las políticas de mitigación ambiental y climática 
reflejan su falta de información sobre los esfuerzos y la efectividad del 
gobierno. Una vez más, la falta de información acentúa la desconfianza: 
los ciudadanos son reacios a apoyar políticas cuando creen que no pue-
den verificar qué está haciendo el gobierno y cuán eficazmente lo está 
haciendo. Este canal adquiere particular importancia cuando resulta difícil 
medir en resultados la efectividad de las acciones del gobierno. Los resul-
tados de las políticas públicas ambientales están al menos parcialmente 
determinados por acontecimientos que exceden el control del gobierno. 
Por lo tanto, la visión de los ciudadanos acerca de los esfuerzos y la efec-
tividad del gobierno, en el mejor de los casos, es borrosa.
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El caso de las regulaciones locales para mejorar la calidad del aire ilustra 
los problemas de información y confianza. Los ciudadanos tienen dificul-
tades para determinar la efectividad de las regulaciones locales sobre la 
base de la percepción de los niveles de calidad del aire. La contaminación 
atmosférica local un día cualquiera está parcialmente determinada por 
las emisiones, pero también es producto del tiempo y de las inversiones 
térmicas. Las personas no pueden estimar las contribuciones relativas de 
cada uno de estos factores. Por lo tanto, es de prever que los ciudadanos 
desconfiados se muestren menos partidarios de apoyar las regulaciones 
estrictas contra la contaminación del aire.

De hecho, una encuesta presencial aplicada a los hogares de la Ciu-
dad de México proporciona evidencia de la relación entre la confianza y el 
apoyo de los ciudadanos a las políticas para mejorar la calidad del aire. La 
encuesta se llevó a cabo entre junio y agosto de 2019 y de ella participaron 
casi 2.000 hogares. Los encuestados declararon su confianza tanto en el 
presidente como en el alcalde utilizando una escala de confianza de 4 pun-
tos. Además, se les preguntó si apoyarían un impuesto adicional de MXN$ 
100 (aproximadamente el salario mínimo de un día) al año si el gobierno 

Gráfico 5.7   �Percepción de la distribución de costos y beneficios de la 
regulación ambiental: ricos versus pobres
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posibles están representadas por las cinco categorías que aparecen en el gráfico.
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se comprometiera con un plan para mejorar la calidad del aire lo suficiente 
para evitar las contingencias de la contaminación atmosférica.8 Era de pre-
ver que los encuestados con mayor confianza tendrían más probabilidades 
de creer que el gobierno utilizaría los fondos de manera efectiva para redu-
cir la contaminación atmosférica, a pesar de su imposibilidad de observar 
tanto el esfuerzo del gobierno como su efecto en la contaminación del aire.

De hecho, la confianza de los encuestados en el presidente y el alcalde 
está correlacionada con el apoyo a otro impuesto para mejorar la cali-
dad del aire (véase el panel A del gráfico 5.8). El 86% de las personas que 
declararon tener “mucha confianza” en el alcalde manifestaron apoyo a la 
obligación de pagar más impuestos, comparado con solo el 68% de quie-
nes indicaron no tener “ninguna confianza” en el alcalde.

La misma encuesta pregunta a los encuestados qué porcentaje de lo 
recaudado por las sanciones pagadas por las empresas contaminantes 
debería retener el gobierno y qué porcentaje se debería distribuir directa-
mente a los ciudadanos. Las personas que confían más están dispuestas 
a permitir que el gobierno conserve una parte más grande de lo recau-
dado (véase el panel B del gráfico 5.8). En particular, los encuestados que 
declaran tener “mucha confianza” en el alcalde prefieren que los gobier-
nos retengan el 35% de lo recaudado, en comparación con un 19% entre los 
encuestados que señalan “ninguna confianza” en el alcalde.

El otro gran desafío de la política ambiental es que su éxito depende de 
la acción colectiva de los ciudadanos y los países. Por ejemplo, las políticas 
para mitigar el cambio climático a menudo implican restricciones de las 
emisiones locales o nacionales. Estas restricciones imponen costos a los 
ciudadanos y a la industria local, pero los beneficios de limitar el cambio 
climático se comparten a nivel mundial, independientemente del sitio donde 
se reduzcan las emisiones. Las personas y los países entienden perfectamente 
que, si ignoran las restricciones en materia de emisiones, el impacto en 
el clima e incluso en la contaminación del aire local es imperceptible; sin 
embargo, si todos ignoran las regulaciones, la contaminación se mantiene 
en niveles altos y las tendencias del clima no cambian. La confianza es 
crucial para disminuir el parasitismo y aumentar la cooperación. Las 

8	 Las autoridades declaran una contingencia de contaminación atmosférica en la 
Ciudad de México cuando, sobre la base de su sistema de monitoreo de la contamina-
ción, cualquier nivel de concentración de contaminantes supera los niveles estándar 
y representa un riesgo para la salud de la población. Durante períodos de contingen-
cia ambiental, se limita la circulación de vehículos, se suspenden los deportes, las 
actividades cívicas, recreacionales u otras en las escuelas, y se interrumpen las obras 
de mantenimiento urbano. Para más información, véase la página: http://www.aire.
cdmx.gob.mx/default.php?opc=%27YqBhnmU=%27.

http://www.aire.cdmx.gob.mx/default.php?opc=%27YqBhnmU=%27
http://www.aire.cdmx.gob.mx/default.php?opc=%27YqBhnmU=%27
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contaminar, ¿quién cree usted que debería recibir ese dinero?”. La cifra que se consigna en el panel B 
es la suma del porcentaje de la recaudación asignada al “gobierno de la ciudad donde está situada la 
empresa [que contamina y que paga el impuesto]” y “el gobierno nacional” por nivel de confianza. Las 
otras opciones a las que los encuestados podían asignar un porcentaje de la recaudación del impuesto 
eran “los residentes que viven cerca de la empresa y que sufren el impacto de la contaminación” y “todos 
los residentes de la ciudad donde está situada la empresa”.

Gráfico 5.8   �Confianza y apoyo de los ciudadanos a la política ambiental 
en Ciudad de México

personas no tienen motivos para incurrir en costos en aras de un medio 
ambiente más saludable si creen que los demás no lo harán. La confianza 
en los gobiernos también es importante: ni los gobiernos ni las personas 
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tienen incentivos para tomar medidas si no confían en que los otros también 
lo harán. El Acuerdo de París reconoce el papel central de la confianza  
para alcanzar los objetivos mundiales y, específicamente, busca construir 
confianza entre las partes (CMNUCC, 2015).

En la política ambiental, los dilemas de la acción colectiva son genera-
lizados, al igual que la necesidad de confianza entre las personas y el grado 
de civismo. Por ejemplo, aun cuando existan regulaciones que intentan 
mantener las calles libres de basura, estas solo serán efectivas cuando la 
mayoría de los ciudadanos cumpla con las mismas todos los días. Lamen-
tablemente, aun cuando todas las personas estarían en mejor situación 
si todos se abstienen de tirar basura, para cada una de ellas individual-
mente el cálculo es diferente: una persona disfruta de una fracción de los 
beneficios de un centro de la ciudad limpio, pero de todos los beneficios 
de tirar basura. Como destaca el capítulo 8, la confianza interpersonal 
es clave para resolver el dilema de la acción colectiva. Si las personas no 
confían en que sus conciudadanos cumplirán las regulaciones ambien-
tales, ellas mismas no tienen motivo para cumplir; si no confían en que 
sus conciudadanos se comportarán de manera cívica, ellas mismas tienen 
menos probabilidades de hacerlo. No es raro entonces caminar por ciuda-
des donde las calles se encuentran totalmente limpias aun cuando no se 
vea a nadie limpiarlas, y ciudades llenas de basura aun con trabajadores 
de la limpieza en acción.

Macias y Williams (2016) proporcionan evidencia indirecta del rol de la 
confianza interpersonal y el capital cívico. A partir de encuestas, observan 
que las personas que se relacionan con sus vecinos están más dispuestas 
a sacrificarse por el medio ambiente y si comparten veladas con amigos 
es más probable que participen en una manifestación a favor del medio 
ambiente. Por lo tanto, descubrir que los demás están comprometidos con 
los objetivos ambientales aumenta la confianza entre los ciudadanos y su 
disposición a contribuir a los bienes públicos ambientales.

El capital cívico también es fundamental para la gestión eficiente de 
los recursos naturales comunes, como los bosques, las fuentes de agua 
limpia y los recursos pesqueros. Los recursos naturales comunes están 
sujetos a la tragedia de los comunes, a saber, cada individuo que actúa en 
interés propio e ignora los costos sociales de su accionar, sobreexplotará 
los recursos y los agotará para el conjunto de la comunidad. Los niveles 
altos de capital cívico pueden contrarrestar esta tendencia. En la misma 
línea de ideas, los análisis de regresión con datos a nivel de país aportan 
evidencia de que el capital social está correlacionado negativamente con 
la deforestación (Meyer, Van Kooten y Wang, 2003; Murtazashvili, Murta-
zashvili y Salahodjaev, 2019).
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La confianza interpersonal y el capital cívico también inciden en el 
aumento de la eficacia de las políticas ambientales, como las políticas 
de gestión del riesgo de desastres. La gestión de desastres basada en la 
comunidad ha emergido como un método efectivo para reducir la vul-
nerabilidad y mejorar la resiliencia ante los desastres a nivel comunitario. 
La gestión de desastres basada en la comunidad utiliza un enfoque de 
abajo hacia arriba de la gestión de desastres y empodera a los gobiernos y 
comunidades locales (M. Ali et al., 2019; Lorna, 2003; Liu et al., 2016; Pan-
dey y Okazaki, 2012). Las comunidades tienen mayor conocimiento de las 
condiciones locales peligrosas, las vulnerabilidades y capacidades locales 
y, en comparación con las autoridades centralizadas, pueden aprovechar 
sus estrechos vínculos con los residentes para organizar rápidamente la 
autoayuda y las operaciones de rescate en las horas posteriores al desas-
tre (Peng et al., 2020).

Se ha demostrado que la gestión de desastres basada en la comunidad 
reduce los impactos negativos de estos fenómenos y mejora la prepara-
ción, respuesta y recuperación ante desastres (Peng et al., 2020; M. Ali et al., 
2019; Lorna, 2003; Shaw y Okazaki, 2004). Estos esfuerzos de la comunidad 
son muy efectivos; según una estimación, el 85% de los sobrevivientes son 
rescatados por miembros de la comunidad, concretamente amigos, parien-
tes o vecinos (Shaw y Okazaki, 2004). Estas estrategias no funcionan sin la 
participación de la comunidad y de los residentes (Gero, Méheux y Dominey-
Howes, 2011; Shaw, 2012; Jahangiri, Izadkhah y Tabibi, 2011).

A medida que el cambio climático aumente la frecuencia y severidad 
de muchos tipos de desastres naturales a lo largo de las próximas déca-
das, los países tendrán que mejorar su gestión de riesgo de desastres 
(IPCC, 2018). Sin embargo, las personas se muestran reacias a participar 
en la gestión de desastres basada en la comunidad si no confían en la par-
ticipación de los demás. Paton (2007) y Peng et al. (2020) muestran que 
la confianza interpersonal va de la mano con la colaboración en la gestión 
de desastres basada en la comunidad, lo cual demuestra que la confianza 
interpersonal y de otras clases (Paton, 2007) es esencial en la efectividad 
de estos programas (Peng et al., 2020).

Bancar la confianza para una inclusión financiera efectiva

La inclusión financiera favorece el crecimiento económico de largo 
plazo, inclusivo y sostenible. En efecto, se trata de un objetivo inter-
medio requerido para alcanzar ocho de los 17 ODS 2030, que incluyen 
erradicar la pobreza y acabar con el hambre. Sin embargo, en Amé-
rica Latina y el Caribe el acceso a servicios financieros de calidad dista 
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mucho de ser universal. Solo el 47% de los ciudadanos tiene una cuenta 
en una institución financiera formal, porcentaje que supera solo los índi-
ces de África Subsahariana (33%) y queda lejos del 92% de personas 
que tienen una cuenta registrada en los países de altos ingresos (Demir-
güç-Kunt et al., 2018).

Varios gobiernos de la región han intentado aumentar el acceso a 
los servicios financieros de los hogares de pocos recursos vinculando los 
pagos de los programas de ayuda social a las cuentas bancarias indivi-
duales o proporcionando cuentas universales básicas a un costo mínimo 
o ningún costo. Sin embargo, las tasas de aceptación de los servicios 
financieros formales siguen siendo bajas, sobre todo en la población más 
desfavorecida. Mientras que la mayoría de las personas de la región que no 
tienen una cuenta mencionan como motivos de esa carencia el costo exce-
sivo de los servicios financieros o la falta de ingresos suficientes, casi una 
tercera parte de los ciudadanos revela falta de confianza en las institucio-
nes financieras (Demirgüç-Kunt et al., 2018).

Los mercados financieros son particularmente vulnerables a la descon-
fianza, porque las conductas oportunistas son especialmente lucrativas 
(por ejemplo, no pagar los préstamos, ocultar los ahorros). El atractivo de 
la conducta oportunista se ve complementado por el grado de informa-
ción asimétrica entre clientes e instituciones financieras. Esta brecha de 
información puede ser bastante grande, sobre todo si los niveles de alfabe-
tismo financiero son bajos. Las partes que intervienen en una transacción 
también se enfrentan a los riesgos de la incertidumbre futura —acerca de 
la cual algunos están más informados que otros— y además a la posibilidad 
de que los agentes y el gobierno no cumplan sus compromisos.9 Como se 
señala en el capítulo 7, las instituciones pueden mitigar estas tensiones 
y contrarrestar la baja confianza. Sin embargo, con un Estado de dere-
cho débil, contratos incompletos, entidades de protección del consumidor 
débiles y regulaciones obsoletas, la desconfianza es un obstáculo enorme 
para la inclusión financiera.

En América Latina y el Caribe menos del 40% de los ciudadanos con-
fían en los bancos, cifra inferior a la de cualquier otra región (véase el 
gráfico 5.9). En efecto, en la mayoría de los países de la región cubier-
tos en la ronda de 2017–20 de la Encuesta Mundial de Valores, apenas 
una tercera parte de la población indicó que confiaba en los bancos, y en 

9	 Por ejemplo, debido a que muchas economías desarrolladas han introducido el 
rescate de los bancos, que son regímenes que recapitalizan a estas instituciones 
mediante una conversión forzada de los depósitos en acciones del banco, los riesgos 
para los depositantes aumentan (Avgouleas y Goodhart, 2015).
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Colombia y Argentina, los valores cayeron incluso por debajo de la tercera 
parte. Solo Bolivia, Brasil y Ecuador registran niveles que fluctúan entre el 
48% y el 55%.

Un largo historial de crisis financieras y bancarias y prácticas 
confiscatorias de los depósitos privados por parte de los gobiernos con-
tribuyen a la erosión de la confianza en el sistema financiero en América 
Latina y el Caribe. Por ejemplo, la decisión de Argentina de congelar los 
depósitos de los ahorros en dólares para impedir la fuga de capitales 
en 2001 infligió fuertes pérdidas a los ahorristas, generó un compor-
tamiento de pánico en los mercados financieros y tuvo consecuencias 
catastróficas para la economía y el mercado financiero (Bortot, 2003; 
Melvin 2003). La incertidumbre sistémica, la inestabilidad política y los 
cambios regulatorios imprevistos exacerban la desconfianza en el mer-
cado, y suprimen la disposición de las personas a utilizar los sistemas 
financieros formales.

Los gobiernos se enfrentan constantemente a grandes problemas 
para gestionar la transparencia, la estabilidad y la credibilidad en los mer-
cados financieros y, a la vez, lidiar con los shocks económicos. Durante las 
crisis, el trade-off entre batallar con los shocks y promover la confianza 
en los mercados financieros se vuelve más marcado. Por ejemplo, la crisis 
económica provocada por la COVID-19 en la región está dejando a varios 
países en situación de sobreendeudamiento. Los gobiernos pueden inten-
tar reducir su déficit primario mediante un recorte de los gastos (con lo 

Gráfico 5.9   �Porcentaje de personas que confían en los bancos por 
región
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cual erosionan potencialmente la confianza del gobierno en otros mer-
cados), la emisión de más dinero, lo cual provoca una suba de precios 
(y se incumplen los compromisos en materia de tasa de inflación), o el 
incumplimiento de pagos, lo cual erosiona la confianza de los inversionis-
tas nacionales e internacionales.

Después de la crisis financiera de 2008, en Estados Unidos la con-
fianza en los bancos se desplomó, lo que puede haber sido uno de los 
impulsores de la recesión que siguió (Sapienza y Zingales, 2012). Sufrir 
pérdidas debido a una crisis bancaria parece generar más expectativas 
de una crisis nueva, incluso varios años después de la experiencia de la 
pérdida (Shannon, Konstantin y Neven, 2010). Un estudio reciente com-
bina la última ola de la Encuesta Mundial de Valores con datos sobre las 
crisis bancarias en una muestra de 52 países para estudiar el efecto que 
tiene el hecho de haber padecido una crisis bancaria sobre la confianza de 
una persona en los bancos (Fungáčová, Kerola y Weill, 2019). Los autores 
muestran que las crisis bancarias erosionan la confianza de las personas 
en los bancos: vivir una crisis bancaria reduce la probabilidad de confiar en 
los bancos en 5,2 puntos porcentuales. Cabe señalar que el estudio señala 
que todas las crisis bancarias, severas o leves, socavan la confianza de los 
ciudadanos en los bancos.

Este libro asocia la presencia de la autoridad coercitiva con bajos 
niveles de confianza: si no es posible imponer sanciones a las conductas 
oportunistas, esas conductas son más probables, y la confianza disminuye. 
Los bancos no utilizan un poder coercitivo, pero sí tienen un poder de mer-
cado; la competencia impone menos límites a que los clientes victimizados 
por conductas oportunistas en un banco huyan a otro. Los sistemas ban-
carios tienden a estar altamente concentrados, sobre todo en los países 
en desarrollo. Mientras que durante el período 2000–10 el porcentaje de 
activos de los cinco bancos más grandes de los países desarrollados era 
cercano al 72%, esta ratio de concentración llegó hasta el 95% en los paí-
ses en desarrollo (Banco Mundial, 2013). Esta mayor concentración en el 
sector bancario suele estar vinculada a un mayor poder de mercado. Bajo 
las regulaciones antimonopolio y de protección del consumidor, puede 
que las instituciones financieras apliquen prácticas discriminatorias y abu-
sivas que desalientan del uso de los servicios financieros formales, con lo 
cual limitan la efectividad de las estrategias de inclusión financiera promo-
vidas por el gobierno y la sociedad civil.

El otro factor clave que exacerba la desconfianza es la asimetría de 
información, que en el caso del sector financiero desempeña un rol pre-
ponderante. La prueba PISA 2018 de alfabetismo financiero incluía tres 
países de América Latina (Brasil, Chile y Perú); los tres se sitúan por debajo 
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del promedio de la OCDE.10 Por ejemplo, la puntuación promedio en Perú 
era cerca del 80% de la puntuación del país medio de la OCDE. Estos datos 
son un sólido argumento a favor de la educación financiera. En efecto, las 
autoridades de la región han reconocido esto y otorgan una gran impor-
tancia tanto a la educación financiera como a las políticas de protección 
del consumidor en sus agendas de reforma.

El sector privado es esencial para lograr los objetivos de inclusión 
financiera en la región. Aunque normalmente los bancos públicos son el 
punto focal de estos esfuerzos, suelen carecer de la capacidad operativa 
para implementar programas que podrían aumentar la inclusión financiera. 
Una estrategia para estimular la participación de las personas en el sistema 
financiero formal consiste en entregar transferencias en efectivo a través 
del sistema bancario. Varios países de la región han subcontratado bancos 
privados con este fin (por ejemplo, Chile, Colombia, Honduras y República 
Dominicana, para nombrar solo algunos). Inicialmente, los individuos reti-
raban todo su dinero. Sin embargo, a lo largo del tiempo, la adopción y el 
uso de esta nueva tecnología promueve la confianza e incrementa los aho-
rros en una cuenta formal (Bachas et al., 2020). Bold, Porteous y Rotman 
(2012) también presentan evidencia prometedora de que tener y utilizar 
una cuenta alienta a los usuarios a aprovechar otros servicios financieros. 
Una mayor confianza en los bancos privados podría aumentar la eficacia 
de estas intervenciones.

Hay unos 13 gobiernos de la región que han desarrollado o están 
desarrollando estrategias nacionales de inclusión financiera ambiciosas y 
exhaustivas (Grifoni et al., 2020). Estas estrategias abarcan políticas que 
establecen directrices para implementar medidas en diversos ámbitos, 
como promover un mayor acceso a los servicios financieros, fomen-
tar servicios de calidad, aumentar el alfabetismo financiero y llegar a las 
poblaciones más vulnerables. Debido a sus múltiples objetivos, las estrate-
gias de inclusión financiera suelen demandar esfuerzos multisectoriales y 
coordinación entre diversos ministerios, entidades públicas e instituciones 
financieras. Los principales actores son los bancos públicos; el regulador 
bancario; los ministerios a cargo de programas sociales que llegan a los 
pobres y a los más vulnerables; los ministerios de Educación, encargados 
de la educación financiera, y los ministerios de Infraestructura, que pro-
mueven la conectividad física y digital.

10	 La prueba PISA se aplicó en 13 países y economías de la OCDE y en siete países 
socios. El informe de los resultados se puede consultar en https://read.oecd-ilibrary.
org/education/pisa-2018-results-volume-iv_48ebd1ba-en#page54.
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Una estrategia de inclusión financiera nacional puede ser un instru-
mento efectivo para un plan de acción con claros roles definidos para 
cada participante. Sin embargo, la desconfianza socava la sostenibilidad 
a largo plazo y la coordinación entre los actores, factores esenciales para 
el éxito. Dado que estos programas son vulnerables a los ciclos políticos, 
la confianza en el gobierno es primordial (Grifoni et al., 2020). La coor-
dinación necesaria entre las instituciones privadas y públicas también 
falla si la confianza en el gobierno y en el sector privado, respectiva-
mente, es baja. Ante esta realidad, la Red Internacional de Educación 
Financiera de la OCDE recomienda que, cuando los países desarrollen 
estrategias nacionales para la educación financiera, trabajen con una 
gama más amplia de participantes públicos dignos de confianza en la 
fase de implementación y seleccionen a socios fiables que puedan apo-
yar a las autoridades públicas en el diseño y la ejecución de la estrategia 
nacional (OCDE, 2015).

Desde luego, aunque la confianza entre los organismos ejecutores 
es importante para lograr estrategias exitosas de inclusión financiera, el 
problema fundamental de la confianza reside en los hogares, cuyos bajos 
niveles de confianza en las instituciones bancarias limitan tanto los présta-
mos como los depósitos de ahorro. Beckmann y Mare (2017) proporcionan 
evidencia transnacional de Europa que indica que la confianza en la segu-
ridad de los depósitos tiene el efecto marginal promedio más alto en 
aumentar los ahorros bancarios, seguido de cerca por el efecto de la con-
fianza en los bancos nacionales.

La confianza está positivamente correlacionada con la adopción de 
instrumentos formales de ahorro en una muestra transversal de 44 paí-
ses de todo el mundo (véase el gráfico 5.10). Después de controlar por PIB 
per cápita y región del mundo, el gráfico 5.10 presenta la relación entre el 
porcentaje de personas que habían ahorrado en una institución financiera 
formal en los últimos 12 meses y el nivel de confianza en cada país. Los 
resultados indican que el porcentaje de ciudadanos que tienen ahorros 
en una institución financiera formal aumenta bruscamente con el nivel de 
confianza en los bancos en una economía.

Las intervenciones experimentales destinadas a elevar la confianza 
institucional e interpersonal, sobre todo entre los ciudadanos y los bancos, 
así como entre los ciudadanos y los empleados de ahorro y préstamos, 
proporcionan evidencia del efecto causal de la confianza en la adopción 
de servicios financieros. A partir de un experimento realizado en India, 
Mehrotra, Somville y Vandewalle (2016) se preguntan si las interacciones 
repetidas, que reducen el nivel de asimetrías de la información, incremen-
tan la confianza. Los autores elaboran una intervención que promueve las 
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interacciones mediante la apertura aleatoria de cuentas para las perso-
nas no bancarizadas y la realización de pagos semanales en sus cuentas. 
El estudio encuentra una fuerte correlación positiva entre la confianza de 
los clientes en su propio banquero y los ahorros en la cuenta, aunque su 
confianza en otro banquero no tiene el mismo efecto. Por lo tanto, una 
relación personalizada con un banquero es relativamente más importante 
para impulsar los ahorros formales que la confianza general en los bancos.

Galiani, Gertler y Ahumada (2020) siguen un enfoque similar y asig-
nan aleatoriamente a los beneficiarios de un programa de transferencias 
monetarias condicionadas a una sección de capacitación diseñada para 
construir confianza en las instituciones financieras. Se centran en Perú, un 
país donde solo una tercera parte de los ciudadanos confía en los bancos 
y el 40% de las personas no bancarizadas menciona la falta de confianza 
como uno de los principales motivos por los que no tienen una cuenta (se 
trata del porcentaje más alto de América Latina y el Caribe de los países 
cubiertos por FINDEX en su ronda de 2017). La capacitación produjo gran-
des aumentos del balance de los ahorros, el doble que la línea de base. 
Los autores muestran que este efecto refleja un incremento del nivel de 
confianza en el sistema financiero, más que un conocimiento mayor del 
sistema bancario o un mayor alfabetismo financiero.

Gráfico 5.10   Confianza y adopción de servicios financieros formales
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Por su parte, la transición a los fondos de pensión privados ha sido 
difícil en América Latina y el Caribe, y ha generado intensas controversias 
que han reducido aún más la confianza en los sistemas de pensiones. Los 
contratos intertemporales para guardar los ahorros de la jubilación en una 
institución financiera imponen riesgos más altos de futura inestabilidad e 
incertidumbre, así como inconsistencias magnificadas por el tiempo. Por lo 
tanto, para facilitar estas transacciones, la confianza adquiere aún más pro-
tagonismo. Koh, Mitchell y Fong (2021) se basan en el Singapore Life Panel 
para proporcionar evidencia del vínculo entre confianza y ahorros para la 
jubilación. Incluso en un contexto con niveles de confianza relativamente 
altos, en el que solo el 13% de las personas no bancarizadas declara no tener 
una cuenta debido a la falta de confianza en las instituciones financieras 
(Demirgüç-Kunt et al., 2018), la confíanza en dichas entidades está estre-
chamente correlacionada con balances más altos de las pensiones y de la 
inversión en pensiones. Una mayor confianza también está relacionada con 
un aumento de la probabilidad de tener un asesor financiero.

Otra evidencia también subraya la importancia de las relaciones 
personales para superar la barrera de la confianza en las transacciones 
financieras, particularmente cuando las instituciones son débiles. A par-
tir de una muestra de bancos comerciales de 34 países de todo el mundo, 
Nicolas y Tarazi (2019) vinculan los diferentes tipos de confianza inter-
personal (dentro y fuera del grupo, medida por la Encuesta Mundial de 
Valores) con los préstamos bancarios. Los autores observan que la con-
fianza interpersonal aumenta considerablemente los préstamos bancarios. 
En consonancia con el argumento de que la confianza importa más cuando 
las instituciones son débiles, este efecto solo rige en países con niveles 
relativamente más bajos de desarrollo institucional y judicial. Sin embargo, 
las pequeñas y medianas empresas (pyme) de Europa que disfrutan de un 
alto nivel de confianza de los administradores de crédito consiguen más 
créditos y tienen menos restricciones de crédito, aunque la calidad institu-
cional es alta (Moro y Fink, 2013).

La desconfianza también retrasa la adopción de nuevos productos 
financieros y de innovaciones tecnológicas. Por ejemplo, puede que los 
usuarios potenciales de los pagos digitales y de la banca móvil no entien-
dan cómo funcionan estos servicios y teman sufrir fraudes o pérdidas 
debido a fallas de la conexión. En estos casos, la confianza tiene un efecto 
multiplicador, puesto que estas innovaciones solo funcionan cuando ope-
ran a gran escala.

Un estudio experimental reciente realizado en Perú presenta evidencia 
causal del efecto de la confianza en la adopción de la banca móvil. Agurto 
et al. (2020) proporcionan información y capacitación de forma aleatoria 
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para promover el uso de la banca móvil en dos escenarios: el capacita-
dor es un embajador local de confianza o un agente externo. Observan 
que ser invitado a asistir a un taller dirigido por alguien conocido en la 
comunidad arroja una tasa de adopción del 70%, lo cual es el doble de la 
tasa del grupo de control, donde la capacitación está dirigida por una per-
sona externa. Este efecto también se traduce en un aumento de 3 puntos 
porcentuales en la tasa de adopción de la banca móvil en relación con el 
grupo de control. Una vez más, la evidencia apoya la idea de que la falta de 
confianza institucional puede superarse mediante intervenciones que pro-
mueven la confianza interpersonal de los ciudadanos en los funcionarios 
privados o públicos que constituyen los puntos más cercanos de contacto 
cuando tratan con el sistema financiero.

Desconfianza y bajo desempeño de las políticas: cómo romper el 
círculo vicioso

Las políticas públicas efectivas y el gasto público eficiente son esenciales 
para una región que tiene que crecer y tener en cuenta las necesidades 
no cumplidas y la gran desigualdad. Como se señala en el capítulo 4, la 
confianza interpersonal y la confianza en el gobierno determinan las polí-
ticas públicas e influyen en la posibilidad de promover los objetivos de un 
crecimiento inclusivo. Este capítulo describe los sesgos que crea la des-
confianza en la implementación de políticas públicas que son esenciales 
para un crecimiento más rápido y una mayor igualdad.

Aun cuando los gobiernos proporcionen bienes públicos y políticas 
bien diseñadas y focalizadas, su efectividad depende de las actitudes de 
las personas a la que esas políticas supuestamente deben apoyar. Las 
intervenciones no farmacéuticas para contener el contagio de una pande-
mia, como lavarse las manos, llevar mascarilla o respetar el distanciamiento 
social, solo funcionan si las personas obedecen esas reglas. Cumplir las 
normas (por ejemplo, usar mascarilla) depende del grado de confianza 
de las personas en esas políticas para mitigar la propagación del virus, así 
como de la cantidad de personas que confían en que los demás se aten-
drán a esas reglas (Leech et al., 2021). Este capítulo presenta ejemplos 
similares en el caso de la delincuencia, la educación, la política ambiental y 
la inclusión financiera, además de la salud.

La confianza de los ciudadanos en el gobierno determina su conducta 
en relación con las políticas públicas, su grado de apoyo a los progra-
mas públicos y si los programas y políticas públicas acaban logrando sus 
objetivos en casi todos los sectores (OCDE, 2014). De la misma manera, el 
capital cívico y la cooperación ciudadana son elementos centrales para la 
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efectividad de las políticas públicas que dependen de la acción colectiva 
para lograr sus objetivos. Con niveles bajos de confianza interpersonal y 
de capital cívico, las personas se muestran menos inclinadas a incurrir en 
los costos que implica la cooperación, particularmente cuando creen que 
sus beneficios personales netos son bajos en comparación con los de los 
demás, o cuando prevén que los costos y beneficios de las políticas se 
compartirán de manera desigual.

Por lo tanto, la capacidad de los gobiernos para implementar políticas 
y reformas efectivas que contribuyan al desarrollo económico y social de 
sus países, depende en gran medida del apoyo y la confianza de los ciu-
dadanos. La evidencia de sectores clave destaca que la confianza en los 
gobiernos y las instituciones, así como la confianza interpersonal, influye 
en el desempeño de las políticas públicas. El rol de la confianza adquiere un 
peso especial ante la presencia de externalidades, información asimétrica, 
dificultades para medir el desempeño o inconsistencias intertemporales. 
Las políticas públicas efectivas y eficientes requieren un alto nivel de con-
fianza. En la medida en que la confianza depende del desempeño de las 
políticas públicas, porque los ciudadanos no pueden distinguir si los resul-
tados se derivan de las acciones de los funcionarios públicos o de otros 
factores, se produce un círculo vicioso potencial entre desconfianza, mal 
desempeño de las políticas públicas e incluso mayor desconfianza. Foca-
lizar la discusión en los determinantes de la confianza puede ayudar a que 
las políticas públicas sean más efectivas para romper este círculo vicioso.
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6

La relación entre confianza y 
transformación digital

Las personas en América Latina y el Caribe creen que la transformación 
digital exacerba el comportamiento oportunista presente en el mundo 
analógico, en lugar de atenuarlo: la desconfianza ha frenado la transfor-
mación digital de la región. Las reformas institucionales para aumentar la 
confianza de los usuarios, mejorar la experiencia de los mismos y aumentar 
la ciberseguridad pueden cambiar estas creencias. 

¿Dónde pueden las personas conservar el anonimato y a la vez estar 
expuestas, estar conectadas y a la vez separadas, ser libres y a la vez 
quedar atrapadas? Se trata de un lugar donde la confianza se puede cons-
truir a la misma velocidad con la que se destruye: Internet. Si Peanuts 
hubiera sido inventado en los tiempos que corren, Charlie y Lucy segu-
ramente no estarían jugando a la pelota afuera sino jugando en línea. Sin 
embargo, los intercambios en línea presentan infinitas posibilidades para 
las conductas oportunistas: las oportunidades para explotar las asimetrías 
informacionales y defraudar a otras personas se multiplican cuando pre-
valece el anonimato. Debido a esto, muchos eran escépticos con respecto 
a que se pudieran llevar a cabo transacciones de montos importante en 
Internet. Sin embargo, hoy Amazon vende bienes por unos US$400.000 
millones al año. Esto se debe a que el contexto digital también propor-
ciona mayores oportunidades. Los mercados son más amplios, hay mayor 
acceso a la información, más transparencia, mayor facilidad para coordinar 
acciones colectivas, más rendición de cuentas, menor capacidad para res-
tringir el acceso, y muchas otras condiciones que no son tan extensas en 
el mundo analógico y que por ello favorecen las conductas oportunistas. 
En una región donde abunda la baja confianza interpersonal y la baja con-
fianza en las instituciones, la transformación digital puede proporcionar 
herramientas para aumentar la confianza. Desafortunadamente, la propia 
transformación digital depende de la confianza para poder ocurrir, lo que 
constituye el objeto de estudio de este capítulo.
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El capítulo 5 destaca las muchas maneras mediante las cuales la 
confianza facilita la implementación y el éxito de políticas públicas para 
abordar problemas que abarcan desde el medio ambiente hasta la segu-
ridad pública. Este capítulo aplica el mismo lente para analizar uno de 
los ámbitos transversales más importantes de las reformas de políticas a 
las que se enfrentan los gobiernos: el proceso conocido como transfor-
mación digital, que abarca Internet, su cultura, sus modelos de negocios 
y sus tecnologías. La transformación digital impulsa el crecimiento con-
tribuyendo a crear nuevas empresas y a hacer crecer las ya existentes. 
En las economías avanzadas, el crecimiento en el sector tecnológico ha 
dejado atrás al conjunto de la economía. Por ejemplo, en Canadá la eco-
nomía digital creció más del 40% entre 2010 y 2017, en comparación con 
el 28% para la economía total (Statistics Canada, 2019); en Reino Unido, 
el sector digital aumentó casi seis veces más rápido que el conjunto de 
la economía en 2018 (Warman, 2020);1 en Estados Unidos, el crecimiento 
del sector digital representó el 30% del crecimiento total del PIB en 2017 
(Boussour, 2019).

La transformación digital también impulsa el crecimiento de manera 
indirecta, ya que incrementa la productividad del sector público, disminuye 
los costos de transacción de las personas y las empresas para interac-
tuar con el gobierno, aumenta la eficiencia del gasto público, mejora la 
efectividad de las políticas y atrae inversión extranjera directa (IED). Los 
procedimientos en línea para que los ciudadanos traten con el gobierno 
son, en promedio, un 74% más rápidos que sus equivalentes presenciales 
(Roseth, Reyes y Santiso, 2018). Múltiples estudios también demuestran el 
potencial de la transformación digital para generar ahorros de costes. Por 
ejemplo, en Dinamarca la aplicación de la analítica de datos para detec-
tar el fraude a la seguridad social generó ahorros superiores a US$60 
millones en 2019 (Comisión Europea, 2020). La transformación digital 
también puede contribuir a una mayor efectividad de las políticas. En Uru-
guay se enviaron recordatorios para que las mujeres se inscribieran para 
una prueba de Papanicolau, lo cual produjo tres veces más visitas cuando 
los mensajes escritos incluían un enlace para pedir hora en comparación 
con los mensajes sin enlace (Cuesta et al., 2021). Por otra parte, en una 
encuesta regional de 2.200 funcionarios públicos de América Latina y el 
Caribe los participantes revelaron que la falta de herramientas digitales era 

1	 En el momento de escribir estas líneas, no hay consenso sobre cómo medir la econo-
mía digital. La OCDE (2018) ha compilado varios de los más importantes enfoques: 
https://www.oecd.org/g20/summits/buenos-aires/G20-Toolkit-for-measuring-digi-
tal-economy.pdf.
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un problema mayor que las restricciones presupuestarias para lidiar con la 
pandemia (Keefer, Perilla y Vlaicu, 2020). Por último, las investigaciones 
del Fondo Monetario Internacional (FMI) muestran que la accesibilidad de 
la información y los servicios públicos en línea está directamente asociada 
con el monto de IED que recibe un país (Al-Sadiq, 2021).

Al automatizar las decisiones administrativas, los servicios digitales 
reducen tanto la necesidad de la interacción directa entre funcionarios 
públicos y ciudadanos como el alcance de la discrecionalidad y el abuso 
de autoridad. Además, como los servicios digitales suelen ser más rápidos 
que sus equivalentes presenciales, las personas tienen menos incentivos 
para ofrecer sobornos por un servicio más rápido: según una encuesta de 
empresas realizada en México en 2016, el principal motivo de los sobornos 
era “acelerar los trámites” (INEGI, 2016). En efecto, varios estudios indi-
can que la digitalización reduce la corrupción en la prestación de servicios 
(Banerjee et al., 2015; Muralidharan, Niehaus y Sukhtankar, 2016). Esto es 
particularmente pertinente en el caso de la población pobre y las personas 
con un menor nivel de estudios, que pueden a la vez tener menos acceso 
a los servicios digitales y depender más de los servicios públicos y, por lo 
tanto, tener menos posibilidades de renunciar a ellos.

En gran medida, los países en América Latina y el Caribe están desa-
provechando los beneficios de la transformación digital tanto en el sector 
privado como en el público. La puntuación promedio de la región en el 
Índice de la CAF de Desarrollo del Ecosistema Digital llega a 49 de un 
total de 100, en comparación con 71 en Europa Occidental (CAF, 2020). 
El tamaño de la economía digital en América Latina y el Caribe es pequeño 
en comparación con las principales economías: en Chile, un líder regio-
nal en este tema, representa el 3,5% del PIB, en comparación con el 11,9%, 
el 8,1% y el 7,1% para Irlanda, Japón y Estados Unidos, respectivamente 
(Cabrera, 2019). El comercio electrónico como porcentaje de las ventas 
minoristas en Brasil y México es inferior al 3%, en contraste con casi el 10% 
en Estados Unidos y casi el 25% en China (ProInvex Panamá, 2019). En 
cuanto a la adopción de servicios públicos digitales, América Latina y el 
Caribe también acusa un rezago. En los meses anteriores a la pandemia de 
COVID-19, solo el 21% de los encuestados de 10 países de América Latina 
habían realizado en línea su último trámite con el gobierno. A pesar de las 
restricciones generalizadas a la movilidad y el cierre de oficinas y negocios 
impuesto por los gobiernos durante la pandemia, este porcentaje aumentó 
hasta solo el 39% (Roseth, Reyes y Yee Amézaga, 2021).

Este capítulo analiza la relación entre la baja confianza interpersonal 
endémica de la región y la lenta adopción de los servicios digitales. Concre-
tamente, intenta desentrañar la importancia de dos fuerzas en oposición. 
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La baja confianza proporciona un fuerte incentivo para la transforma-
ción digital, en la medida en que disminuye el alcance de las conductas 
oportunistas en los intercambios entre el gobierno y los ciudadanos. Sin 
embargo, también desacelera la transformación, ya que la desconfianza 
vuelve a las personas reacias a adoptar nuevas tecnologías. Este capítulo 
llega a la conclusión de que la segunda fuerza supera a la primera: la adop-
ción de los servicios digitales se ve limitada por el bajo nivel de confianza 
interpersonal en la región. La adopción de servicios digitales requiere dos 
capas de confianza: las del mundo físico, asociadas con la corrupción, el 
incumplimiento, el fraude o el robo, y las del mundo digital. El medio digi-
tal introduce un nuevo conjunto de preocupaciones sobre la confianza, 
asociadas con la identidad de los proveedores y usuarios, la privacidad y, 
sencillamente, la ausencia de interacción personal, una forma de relacio-
narse que los seres humanos han utilizado para cimentar las transacciones 
durante milenios y que es lo más difícil de abandonar en las sociedades de 
baja confianza. Aunque el medio digital también ofrece ciertas ventajas en 
relación con el mundo físico en términos de limitar las conductas no fiables 
(por ejemplo, restringe el alcance de los sobornos), dichas ventajas se ven 
superadas por la percepción de otros riesgos que tienen un impacto en 
la adopción de lo digital. El fortalecimiento de las instituciones que crean 
confianza, tanto analógicas como previas a esta era, contribuiría a liberar 
el potencial de la transformación digital para el crecimiento.

El capítulo 9 analiza el rol de los instrumentos digitales en la distribu-
ción de información y en la creación de reputación, es decir, en el aumento 
de la confianza. En cambio, este capítulo presenta evidencia que indica 
que, en efecto, las personas con baja confianza utilizan menos los servi-
cios digitales, aunque con varias excepciones importantes. El capítulo da 
cuenta de estos resultados mediante un análisis de las percepciones de los 
ciudadanos y un diagnóstico de las instituciones de creación de confianza 
pertinentes para el medio digital. La enseñanza, que se repetirá en el capí-
tulo 7, es que las instituciones son fundamentales para construir confianza, 
si bien la construcción de las propias instituciones es más difícil de lograr 
en contextos de baja confianza.

Una conexión directa: la confianza y el uso de los servicios 
digitales

La utilización de servicios digitales requiere múltiples actos de fe. Los 
usuarios deben creer que se hará entrega del producto o servicio según lo 
prometido, aunque en muchos casos no pueden realmente ver lo que están 
comprando. A menudo deben pagar por adelantado, lo que les requiere 
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confiar en que el proveedor cumplirá su compromiso (por ejemplo, enviar 
un producto por correo). También deben fiarse de que, si no les gusta lo 
que han recibido, tendrán algún tipo de recurso para resolverlo, aunque su 
único contacto con el proveedor sea virtual. Además, tienen que confiar 
en que el proveedor administrará de manera responsable los datos perso-
nales que ellos proporcionan.

Debido a los múltiples actos de fe que se requieren para la realización 
de estas transacciones, quizá sea comprensible que las personas poco 
confiadas, que constituyen la mayoría de los habitantes de América Latina, 
se muestren reacias a utilizar los servicios digitales (Suh y Han, 2003; Kim, 
Ferrin y Rao, 2008; Abyad, 2017). En efecto, los datos a nivel de país sugie-
ren que esa relación existe. El gráfico 6.1 presenta las correlaciones entre 
confianza y uso de servicios digitales para una muestra amplia de países. 
El panel A muestra una correlación positiva entre la confianza generali-
zada y la prevalencia del desarrollo digital general (utilizando el número 
de servidores de Internet seguros como indicador aproximado) y el panel 
B señala una estrecha correlación positiva con el desarrollo del gobierno 
electrónico.

Los datos a nivel individual, en lugar de agregados por país, muestran 
la misma relación: las personas con baja confianza tienen sistemáticamente 
menos probabilidades de utilizar los servicios digitales privados y públi-
cos que sus contrapartes más confiadas. En un análisis de los datos de la 
encuesta Latinobarómetro 2017 que incluye 18 países de América Latina, 
las personas con una alta confianza —aquellas que estaban de acuerdo 
con la afirmación “Se puede confiar en la mayoría de las personas”— tenían 
3,5 puntos porcentuales más de probabilidades de haber realizado una 
transacción de comercio electrónico en los últimos 12 meses en compa-
ración con aquellos que creían que “Nunca se puede tener demasiado 
cuidado al tratar con los demás”. Esta brecha en la utilización de comer-
cio electrónico de acuerdo con la confianza se estimó controlando por una 
serie de variables en sí mismas asociadas con la confianza, como edad, 
género, nivel educativo, computadora en el hogar y smartphone, así como 
efectos fijos de país. El efecto de la confianza en la participación en las 
transacciones de comercio electrónico es un 61% mayor que el efecto del 
nivel educativo y casi cuatro veces el efecto del nivel de ingreso. Las per-
sonas que confían tienen 2,16 puntos porcentuales más de probabilidades 
de haber realizado su último trámite digital con un organismo público; este 
efecto es un 53% mayor que el efecto del nivel educativo y, una vez más, 
casi cuatro veces más que el efecto del ingreso.

La interacción de la confianza y la disposición a utilizar herramien-
tas digitales depende claramente de la confianza de las personas en el 
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Gráfico 6.1   La confianza y el desarrollo digital

A. Desarrollo digital y confianza

B. Desarrollo del gobierno electrónico y confianza
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Fuente: Elaboración de los autores basada en la Encuesta Mundial de Valores, los Indicadores de De-
sarrollo Mundial del Banco Mundial y el Departamento de Asuntos Económicos y Sociales (DAES) de 
Naciones Unidas.
Notas: La confianza generalizada proviene de la Encuesta Integrada de Valores (2010–20), que compila 
la sexta y séptima ola de la Encuesta Mundial de Valores (1981–2020), así como la quinta ola del Estu-
dio Europeo de Valores (2017–20). La confianza generalizada se calcula a partir de las respuestas a la 
pregunta: “Hablando en términos generales, ¿diría usted que se puede confiar en la mayoría de las 
personas o que tiene que tener mucho cuidado al tratar con los demás?”. La confianza es igual a 1 si 
el encuestado responde “Se puede confiar en la mayoría de las personas” y, de lo contrario, es igual a 
0. Cada barra es un promedio simple de los datos a nivel de país. El total de la muestra abarca 95 países 
y los de América Latina y el Caribe son: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, 
Haití, México, Nicaragua, Perú, Trinidad y Tobago y Uruguay. El indicador del eje Y del panel A “Servido-
res seguros por cada millón de habitantes”, de los Indicadores de Desarrollo Mundial del Banco Mundial, 
se refieren al número de certificados TLS/SSL claros que gozan de la confianza pública encontrados en la 
Encuesta sobre Servidores Seguros de Netcraft. El indicador del eje Y del panel B “Índice de los servicios 
en línea de Naciones Unidas”, del DAES de Naciones Unidas, refleja la presencia nacional en línea de los 
193 estados miembros de Naciones Unidas según lo recogido en el Cuestionario de Servicios en Línea 
llevado a cabo por el DAES.
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proveedor de la herramienta, en las herramientas digitales en general y 
en los riesgos a los que la herramienta los expone. Las transacciones de 
comercio electrónico pueden ser difíciles por tres motivos: el vendedor 
es un desconocido, la confianza en la plataforma digital puede ser baja 
y la conducta oportunista crea riesgos tangibles de perder dinero. Las 
herramientas digitales recomendadas o proporcionadas por los gobier-
nos cubren todo el espectro: las personas pueden tener una confianza alta 
o baja en el gobierno y en la herramienta digital y puede que esta última 
las exponga a un riesgo mayor o menor. Por ejemplo, las aplicaciones de 
rastreo de contactos con COVID-19 requiere que los usuarios compartan 
una cantidad inusualmente grande de información personal sensible con 
los gobiernos. No resulta sorprendente que aquellos que confían más en el 
gobierno tengan más probabilidades de descargar una aplicación de ras-
treo de contactos con COVID-19 en su teléfono celular (Boruchowicz et al., 
2020). Sin embargo, en otros contextos, los riesgos de utilizar herramien-
tas digitales patrocinadas por el gobierno son menores y la confianza en 
el gobierno está menos correlacionada con la adopción. Un análisis de los 
datos de Latinobarómetro 2017 no revela ninguna relación negativa entre 
la confianza en el gobierno y la probabilidad de utilizar un conjunto diverso 
de servicios públicos digitales, que abarcan desde la identificación digi-
tal hasta el registro de vehículos y el acceso digital a las transferencias de 
beneficios sociales. Los estudios sobre la adopción de servicios digitales 
para renovar el documento de identidad en Panamá (Vera Cossío, Reyes 
y Roseth, 2021) y para reservar turno para una visita médica en Uruguay 
(Cuesta et al., 2021) revelan que las personas con una mayor confianza 
en el gobierno no tienen más probabilidades que aquellas con una baja 
confianza en el gobierno de elegir la opción digital en lugar de la opción 
presencial.

La desconfianza también puede obstaculizar la transformación digi-
tal del gobierno si las personas creen que los procesos digitales son más 
vulnerables a las prácticas fraudulentas. Una mayoría de latinoamericanos 
considera que los costos de transacción tienen que ser altos, a fin de evi-
tar los fraudes en la prestación de servicios. Tienen escasa confianza en 
los demás ciudadanos, piensan que reclamarán beneficios a los que no 
tienen derecho y prefieren fuertes controles, aunque cuesten caro a los 
beneficiarios, con el fin de prevenir el fraude. En promedio, el 62% de los 
ciudadanos de siete países de la región piensa de esta manera (Roseth, 
Reyes y Santiso, 2018). Naturalmente, los servicios digitales tienen costos 
de transacción inferiores a los costos equivalentes en los servicios presen-
ciales, lo cual, según la percepción de las personas con baja confianza, los 
vuelve más vulnerables al fraude.
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En consonancia con esta idea, cuanto más bajo sea el nivel de con-
fianza interpersonal de un país, mayor será la proporción de personas que 
creen que los servicios deberían ser de difícil acceso para impedir el fraude 
(gráfico 6.2). Hay que destacar que el país que ostenta uno de los niveles 
más altos de confianza interpersonal y el menor porcentaje de personas 
que apoyan los fuertes obstáculos burocráticos es Uruguay, el líder regio-
nal en economía y gobierno electrónico.

Cómo medir riesgos y beneficios en el mundo digital

¿Por qué la desconfianza alimenta la reticencia a usar los servicios digita-
les en América Latina y el Caribe? El principal motivo de vacilación ante 
los servicios digitales está relacionado con cuestiones de privacidad; las 
personas temen que sus datos privados puedan ser mal utilizados. Los ciu-
dadanos de la región se muestran suspicaces de los beneficios de compartir 

Gráfico 6.2   �Relación entre confianza interpersonal y apoyo a fuertes 
obstáculos burocráticos en los servicios públicos
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al tratar con los demás?”. La confianza es igual a 1 si el encuestado responde “Se puede confiar en 
la mayoría de las personas” y, de lo contrario, equivale a 0. El indicador recogido es el porcentaje de 
personas que contestó que “se puede confiar en la mayoría de las personas”. La variable “personas que 
creen que el acceso a los servicios debería ser difícil” refleja el porcentaje de encuestados que respon-
dieron “Sí” a la pregunta “¿Cree usted que es necesario que algunos procedimientos burocráticos sean 
complicados para asegurar que nadie disfrute de beneficios a los cuales no tiene derecho?”. Los datos 
provienen de Keefer, Scartascini y Vlaicu (2017).
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información y les preocupa qué hacen las empresas privadas y el gobierno 
con sus datos personales; también les inquietan los riesgos de los servi-
cios digitales. Estas preocupaciones son sistemáticamente mayores entre 
quienes adolecen de baja confianza. A las personas también les preocupa 
el riesgo de fraude y, de manera más general, la calidad de la experiencia 
digital: sitios web que se bloquean o transacciones que no llegan a com-
pletarse. El hecho de tener una mala experiencia con las transacciones en 
línea, lo cual es habitual en la región, alimenta su desconfianza.2

La utilización de servicios digitales, tanto privados como públicos, casi 
siempre implica compartir datos personales de algún tipo. Dichos datos 
pueden ser de diversa índole, y comprenden desde el nombre, la direc-
ción y el estado civil hasta los números de la cuenta bancaria y los títulos 
de propiedad, o el estado de salud y la localización, entre muchos otros. 
Lo nuevo en el medio digital no es compartir los datos como tales —tener 
acceso a los servicios esencialmente también requiere compartir datos— 
sino más bien la facilidad con que esa información se puede manipular, 
transferir o comercializar, a menudo sin conocimiento ni consentimiento 
de su propietario. En muchos casos, compartir y analizar datos personales 
puede ofrecer valor a los individuos; por ejemplo, mediante la generación 
de recomendaciones personalizadas de bienes de consumo o la presta-
ción proactiva de servicios públicos. Sin embargo, el abuso de los datos 
personales puede tener serias consecuencias, entre ellas, el robo de iden-
tidad, la vigilancia ilegal o las represalias políticas. El recuadro 6.1 describe 
esta tensión, conocida como la “paradoja privacidad-personalización”.

Los latinoamericanos son particularmente aprensivos a propósito de 
la privacidad de los datos. Según las respuestas de una muestra nacio-
nalmente representativa de 10 países de América Latina, el 77% de los 
encuestados cree que compartir sus datos personales implica más riesgos 
que beneficios, y dichas cifras oscilan entre el 89% en Ecuador y el 69% 
en El Salvador (gráfico 6.3). Lafuente et al. (2021) encuentran un resultado 

2	 Si bien los servicios digitales generalmente requieren una inversión menor de tiempo 
que sus contrapartes presenciales, y aunque el tiempo es el elemento más impor-
tante en la selección de canal de la mayoría de los ciudadanos (Pareja et al., 2016; 
Roseth, Reyes y Santiso, 2018; Lafuente et al., 2021), las percepciones negativas en 
relación con la privacidad y la seguridad siguen siendo fundamentales. Una amplia 
literatura sobre comercio electrónico ha documentado que esas preocupaciones 
pueden socavar la aceptación (Ali et al., 2019; Bandara y Akter, 2020; Ferrell, 2017; 
Holtrop et al., 2017; Martin y Murphy, 2017; Petrescu y Krishen, 2018; Rybak, 2018). En 
2017, en la Unión Europea, el 16% de los usuarios de Internet que no habían realizado 
compras en línea durante el año anterior declaró no haberlo hecho debido a la segu-
ridad de los pagos y por cuestiones de privacidad (OCDE, 2019).
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Muchos usuarios de servicios digitales como Facebook —ampliamente utiliza-
dos en América Latina y el Caribe— aprecian e incluso han llegado a dar por 
sentada la personalización. Ya se trate de una recomendación de un producto 
o de un recordatorio con un mensaje de texto que incluye el primer apellido del 
receptor, la personalización conecta rápidamente a los usuarios con productos 
y servicios relevantes. La literatura del marketing, la sociología y la economía 
del comportamiento ha mostrado que la personalización es una herramienta 
poderosa para inducir comportamientos (Respi y Sala, 2017; Karlan, Morten y 
Zinman, 2012). Sin embargo, esta modalidad requiere el uso de datos persona-
les, los cuales suelen incluir información potencialmente sensible como la edad, 
el estado de salud, la composición de la familia, los patrones de consumo y la 
localización, entre otras. Aunque las personas de la región aprecian tanto la per-
sonalización como lo hacen los consumidores de servicios digitales, también se 
suelen mostrar suspicaces a propósito de cómo las empresas privadas y sus go-
biernos almacenan y utilizan los datos. En otras palabras, la espada tiene doble 
filo. La tensión entre las ventajas de utilizar datos personales para beneficio de 
los usuarios y las preocupaciones en relación con su abuso se conoce como la 
“paradoja privacidad-personalización” (Toch, Wang y Cranor, 2012; Sheng, Nah y 
Siau, 2008; Aguirre et al., 2016).

En el sector privado, esta tensión se manifestó en el modelo comercial cono-
cido como “capitalismo de vigilancia” en el que las empresas ofrecen servicios 
digitales gratuitos a los usuarios a cambio de acceso a su información personal, 
que a su vez es utilizada para vender un marketing focalizado y otras activi-
dades que generan beneficios (Zuboff, 2015). En el sector público, la paradoja 
privacidad-personalización se manifiesta como una tensión entre el desempeño 
(mejores servicios) y la legitimidad (preocupación a propósito de la invasión de 
la privacidad) (Codadogne et al., 2020). La tensión es distinta porque las preo-
cupaciones en el sector privado y el sector público difieren: una empresa privada 
puede vender datos personales, enviar a los usuarios información falsa e intentar 
manipularlos; el gobierno puede denegar a las personas ciertos beneficios, eli-
minarlos de los registros de votantes y detenerlos. La evidencia de un estudio 
basado en una encuesta de 547 usuarios de Internet efectuada en Ruanda su-
giere que, en efecto, las consecuencias de las preocupaciones a propósito de la 
privacidad deprimen la aceptación de los servicios digitales públicos más que la 
de los servicios digitales privados (Mutimukwe, Kolkowska y Gronlund, 2020).

Esta paradoja es aguda en América Latina y el Caribe. Prince y Wallsten 
(2020) demuestran que, en comparación con los ciudadanos de Alemania y Es-
tados Unidos, los de Argentina, Colombia y México valoran su privacidad mucho 
menos. Mientras que los alemanes exigieron un pago de US$8,00 al mes para 
ser objeto de publicidad focalizada, los argentinos, colombianos y mexicanos 
expresaron su disposición a pagar por ello (los colombianos hasta US$2,50 al 
mes). Esto sugiere que, en una disyuntiva entre privacidad y personalización, los 
latinoamericanos prefieren la personalización. El éxito de estos servicios digita-

Recuadro 6.1   La paradoja privacidad-personalización
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les intensivos en datos personales (como Facebook) en América Latina apoya 
esta conclusión. Sin embargo, todavía está por demostrarse si esta referencia se 
amplía al sector público, lo cual constituye una preocupación pertinente en una 
región con un historial relativamente reciente de dictaduras.

similar: el 75% de los brasileños no confía en que su gobierno estatal pro-
teja sus datos personales. La percepción del riesgo aumenta con el nivel 
educativo, lo que sugiere que cuanto más sepan las personas de Internet, 
mayor será su percepción del riesgo (véase el gráfico 6.4).

Sin embargo, la interpretación de estas opiniones debería verse en el 
contexto de las tendencias de comportamiento actuales: en enero de 2020 
el 63% de la población de América Latina y el Caribe tenía una cuenta de 
Facebook, justo por debajo de América del Norte (69%) y muy por encima 
de Europa (47%) (Statista, 2021a). Claramente, existe una brecha conside-
rable entre las preocupaciones de privacidad expresadas y las preferencias 
reveladas. Por lo tanto, los datos de opinión en relación con la privacidad 
deberían tomarse con cierta reserva y puede que su utilidad sea más com-
parativa que absoluta. Además, lo que las personas dicen a los responsables 

Gráfico 6.3   �Población que cree que compartir los datos personales 
implica más riesgos que beneficios, países seleccionados 
(porcentaje)
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Fuente: Análisis realizado por los autores de los datos producidos por Boruchowicz et al. (2020).
Notas: El gráfico refleja el porcentaje de encuestados que se mostraron de acuerdo con la afirmación 
“Compartir los datos personales implica más riesgos que beneficios”.
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Gráfico 6.4   �Población que cree que compartir los datos personales 
implica más riesgos que beneficios, por nivel educativo 
(porcentaje)
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Fuente: Análisis realizado por los autores de los datos producidos por Boruchowicz et al. (2020).
Notas: El gráfico refleja el porcentaje de encuestados que se mostró de acuerdo con la afirmación “Com-
partir los datos personales implica más riesgos que beneficios”.

de las encuestas quizá refleje mejor sus actitudes hacia las políticas públi-
cas que rigen la transformación digital que su decisión de utilizar Facebook.

Las preocupaciones específicas de la región que inhiben la adopción de 
los servicios digitales pertenecen a dos categorías. Una es particularmente 
pertinente en los servicios digitales del sector privado: a las personas de la 
región les inquietan las estafas financieras, el robo de tarjetas o de infor-
mación de la cuenta bancaria, así como el robo de identidad (gráfico 6.5). 
Las estafas o el robo de tarjetas o de información de la cuenta bancaria 
han sido las principales preocupaciones manifestadas por un 37% de los 
encuestados, mientras que el robo de identidad ha encabezado la lista de 
las preocupaciones para un 31%. Juntos, estos dos riesgos conforman la pri-
mera y la segunda de las preocupaciones en todos los países. Otros riesgos, 
como la invasión de la privacidad, la venta de datos a terceros, la publicidad 
no deseada y la discriminación fueron mucho menos prevalentes.

En cuanto a los servicios públicos digitales, la mayoría no implica riesgos 
financieros, si bien el robo de identidad es pertinente para todas las tran-
sacciones digitales en cualquier sector. No obstante, el impacto de malas 
experiencias en materia de seguridad de los servicios digitales tiene particu-
lar relevancia para los servicios públicos. La calidad de los servicios digitales 
del sector público suele ser baja en la región, y es inferior a la ofrecida por 
el sector privado. Las repercusiones de esta disparidad resultan problemáti-
cas, ya que las malas experiencias en línea alimentan la percepción general 
de inseguridad de los servicios públicos digitales. Como las personas no tie-
nen información para evaluar la capacidad digital y de fiscalización de las 
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redes del gobierno, sus experiencias personales sirven como aproximación 
para juzgar la capacidad de las instituciones que prestan los servicios.

Roseth, Reyes y Santiso (2018) observan que el 40% de los usuarios 
avanzados de Internet fracasó en su último intento para acceder a un servi-
cio en línea. La experiencia general de los usuarios no pareció mejorar hacia 
2020: en 9 de los 13 países estudiados, hubo más usuarios que declararon 
que su último servicio público en línea fue difícil en comparación con la can-
tidad de usuarios que señaló que fue fácil (Roseth, Reyes y Yee Amézaga, 
2021) (véase el gráfico 6.6). Las principales causas de dificultad con los servi-
cios digitales atañen a fallas de diseño, incluidos problemas técnicos con las 
páginas web, instrucciones poco claras y el largo tiempo requerido para com-
pletar el proceso (gráfico 6.7). El 27% de los usuarios tuvo una experiencia 
tan negativa con su último servicio en línea que aseguró que nunca volve-
ría a utilizar Internet para acceder a servicios públicos. Vera Cossío, Reyes y 
Roseth (2021) observan que una experiencia difícil en un servicio digital tiene 
un efecto perjudicial considerable en la aceptación del servicio.

El sector público va a la zaga del sector privado en las percepciones 
que los usuarios tienen de los servicios digitales, lo que probablemente 
crea una brecha en la confianza de los usuarios hacia los diferentes provee-
dores. En Brasil, el 35% de los usuarios de Internet entrevistados en 2020 
en una encuesta representativa a nivel nacional pensaba que la calidad 
de su experiencia con su última compra en línea de una empresa privada 
había sido “muy buena”, pero solo el 4% declaró lo mismo de su última 

Gráfico 6.5   Principal riesgo asociado con los datos personales

0,5

0,9

1,2

1,3

4,9

8,6

14,4

31,1

37,1

Marketing no deseado

Uso con fines de discriminación por
parte de una empresa privada

Porcentaje

Venta de datos a terceros

Uso con fines de discriminación por
parte de un organismo público

No me importa compartir mi información personal

Estafa, robo de tarjeta/información
de cuenta bancaria

Otros
Robo de identidad

Invasión de la privacidad

0 2010 305 2515 35 40

Fuente: Análisis realizado por los autores de los datos producidos por Boruchowicz et al. (2020).
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el principal riesgo asociado con el intercambio de datos personales.
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experiencia con un servicio público digital (Lafuente et al., 2021). Además, 
los usuarios perciben los servicios digitales públicos como más riesgosos 
que los privados. Como se puede apreciar en el gráfico 6.8, de aproxima-
damente 1.000 usuarios diarios de Internet con estudios universitarios, un 
37% consideraba que la banca en línea no era “segura” y un porcentaje 
mucho mayor, el 54%, también percibía las transacciones para una gestión 
pública en línea como no completamente seguras (Roseth, Reyes y San-
tiso, 2018). Esto es particularmente llamativo, ya que la banca tiene que ver 
con una clase de transacciones particularmente sensibles.

La frecuencia de los eventos adversos en línea socava todavía más la 
confianza en el espacio digital. Algunos de estos hechos están relacionados 
con la ciberseguridad; otros, con la protección de datos.3 En Chile, uno de 

Gráfico 6.6   Facilidad de uso del último servicio público digital
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Fuente: Roseth, Reyes y Yee Amézaga (2021).
Notas: A los encuestados que ya habían declarado haber realizado su última transacción en línea en una 
gestión pública, se les pidió que respondieran a la pregunta “¿Cuán fácil fue para usted llevar a cabo la 
transacción en Internet?”. Las opciones de respuesta eran: muy difícil, difícil, ni fácil ni difícil, fácil, muy fácil.

3	 Otra circunstancia en que una experiencia adversa con un servicio digital puede 
socavar la confianza en el medio digital es la automatización de la injusticia a través 
de algoritmos sesgados (Peña Gangadharan, 2017). Un ejemplo de injusticia automa-
tizada surgió en 2014 en relación con E-Verify, un sistema de verificación de empleo 
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Gráfico 6.7   Motivos de dificultad en el uso del servicio público digital
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Notas: A los encuestados que ya habían declarado haber realizado su última gestión pública en Internet y 
que declararon que esa transacción en Internet fue “muy difícil” o “difícil”, se les solicitó que respondieran 
a la consigna “¿Por qué fue difícil la transacción? Seleccione todas las respuestas que correspondan”.

Gráfico 6.8   �Seguridad de los servicios digitales privados y públicos: 
percepción de los usuarios avanzados de Internet
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Fuente: Roseth, Reyes y Santiso (2018).
Notas: Se pidió a los encuestados que declararon haber llevado a cabo transacciones en línea con el 
gobierno que respondieran a la pregunta “¿Cuán seguro cree usted que es usar Internet para llevar a 
cabo transacciones con las instituciones del gobierno?”. Se solicitó a los encuestados que declararon 
haber utilizado la banca en línea que respondieran a la pregunta “¿Cuán seguro cree usted que es la 
banca en línea para realizar transacciones?”. En ambos casos, las opciones de respuestas eran: muy in-
seguro, inseguro, ni seguro ni inseguro, seguro, muy seguro. Las respuestas “muy inseguro” e “inseguro” 
se agruparon conjuntamente, al igual que “muy seguro” y “seguro”.

en línea gestionado por el gobierno federal de Estados Unidos. Se descubrió que el 
sistema identificaba más rutinariamente a personas con apellidos con resonancia no 
caucásica como inelegibles para trabajar en Estados Unidos (Leadership Conference 
on Civil and Human Rights, 2014).
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los países líderes en la región en capacidad de ciberseguridad (BID y OEA, 
2020) una encuesta de 1.120 usuarios de Internet reveló que la exposición 
a los riesgos relacionados con la ciberseguridad es extremadamente habi-
tual: el 60% declaró tener una computadora o un teléfono infectados con 
un virus; el 34% señaló haber sufrido acceso no autorizado a una cuenta de 
correo electrónico o a cuentas en las redes sociales; el 25% aseguró haber 
encontrado cobros fraudulentos en su tarjeta de débito o crédito; y el 16% 
sostuvo haber sido víctima de un robo de identidad (Media Interactive, 
Pontificia Universidad Católica de Chile y TrenDigital, 2018). En México, el 
40% de los usuarios de Internet padeció algún incidente de seguridad en 
línea en 2015 (OCDE, 2019); el 40% de un grupo de 150 empresas latinoa-
mericanas entrevistadas por Deloitte sufrió un ciberataque en el período 
2017–18 (Deloitte, 2019). Las violaciones de la privacidad también son pro-
blemáticas. Un estudio de la OCDE indica que los países de América Latina 
tienen resultados mucho peores que sus comparadores de la OCDE: en 
2018, el 8% de los usuarios de Internet de Chile había experimentado una 
violación de su privacidad en línea en los tres meses anteriores, cifra que 
representa el valor más alto de todos los países de la OCDE (OCDE, 2019). 
Esta estadística probablemente subestime la verdadera magnitud de las 
violaciones de la privacidad, dado que los datos no autorizados se comer-
cializan con frecuencia sin que lo sepan sus propietarios.

Una desconfianza de los servicios digitales bien fundada

Si todos supieran que los riesgos planteados por las transacciones digi-
tales son bajos, incluso quienes confían poco los utilizarían. Sin embargo, 
las percepciones del riesgo en América Latina y el Caribe son altas; por lo 
tanto, es menos probable que las personas poco confiadas utilicen los ser-
vicios digitales, ya sean privados o públicos. De hecho, estas percepciones 
están bien fundadas, es decir, los riesgos asociados con las transacciones 
en línea son más altos, debido a que las instituciones encargadas de velar 
por las transacciones en línea son débiles. Como se sostiene en el capí-
tulo 7, las instituciones que aumentan la confianza en la región suelen ser 
endebles, al igual que aquellas específicamente encargadas de asegurar 
las transacciones digitales.

Los riesgos de los comportamientos no fiables en las transacciones 
digitales se ven contrarrestados tanto por las instituciones específicamente 
creadas para el mundo digital como por aquellas que lo preceden en el 
tiempo. Los servicios digitales implican algunos riesgos únicamente digita-
les, como los ciberataques. También involucran riesgos compartidos con las 
transacciones presenciales, como la publicidad falsa o la capacidad limitada 
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para cumplir con las entregas. Aun cuando los servicios digitales solo reem-
plazaran los intercambios tradicionales uno por uno, impondrían una mayor 
demanda sobre las instituciones predigitales para resolver los litigios y asig-
nar derechos de propiedad. Sin embargo, la introducción de plataformas 
digitales hizo mucho más que tan solo sustituir las transacciones físicas con 
transacciones digitales: amplió en gran medida los mercados y creó inter-
cambios de productos y servicios entre compradores y vendedores que 
nunca antes habían existido. Comenzaron a plantearse demandas nuevas 
y diferentes a las instituciones de construcción de confianza predigitales, 
como el sistema judicial y la función pública. Por lo tanto, la introducción 
y el uso exitoso de las plataformas digitales no solo depende de la calidad 
preexistente de las instituciones sino también de su capacidad de adap-
tarse a los cambios generados por la transformación digital.

El próximo capítulo analiza las dificultades a las que se enfrenta la 
región con respecto a estas instituciones predigitales. Sin embargo, los 
países de América Latina y el Caribe también acusan un rezago en el desa-
rrollo de las instituciones del mundo digital que construyen confianza: 
las encargadas de velar por la ciberseguridad y la protección de datos. 
Ambas son cruciales para que el usuario desarrolle confianza en el medio 
digital, para lo cual deben brindarle protección contra el uso no autori-
zado de los datos. Entre otros objetivos, la ciberseguridad procura evitar 
el robo de información de los usuarios, la cual normalmente se utiliza para 
obtener beneficios financieros mediante la venta o la extorsión. La protec-
ción de datos procura evitar el uso inadecuado de datos personales, que 
suelen explotarse con fines comerciales, como el marketing. Un amplio 
volumen de evidencia muestra que las experiencias y percepciones de las 
personas en materia de ciberseguridad y de protección de datos confi-
gura su confianza en los servicios digitales y la aceptación de los mismos 
(Nguyen, 2020; Boerman, Kruikemeier y Zuiderveen Borgesius, 2018; 
Mohajeran, Shahrekordi y Azarlo, 2015; Gupta y Dubey, 2016; Neama, Alas-
kar y Alkandari, 2016; Oliveira et al., 2017; Al-Sharafi et al., 2016; Alzahrani, 
Al-Karaghouli y Weerakkody, 2017; Liu y Carter, 2018).

Puede que la ciberseguridad sea la piedra angular de la confianza en 
el mundo digital. Entre sus muchos objetivos, procura garantizar que la 
infraestructura crucial, como la conformada por las redes eléctricas, pueda 
funcionar continuamente; proteger la información sensible para que no 
caiga en manos equivocadas; capacitar a los usuarios sobre comportamien-
tos seguros en el ciberespacio y proporcionar un marco legal para procesar 
los ciberdelitos. Sin una ciberseguridad adecuada, aumenta el riesgo de 
conductas en línea no fiables, lo cual aumenta también la reticencia a utili-
zar los servicios digitales. El nivel de amenaza está creciendo rápidamente: 
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en el primer semestre de 2018, las violaciones de datos se dispararon un 
133% en relación con el mismo período en 2017 (FEM, 2019); y desde junio 
de 2019 hasta junio de 2020, los ataques de secuestro de archivos aumen-
taron un 108%, mientras que los ataques en las redes del Internet de las 
cosas (IoT, por sus siglas en inglés), que comprende los miles de millones de 
dispositivos físicos de todo el mundo conectados en el ciberespacio, como 
los sensores habilitados por Internet, se elevaron un 833% (CEPAL, 2020).

En la mayoría de los países de la región se constata un grave retraso en 
materia de capacidad de ciberseguridad. Un análisis realizado en 2020 por 
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Organización de Estados 
Americanos (OEA) reveló que 25 de 32 países no tienen un plan de protec-
ción de infraestructura crítica, 12 países carecen de equipos de respuesta 
a incidentes de ciberseguridad (lo que limita su capacidad de identificar 
y responder a los ataques), en 20 países falta una estrategia nacional de 
ciberseguridad y 22 no cuentan con una entidad pública encargada de la 
gestión de la ciberseguridad nacional. En promedio, en una escala de 1 a 5, 
en cuyo caso 1 se considera “nuevo” y 5 se considera “avanzado”, la región 
alcanza una puntuación inferior a 2 (Estados Unidos tuvo una puntuación 
de 4,14 en 2016) (BID y OEA, 2020).

Según el estudio del BID y OEA, que aplicó el Modelo de Madurez de 
la Capacidad de Ciberseguridad de la Universidad de Oxford, si bien todos 
los ámbitos tienen grandes brechas, los pilares más débiles son las “nor-
mas, organizaciones y tecnologías” (que incluyen elementos como las 
normas de seguridad de las tecnologías de la información y la comunica-
ción [TIC], la resiliencia de la infraestructura de Internet y las tecnologías de 
ciberseguridad) y la “política y estrategia de ciberseguridad” (gráfico 6.9). 
Debe señalarse que estas carencias funcionales, que se centran en el sec-
tor público, también afectan la seguridad de las empresas privadas en el 
ciberespacio: en muchos países, el gobierno desempeña un papel clave 
para identificar las ciberamenazas a las que se enfrentan las firmas privadas, 
el daño de las reparaciones causadas por los ciberataques, la investigación 
de los ciberdelitos y la persecución de los ciberdelincuentes, entre otras 
acciones cruciales para la integridad de las actividades digitales del sector.

Una segunda institución clave en la construcción de confianza en la era 
digital es la protección de los datos, incluidas la legislación y las organiza-
ciones encargadas de aplicar las sanciones por incumplimiento. El volumen 
de datos personales recopilados, vendidos y reutilizados está aumentando 
exponencialmente como consecuencia del incremento de las transacciones 
digitales y la capacidad analítica. Junto con ello, el riesgo de explotación ile-
gal de esos datos se ha elevado. Los abusos oscilan entre lo relativamente 
inocuo, que incluye el uso no autorizado de ciertos datos para operaciones 
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comerciales personalizadas, y la discriminación, en la forma de exclusión 
indebida de ciertos servicios públicos, hasta modos abusivos, como la per-
secución política. Un marco legal e institucional adecuado para la protección 
de datos es una salvaguardia contra la explotación ilegal de los mismos y 
proporciona soluciones. Sin embargo, ante la ausencia de medidas sólidas 
de protección de datos, los ciudadanos quedan expuestos, lo cual reduce el 
atractivo de los servicios digitales, tanto privados como públicos.

Los países de América Latina y el Caribe, en general, no están pre-
parados para enfrentarse a los desafíos de protección de datos de la 
transformación digital. A finales de 2020, un total de 13 de 26 países de la 
región no tenía leyes de protección de datos en vigor. Bolivia no dispone 
de leyes de protección de datos de ningún tipo; Honduras tiene un pro-
yecto de ley; Paraguay y la República Dominicana cuentan con leyes solo 
relacionadas con los datos de crédito, y en El Salvador se regulan los datos 
de los créditos y hay un incipiente marco de protección de los datos per-
sonales. Incluso en 12 de los 26 países que no tienen un marco legal para la 
protección de los datos, la legislación suele ser antigua o insuficiente para 
lidiar con las complejas situaciones de la economía digital. Unos pocos paí-
ses de la región todavía deben actualizar sus leyes para que se igualen al 

Gráfico 6.9   �Puntuaciones del Modelo de Madurez de la Capacidad 
en Ciberseguridad por dimensión (promedio de América 
Latina y el Caribe vs. Estados Unidos)
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Reglamento General de Protección de Datos de la Unión Europea (RGPD), 
que generalmente se considera el enfoque de última generación de las polí-
ticas en materia de protección de datos personales. Una faceta importante 
del RGPD, que todavía debe ser implementada en la mayoría de países de 
América Latina, es el control por parte de los ciudadanos. Permite que los 
ciudadanos sepan quién tiene sus datos, quién los intercambia y con qué 
fin, cómo corregir información incorrecta y cómo presentar una reclama-
ción contra los abusos percibidos.

La implementación es un punto débil clave de las leyes de protección de 
datos en los países de América Latina y el Caribe. Solo 9 de 26 países han 
designado organismos de vigilancia encargados de elaborar las reglamenta-
ciones, llevar a cabo auditorías e imponer sanciones.

Si bien una protección de los datos más sólida puede ser un incentivo 
para utilizar los servicios digitales, las enseñanzas derivadas de la imple-
mentación de fuertes normas para la protección de los datos en la Unión 
Europea (RGPD) sugiere la existencia de un trade-off entre la confianza 
de los usuarios y la eficiencia de los proveedores. Esta reglamentación 
aumentó los costos para que las empresas obtengan datos de los usua-
rios y, por ende, incrementó los costos de los servicios personalizados. 
Goldberg, Johnson y Shriver (2019) analizaron datos de 1.508 empresas y 
observaron que el RGPD había provocado una disminución de los ingre-
sos de aproximadamente un 10%. Como transcurrió menos de un año entre 
la fecha de entrada en vigor del RGPD por primera vez y se recopilaron 
datos para el estudio, es imposible saber en qué medida el RGPD even-
tualmente elevó la confianza de los usuarios y si ese incremento potencial 
y el aumento concomitante de la demanda compensaron los costos más 
altos a los que se enfrentaban las empresas. En un metaanálisis de la lite-
ratura sobre la privacidad y el crecimiento económico, Acquisti, Taylor y 
Wagman (2016) observan que los controles de la privacidad pueden a la 
vez impulsar y limitar la actividad económica.

De hecho, informar a los usuarios sobre la presencia de mayores medi-
das de protección de datos en un intento de impulsar la aceptación puede 
ser contraproducente. Puede que los usuarios tomen conciencia de un 
riesgo que, antes del mensaje, no constituía una preocupación. Este efecto 
fue documentado por Martínez, Parilli, Rojas et al. (2021) en una encuesta 
experimental que comprendía 23.000 adultos mexicanos. Los autores esti-
maron la disposición a adoptar las aplicaciones móviles de diagnóstico y 
rastreo de contactos con COVID-19. Los participantes que recibían una 
notificación que ponía de relieve el compromiso del gobierno para prote-
ger los datos tenían sistemáticamente menos probabilidades de adoptar las 
aplicaciones en comparación con aquellos que no recibían una notificación 
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similar (4 puntos porcentuales para las aplicaciones de diagnóstico y 3 pun-
tos porcentuales para las aplicaciones de rastreo de contactos).

La confianza en los procesos digitales también es una función de las 
instituciones tradicionales de la sociedad que ayudan a los ciudadanos a 
resolver los litigios con otros y a frenar el comportamiento de personas 
que perturban la vida de los demás. Esas instituciones tradicionales son el 
sistema judicial, que resuelve los litigios, y la función pública, que produce 
servicios y regula las conductas.

El sistema judicial es una institución que construye confianza que 
influye en las transacciones de los sectores público y privado, tanto digita-
les como analógicas. Un sistema judicial funcional contribuye a fortalecer, 
tanto en el caso de los proveedores de servicios como en el de los usuarios, 
la idea de que el otro no cometerá fraude y cumplirá con ese compromiso, 
debido en parte a la perspectiva creíble de ser procesado. En este frente, 
la mayoría de los países de América Latina y el Caribe encaran importantes 
desafíos. El capítulo 7 revisa la amplia evidencia de estos retos; hay dos ele-
mentos de prueba que son particularmente pertinentes para este debate.

En primer lugar, el proceso para sancionar el incumplimiento de los 
contratos —lo cual es pertinente en el caso de los litigios relativos a las tran-
sacciones, en especial en el sector privado— suele ser costoso y largo. Según 
la base de datos Doing Business del Banco Mundial, en la mayoría de los paí-
ses de América Latina y el Caribe, el costo promedio de resolver un litigio 
contractual es más alto que en el promedio de la OCDE, y el tiempo de reso-
lución promedio es mucho más extenso, tanto que en algunos casos supera 
los 1.000 días (gráfico 6.10). Estas ineficiencias del sistema judicial desa-
lientan las transacciones digitales, que a menudo conectan a proveedores 
anónimos y desconocidos con usuarios también anónimos y desconocidos.

En segundo lugar, la mayoría de las personas en la región duda que el 
sistema judicial pueda ayudarlos a resolver los litigios. Un estudio de las 
encuestas nacionales sobre el acceso a la justicia realizado por el Centro de 
Estudios de Justicia de las Américas detectó percepciones de los ciudada-
nos en gran parte negativas (Bocardo, Martínez y Valenzuela, 2019). En 2016, 
en Argentina, el 65% de los encuestados declaró que el sistema judicial no 
estaba diseñado para resolver los problemas de personas como ellos. De 
acuerdo con una encuesta más antigua realizada en Colombia en 2013, y que 
puede no reflejar las opiniones actuales, cerca del 50% de los participantes 
creía que los funcionarios públicos del sistema judicial eran corruptos.

La debilidad de las instituciones judiciales es un obstáculo para el uso 
de los servicios digitales, pero también es una oportunidad para la trans-
formación digital. La oferta de servicios judiciales en línea puede mejorar 
la accesibilidad y la eficiencia, pero los sistemas judiciales suelen estar 
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Gráfico 6.10   �Tiempo y costo de la vigilancia del cumplimiento de los 
contratos, América Latina y el Caribe vs. OCDE
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de la base de datos Doing Business del Banco Mundial.
Notas: Tanto el costo de resolver un litigio en términos del porcentaje del valor de la reclamación como 
el tiempo promedio para resolver los litigios son indicadores de Doing Business. El grupo de la OCDE de 
países de ingresos altos no incluye los países de América Latina y el Caribe.

profundamente arraigados en procedimientos basados en el papel. En 
América Latina y el Caribe, son pocos los gobiernos que ofrecen servicios 
judiciales en línea y a menudo dichos servicios adolecen de baja calidad. De 
acuerdo con el Índice de Servicios Digitales del Sistema Judicial elaborado 
por el International Development Research Centre y el Centro de Estudios 
de Justicia de las Américas, en 2015 la puntuación promedio de los países 
de la región ascendía a 0,442, en una escala de 0 a 1 (gráfico 6.11).4

4	 El índice combina evaluaciones de cuánto tardan las instituciones en contactar a los 
ciudadanos que realizan consultas en su sitio web (15%), el nivel de sofisticación de 
las páginas web (30%), la utilidad de la información y la asistencia proporcionada 
(30%) y la accesibilidad y el uso (25%) en cuatro temas legales con igual ponde-
ración (reclamación relativa a un producto defectuoso, falta de pago por pensión 
alimenticia de los hijos, cobro de una deuda pequeña y cobro de salarios).



LA RELACIÓN ENTRE CONFIANZA Y TRANSFORMACIÓN DIGITAL 187

Digital o no, el suministro de servicios públicos depende de la función 
pública, al igual que la reglamentación de los servicios privados por parte de 
los organismos públicos. En el caso de los servicios completamente automa-
tizados, es probable que los funcionarios públicos también sean responsables 
de diseñar y mantener los sistemas digitales que los procesan. Es igualmente 
importante señalar que los funcionarios públicos son responsables de dise-
ñar y supervisar los algoritmos que determinan quién tiene derecho a qué. Si 
hay alguna parte del servicio que sea “analógica” —se trate de una revisión, 
aprobación o consulta presencial—, los funcionarios civiles deben garantizar, 
una vez más, que los servicios sirvan a las personas que corresponde, de una 
manera legal y ética, y de forma oportuna. Para lograr esto, se requiere fun-
cionarios públicos adecuadamente calificados, motivados y liderados.

Incluso en este sentido básico, la función pública en América Latina y el 
Caribe se enfrenta a grandes desafíos: en una escala de 0 a 100 que mide 
el progreso hacia los principios establecidos en la Carta Iberoamericana de 

Gráfico 6.11   Índice de servicios digitales en el sistema judicial, 2015
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Fuente: Elaboración de los autores basada en datos del International Development Research Centre y el 
Centro de Estudios de Justicia de las Américas (2015).
Notas: El índice de servicios digitales del sistema judicial compila cuatro indicadores: cuánto tarda una 
institución judicial en responder a un contacto de un ciudadano en línea (15% del valor del índice); capa-
cidades transaccionales de la página web (30% del valor del índice); utilidad de la información disponible 
en línea y apoyo al consumidor (30%); y uso y accesibilidad de la página web (25%).
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la Función Pública (firmada por todos los gobiernos de América Latina en 
2003), la puntuación promedio es 38 (Porrúa et al., 2021). El gráfico 6.12 
muestra la evolución de la región en este índice a lo largo de los últimos 
15 años. Las principales debilidades se hallan en planificación de la fuerza 
laboral, organización del trabajo (tipos de descripciones de los empleos y 
composición del personal), gestión del empleo (reclutamiento, selección, 
promoción, desarrollo del personal, etc.), y gestión de la remuneración, el 
desempeño y la evolución del personal (espacio para el crecimiento pro-
fesional y la capacitación) (Cortázar Velarde et al., 2014). Muchos de estos 
defectos están relacionados con la confianza: es más probable que las deci-
siones burocráticas sean oportunistas —no ligadas al mérito— cuando la 
planificación, la administración y la organización son caóticas. Estas debili-
dades perjudican el crecimiento económico general (Evans y Rauch, 1999).

Gráfico 6.12   �Índice de Desarrollo de la Función Pública en América 
Latina y el Caribe, 2004–12/19
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Fuente: Porrúa et al. (2021).
Notas: En los países marcados con un asterisco, no hay una medida disponible para 2004. El Índice 
de Desarrollo de la Función Pública refleja las puntuaciones en cuatro subsistemas de gestión de los 
recursos humanos: organización del trabajo, gestión del empleo, gestión del desempeño y gestión de la 
remuneración. La barra de la derecha corresponde a las medidas más recientes disponibles para cada 
país, realizadas entre 2012 y 2019.
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La producción de servicios digitales y la implementación de las dos 
instituciones de construcción de confianza específicas de un sistema 
digital —ciberseguridad y protección de los datos— dependen ineluctable-
mente de funcionarios públicos capaces en el plano digital. Los gobiernos 
de América Latina y el Caribe se enfrentan a grandes desafíos tanto en 
lo que atañe al reclutamiento de tecnólogos como a la capacitación en 
habilidades digitales de los actuales funcionarios públicos. Según una 
encuesta aplicada a directores de instituciones, todas las instituciones 
digitales centrales de la región ostentan grandes brechas de habilidades 
(Roseth, Reyes y Lafuente, 2021) (gráfico 6.13). Estas brechas se deben 
a la carencia de profesionales digitales en el mercado laboral general, a 
carencias presupuestarias y a problemas de gestión de los funcionarios 
públicos, incluida la falta de una escala salarial específica de los roles digi-
tales (Roseth, Reyes y Lafuente, 2021). Los países de América Latina y el 
Caribe también tienen problemas cuando se trata de la adaptación de los 
funcionarios públicos actuales a las nuevas demandas del gobierno elec-
trónico. Por ejemplo, una encuesta de 9.600 funcionarios pertenecientes 
a 65 instituciones públicas realizada en Chile en 2020 reveló que el 64% 
de los encuestados había recibido capacitación en el último año, pero solo 
el 46% declaró que la capacitación era suficiente cuando su institución 
implementó los cambios tecnológicos, y únicamente el 25% recibió una 
capacitación específica en temas tecnológicos (Roseth, Reyes y Lafuente, 

Gráfico 6.13   �Brechas de habilidades en las instituciones centrales del 
gobierno digital
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Fuente: Roseth, Reyes y Lafuente (2021).
Notas: La pregunta que se formuló sobre las dualidades del gobierno digital fue la siguiente: “¿Cuán 
grandes son las brechas de habilidades/conocimientos de su equipo en los siguientes temas?”. Las op-
ciones de respuesta eran: brecha severa, brecha grave, brecha moderada, brecha menor, ninguna brecha. 
Se obtuvo una respuesta por cada autoridad de gobierno digital participante.
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2021). En Colombia, en 2016, solo el 24% de las instituciones del gobierno 
central impartió una capacitación para el personal sobre el uso ético de los 
datos y el 20%, sobre el análisis de datos (OCDE, 2018). Dadas esas bre-
chas de habilidades, se entiende que la experiencia de los ciudadanos con 
los servicios digitales sea subóptima y que la ciberseguridad y la capaci-
dad de protección de los datos sean limitadas.

La baja confianza en la función pública también contribuye a los pro-
blemas en el lado de la oferta de los servicios digitales. Para emprender la 
transformación digital —que eventualmente produce los servicios digitales— 
a menudo se requiere una considerable colaboración interdepartamental o 
interinstitucional (Estévez, Janowski y Roseth, 2021). Como esta colaboración 
entre unidades suele comenzar explícitamente en la iniciativa de transfor-
mación digital, por lo general no está plasmada en reglas o procedimientos 
establecidos. Por lo tanto, la facilidad de colaboración y, eventualmente, la 
producción y calidad de los servicios digitales, dependen del carácter de 
las relaciones interpersonales de los individuos implicados. Y, dado que los 
proyectos de transformación digital con frecuencia modifican el equilibrio 
de poder (por ejemplo, cambian quién controla el flujo de información y 
quién gestiona los contactos con los clientes), con lo cual amenazan poten-
cialmente los intereses de la burocracia, la medida en que las personas 
implicadas confían unas en otras puede tener un impacto considerable en el 
éxito del proyecto. Por consiguiente, ya que una baja confianza interperso-
nal se traduce en una baja confianza entre los funcionarios públicos, puede 
que los países de América Latina y el Caribe tengan más dificultades para 
superar las barreras de colaboración que los funcionarios públicos en con-
textos de mayor confianza. En efecto, la evidencia de Keefer, Perilla y Vlaicu 
(2020), basada en una encuesta de 2.449 funcionarios públicos de 18 paí-
ses de América Latina, demuestra una estrecha conexión entre la confianza 
a nivel individual en los compañeros de trabajo y otros empleados públicos 
y la disposición a cooperar y compartir información.

Construyendo confianza para un futuro digital

La transformación digital puede forjar una nueva relación entre ciudada-
nos y gobiernos. Las herramientas digitales pueden contribuir a divulgar 
información, proporcionar mecanismos para que los ciudadanos super-
visen a los gobiernos; reducir el costo de la acción colectiva y, por lo 
tanto, aumentar la rendición de cuentas. La gestión de los procedimien-
tos en línea disminuye la discreción y el abuso de autoridad, y modera las 
oportunidades de soborno y corrupción. Desafortunadamente, una baja 
confianza impide la adopción de servicios digitales, tanto públicos como 
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privados, y —por ende— limita el potencial de crecimiento que ofrece la 
transformación digital. Las personas que confían menos, que constituyen 
una mayoría en América Latina y el Caribe, tienen menos probabilidades 
de utilizar los servicios digitales que sus contrapartes con más confianza. 
Esto se debe en parte a que perciben que los servicios digitales están lle-
nos de riesgos y, en el caso de los servicios digitales públicos, son difíciles 
de usar. Estas percepciones reflejan la debilidad general de las institucio-
nes de creación de confianza, incluidas aquellas que son específicas de lo 
digital (como la ciberseguridad y la protección de datos) y las pertenecien-
tes a la era predigital (como el sistema judicial y la administración pública).

Bajo ciertas condiciones, puede que los ciudadanos estén más dis-
puestos a trabajar en línea. Por ejemplo, durante la pandemia, el cierre de 
las oficinas y las restricciones de movilidad redujeron la brecha en la uti-
lización de los servicios digitales por parte de personas con baja y alta 
confianza (Roseth, Reyes y Yee Amézaga, 2021).5 La telemedicina es uno 
de los ámbitos clave donde esto ocurrió. Históricamente, la demanda de 
telemedicina ha sido escasa, pese a su capacidad de ampliar el acceso a la 
atención de la salud a un costo relativamente bajo. Sin embargo, después 
del comienzo de la epidemia de COVID-19 y las posteriores limitaciones a 
la movilidad, el uso de la telemedicina creció exponencialmente. En Argen-
tina, las llamadas de telemedicina aumentaron un 235%, y las llamadas que 
derivaron en una receta médica se dispararon hasta el 332% (Busso, Gon-
zález y Scartascini, 2021). Los efectos se debieron en su mayor parte a la 
consulta de personas de edad avanzada con condiciones preexistentes 
que utilizaron el servicio para clínica médica. La demanda de telemedicina 
sigue siendo alta incluso después de que las restricciones a la movilidad se 
relajaron, lo cual coincide con el hecho de que la telemedicina es un bien 
de experiencia. Una vez que las personas conocen el servicio, es más pro-
bable que continúen utilizándolo.6

5	 La pandemia también redujo las preocupaciones de las personas a propósito de 
la privacidad de los datos. Cuando el costo es suficientemente alto, las ideas cam-
bian. Durante la pandemia, el 61% de los encuestados se mostró de acuerdo con que 
los beneficios que sus gobiernos pudieran proporcionar mediante la recopilación de 
datos personales superasen los riesgos. La aprobación de esa declaración es esta-
dística y considerablemente mayor para las personas de alta confianza que para 
las poco confiadas, en una magnitud equivalente a la diferencia por nivel educativo 
(Boruchowicz et al., 2020).

6	 De la misma manera, aquellos que han sido víctimas de corrupción en el mundo físico 
han encontrado una solución en el mundo digital, a pesar de las barreras tradicio-
nales del ingreso y la escolarización (Roseth, Reyes y Santiso, 2018; Roseth y Reyes, 
2019; Roseth, Reyes y Yee Amézaga, 2021).
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Tener buenos servicios en línea, como en el caso de la telemedicina, 
podría aumentar su uso a largo plazo. También puede incrementar la adop-
ción de otras herramientas, aun cuando no se experimenten de manera 
directa. Por ejemplo, este es el caso del tratamiento informativo que 
Martínez, Parilli, Rojas et al. (2021) administraron a una muestra grande de 
ciudadanos mexicanos para evaluar la probabilidad de adopción de apli-
caciones de rastreo de contactos y diagnóstico. El tratamiento destacaba 
la conveniencia de los servicios en línea y las iniciativas del gobierno para 
impulsar los trámites burocráticos en la web.7 Los receptores del trata-
miento tenían más probabilidades que un grupo de control de descargar 
la aplicación de diagnóstico y muchas más probabilidades de descargar 
cualquiera de las aplicaciones que aquellos expuestos a las notificaciones 
descritas más arriba en este capítulo.

Las plataformas privadas en línea (como Amazon, Uber, Airbnb) tam-
bién están allanando el camino para una mayor adopción de los servicios 
digitales, incluso en sectores donde los problemas de confianza pueden 
parecer agobiantes, como permitir a extraños que compartan el vehículo 
o la casa de una persona. Las plataformas proporcionan a los proveedores 
y a los usuarios información de unos y otros sobre la calidad del servicio, 
las comparaciones con otros proveedores, la probabilidad de pago, etc. 
Esta información básicamente indica la probabilidad de comportamiento 
fiable de ambas partes. Además, todas las plataformas imponen condi-
ciones por las cuales se reservan el derecho a bloquear el acceso tanto 
de proveedores como de usuarios si se produce una infracción (por ejem-
plo, falta de pago, falta de entrega del producto, publicidad falsa), con lo 
cual se crean costos no triviales como resultado de un comportamiento 
deshonesto.

Para algunos usuarios, estos mecanismos de construcción de con-
fianza por parte de las plataformas son suficientes para persuadirlos de 
dejar de lado las preocupaciones que puedan tener a propósito de ven-
dedores individuales. Según la OCDE (2019), el 44% de los compradores 
en plataformas mediatizadas de México proceden con una compra a 
pesar de no estar seguros del vendedor. Esto se debe a que confían en la 

7	 El tratamiento real decía: “El gobierno de México ha modificado numerosos procedi-
mientos burocráticos presenciales y los ha puesto en plataformas en línea. Además, 
gracias a las aplicaciones de la telefonía celular, algunos de estos ocho procedimien-
tos se pueden llevar a cabo desde cualquier lugar. Por ejemplo, los mexicanos ahora 
pueden pagar las multas en línea en cualquier momento y desde cualquier lugar. 
¿Está usted de acuerdo con la afirmación de que los servicios en línea aumentan el 
bienestar de los mexicanos? [Sí/No]”.
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plataforma; el 26% de los usuarios lo ha hecho gracias a la existencia de un 
mecanismo de calificación después de la transacción. En Chile estas pro-
porciones ascienden al 32% y al 27%, respectivamente.

A nivel internacional, estas plataformas parecen ser especialmente exi-
tosas en sociedades de baja confianza: Bergh y Funcke (2020) observan 
que los países con una confianza menor (medida por la Encuesta Mundial 
de Valores) tienen más listados de Airbnb per cápita que los países de alta 
confianza, después de controlar por el PIB per cápita, la infraestructura 
TIC, el acceso a banda ancha, el nivel educativo, la apertura económica y 
la demanda de vivienda para turismo. El efecto negativo de la confianza es 
aproximadamente un 46% tan grande como el efecto positivo del acceso 
a banda ancha. Además, los autores señalan que la corrupción está posi-
tivamente asociada con el uso de aplicaciones para compartir vivienda. 
Ambas conclusiones indican que las herramientas de construcción de 
confianza —información del usuario y el proveedor, condiciones del servi-
cio— son relativamente más valiosas en sociedades de menor confianza. 
Los autores plantean que esto puede deberse a que “las empresas en la 
economía colaborativa transforman la necesidad de confianza generali-
zada en una necesidad de confianza particularizada, es decir, los usuarios 
no tienen que confiar en las personas en general, solo tienen que confiar 
en usuarios específicos y con nombre de los servicios de la economía cola-
borativa y los propietarios de esos servicios” (Bergh y Funcke, 2020: 9).

Las plataformas en línea privadas están consiguiendo superar la 
desconfianza mediante fórmulas institucionales que permiten a los com-
pradores y vendedores evitar y resolver los litigios. Se trata precisamente 
de instituciones externas que la región se ha esforzado en construir en el 
sector público (véase el capítulo 7). En el futuro, la investigación podría 
esclarecer temas relacionados. Una evaluación detallada del trade-off de 
los controles de la privacidad —entre la confianza del usuario y la facilidad 
de hacer negocios— podría contribuir a resolver las tensiones entre estos 
objetivos potencialmente competidores. Un análisis de los trade-offs entre 
personalización y privacidad en el sector público (que complementa el 
análisis centrado en el sector privado de Prince y Wallsten, 2020) podría 
contribuir al diseño de políticas públicas que maximicen la eficiencia en la 
prestación de servicios a la vez que minimizan las expectativas de viola-
ción de la protección de los datos. Una exploración más detallada de cómo 
la confianza interpersonal influye en la transformación digital de las orga-
nizaciones podría conducir a recomendaciones sobre cómo fortalecer el 
lado de la oferta de los servicios digitales.

Con el fin de liberar el potencial de crecimiento de la transformación 
digital, los gobiernos del sector privado deben construir confianza. Este 
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capítulo ofrece una hoja de ruta para hacerlo. En primer lugar, requiere 
fortalecer las instituciones de construcción de confianza en el ámbito digi-
tal y predigital, incluida la adaptación de esta última a la era digital. La 
modernización del sistema judicial desalentaría las conductas ilegales en 
el espacio digital y crearía un disuasivo más potente para los actores per-
judiciales. La adaptación de la función pública a la era digital ayudaría a 
las instituciones públicas a producir servicios digitales de mayor calidad y 
proporcionaría una manifiesta vigilancia de la actividad económica digital. 
En segundo lugar, la agenda para la construcción de confianza comprende 
la oferta de servicios digitales de mayor calidad que brinden un mayor res-
guardo a usuarios y proveedores. Una protección más sólida de los datos 
y una ciberseguridad más fuerte contribuirían a velar por la seguridad de 
los usuarios en línea. En tercer lugar, la transformación digital debe ser útil 
para crear confianza. Es probable que la digitalización de los servicios par-
ticularmente propensos a la corrupción atraiga a los usuarios que temen 
los abusos, que en América Latina constituyen un porcentaje importante 
de la población. Un uso más amplio de las plataformas mediatizadas que 
proporcionan información transparente sobre proveedores y usuarios, con 
regulación de las condiciones del servicio, puede servir para superar las 
preocupaciones a propósito del anonimato y el incumplimiento. A su vez, 
estas medidas deberían mejorar la experiencia de los usuarios con los ser-
vicios digitales y disminuir la percepción del riesgo, lo cual impulsaría la 
demanda y fortalecería la promesa de la transformación digital.
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Las instituciones:  
alivio para la desconfianza

Las instituciones constituyen la piedra angular de las organizaciones sociales. 
Minimizan las consecuencias de la desconfianza, incluso en sociedades de 
alta confianza. Permiten el intercambio económico cuando la confianza 
es baja y posibilitan la acción colectiva de los ciudadanos, cuando de otro 
modo esto no ocurriría. Son esenciales para el crecimiento inclusivo.

La desconfianza forma parte de la naturaleza humana. Incluso en países 
donde la confianza es alta, a las personas les preocupa que los empleado-
res, los empleados o los proveedores puedan aprovecharse de ellas; que 
el gobierno tome decisiones que las perjudicarán; que los beneficios del 
gobierno se dirijan a quienes no tienen derecho a ellos; o que los demás 
no paguen sus impuestos. De no controlarse, la desconfianza reduce el 
comercio, la inversión y la innovación; distorsiona los incentivos políticos 
para adoptar políticas públicas que mejoran el bienestar y obstaculiza la 
prestación efectiva de servicios públicos.

Para minimizar esta disrupción, las sociedades han recurrido histó-
ricamente a las instituciones. Todavía se conservan los códigos legales 
escritos en sumerio en tabletas que datan del siglo XXII a.C.; y el código 
de Hammurabi, del siglo XVIII a.C. En las Américas, los aztecas, los incas y 
los mayas tenían sólidas instituciones legales. Todas estas sociedades apo-
yaban la creación y el mantenimiento de instituciones legales que reducían 
las conductas oportunistas que les impedirían prosperar. Concretamente, 
introdujeron la noción de que un tercero independiente puede resolver los 
litigios que surgen cuando una parte intenta aprovecharse de otra, de lo 
cual constituye un buen ejemplo histórico el juicio del rey Salomón. En la 
Roma y Grecia antiguas florecieron otras instituciones para asegurar que 
quienes detentaban el poder rindieran cuentas de su accionar, lo cual limi-
taba las conductas oportunistas no solo de unos ciudadanos contra otros 
sino también de los gobiernos contra los ciudadanos. Este capítulo analiza 
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cómo las instituciones pueden compensar por la falta de confianza tanto 
en la esfera privada como en la pública, y su capacidad de cumplir ese 
papel en América Latina y el Caribe.1

Hay amplia evidencia que muestra que las instituciones pueden ser la 
base sobre la cual sustentar conductas cooperativas. La cooperación para 
la provisión de bienes públicos es más alta en países que tienen buena 
gobernanza e instituciones transparentes (Herrmann, Thöni y Gächter, 
2008). Las instituciones débiles, por el contrario, permiten el avance de la 
corrupción y reducen la confianza social y la confianza en los empleados 
públicos (Rothstein, 2011; Uslaner, 2005). La evidencia reciente derivada 
de observar el comportamiento de niños pequeños refuerza la evidencia 
de que las instituciones externas ayudan a sostener la cooperación. Incluso 
entre los 3 y los 6 años, los niños tienen casi tres veces más probabilida-
des de cooperar cuando saben que un tercero vigila el cumplimiento y que 
dejar de cooperar tiene consecuencias (Bašić et al., 2021).

Las instituciones que mitigan las consecuencias de la desconfianza 
entre los gobiernos, las empresas y los ciudadanos abarcan desde las 
elecciones competitivas y los sistemas judiciales independientes hasta 
los inspectores de obras y los reguladores bancarios. Cuando funcionan 
bien, promueven la inversión, limitan las políticas oportunistas, mejoran 
la calidad del gasto público y promueven la selección de políticos fia-
bles y competentes, lo cual produce mejores políticas públicas y menos 
búsqueda de rentas. Las sociedades modernas han creado cientos de 
organizaciones especializadas para tratar con los diferentes sectores de la 
economía y la vida cotidiana. Todas tienen un fin común, a saber, reducir 
las asimetrías de información —y de poder— entre las partes y proporcio-
nar acceso a la supervisión de terceros.

Muchas de estas organizaciones intentan evitar las conductas opor-
tunistas antes de que se produzcan. Aunque no constituyen el objeto 
central de este capítulo, los Estados modernos cuentan con una amplia 
gama de este tipo de organismos, encargados de disminuir las asimetrías 
de información que restringen la confianza y el intercambio económico. 
Los reguladores de medicamentos, como terceros independientes, pro-
porcionan a los pacientes información sobre la calidad de los remedios 
que esos pacientes no podrían fácilmente inferir por sus propios medios. 
De esa manera, los pacientes pueden aceptar las recomendaciones de los 
médicos sabiendo que dichos medicamentos han sido testeados y apro-
bados para dicho uso. En las finanzas, los depositantes tienen información 

1	 El capítulo anterior señala que sin instituciones sólidas es muy difícil que prospere 
la digitalización.
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limitada sobre el perfil de riesgo de los activos bancarios y sobre si las 
declaraciones de los bancos a propósito de la seguridad de sus depósi-
tos son fiables. En esa situación de baja información, a la primera señal de 
problemas, los depositantes se apresurarían a retirar sus fondos, lo que 
desataría una crisis bancaria. Los reguladores bancarios mitigan el pro-
blema de la información asimétrica entre banqueros y depositantes, con 
lo cual aumentan la confianza en los bancos. Dichos reguladores super-
visan los balances de las entidades bancarias para asegurarse de que su 
riesgo se corresponda con las promesas que han hecho a los depositan-
tes en relación con la seguridad de sus depósitos. La desconfianza de 
los clientes de los restaurantes en relación con la seguridad alimentaria 
podría reducir la demanda de comidas de estos establecimientos. Los ins-
pectores de alimentos cierran la brecha de información con regulaciones 
sobre las condiciones de almacenamiento y elaboración de los alimentos. 
Los mercados inmobiliarios funcionan más fluidamente cuando los clien-
tes tienen más confianza en la calidad de la construcción; sin embargo, 
resulta difícil medir la calidad, sobre todo una vez terminada la construc-
ción. Los gobiernos municipales compensan esta asimetría de información 
mediante la promoción de códigos de construcción y la inspección regular 
de los ascensores y otros sistemas.

Los organismos reguladores, como los asociados a la supervisión de la 
banca o la construcción, evitan los litigios antes de que aparezcan; al moni-
torear constantemente la conducta de las empresas, limitan el margen 
para las conductas oportunistas. Este capítulo se centra en las institucio-
nes que resuelven los litigios después de que surgen. Revisa evidencia 
considerable de que las instituciones externas de vigilancia del cumpli-
miento estimulan las inversiones y el empleo y fomentan en gran medida 
la confianza en el gobierno. Sin embargo, en algunos países de América 
Latina y el Caribe el desarrollo institucional está rezagado. La distancia 
entre los indicadores institucionales de la región y aquellos de la OCDE 
sugiere que una reforma institucional puede generar beneficios económi-
cos y políticos importantes en la región.

Las instituciones como árbitros económicos

Los árbitros presiden casi todos los encuentros deportivos en el mundo. 
Si los competidores confiaran unos en otros para reconocer cuándo rom-
pen las reglas, los árbitros no serían necesarios. Sin embargo, la fe de 
los jugadores en la autovigilancia es evidentemente limitada. La ausen-
cia de árbitros exacerba el dilema de la confianza al que se enfrenta 
Charlie Brown cuando intenta patear la pelota que Lucy supuestamente 
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sostendrá, pero que dejará de sostener en el último momento. Las conse-
cuencias de un arbitraje de mala calidad son mayores: los espectadores y 
los jugadores —que no se parecen a Charlie Brown— pierden interés en los 
eventos deportivos cuando la vigilancia del cumplimiento de las reglas no 
es fiable.2 Las consecuencias de tener instituciones externas frágiles para 
supervisar la observancia de las normas en el sector privado resultan tan 
nefastas como lo son para las competencias deportivas.

Cumplimiento de los contratos y derechos de propiedad

Cuando no hay un árbitro disponible y las personas y las empresas descon-
fían de que se respetarán sus derechos contractuales y sus derechos de 
propiedad, dejan de participar en el juego económico. La inversión se des-
ploma porque los inversionistas creen que otros reclamarán la propiedad 
de los activos que ellos compran. El acceso al crédito se evapora porque 
los prestamistas potenciales consideran que los contratos financieros no 
son vinculantes. El intercambio económico disminuye porque los socios 
comerciales no pueden fiarse de promesas relacionadas con la calidad del 
producto o la fecha de pago y las entregas. Las empresas más eficientes e 
innovadoras se abstienen de entrar en los mercados nuevos: el solo hecho 
de que sean nuevas significa que el mercado tiene menos confianza en 
ellas.

Un enorme corpus de evidencia demuestra que una débil vigilancia 
del cumplimiento de los contratos y derechos de propiedad frágiles supri-
men el crecimiento y la productividad (Knack y Keefer, 1995; Keefer y 
Knack, 1997; Acemoglu, Johnson y Robinson, 2001). Estos análisis depen-
den de evaluaciones subjetivas para medir la calidad de las instituciones. 
Las medidas objetivas, basadas en las decisiones de las personas sobre 
cómo gestionar sus activos financieros, demuestran efectos igualmente 
grandes en el crecimiento y la inversión (Clague et al., 1999).3 Esto también 
es válido para Uruguay desde 1870 (Fleitas et al., 2013). Un cumplimiento 
débil de los contratos explica una parte importante del declive económico 
de Argentina desde la Primera Guerra Mundial (Prados de la Escosura y 
Sanz-Villarroya, 2009). En contraposición a esto, un contexto de contratos 

2	 La introducción a lo largo de los años de instrumentos electrónicos para mejorar el 
arbitraje y evitar los errores y la discreción confirma este punto.

3	 Clague et al. (1999) investigan el rol de los contratos en los instrumentos financieros. 
Cuando la capacidad de hacer cumplir contratos es débil, los actores económicos 
prefieren utilizar efectivo. El uso relativo de efectivo en relación con otros instru-
mentos financieros es, por ende, un indicador de cómo los participantes perciben la 
calidad del cumplimiento de los contratos.
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y derechos de propiedad sólidos promueve la innovación y el aumento de 
la inversión (Acemoglu, Antràs y Helpman, 2007).

En el capítulo 3 se explica que la desconfianza obstaculiza la especia-
lización y el surgimiento de cadenas de suministro eficientes. Lo mismo 
ocurre con una vigilancia laxa del cumplimiento ejercida por terceros. 
Los países con un mejor cumplimiento de los contratos pueden especiali-
zarse en la producción de bienes cuyas inversiones específicas son lo más 
importante (las inversiones se exponen a problemas potenciales de incau-
tación, es decir, inversiones con retornos que podrían ser expropiados ex 
post). De hecho, el cumplimiento de los contratos puede ser un deter-
minante más importante del patrón del comercio entre los países que el 
capital físico y el trabajo calificado juntos (Nunn, 2007).

La importancia económica de las instituciones judiciales

Al igual que sucede con los árbitros de los eventos deportivos, la confianza 
en las instituciones externas es mayor cuando estas son independientes y 
no favorecen a una parte en perjuicio de la otra; cuando son eficientes y 
resuelven rápidamente los litigios, y cuando son transparentes y predeci-
bles, es decir, cuando los criterios que utilizan para resolver los litigios son 
bien conocidos y se aplican a todos los casos. El impacto de las institucio-
nes judiciales en la actividad económica pone de relieve las consecuencias 
dañinas cuando las instituciones externas no cumplen estos criterios.

Las empresas que operan en jurisdicciones con sistemas judiciales 
ineficaces son mucho menos productivas. Una investigación realizada en 
México explota un índice que captura los determinantes clave de la con-
fianza en la resolución judicial de litigios del sector privado.4 Las empresas 
son más grandes y más productivas en los estados mexicanos con siste-
mas judiciales más eficientes (Laevfen y Woodruff, 2007). Una mejora de 
1 desviación estándar en la eficiencia judicial aumenta el tamaño prome-
dio de la empresa en un 10%-15%.5 Estas instituciones externas que vigilan 
el cumplimiento deberían importar más a las empresas que se enfrentan 

4	 El índice se basa en las respuestas de 519 abogados que trabajan en el cobro de deu-
das bancarias en México. Comprende las respuestas a las preguntas sobre la calidad 
de los jueces, su imparcialidad, la idoneidad de los recursos judiciales, la eficiencia 
del cumplimiento de las sentencias, la eficiencia de la administración judicial en tér-
minos más generales, la utilidad de los registros de propiedad y la idoneidad de la 
legislación nacional que regula el cumplimiento de los contratos.

5	 Sus resultados son robustos ante la utilización de dos variables instrumentales: la 
población indígena del estado en 1900 y la presencia activa del tráfico de drogas 
en el estado.
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a los riesgos más grandes de contratos o derechos de propiedad insegu-
ros (Dougherty, 2014). De hecho, las industrias con alto capital intensivo 
en México son las que más se benefician de tribunales de mejor calidad.

En otros países, no suele haber datos detallados disponibles sobre la 
calidad de los tribunales. En esos casos, los investigadores se han centrado 
en analizar cuán eficientes son los tribunales en la solución de litigios, 
sobre la base de la máxima de “justicia retrasada es justicia denegada”. Al 
fin y al cabo, los árbitros deportivos bien informados, que son coherentes e 
imparciales, siguen resultando inútiles si cobran un penalti minutos u horas 
después de que se produzca.

A partir de registros administrativos de retrasos judiciales en Italia, Gia-
comelli y Menon (2017) muestran que las empresas situadas en los distritos 
judiciales menos eficientes del país emplean un 23% menos de trabajado-
res que las firmas ubicadas en distritos con los tribunales más eficientes.6 
En India, menores tarifas, que permitirían aumentar la productividad de las 
empresas, se explotan mejor en aquellos estados donde la eficiencia judi-
cial es alta (Ahsan, 2013). En aquellos donde la eficiencia judicial se halla 
en el 25% superior, una reducción de 10 puntos porcentuales de las tarifas 
aumenta la productividad de las empresas en 3,6 puntos porcentuales más 
de lo que las incrementa en los estados localizados en el nivel medio de la efi-
ciencia judicial. En general, los países con sistemas judiciales independientes 
crecen más de 1,5 puntos porcentuales al año más rápidamente que los paí-
ses que carecen de ellos (Feld y Voigt, 2003; Voigt, Gutmann y Feld, 2015).

El capítulo 3 demuestra que, cuando la confianza es baja, las empresas 
se ven obligadas a depender más de contratos relacionales para velar por 
el cumplimiento de las obligaciones mutuas. A su vez, estos contratos les 
imponen aún más dificultades a las firmas para emerger. Los sistemas judi-
ciales ineficaces tienen el mismo efecto. Las empresas nuevas con mejores 
productos y procesos de producción son esenciales para el crecimiento 
económico; sin embargo, tienen menos probabilidades de entrar si los tri-
bunales no les garantizan a los clientes y proveedores potenciales que 
resolverán de forma adecuada cualquier litigio con los socios nuevos. Los 
managers que creen que los tribunales son efectivos también expresan 
una mayor confianza en sus clientes o proveedores, de acuerdo con una 
encuesta de 1.700 empresas manufactureras privadas efectuada en cinco 
países poscomunistas (Johnson, McMillan y Woodruff, 1999; 2002). Este 

6	 Para fundamentar su interpretación causal, Giacomelli y Menon (2017) observan que, 
debido a las circunstancias históricas, la asignación de empresas a regiones judicia-
les en Italia es casi aleatoria; los autores comparan las empresas ubicadas en ambos 
lados de las fronteras de esas regiones.
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efecto está ligado sobre todo a su confianza en los socios nuevos, no en 
los de larga data. Las firmas que confían en los tribunales también tienen 
más probabilidades de abandonar a su proveedor existente si un provee-
dor nuevo, anteriormente desconocido, les ofrece un precio un 10% inferior 
(Johnson, McMillan y Woodruff, 1999). En España, las tasas de entrada de 
las empresas son más altas en las provincias con una mayor eficacia judi-
cial (García-Posada y Mora-Sanguinetti, 2014).

Los sistemas judiciales de baja calidad también suprimen la innovación 
entre las empresas ya establecidas (Seitz y Watzinger, 2017). La inversión 
del sector privado en investigación y desarrollo es considerablemente más 
alta en países donde el cumplimiento de los contratos es más robusto. Una 
vez más, el efecto es mayor en las industrias donde es más probable que 
surjan litigios, es decir, aquellas en las cuales las empresas dependen más 
de proveedores únicos para sus insumos y no pueden cambiar fácilmente 
a otros proveedores en caso de un desempeño contractual deficiente.

Los sistemas judiciales débiles socavan las cadenas de suminis-
tro (Boehm y Oberfield, 2020). En India, en los estados con tribunales 
menos eficientes, las empresas toman malas decisiones de producción y 
abastecimiento. Tienen más probabilidades de integrar verticalmente la 
producción (asumir diferentes etapas de los procesos productivos por sí 
solas) y de no participar en las cadenas de suministro. Por consiguiente, 
su productividad agregada es menor. Debido a preocupaciones sobre la 
fiabilidad de los contratos con proveedores externos, las empresas traen 
la producción a casa y sacrifican oportunidades para hacer negocios con 
proveedores nuevos y más eficientes. El problema no es exclusivo de India. 
Boehm (2018) recopila evidencia de muchos países, centrándose en los 
sectores económicos con el mayor potencial de litigios. Estos sectores son 
más pequeños en países con un cumplimiento más débil de los contra-
tos; las firmas en aquellos sectores gastan menos en insumos intermedios. 
El impacto negativo en el bienestar de los ciudadanos es grande.7

7	 A partir de un uso más inteligente de los datos de Estados Unidos, Boehm cal-
cula cuáles son los sectores más vulnerables a los litigios. Estos datos registran la 
frecuencia de los litigios judiciales de las empresas en diferentes sectores. Si se con-
sidera que rigen dos supuestos, estos datos describen la vulnerabilidad a los litigios 
de las firmas en esos mismos sectores en otros países. El primer supuesto es que las 
empresas de Estados Unidos que tienen más litigios en general también deberían 
llevar más casos a los tribunales. Debido que los tribunales en Estados Unidos son 
relativamente eficientes, esto es razonablemente probable. El segundo, que cual-
quier sesgo específico del sector acerca de si las empresas son propensas a litigios o 
recurren a los tribunales puede ser sistemáticamente diferente entre las empresas de 
Estados Unidos y las que corresponden a aquellos mismos sectores en otros países.
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Las instituciones externas de vigilancia del cumplimiento y 
el financiamiento de las empresas

La confianza moldea el acceso al crédito: las personas que desconfían 
de los bancos tienen menos probabilidades de hacer depósitos; de esta 
forma, los fondos disponibles para los préstamos se ven reducidos. A su 
vez, los bancos que no confían en los ahorristas tienen menos probabili-
dades de prestar (como se señala en detalle en los capítulos 3 y 5). Las 
instituciones externas pueden contrarrestar la desconfianza y promo-
ver las transacciones del sector financiero: allí donde los derechos de los 
acreedores, el cumplimiento de los contratos y las prácticas de contabili-
dad son sólidas, la intermediación financiera y el crecimiento son mucho 
mayores (Levine, Loayza y Beck, 2000). Las empresas también son más 
grandes (Beck, Demirgüç-Kunt y Maksimovic, 2006).

En cambio, el cumplimiento débil de los contratos aumenta el riesgo 
de impago de los préstamos y actúa básicamente como un impuesto 
sobre estos últimos (Bae y Goyal, 2009). Los bancos traspasan los cos-
tos de este impuesto a los prestatarios bajo la forma de tasas de interés 
más altas. En los países con un cumplimiento más sólido de los contratos, 
el impuesto es más bajo. Los bancos cobran menos por sus servicios: los 
diferenciales (la diferencia entre las tasas de interés de los depósitos y los 
préstamos) son menores.8 De esta manera, los montos de los préstamos 
de los bancos son más grandes y tienen vencimientos más largos. En Italia, 
las empresas localizadas en provincias donde los juicios se prolongan más 
y hay más acumulación de juicios pendientes tienen un acceso al crédito 
considerablemente menor (Jappelli, Pagano y Bianco, 2005). El acceso de 
las firmas al crédito y el tamaño de esas firmas son mayores en las regiones 
de España con tribunales más eficientes (Fabbri, 2010).

Por lo tanto, si las instituciones externas encargadas de vigilar el cum-
plimiento de los contratos son débiles, ello impide la entrada de empresas 
nuevas y más productivas. Las condiciones crediticias son particular-
mente determinantes para para la entrada de empresas en el mercado, 
como demuestran Derrien, Mésonnier y Vuillemey (2020) en Francia. Las 
empresas nuevas incurren en importantes costos iniciales y, por lo tanto, 
necesitan créditos con vencimientos más extensos. Por consiguiente, 
cuando los bancos en Francia redujeron la oferta de préstamos a largo 

8	 Los ahorristas también se enfrentan a riesgos contractuales y también deberían pedir 
tasas de interés más altas para compensar. Sin embargo, si consideran que los bancos 
son menos riesgosos de lo que los bancos opinan de los prestatarios, el efecto neto 
del riesgo de contrato consiste en aumentar los diferenciales de la tasa de interés.
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plazo, la creación de nuevas empresas disminuyó más en las industrias 
con altos costos iniciales. Un análisis del tema, aunque no explícitamente 
relacionado con el cumplimiento de los contratos, explica los hallazgos 
de Johnson, McMillan y Woodruff (1999): las empresas nuevas en los paí-
ses del antiguo bloque comunista tenían menos probabilidades de que 
otras empresas les ofrecieran créditos comerciales. Las firmas que decla-
raban que los tribunales eran efectivos otorgaban un 6% más de créditos 
comerciales; sin embargo, las empresas otorgaron un 13% más de crédi-
tos comerciales a firmas con las que habían tratado durante al menos tres 
años que a las empresas nuevas.

Al comparar Ecuador con Reino Unido, se llega a una conclusión simi-
lar (Arellano, Bai y Zhang, 2007). Ecuador tiene un cumplimiento más débil 
de los contratos. Como el precio ajustado por el riesgo de los préstamos 
bancarios es más alto, las empresas dependen menos de ello que firmas 
similares en Reino Unido. Aún más importante es el hecho de que, en con-
sonancia con los hallazgos de Derrien, Mésonnier y Vuillemey (2020), estos 
efectos recaen de forma desproporcionada en las empresas más peque-
ñas. En Ecuador, las firmas más pequeñas usan menos el financiamiento 
bancario que las grandes. En Reino Unido, las más pequeñas utilizan más 
el financiamiento bancario.

Un cumplimiento débil de los contratos también reduce el acceso al 
financiamiento no bancario, como el capital de riesgo. Las inversiones de 
capital riesgo pueden comprender desde instrumentos de tipo crediticio sin 
una influencia directa en la gestión de la empresa hasta inversiones de capital 
con puestos en el directorio. El primero suele ser más barato para las empre-
sas. Sin embargo, en un contexto de cumplimiento débil de los contratos, 
los inversionistas de capital de riesgo procuran ejercer un mayor escrutinio 
y control de sus inversiones para proteger de manera más apropiada sus 
intereses. De hecho, los inversionistas de capital de riesgo tienen más pro-
babilidades de tomar acciones que incluyen un puesto en el directorio en 
países con un cumplimiento débil de los contratos (Lerner y Schoar, 2005). 
En cambio, en países con una vigilancia más sólida del cumplimiento, están 
dispuestos a depender del crédito (bajo la forma de acciones preferentes).

Instituciones de América Latina y el Caribe: rezagadas en el mundo

Aunque las instituciones externas de cumplimiento de los contratos son cru-
ciales para el crecimiento económico y de las empresas, en América Latina y 
el Caribe son mucho menos robustas que en los países de la OCDE. La medida 
de calidad institucional más utilizada, que tiene la mayor cobertura de países 
de todo el mundo, es el indicador del Estado de derecho del proyecto de WGI 
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del Banco Mundial. Este indicador permite evaluar si los litigios en un país se 
resuelven según normas legales predecibles o si se basan en consideraciones 
extralegales.9 El gráfico 7.1 muestra que el Estado de derecho es más preva-
lente en los países de la OCDE que en el resto del mundo. Pero lo que resulta 
aún más llamativo es que, pese a su estatus de ingreso medio, América Latina 
y el Caribe ostenta un Estado de derecho que no solo es mucho más débil 
que el de los países de la OCDE, sino que además varía poco en relación con 
el promedio de todos los países que se encuentran fuera de la OCDE, así 
como de los que integran las subregiones de la propia América Latina y el 
Caribe, la mayoría de los cuales es pobre.

Los WGI se basan en las evaluaciones de observadores expertos. Las 
Encuestas de Empresas del Banco Mundial (WBES, por sus siglas en inglés) 
recopilan datos directamente de las empresas, pero de manera irregular y con 

9	 Las personas y las empresas tienen menos confianza en sus derechos de contrato y de 
propiedad si prevalecen las consideraciones extralegales. Los WGI recopilan evaluaciones 
de numerosas organizaciones, la mayoría de las cuales son trabajos de los expertos para 
evaluar el riesgo país. La calidad de estas evaluaciones pasa la prueba del mercado, ya 
que las compran las corporaciones multinacionales y otros inversionistas extranjeros para 
tomar sus propias decisiones de inversión.

Gráfico 7.1   �Estado de derecho según los Indicadores de Gobernanza 
Mundial (WGI), 2010–17
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de los WGI del Banco Mundial.
Notas: Estado de derecho (2010–17) proviene de los WGI y “captura las percepciones de en qué medida 
los agentes tienen confianza en y se rigen por las reglas de la sociedad y, en particular, la calidad del cum-
plimiento de los contratos, los derechos de propiedad, la policía y los tribunales, así como la probabilidad 
de delitos y violencia”. Cada barra es un promedio simple de los datos a nivel de país. El grupo de la OCDE 
de economías avanzadas no incluye los siguientes países de América Latina y el Caribe: Chile, Colombia, 
Costa Rica y México. El total de la muestra abarca 214 países, y los que corresponden a América Latina y 
el Caribe son: Argentina, Antigua y Barbuda, Bahamas, Belice, Bolivia, Brasil, Barbados, Chile, Colombia, 
Costa Rica, Cuba, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Panamá, Perú, Paraguay, República Dominicana, San Kitts y Nevis, San Vicente y las 
Granadinas, Santa Lucia, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.
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una cobertura por año y por país más limitada que la WGI. Estas encuestas 
permiten comparar las experiencias de las firmas promedio con los sobor-
nos, la regulación y la vigilancia del cumplimiento tributario en diferentes 
países. Y lo que es aún más importante: a partir de los datos de las Encues-
tas de Empresas, se puede calcular la variación entre las firmas en cuanto a 
sus experiencias en un país. Hallward-Driemeier, Khun-Jush y Pritchett (2016) 
sostienen que un aumento de la variabilidad tiene un efecto negativo mayor 
en el desempeño de las empresas que el empeoramiento de los niveles de 
sobornos, las regulaciones o la vigilancia del cumplimiento tributario. Esto 
también refleja un Estado de derecho débil, ya que revela la aplicación arbi-
traria de las políticas públicas que generan decisiones que se desvinculan de 
los requisitos legales.

Por ejemplo, las Encuestas de Empresas preguntan cuánto tiempo tar-
daron las firmas en obtener una licencia de operación. En Asia Oriental 
declaran un promedio de 21 días y en América Latina y el Caribe, 44 días. 
Por sí solos, es probable que los retrasos más largos que se observan en 
la región planteen un obstáculo innecesario para el crecimiento, pero no 
constituyen evidencia de que el Estado de derecho sea débil. Sin embargo, 
la dispersión de los tiempos de espera sí es evidencia. La variabilidad en el 
número de días que las empresas de América Latina y el Caribe declaran 
que tardan en obtener una licencia de operación es tres veces la variabili-
dad declarada por las empresas en Asia Oriental.10

Los WGI y las Encuestas de Empresas describen las limitaciones 
institucionales de facto de las actividades de las firmas, es decir, las limi-
taciones a las que se enfrentan en la práctica. El proyecto Doing Business 
del Banco Mundial recopila las medidas de jure del contexto institucio-
nal: si los países siguieran la letra de la ley descrita por los profesionales 
del derecho en el país, ¿cuán sólidos serían los derechos de propiedad y 
los derechos contractuales? Los indicadores de jure no son medidas fia-
bles para saber en qué grado las instituciones protegen los derechos en la 
práctica. Como observan Hallward-Driemeier y Pritchett (2015), las prácti-
cas de facto necesariamente divergen de las prescripciones de jure cuando 
el Estado de derecho es débil.11 Sin embargo, en América Latina y el Caribe 

10	 El número promedio de días que las empresas de Asia Oriental esperan es 21, y la 
desviación estándar es de 19,8 días. El promedio en América Latina y el Caribe es de 
44 días, pero la desviación estándar es de 62 días.

11	 Teóricamente, las empresas de los países con escasas protecciones de jure de los 
contratos y los derechos legales podrían tener sólidos derechos de facto. La eviden-
cia reunida en Hallward-Driemeier y Pritchett (2015) sugiere que es más probable 
que el sesgo funcione en el otro sentido.
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Gráfico 7.2   �Cumplimiento de los contratos, según los indicadores de 
Doing Business, 2016–20
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de los indicadores de Doing Business del Banco Mundial.
Notas: La puntuación del cumplimiento de los contratos (2016–20) proviene de los datos de Doing 
Business y “es el promedio simple de las puntuaciones para cada uno de los indicadores del componente: 
el tiempo y el costo para resolver un litigio comercial mediante un tribunal local de primera instancia, 
así como la calidad de los procesos judiciales que promueven la calidad y la eficiencia en el sistema 
judicial”. La puntuación se calcula a partir de la metodología de los estudios DB17–20, que incluyen el 
índice de calidad de los procesos judiciales como un elemento nuevo para la clasificación. Cada barra es 
un promedio simple de datos a nivel de país. El grupo de la OCDE de economías avanzadas no incluye los 
países de América Latina y el Caribe: Chile, Colombia, Costa Rica y México. La muestra comprende única-
mente datos de la capital de cada país. El total de la muestra abarca 192 países y los que corresponden 
a América Latina y el Caribe son: Argentina, Antigua y Barbuda, Bahamas, Belice, Bolivia, Brasil, Bar-
bados, Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, 
Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Perú, Paraguay, República Dominicana, San Kitts y Nevis, 
San Vicente y las Granadinas, Santa Lucía, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.

las medidas de jure de las protecciones institucionales de los derechos 
contractuales y legales también son bajas.

El Índice de cumplimiento de los contratos de Doing Business se basa en 
el tiempo y en los costos monetarios requeridos para velar por el cumplimiento 
de un contrato estándar en los tribunales si se siguieran con exactitud los pro-
cedimientos legales y la calidad de los procesos judiciales (por ejemplo, en qué 
medida están automatizados y la eficiencia de la gestión de casos). El índice va 
de 0 a 100. Como ilustra el gráfico 7.2, la puntuación de la OCDE es considerable-
mente más alta que la del resto del mundo, incluida América Latina y el Caribe.

El Estado de derecho, la variabilidad de las experiencias de las empre-
sas con las regulaciones y las leyes que rigen la vigilancia del cumplimiento 
de los contratos son productos de instituciones, pero no medidas direc-
tas de la calidad de las propias instituciones. Desde luego, muchas 
instituciones diferentes contribuyen a estos resultados, desde los órganos 
legislativos hasta los tribunales y la administración pública. No obstante, 
en el contexto del Estado de derecho es razonable centrarse primero en 
la calidad de los tribunales, que ya ha sido definida como un factor funda-
mental para el crecimiento de las empresas.
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Los datos a nivel de país sobre la calidad del sistema judicial de los países 
se basan en su independencia, un elemento central para asegurar el Estado 
de derecho. La independencia judicial implica que la resolución de los litigios 
entre las empresas, los individuos y el gobierno se realiza en función de la 
aplicación transparente de la ley establecida para juzgar los hechos de cada 
caso. Personas y empresas pueden razonablemente esperar que los litigios 
no se resuelvan a favor de los más poderosos. En cambio, la falta de indepen-
dencia implica que los jueces pueden tomar decisiones sobre la base de otros 
factores, no necesariamente observables, no relacionados con los estatutos 
legales. Es probable que dichos factores —por ejemplo, la presión ejercida 
por partes externas— varíen según los jueces y a lo largo del tiempo.

Tal como sucede con el Estado de derecho y la seguridad de los dere-
chos contractuales, se puede medir ya sea la independencia judicial de facto 
o de jure. La independencia de facto trata de si en la práctica los sistemas 
judiciales funcionan sin influencias externas. Es producto tanto de las reglas 
formales que rigen el sistema judicial como de las normas informales de las 
personas que interactúan con él. Las normas informales importan: en las 
sociedades con confianza baja y normas débiles de comportamiento cívico, 
es más probable que individuos y empresas eludan las reglas formales y 
busquen apoyo para sus posiciones recurriendo a medios extrainstituciona-
les. Es más probable que pidan interferencia política o que sobornen a los 
jueces, confiando que los políticos estarán dispuestos a ejercer su influencia 
y que los jueces aceptarán sobornos. En cambio, la independencia de jure 
captura solo si las disposiciones legales y constitucionales formales aíslan 
al sistema judicial de las interferencias externas.

Los sistemas judiciales de América Latina y el Caribe disfrutan de un alto 
nivel de independencia de jure y superan el promedio de la independencia de 
jure de los países de la OCDE (con la exclusión de ese grupo, como siempre 
en este libro, de los miembros de la OCDE pertenecientes a América Latina).12 
Sin embargo, en consonancia con la crítica de las medidas de jure que ofre-
cen Hallward-Driemeier y Pritchett (2015), las medidas de la independencia de 
facto transmiten una versión completamente diferente (véase el gráfico 7.3). 
Como demostración de las dificultades de construir instituciones en contextos 

12	 Basados en cálculos propios a partir de datos de Hayo y Voigt (2018; 2019) y Feld y 
Voigt (2003), donde el índice de independencia de jure se compone de las siguientes 
variables establecidas en Hayo y Voigt (2005: 15): “modo de nombramiento y desig-
nación de los jueces de los tribunales más altos, duración de su mandato, posibilidad 
de volver a ser nombrados, procedimiento para destituirlos de su cargo, remune-
ración y posibles medidas contra la reducción de sus ingresos, accesibilidad del 
tribunal, la pregunta de si existe una regla general que asigne casos a jueces especí-
ficos y requisitos de publicación en relación con las decisiones del tribunal”.
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de baja confianza, en los sistemas judiciales de América Latina y el Caribe se 
observa una independencia de facto mucho menor que la de la OCDE.

La diferencia entre la independencia judicial de jure y de facto ofrece 
información sobre la relación entre las instituciones y la confianza. Los paí-
ses de confianza baja pueden intentar compensar la desconfianza mediante 
la introducción de garantías formales de independencia judicial. Sin embargo, 
en las sociedades de baja confianza, es más probable que las personas y las 
empresas intenten eludir las garantías formales para asegurar una compen-
sación extrajudicial por sus reclamos. En cambio, en las sociedades con alta 
confianza, empresas e individuos esperan que los demás respeten las reglas 
establecidas, lo que incluye acatar las decisiones de los tribunales, aun cuando 
la independencia judicial no esté fundada en sólidas disposiciones constitu-
cionales formales. Una mayor independencia de jure se asocia con una menor 
confianza generalizada, mientras que una mayor independencia de facto se 
asocia con una mayor confianza generalizada (véanse los gráficos 7.4 y 7.5).13

Gráfico 7.3   �Independencia judicial de facto, América Latina y el Caribe 
vs. otras regiones, 2010–15

0,56
0,47

0,89

0,41

In
de

pe
nd

en
cia

 ju
di

cia
l

de
 fa

ct
o,

 p
ro

m
ed

io 0,8

0,4

0,0

1,0

0,6

0,2

Todos América Latina
y el Caribe

OCDE Resto del mundo

Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de Hayo y Voigt (2018; 2019) y Feld y Voigt (2003).
Notas: La variable de la independencia judicial de facto puede asumir valores entre 0 y 1, y utiliza ocho 
componentes, como “la duración promedio efectiva del mandato de los miembros del tribunal más 
alto, el número de otros jueces que son miembros del mismo tribunal, el nivel de ingreso de sus jueces, 
si una decisión del tribunal más alto (para ser ejecutada) depende de alguna medida de una o ambas 
ramas del gobierno”. Cada barra es un promedio simple de los datos a nivel de país. El grupo de econo-
mías avanzadas de la OCDE excluye los siguientes países de América Latina y el Caribe: Chile, Colombia, 
Costa Rica y México. La muestra total abarca 87 países, y los pertenecientes a América Latina y el Caribe 
son: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, 
Jamaica, México, Panamá, Perú, Paraguay, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.

13	 Las medidas de jure y de facto están estrechamente relacionadas con otro concepto 
repetido en este capítulo, a saber, la institucionalización. Las reglas formales impor-
tan en los contextos institucionalizados (Caruso, Scartascini y Tommasi, 2015) y la 
institucionalización solo es posible cuando los actores confían en los resultados del 
proceso formal (Scartascini y Tommasi, 2012).
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Gráfico 7.4   �Confianza generalizada e independencia judicial de jure, 
América Latina y el Caribe vs. otras regiones
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de la Encuesta Mundial de Valores, Hayo y Voigt (2018; 
2019) y Feld y Voigt (2003).
Notas: Los datos sobre la confianza derivan de la Encuesta Integrada de Valores (2010–20), que compila 
la sexta y séptima ola de la Encuesta Mundial de Valores, así como la quinta ola del Estudio Europeo de 
Valores. Los datos de la independencia judicial de jure provienen de la base de datos actualizada del aná-
lisis de Feld y Voigt (2003). Cada punto es el promedio simple de las observaciones de cada país para los 
años 2010–15 y 2010–20, el eje X y el eje Y, respectivamente. Las líneas punteadas representan los valores 
promedio en el conjunto de la muestra para cada variable. La muestra total abarca 49 países, entre los 
cuales se incluyen Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Guatemala, Haití, México, Perú y Uruguay.

Gráfico 7.5   �Confianza generalizada e independencia judicial de facto, 
América Latina y el Caribe vs. otras regiones
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de la Encuesta Mundial de Valores, Hayo y Voigt (2018; 
2019) y Feld y Voigt (2003).
Notas: Los datos sobre la confianza derivan de la Encuesta Integrada de Valores (2010–20), que compila 
la sexta y séptima ola de la Encuesta Mundial de Valores, así como la quinta ola del Estudio Europeo de 
Valores. Los datos de la independencia judicial de facto provienen de la base de datos actualizada del 
análisis de Feld y Voigt (2003). Cada punto es el promedio simple de las observaciones de cada país para 
los años 2010–15 y 2010–20, el eje X y el eje Y, respectivamente. La línea punteada representa los valores 
promedio en el conjunto de la muestra para cada variable. La muestra total abarca 49 países, entre los 
cuales se incluyen Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Guatemala, Haití, México, Perú y Uruguay.
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Instituciones para promover la confianza en el gobierno

En el sector privado, la desconfianza interfiere con los intercambios econó-
micos cuando, como ocurre a menudo, compradores y vendedores tienen 
incentivos para aprovecharse los unos de los otros. Las instituciones com-
pensan la desconfianza, y apoyan el intercambio, requiriendo que las partes 
respeten sus obligaciones. Estas mismas instituciones también pueden, 
en principio, cumplir esta función cuando una de esas partes es el propio 
gobierno. Por ejemplo, los tribunales pueden y deben ofrecer recursos efec-
tivos a los ciudadanos perjudicados por decisiones arbitrarias del gobierno. 
Los sistemas judiciales independientes son precisamente aquellos que están 
dispuestos a pronunciarse contra el gobierno en esos litigios. Sin embargo, 
la confianza en el gobierno depende de un conjunto mucho más amplio de 
disposiciones institucionales. Estas instituciones aumentan la independencia 
de facto de los sistemas judiciales, pero también protegen a los ciudada-
nos y a las empresas de decisiones de los gobiernos que pueden ser legales 
pero que son contrarias a los intereses de los ciudadanos y contradicen las 
promesas realizadas por los gobiernos en el pasado. Esta sección analiza la 
relación entre algunas de estas instituciones y la confianza.

El punto de partida es que la confianza en el gobierno es baja cuando 
los ciudadanos no pueden exigir que el gobierno rinda cuentas por actuar 
contra sus intereses. Como se ha señalado en capítulos anteriores, una de las 
barreras para la rendición de cuentas es la incapacidad de los ciudadanos de 
actuar colectivamente. La otra es la falta de información de los ciudadanos 
sobre el comportamiento del gobierno. Las instituciones que aumentan la 
confianza de los ciudadanos en el gobierno eliminan estas barreras.

De acuerdo con el debate del capítulo 4, a cualquier grupo de ciuda-
danos le beneficia más apoyar al candidato que favorecerá sus intereses 
colectivos: por ejemplo, un contexto de políticas más favorable para el 
crecimiento del empleo y el ingreso, un sistema tributario más progre-
sivo, con menos vacíos, o una educación de mejor calidad. Sin embargo, 
individualmente, los miembros del grupo pueden mejorar su propia situa-
ción si votan por candidatos que les ofrecen las mayores recompensas 
personales —dinero por su voto, un empleo en el gobierno o ayuda con 
la burocracia—, aun cuando esos candidatos sean inferiores. Si los ciuda-
danos no pueden superar este dilema de acción colectiva, los gobiernos 
sufrirán menos las consecuencias cuando ignoren las promesas hechas y 
adopten políticas perjudiciales para los intereses de los ciudadanos.

Cuando los ciudadanos no están informados sobre las medidas del 
gobierno, los gobiernos pueden ignorar las promesas, a sabiendas de 
que los ciudadanos no tienen suficiente información para monitorear su 
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comportamiento. Además, cuanto más ignoren los ciudadanos las carac-
terísticas de los políticos, mayores serán los incentivos de los candidatos 
de baja calidad, y más débiles los incentivos de los candidatos de alta 
calidad, para competir por los cargos públicos (Caselli y Morelli, 2004; 
Markussen y Tyran, 2017).

Incluso en contextos en los cuales la acción colectiva es difícil, las elec-
ciones deben ayudar a los ciudadanos a destituir a los malos políticos. 
Acarrean menores costos que otras formas de participación y su carác-
ter competitivo debería generar información que sirva como base para la 
toma de decisiones de los ciudadanos. Las elecciones competitivas, lim-
pias y recurrentes se asocian con una mayor confianza en el gobierno.

Sin embargo, las elecciones no eliminan del todo estas barreras. 
Resulta difícil para los ciudadanos coordinar sus decisiones de a quién 
votar o identificar candidatos cuyas promesas se acerquen más a sus pro-
pias preferencias. Los partidos políticos institucionalizados constituyen la 
principal fórmula organizacional a través de la cual los ciudadanos pueden 
vencer estas enormes trabas informativas. Los partidos ayudan a gran-
des grupos de votantes a superar su problema de acción colectiva para 
coordinar su apoyo a sus candidatos preferidos (Kitschelt, 2007). También 
solucionan el dilema de acción colectiva de exigir a diversos políticos una 
rendición de cuentas conjunta de sus acciones (Aldrich, 1995), así como el 
problema de acción colectiva de los legisladores (Cox y McCubbins, 1994). 
Los partidos políticos pueden lograr estos objetivos si están institucionali-
zados; por ejemplo, si su organización interna reduce los incentivos para la 
aparición de políticos oportunistas. También pueden hacer esto mediante 
la oferta de incentivos para que los políticos construyan una carrera den-
tro del partido, lo que a su vez soluciona los problemas de acción colectiva 
de los legisladores y promueve la institucionalización de las legislaturas 
(Palanza, Scartascini y Tommasi, 2016). Los partidos políticos instituciona-
lizados, puesto que limitan el accionar oportunista de los políticos, están 
estrechamente asociados con la confianza en el gobierno.

La promesa y los límites de las elecciones competitivas

Las elecciones competitivas son una institución clave para facilitar la acción 
colectiva y aumentar la información con que cuentan los ciudadanos. Con 
respecto a la acción colectiva, proporcionan la oportunidad, el tiempo y el 
lugar para que todos los votantes se pronuncien simultáneamente sobre 
sus gobiernos. Con respecto a la información, las elecciones obligan a los 
candidatos a buscar apoyo entre los ciudadanos, y las interacciones resul-
tantes aumentan el conocimiento de la ciudadanía sobre las cualidades del 
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candidato (Scartascini y Vlaicu, 2018). Si las elecciones tienen estos efec-
tos, deberían incrementar la confianza ciudadana en el gobierno.

Hay amplia evidencia que apoya el argumento de que la democra-
cia influye en la confianza, en general y en el gobierno, en particular. Dal 
Bó, Foster y Putterman (2010) muestran que, de acuerdo con resultados 
de experimentos de laboratorio, las instituciones democráticas influyen 
positivamente en las actitudes y el comportamiento de las personas. Las 
comunidades rurales tienen menos probabilidades de romper las reglas 
de las prácticas de irrigación cuando han establecido esas reglas a nivel 
comunitario (Bardhan y Mookherjee, 2000).

Aragón (2013) aborda las elecciones a nivel nacional y compara 
la confianza de los ciudadanos en el gobierno en países de América 
Latina cuyos presidentes fueron nombrados candidatos por sus partidos 
mediante elecciones primarias y en países donde fueron los líderes del 
partido quienes seleccionaron a los candidatos. Es probable que los líde-
res de los partidos otorguen un mayor peso a la lealtad al partido y a la 
capacidad del candidato de representar el mensaje de las políticas par-
tidarias.14 En cambio, las elecciones primarias obligan a los candidatos a 
demostrar a los ciudadanos su capacidad de respuesta (o receptividad) y 
miden las cualidades del candidato más valoradas por los miembros del 
partido que por los líderes. Una de esas cualidades es la fiabilidad.15 De 

14	 En Italia, los líderes de los partidos nombran a los miembros leales del partido a 
escaños seguros, donde tienen una mayor probabilidad de asumir el poder (Galasso 
y Nannincini, 2014). También es más probable que elijan a candidatos de alta cali-
dad (por ejemplo, con más años de estudios, ingresos más altos y experiencia en el 
gobierno local) en distritos más disputados (Galasso y Nannincini, 2011). La selección 
importa: los políticos de los distritos disputados tienen un menor índice de ausencias 
en el parlamento. En efecto, los políticos de alta calidad en los escaños disputados que 
posteriormente se vuelven seguros tienen, no obstante, menos ausencias que los polí-
ticos de baja calidad en escaños seguros que posteriormente se vuelven disputados.

15	 Entre los brasileños, por ejemplo, se observa una fuerte aversión a los políticos 
corruptos: el 62% de los encuestados declaró que apoyaría a un alcalde que no fuera 
corrupto, aunque no cumpliera con los proyectos prometidos; solo el 28% declaró 
que apoyaría a un alcalde en funciones que fuera competente, aunque deshonesto 
(Winters y Weitz-Shapiro, 2013). En las encuestas a votantes que se realizaron en 
Alemania, Francia y Gran Bretaña, los participantes se mostraron muy de acuerdo 
en su preferencia por políticos honestos, aun cuando “no cumplieran con sus fun-
ciones”, en lugar de aceptar a políticos deshonestos, aunque cumplieran con sus 
funciones (Allen, Birch y Sarmiento-Mirwaldt, 2018). Los experimentos de labora-
torio llevados a cabo con alumnos universitarios franceses arrojaron los mismos 
resultados: los sujetos expresaron apoyo a los políticos incompetentes pero hones-
tos más que a los competentes y deshonestos, aunque hubieran incurrido en costos 
financieros al hacerlo (Galeotti y Zizzo, 2018).
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hecho, cuando la candidatura del presidente se determina mediante elec-
ciones primarias, el desempeño del gobierno es mejor y la confianza en el 
gobierno, mayor (Aragón, 2013).

Desde luego, casi todos los países de América Latina y el Caribe tie-
nen gobiernos elegidos de forma competitiva. Sin embargo, por sí solas, 
las elecciones competitivas, en las cuales múltiples partidos se disputan las 
elecciones y ningún partido por sí solo es dominante, resultan insuficien-
tes para solucionar los problemas de acción colectiva y de información a 
los que se enfrentan los ciudadanos. También son insuficientes para per-
suadir a los gobiernos de tomar decisiones que estén más estrechamente 
alineadas con los intereses de los ciudadanos (Bueno de Mesquita et al., 
2003). Por otro lado, las medidas más expansivas de democracia sí mues-
tran efectos significativos de la alineación de las políticas públicas con los 
intereses de los ciudadanos. Estas medidas van más allá de las eleccio-
nes competitivas para capturar, por ejemplo, si las elecciones se llevaron 
a cabo en condiciones justas o si los adversarios pueden participar fácil-
mente en la contienda. La democracia, medida de manera más amplia, 
disminuye lo suficiente las barreras a la rendición de cuentas del gobierno 
para producir una mejora de las políticas de salud y de la esperanza de 
vida (Baum y Lake, 2003; Besley y Kudamatsu, 2006); un mayor acceso 
de los hogares a la electricidad en los países pobres (Brown y Mobarak, 
2009); y políticas ambientales más sostenibles (de Soysa, Bailey y Neuma-
yer, 2009; Roeland y de Soysa, 2021). A largo plazo, estos países son un 
20% más ricos (Acemoglu et al., 2018).16

Si las elecciones tienen que ser a la vez limpias y competitivas para 
promover una mayor rendición de cuentas, las medidas de las eleccio-
nes limpias deberían asociarse con la confianza en el gobierno. El índice 
de elecciones limpias del proyecto V-Dem evalúa si la compra de votos y 
la intimidación de los votantes es alta y si el sufragio es significativo para 
determinar la elección y no está distorsionado por la manipulación de los 
registros electorales y los votos.

Si estas prácticas ocurren, socavan directamente la acción colectiva 
de los votantes y sustituyen las preferencias de los ciudadanos por las de 
quienes “manipulan” las elecciones. Además, afectan el tipo de candidato 

16	 Además de las elecciones competitivas, la medida de Polity de democracia empleada 
en estos trabajos incorpora la regularidad del traspaso del poder ejecutivo, las opor-
tunidades para que los que no pertenecen a las élites accedan al poder ejecutivo, las 
limitaciones de facto del ejecutivo, la libertad de expresión política y en qué medida 
los que no pertenecen a las élites tienen acceso a estructuras institucionales para 
expresar sus opiniones políticas.
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que se presenta. Otorgan ventaja a los candidatos que se distinguen por 
su manipulación de las urnas y la intimidación de los votantes, pero que 
probablemente no sean tan fiables ni estén tan motivados por el interés 
público como aquellos que tienen éxito en las elecciones justas. La eviden-
cia proveniente de Ghana ilustra la importancia de las elecciones justas: 
Ofosu (2019) observa que los legisladores de Ghana cuya elección está 
monitoreada por terceros logran significativamente más para sus electo-
res que los legisladores elegidos sin ese monitoreo.

Las elecciones en América Latina y el Caribe son moderadamente lim-
pias, pero considerablemente menos que en los países de la OCDE (véase 
el gráfico 7.6). La diferencia entre el promedio de la OCDE (0,93) y el pro-
medio de América Latina y el Caribe (0,71) es aproximadamente la misma 
que la que existe entre un país de América Latina y el Caribe con una pun-
tuación alta y un país de rango medio en la región.17

17	 La comparación solo incluye los años-país en los que los líderes de un país fueron 
elegidos de manera competitiva, ya que el objetivo consiste en ver qué factores com-
plementarios, más allá de las elecciones competitivas, son necesarios para mejorar la 
confianza en el gobierno.

Gráfico 7.6   �Índice de elecciones limpias, América Latina y el Caribe vs. 
otras regiones, 2010–20
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de Variedades de Democracia (V-Dem).
Notas: El índice de elecciones limpias (2010–20) proviene de la base de datos V-Dem de la Universidad 
de Gotemburgo. El índice oscila entre 0 y 1 y “libres y justas significa ausencia de registro de fraudes, 
irregularidades sistemáticas, intimidación de la oposición por parte del gobierno, compra de votos 
y violencia electoral”. Cada barra es un promedio simple de los datos a nivel de país. El grupo de eco-
nomías avanzadas de la OCDE excluye los países de América Latina y el Caribe: Chile, Colombia, Costa 
Rica y México. La muestra se limita a observaciones con elecciones competitivas según la Base de Datos 
de Instituciones Políticas (DPI) (2010–20). La muestra total abarca 137 países, y los que pertenecen a 
América Latina y el Caribe son: Argentina, Bolivia, Brasil, Barbados, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
El Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Perú, Paraguay, 
República Dominicana, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.
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Si las elecciones limpias mitigan los problemas de acción colectiva 
de los votantes y mejoran la calidad de los candidatos que se presentan, 
también deberían aumentar la confianza en el gobierno. De hecho, si se 
consideran solo los países de la región, se observa una fuerte correlación 
positiva entre confianza en el gobierno y elecciones limpias (gráfico 7.7).18

La confianza en el gobierno también debería aumentar cuando los 
ciudadanos tienen más experiencia con elecciones competitivas. A los ciu-
dadanos les lleva tiempo a aprender acerca de la calidad de las personas 
que pretenden gobernarlos y crear partidos políticos institucionalizados 
que faciliten la votación coordinada. Por lo tanto, los gobiernos elegi-
dos en democracias con más años continuos de elecciones competitivas 
deberían enfrentarse a una mayor presión ciudadana y, por ello, alinear 

18	 En todos los países y años con gobiernos elegidos de manera competitiva, la rela-
ción entre elecciones limpias y confianza en el gobierno es débil. Esto se debe casi 
totalmente a que los países en América Latina y el Caribe tienen puntuaciones supe-
riores al promedio en elecciones limpias y puntuaciones inferiores al promedio en 
confianza en el gobierno.

Gráfico 7.7   �Elecciones limpias y confianza en el gobierno: América 
Latina y el Caribe
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de V-Dem y la Encuesta Mundial de Valores..
Notas: El índice de elecciones limpias (2010–20) proviene de la base de datos V-Dem de la Universidad 
de Gotemburgo. El índice oscila entre 0 y 1 y “libres y justas significa ausencia de registro de fraudes, 
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y violencia electoral”. Los datos sobre la confianza provienen de la sexta (2010–14) y la séptima ola 
(2017–20) de la Encuesta Mundial de Valores. La muestra se limita a observaciones con elecciones com-
petitivas según la DPI (2010–20). Cada punto es un promedio simple de las observaciones de cada país 
para los años 2010–20 y 2010–20, el eje X y el eje Y, respectivamente. Las líneas punteadas representan 
los valores promedio en el conjunto de la muestra para cada variable. La muestra total comprende 11 paí-
ses de América Latina y el Caribe.
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Gráfico 7.8   �Años continuos de elecciones competitivas en América 
Latina y el Caribe vs. otras regiones, 2010–20
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Notas: Se considera que un año tiene elecciones competitivas cuando tanto las elecciones ejecutivas 
como las legislativas alcanzan la puntuación más alta (7). Cada barra es un promedio simple de los 
datos a nivel de país para el período 2010–22, recordando que en 2010 la mayoría de los países tienen 
valores de esta variable mayores que cero. El grupo de economías avanzadas de la OCDE no incluye los 
países de América Latina y el Caribe: Chile, Colombia, Costa Rica y México. Solo se consideran los años 
de países con líderes elegidos de manera competitiva. El total de la muestra abarca 130 países, y los que 
corresponden a América Latina y el Caribe son: Argentina, Bahamas, Belice, Bolivia, Brasil, Barbados, 
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mejor las políticas públicas con los intereses de la ciudadanía. Los países 
con más años continuos de elecciones competitivas muestran menor bús-
queda de rentas y favorecen políticas públicas que amplían los beneficios 
a todos los ciudadanos, como garantizar el Estado de derecho, una buro-
cracia de alta calidad y acceso a la educación y la información, en lugar de 
políticas que procuran favorecer a grupos restringidos, como las que ofre-
cen empleos públicos y contratos de obras públicas (Keefer, 2007). Los 
países con una mayor experiencia acumulada en democracia desde 1900 
crecieron con mayor rapidez a lo largo del período 1950–2000 (Gerring 
et al., 2005).

En 2010–20, los países de la región mostraron un número considera-
blemente menor de años de elecciones competitivas continuas que los 
países de la OCDE (véase el gráfico 7.8).19 Cabe señalar que los países de la 
región con más años de elecciones competitivas continuas también mues-
tran una mayor confianza el gobierno (gráfico 7.9).

19	 En varios países, los candidatos o partidos fueron elegidos con más del 75% de los 
votos. Estas elecciones no cuentan como competitivas; en esos años, en dichos paí-
ses, el valor de la variable de elecciones competitivas continuas se fija en cero.
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Partidos políticos institucionalizados: cómo aumentar la confianza 
de los ciudadanos en el gobierno

En sentido estricto, los partidos políticos son sencillamente una organiza-
ción como cualquier otra; movilizan a las personas con ideas afines para 
ir en procura de los intereses colectivos de sus miembros, ya se trate de 
música, deportes o religión. Por lo tanto, los partidos políticos son el centro 
del próximo capítulo, que versa sobre la importancia de las organizacio-
nes para la cohesión social y el comportamiento cívico. Sin embargo, los 
partidos políticos se mueven en los límites que existen entre las “institu-
ciones” y las “organizaciones”, ya que están totalmente integrados en las 
instituciones electorales y legislativas mediante las cuales las sociedades se 
gobiernan a sí mismas. Por lo tanto, son esenciales también para los deba-
tes sobre las instituciones y la confianza en el gobierno que integran este 
capítulo.

Gráfico 7.9   �Confianza en el gobierno y elecciones competitivas 
continuadas en América Latina y el Caribe
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Fuente: Cálculos de los autores basados en la DPI (2020) y la Encuesta Mundial de Valores.
Notas: Los datos sobre la confianza provienen de la sexta (2010–14) y la séptima ola (2017–20) de la 
Encuesta Mundial de Valores. Los datos de elecciones competitivas (2010–20) provienen de la DPI. 
Se considera que un año tiene elecciones competitivas cuando tanto las elecciones ejecutivas como 
las legislativas alcanzan la puntuación más alta (7). La muestra está limitada a las observaciones con 
elecciones competitivas según la DPI (2010–20). Cada punto es el promedio simple de las observa-
ciones de cada país para los años 2010–20. Por ejemplo, si un país tiene un valor de 10 el primer año 
y aumenta uno por año, la variable en el gráfico tomaría el valor de 15. Un país con una interrupción 
de las elecciones competitivas podría aún tener un valor elevado, por la forma en que se construye 
la variable. Las líneas punteadas representan los valores promedio en el conjunto de la muestra para 
cada variable. La muestra incluye 11 países de América Latina y el Caribe: Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Ecuador, Haití, México, Nicaragua, Perú, Trinidad y Tobago y Uruguay.
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Los partidos políticos pueden movilizar a los votantes en aras de la 
acción colectiva para promover sus intereses colectivos solo si están orga-
nizados con este fin. Muchos partidos de la región y el mundo no lo están. 
¿Presentan a los votantes una plataforma de políticas fiscales, sociales, 
ambientales y regulatorias que describen cómo se proponen mejorar el 
bienestar colectivo de los votantes? Para que esta plataforma sea creí-
ble, ¿reclutan y promueven candidatos que adhieran a estas preferencias? 
¿Trabajan activamente para aumentar el número de miembros entre los 
ciudadanos que piensan de la misma forma? ¿Difunden sus posiciones 
sobre estas políticas? Un partido con estas características les proporciona 
a los votantes de igual modo de pensar un incentivo para unirse en apoyo 
del partido.

Sin embargo, muchos partidos en países que tienen elecciones compe-
titivas movilizan a los votantes con posiciones clientelistas e individualistas. 
Lejos de disminuir los dilemas de acción colectiva de los votantes, los par-
tidos clientelistas los exacerban. Ofrecen un incentivo individualizado 
—como la compra de su voto— para que abandonen partidos que respon-
den mejor a los intereses colectivos de los votantes como ellos.

Hay evidencia considerable que sugiere que, en presencia de parti-
dos institucionalizados, los intereses de los funcionarios públicos están 
alineados más estrechamente con los de los ciudadanos. Por ejemplo, 
los países que tienen una puntuación más alta en un índice de fortaleza 
de los partidos políticos también crecen mucho más rápido: un aumento 
de 1 punto en el índice, donde casi todos los países tienen puntuacio-
nes entre –3 y 3, produce un incremento promedio del crecimiento del 
ingreso per cápita de 1,4 puntos porcentuales (Bizzarro et al., 2018). 
Los partidos políticos institucionalizados tienen más probabilidades 
de mejorar la calidad de la administración pública, persiguen políticas 
más favorables al desarrollo y son menos susceptibles de distorsionar 
el gasto público antes de las elecciones (Cruz y Keefer, 2015; Hanusch y 
Keefer, 2014; Keefer, 2011).

El índice V-Dem de institucionalización de los partidos captura las 
diferencias entre estos dos tipos de partidos. Para tener éxito en la organi-
zación de ciudadanos que piensan igual en torno a la búsqueda colectiva 
de sus objetivos públicos, los partidos deben contar con las características 
organizacionales específicas que Allen Hicken define en el índice men-
cionado, que se describe en Coppedge et al. (2021). El índice comprende 
indicadores de si los partidos atraen a los votantes sobre la base de inter-
cambios clientelistas, promesas de bienes colectivos locales o posiciones 
de políticas ampliamente programáticas; si poseen plataformas de políti-
cas distintivas y demuestran tener cohesión legislativa; y si cuentan con 
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personal permanente entre las elecciones y sedes de diferentes partes del 
país.20

El índice de institucionalización captura las diferencias entre partidos 
programáticos y clientelistas. Por lo tanto, debería estar correlacionado 
con la antigüedad del partido. Los partidos clientelistas son menos esta-
bles, puesto que cualquier empresario político puede crear un partido 
diseñado para proporcionar beneficios privados a sus miembros; los can-
didatos que tienen éxito en un partido clientelista pueden fácilmente dejar 
el partido y crear el suyo propio. De hecho, los partidos más antiguos 
(medidos por la antigüedad de los partidos políticos de la DPI) tienden a 
estar más institucionalizados tanto en el mundo como en América Latina 
y el Caribe.

En la región, los partidos están mucho menos institucionalizados que 
los de la OCDE, lo que muestra una diferencia de aproximadamente 1 
desviación estándar (gráfico 7.10).21 Al igual que sucede con el índice de 
elecciones limpias, en el índice de institucionalización de los partidos la 
diferencia entre los países de la región que ostentan el puntaje más alto y 
aquellos que tienen un puntaje promedio es similar a la diferencia entre el 
puntaje promedio de la OCDE y el correspondiente a la región.

Los partidos políticos más institucionalizados permiten a los ciudada-
nos actuar colectivamente para exigir rendición de cuentas al gobierno. 
Por lo tanto, deberían aumentar la confianza en el gobierno. En todos los 
años-país con líderes elegidos de manera competitiva, hay una correla-
ción significativa (0,17) entre la institucionalización de los partidos y la 
confianza en el gobierno. De hecho, la correlación para los países de la 
región es varias veces mayor (0,48) (véase el gráfico 7.11). La importan-
cia de esta correlación no se puede subestimar bajo ningún concepto. 

20	 Los partidos que apelan a los intereses privados de los miembros, por definición, 
no les piden que contribuyan a la búsqueda colectiva de metas de políticas públi-
cas amplias. Los partidos que carecen de cohesión legislativa evidentemente no 
demuestran tener una visión única de las políticas públicas que serviría para unir 
a ciudadanos que piensan igual. Si no tienen personal ni presencia en todo el país, 
no pueden contrarrestar fácilmente los incentivos de los ciudadanos para aprove-
charse en lugar de realizar contribuciones individuales a los objetivos colectivos del 
partido.

21	 Esta sección describe las características institucionales de los países por encima y 
más allá de las elecciones competitivas que construyen confianza en el gobierno. 
Por lo tanto, las comparaciones se centran solo en países con elecciones competiti-
vas. Estos están definidos en la Base de Datos de Instituciones Políticas (DPI) como 
países en los que múltiples partidos compiten y ninguno recibe más del 75% de los 
votos. Stein et al. (2006) proporcionan una descripción exhaustiva de las medidas y 
los componentes de la institucionalización de los partidos políticos.
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Gráfico 7.10   �Índice de institucionalización de los partidos: América 
Latina y el Caribe vs. resto del mundo, 2010–20
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de V-Dem.
Notas: Los datos sobre institucionalización de los partidos (2010–20) provienen de la base de datos 
de V-Dem en la Universidad de Gotemburgo. Según la definición de V-Dem, “la institucionalización de 
los partidos se refiere a diversos atributos de los partidos políticos en un país, por ejemplo, el nivel 
y la profundidad de la organización, los vínculos con la sociedad civil, los cuadros de los activistas 
del partido, los simpatizantes del partido en el electorado, la coherencia de las plataformas y las 
ideologías del partido, votaciones que siguen la línea del partido entre los representantes del poder 
legislativo. Una puntuación alta en estos atributos generalmente indica un sistema de partidos más 
institucionalizados”. La muestra se limita a observaciones con elecciones competitivas según la DPI 
(2010–2020). Cada barra es un promedio simple de los datos a nivel de país. El grupo de economías 
avanzadas de la OCDE no incluye los países de América Latina y el Caribe: Chile, Colombia, Costa Rica 
y México. El total de la muestra tiene 135 países, y los que corresponden a América Latina y el Caribe 
son: Argentina, Bolivia, Brasil, Barbados, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Perú, Paraguay, República Dominicana, 
Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.

Incluso en países con elecciones competitivas, la presencia de partidos 
institucionalizados, capaces de representar los intereses colectivos de los 
ciudadanos, está estrechamente asociada con una mayor confianza en el 
gobierno.

Hacia la simbiosis entre instituciones y confianza

Las instituciones pueden mitigar el enorme efecto distorsionador que 
genera la desconfianza tanto en la esfera privada como en la pública, 
entre los agentes económicos y entre los ciudadanos y el gobierno; este 
capítulo analiza algunos de ellos, desde las instituciones externas que vigi-
lan el cumplimiento de normas y contratos (como los tribunales) hasta las 
elecciones y los partidos políticos. En todos los casos, los países de Amé-
rica Latina y el Caribe acusan un rezago considerable en relación con los 
países de la OCDE. Esta debilidad institucional reviste importancia para 
la confianza y el desarrollo. Las instituciones más sólidas se asocian sis-
temáticamente con una mayor confianza y con mejores resultados del 
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desarrollo, a saber, un crecimiento a largo plazo más rápido, menos bús-
queda de rentas y mayor provisión de bienes públicos.

Otras muchas disposiciones institucionales, que no se tratan en este 
capítulo, también pueden construir confianza o contrarrestar la descon-
fianza. En el sector privado, las empresas pueden resolver los litigios 
mediante el arbitraje profesional o a las asociaciones profesionales. Tam-
bién pueden aumentar la confianza en sus productos utilizando a terceros 
que se especializan en verificar la calidad. Sin embargo, no hay evidencia 
de que estos puedan sustituir plenamente a las instituciones externas de 
vigilancia que se consideran aquí.

Esta es solo una revisión parcial de las instituciones del Estado que 
pueden neutralizar la desconfianza. Aborda, pero no profundiza, en el 
papel que cumplen los organismos regulatorios para construir confianza 
entre empresas y ciudadanos. Se trata de un tema importante en sí mismo, 

Gráfico 7.11   �Confianza e institucionalización de los partidos políticos en 
América Latina y el Caribe
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Fuente: Cálculos de los autores basados en datos de V-Dem y la Encuesta Mundial de Valores.
Notas: Los datos sobre la institucionalización de los partidos (2010–20) provienen de la base de datos 
de V-Dem en la Universidad de Gotemburgo. Según la definición de V-Dem, “la institucionalización de 
los partidos se refiere a diversos atributos de los partidos políticos en un país, por ejemplo, el nivel 
y la profundidad de la organización, los vínculos con la sociedad civil, los cuadros de los activistas 
del partido, los simpatizantes del partido en el electorado, coherencia de las plataformas y las 
ideologías del partido, votaciones que siguen la línea del partido entre los representantes del poder 
legislativo. Una puntuación alta en estos atributos generalmente indica un sistema de partidos más 
institucionalizados”. Los datos sobre la confianza provienen de la sexta (2010–14) y la séptima ola (2017–
20) de la Encuesta Mundial de Valores. La muestra se limita a observaciones con elecciones competitivas 
según la DPI (2010–20). Cada punto es el promedio simple de las observaciones de cada país para los 
años 2010–20 y 2010–2020, el eje X y el eje Y, respectivamente. Las líneas punteadas representan los 
valores promedio en el conjunto de la muestra para cada variable. El total de la muestra abarca 11 países 
de América Latina: Argentina, Bolivia, Brasil, Barbados, Chile, Colombia, Ecuador, Haití, México, Trinidad 
y Tobago y Uruguay.
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ya que dichos organismos pueden reducir la confianza de los ciudadanos 
si son abusivos y extraen rentas en lugar de hacer cumplir las regulacio-
nes que mejoran el bienestar de los ciudadanos. Estos comportamientos 
abusivos por parte de los reguladores es más probable que ocurran si los 
ciudadanos están mal preparados para exigir que el gobierno rinda cuen-
tas de cómo sirve sus intereses colectivos.

Asimismo, el capítulo deja de lado los mecanismos de control institucio-
nales de balances y contrapesos que restringen las acciones oportunistas 
en la toma de decisiones de políticas y, por lo tanto, también aumentan 
la confianza.22 Una vez más, no obstante, la eficacia de los mecanismos 
de control probablemente dependa de los incentivos de los actores que 
los gestionan. Es poco probable que los legisladores que no son elegidos 
de manera competitiva en elecciones limpias y que no se organizan en 
partidos políticos institucionalizados controlen al ejecutivo y lo restrinjan 
de adoptar medidas contrarias a los intereses ciudadanos. De la misma 
manera, el capítulo no analiza la facilidad con la que los recién llegados al 
escenario político pueden desafiar a los políticos ya establecidos, aunque 
la amenaza de su entrada puede limitar la conducta oportunista de los 
políticos y, de esta manera, incrementar la confianza.23

Los fiscales y los organismos de auditoría son otras entidades que rea-
lizan controles y crean balances dentro del gobierno. Estos aseguran a 
los ciudadanos que algunas conductas indebidas del gobierno serán san-
cionadas si los propios ciudadanos no son capaces de movilizarse para 
protestar. También proporcionan a los ciudadanos información que de otra 
manera no habrían obtenido, y así contribuyen a generar confianza en el 
sistema. Sin embargo, una vez más, estas instituciones no son un sustituto 
de las que se enfocan aquí, a saber, las elecciones limpias y los partidos 
institucionalizados. Cuando los ciudadanos tienen una capacidad limitada 
de movilizarse colectivamente y representarse a sí mismos, los políticos 
pueden imponer más limitaciones a las actividades de los fiscales y audi-
tores, y de los organismos de regulación.

22	 Keefer y Stasavage (2003) muestran que los mecanismos de control refuerzan la 
independencia de los bancos centrales, lo que les permite adoptar políticas que dis-
minuyen la inflación.

23	 Sattler (2013) observa que la desconfianza de los inversionistas en las políticas 
públicas que afectan a las empresas debería manifestarse en precios más bajos de 
las acciones. A partir de evidencia de 205 elecciones realizadas en diferentes paí-
ses, Sattler muestra que la elección de gobiernos menos favorables a las empresas 
genera caídas a corto plazo en el mercado bursátil, pero solo en el caso de países 
con bajas barreras a la entrada de nuevas empresas. En esos países, la amenaza de 
la entrada limita las grandes oscilaciones de política pública.
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El análisis apunta a que las prioridades deberían centrarse en la cons-
trucción de instituciones. La evidencia muestra de modo convincente 
que la resolución eficiente, rápida y predecible de los litigios por parte 
del sistema judicial tiene un efecto catalítico considerable en la actividad 
económica. En el sector público, es tentador centrar las reformas en el for-
talecimiento de la administración pública y los organismos de auditoría: 
cuanto más receptiva sea la primera y más vigorosos sean estos últimos, 
más podrán confiar los ciudadanos en el gobierno. El experimento Trustlab 
patrocinado por la OCDE en seis países pertenecientes a dicha Organi-
zación descubrió que la percepción de la integridad del gobierno es el 
determinante más importante de la confianza en el gobierno (Murtin et 
al., 2018). Sin embargo, la confianza en el gobierno se construye sobre una 
base institucional que consiste en procesos electorales y partidos. Cuando 
la confianza generalizada es baja y la capacidad de los ciudadanos para 
actuar de forma colectiva es débil, resulta menos probable que los fun-
cionarios públicos respeten la independencia de los fiscales y auditores. 
Por lo tanto, el fortalecimiento de los procesos electorales y los partidos 
políticos es una preocupación de primer orden, particularmente en los 
contextos de baja confianza.

Sin embargo, cabe hacer una advertencia. La confianza y las institu-
ciones son complementarias (Bartling et al., 2021). Aunque instituciones 
como los sistemas judiciales independientes y los partidos políticos ins-
titucionalizados construyen confianza en el gobierno y en las personas, 
también son más difíciles de sostener cuando la confianza interpersonal 
y la confianza en el gobierno son débiles. La moralidad generalizada (un 
concepto amplio, congruente con la confianza interpersonal y las normas 
de comportamiento cívico) establece las bases de instituciones que fun-
cionen bien (Tabellini, 2008a). En un sentido más optimista, los líderes 
pueden cambiar las normas para bien o para mal (Acemoglu y Jackson, 
2015). Los líderes de alta calidad alientan a las instituciones a castigar las 
conductas oportunistas, lo cual mejora la confianza generalizada. Los líde-
res de baja calidad hacen lo contrario. El próximo capítulo planteará que 
cuando la confianza es baja y la organización de los ciudadanos enfrenta 
grandes obstáculos, la acción colectiva se torna más débil y las institucio-
nes son más frágiles. Un enfoque que se centra en la reforma institucional 
no puede ignorar la necesidad de reforzar la confianza de los ciudadanos 
también por otros medios.
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La región lucha por definir y defender sus contratos sociales y por ampliar 
los beneficios y obligaciones de la ciudadanía. Estas tareas inherentemente 
colectivas suponen un reto para las sociedades atomizadas. Las organizaciones 
—administración pública, partidos políticos, sociedad civil— superan los 
obstáculos de la atomización, pero son débiles en la región: fortalecer el 
contrato social en América Latina y el Caribe exige organizaciones más 
robustas.

En 2019, cientos de miles de manifestantes se lanzaron a las calles de 
América Latina para exigir un nuevo contrato social, es decir, un nuevo 
acuerdo sobre los derechos y responsabilidades de los ciudadanos. Sin 
embargo, ¿de qué sirve un nuevo contrato social si no se vigila su cum-
plimiento? El control del cumplimiento del contrato social se enfrenta a 
un enorme dilema de acción colectiva. En todas partes, los ciudadanos 
prefieren los beneficios que otorga la existencia de un contrato social al 
trabajo que se requiere para defenderlo o cumplir con las responsabilida-
des que ese contrato implica. El control es un problema menor cuando los 
vínculos de la ciudadanía son sólidos y los ciudadanos suscriben el senti-
miento expresado por Muhammad Ali: “El servicio a otros es la renta que 
pagas por tu cuarto aquí en la tierra”.1 Desafortunadamente, y sobre todo 
en los países donde hay gran desconfianza y los vínculos de ciudadanía 
están deteriorados, el control social y la vigilancia del cumplimiento de 
dicho contrato adquiere una importancia fundamental. En este capítulo 
se sostiene que cuando los ciudadanos son empoderados para actuar de 
manera colectiva, es más probable que apoyen y defiendan un contrato 

La organización, la ciudadanía 
y el contrato social

1	 Véase el enlace https://www.usatoday.com/story/sports/boxing/2016/06/03/muha 
mmad-ali-best-quotes-boxing/85370850/.

https://www.usatoday.com/story/sports/boxing/2016/06/03/muhammad-ali-best-quotes-boxing/85370850/
https://www.usatoday.com/story/sports/boxing/2016/06/03/muhammad-ali-best-quotes-boxing/85370850/
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social robusto. La acción colectiva rara vez es espontánea y suele necesi-
tar que haya organizaciones que ayuden a los ciudadanos a solucionar los 
dilemas de acción colectiva que socavan los contratos sociales. Lamen-
tablemente, las organizaciones de América Latina y el Caribe, desde los 
grupos de la sociedad civil y los partidos políticos hasta la propia adminis-
tración pública, son débiles.

Las preocupaciones sobre el civismo, la acción colectiva y las institu-
ciones no son nuevas ni exclusivas de la región. El filósofo y economista 
político francés de comienzos del siglo XIX, Alexis de Tocqueville, expresó 
su temor de que los individuos atomizados ignorarían la política y la gober-
nanza de sus sociedades, y así se socavaría el consenso sobre el cual debe 
basarse cualquier Estado (Lipset, 1960). A Tocqueville le preocupaba que 
“cada ciudadano (...) se aislara de la masa de sus semejantes y se recluyera 
en el círculo de la familia y los amigos; con esta pequeña sociedad formada 
a su medida, dejaría fácilmente la sociedad más amplia para que esta 
cuide de sí misma” (de Tocqueville 1969: 506). De Tocqueville expresaba 
el mismo sentimiento que Muhammad Ali manifestaría varias generaciones 
más tarde, a saber, que un elemento esencial de la ciudadanía es el “interés 
propio ilustrado (o bien entendido)”, la voluntad de sacrificar los intereses 
personales por el bien común (Goldstein, 1964: 43).

De Tocqueville describe cómo el parasitismo (free-riding) socava la 
tarea colectiva de elaborar y mantener el contrato social, que se halla 
incorporado en leyes, regulaciones y normas sociales informales. Dicho 
contrato sirve los intereses ciudadanos y proporciona un marco para que 
los ciudadanos actúen colectivamente con el fin de asegurar que su cons-
trucción y su cumplimiento mejoren su bienestar general. Si no actúan 
de forma colectiva, las leyes, regulaciones y normas sociales informales 
pueden ser capturadas por grupos más pequeños que utilizan el contrato 
social para la consecución de sus propios intereses. Desafortunadamente, 
como señaló Mancur Olson (1965), los ciudadanos no tienen ningún incen-
tivo para participar en este tipo de esfuerzos colectivos. Les conviene más 
el parasitismo, a saber, confiar en que otros emprenderán las tareas colec-
tivas mientras que ellos buscan vacíos legales y atajos, ignoran las normas 
sociales o hacen la vista gorda cuando las normas sociales se transgreden.

Cuando los vínculos entre los ciudadanos son débiles y la confianza 
en que otros cumplirán el contrato social es baja, los ciudadanos mues-
tran el comportamiento que preocupaba a de Tocqueville: se conforman 
con contratos sociales limitados, que ofrecen escasos derechos y crean 
pocas obligaciones. En consonancia con su falta de confianza mutua y en 
las instituciones —en pocas palabras, su aprehensión en relación con la 
vigilancia del cumplimiento del contrato social—, los ciudadanos de toda 
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América Latina y el Caribe no apoyan los derechos amplios de los demás 
(por ejemplo, las políticas redistributivas) y a menudo se desentienden de 
sus responsabilidades cívicas, a juzgar por las altas tasas de corrupción e 
informalidad de la región.

Este capítulo y los anteriores describen los elementos interrelaciona-
dos del ecosistema que sostienen los contratos sociales. Estos elementos 
se basan en una relación triangular entre confianza, acción colectiva y 
civismo (gráfico 8.1). La baja confianza vuelve más difícil la acción colec-
tiva y deteriora los vínculos de civismo; la ausencia de organizaciones para 
solucionar los dilemas de acción colectiva disminuye la confianza de los 
ciudadanos entre sí y la conducta característica de los altos niveles de 
civismo; a su vez, los vínculos de ciudadanía lánguidos desalientan la con-
ducta cívica, lo cual socava la confianza y debilita la acción colectiva. Sin 
los tres componentes, el ecosistema falla. A medida que estos elementos 
mejoran, los contratos sociales se vuelven más completos y robustos.

Confianza, ciudadanía y acción colectiva: piedra angular del 
contrato social

Los bienes públicos y las transferencias de algunos ciudadanos a otros son 
una parte sustancial del funcionamiento del contrato social, que describe 
los derechos y obligaciones de cada ciudadano. El cumplimiento com-
pleto del contrato es clave, ya que todos los ciudadanos tienen incentivos 
para obtener los beneficios e ignorar sus obligaciones. La confianza y el 
civismo pueden superar estos incentivos. Si los ciudadanos son confiados 
y confiables, supondrán que otros contribuirán a los bienes públicos y se 
comprometerán. Si los niveles de civismo son altos, los ciudadanos tienen 

Gráfico 8.1   El ecosistema del contrato social

Civismo

Confianza

Contrato
social 

Acción
colectiva

Fuente: Elaboración de los autores.
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un mayor sentido de las obligaciones mutuas y, por lo tanto, una mayor 
disposición a apoyar la provisión de bienes públicos.

Hay amplia evidencia que sostiene la lógica que vincula civismo, con-
fianza y acción colectiva. Keefer et al. (2019) identifican el efecto de los 
vínculos sociales en la acción colectiva para proporcionar bienes públicos 
en los mercados populares de Perú. Los autores observan que en los mer-
cados donde los fundadores disfrutaban de vínculos sociales más fuertes, 
el cumplimiento consiguiente de las normas internas era más sólido y era 
más probable que los mercados hubieran emprendido las acciones colecti-
vas necesarias para construir la infraestructura clave del lugar (iluminación, 
techos, etc.). En China, la pertenencia a un clan aumenta la probabilidad 
de que el individuo inicie una actividad empresarial. Individualmente, los 
empresarios están expuestos a la depredación por parte de funcionarios 
públicos locales corruptos. Sin embargo, cuando las personas están res-
paldadas por un clan, que aumenta la posibilidad de que sus miembros se 
movilicen colectivamente para resistir a esa depredación, se enfrentan a 
menos obstáculos para la iniciativa empresarial (Zhang, 2019).

Es más probable que los gobiernos proporcionen bienes públicos 
cuando los ciudadanos pueden actuar de manera colectiva para rempla-
zar a las autoridades establecidas que siguen políticas inadecuadas y para 
recompensar a aquellos que implementan políticas mejores (véanse los 
capítulos 4 y 7) (Keefer, Scartascini y Vlaicu, 2018; 2020a). Sin embargo, 
como es habitual, todos los ciudadanos tienen un incentivo para aprove-
charse de los esfuerzos que hacen los demás al fiscalizar el desempeño 
del gobierno. Una vez más, los vínculos sociales y el capital social reducen 
el parasitismo. Las conexiones sociales ayudan a los ciudadanos a coor-
dinarse para reemplazar a los políticos con malos resultados (Arias et al., 
2019). En los países donde el capital social es alto, es más probable que 
el electorado juzgue a los políticos por su capacidad de aumentar el bien-
estar social y no solo por su capacidad de mejorar su bienestar individual 
(Nannicini et al., 2013).2 La evidencia señala que el capital social mejora 
verdaderamente el bienestar económico y el desempeño de las institucio-
nes políticas.

La encuesta Latinobarómetro 2020 ofrece amplia evidencia de que las 
personas que confían más en la capacidad de su barrio para actuar colec-
tivamente también se muestran más confiadas, y más dispuestas a apoyar 
los bienes públicos y a contribuir a ellos; también, eventualmente, tienen 

2	 Existe otra vertiente de la literatura que ha vinculado la cultura con el desempeño de 
las instituciones políticas; por ejemplo, Martínez-Bravo et al. (2017); Bisin y Verdier 
(2017); Boranbay y Guerriero (2019).
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más fe en el gobierno y la democracia. La encuesta pregunta a los partici-
pantes acerca de la probabilidad de que su barrio pueda reunir 500 firmas 
para una petición que solicita al gobierno mejorar las aceras y calles del 
barrio. Se trata de una acción colectiva nada trivial, y la confianza en la 
capacidad del barrio para emprenderla debería reflejar el tipo de contrato 
social que los encuestados prefieren y su disposición a apoyarlo.

Los gráficos 8.2 y 8.3 comparan las respuestas de los participantes 
que creen que su barrio puede reunir 500 firmas con las de aquellos que 
no lo creen. Cuando se les pregunta si los recursos públicos para mejorar 
la seguridad pública deberían asignarse a la policía o, al contrario, distri-
buirse entre los hogares para que velen por su propia protección, aquellos 
que creen más en la acción colectiva del barrio prefieren la opción de la 
policía. También es más probable que digan que si fueran víctimas de un 
delito menor, lo denunciarían a la policía. Estos encuestados también se 
comprometen más en la construcción del contrato social: es más probable 
que trabajen en un asunto de importancia para la comunidad y participen 

Gráfico 8.2   Acción colectiva, confianza y apoyo a los bienes públicos
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Nota: Las barras representan la diferencia de porcentaje para cada submuestra en una determinada 
pregunta sobre los bienes públicos, entre el grupo de encuestados que respondieron “sí” a la pregunta 
sobre la acción colectiva en relación con la probabilidad de reunir 500 firmas, y el grupo que contestó 
que no era probable que las reunieran. La variable de acción colectiva de la probabilidad de reunir 500 
firmas se basa en la pregunta: “Muchas aceras y calles de la ciudad están en mal estado. Imagine que 
el gobierno entrega a los barrios recursos para el mantenimiento a aquellos vecinos que presentan 
una petición con 500 firmas. ¿Cuán probable cree usted que sería que su barrio reuniera 500 firmas 
para esa petición?”. Las respuestas fueron agregadas en la categoría “Sí” en caso de “Muy probable” o 
“Algo probable”; y en la categoría “No” en caso de “Escasa probabilidad” o “Ninguna probabilidad”. Cada 
submuestra proveniente de las variables de los bienes públicos (por ejemplo, recursos para la policía, 
dispuestos a manifestarse contra la corrupción, etc.), se ha fijado en un 100%.
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en una marcha o manifestación contra la corrupción. De hecho, están más 
dispuestos a manifestarse a propósito de diversos problemas, por ejem-
plo, mejorar la salud y la educación, defender los derechos democráticos 
o responder al cambio climático.

El gráfico 8.3 demuestra la relación entre confianza en la acción colec-
tiva del barrio y una mayor confianza en los demás y en el gobierno; la 
confianza interpersonal y una preferencia por la democracia son significa-
tivamente más altas entre quienes creen que su barrio podría reunir 500 
firmas. Es más probable que esas personas consideren que el gobierno 
local los escucharía si le plantearan un problema relacionado con el barrio.

No existen bases de datos amplias a nivel de país con información 
sobre la acción colectiva similares a los de la pregunta relacionada con 
las 500 firmas. Sin embargo, los datos presentados en el capítulo 4 ilus-
tran la estrecha conexión que hay en diferentes países entre confianza 
interpersonal y provisión de bienes públicos —salud y educación—, 

Gráfico 8.3   Acción colectiva y confianza
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disposición a manifestarse contra la corrupción, etc.), se ha fijado en un 100%.
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y la acción colectiva para monitorear la corrupción y la calidad de la 
regulación.

La confianza interpersonal está significativamente correlacionada con 
la provisión de servicios de salud y educación, así como con el control de 
la corrupción. Los ciudadanos condenan de forma universal las prácticas 
ilegales como los sobornos a cambio de obtener un servicio público, pero 
su capacidad limitada para actuar colectivamente obstaculiza sus posibi-
lidades de reducir estas prácticas. Por ejemplo, la corrupción acabaría si 
cada ciudadano se negara a pagar un soborno, pero cada persona prefiere 
caer en dicha práctica con el fin de obtener un servicio público que valora 
más que el cohecho (You, 2018). También desean un mundo en el que 
la calidad de la regulación pública sea alta, pero escogen aprovecharse 
de los esfuerzos de los demás para que supervisen esa calidad. La con-
fianza interpersonal está asociada significativamente con una regulación 
de mayor calidad, lo que refleja el papel esencial que desempeña para 
resolver los dilemas de acción colectiva.

Incluso a nivel del barrio, es poco probable que la acción colectiva sea 
espontánea; normalmente requiere cierto nivel de organización del propio 
barrio, incluidos líderes que monitoreen el esfuerzo de los vecinos y que 
llamen a las puertas de aquellos que no participen. En términos más gene-
rales, las organizaciones constituyen un punto de entrada crucial en la 
relación triangular entre confianza, acción colectiva y ciudadanía. Cuando 
son robustas, facilitan a los ciudadanos la acción colectiva para vigilar el 
cumplimiento del contrato social y aumentar la confianza de los ciudada-
nos de que los demás respetarán dicho contrato.

Las organizaciones: apoyo al contrato social

Las organizaciones son esenciales para promover la acción colectiva en 
prácticamente todos los aspectos del contrato social. La acción colec-
tiva sólida depende de la organización del grupo: ¿los líderes controlan el 
parasitismo, los miembros del grupo seleccionan a líderes que disuaden 
del parasitismo y pueden sustituir a los líderes que ejercen la autoridad 
para favorecer sus intereses privados en lugar de los intereses del grupo? 
(Ostrom, 2000). Hay tres tipos de organizaciones que son particularmente 
relevantes para el contrato social. Todas son significativamente más débiles 
en América Latina y el Caribe que en los países de la OCDE. Una es la admi-
nistración pública. En última instancia, en todas las sociedades modernas 
la administración pública es responsable de la implementación de muchos 
elementos del contrato social que están incorporados en reglas y regu-
laciones formales. La administración pública asegura que los ciudadanos 
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reciban lo que se les debe en el marco del contrato y que cumplan con sus 
obligaciones.

En segundo lugar, se encuentran los partidos políticos. Los ciudada-
nos desean que la administración pública lleve a cabo sus tareas y vigile el 
cumplimiento del contrato social. No suelen supervisar directamente a la 
administración pública, sino que dependen de los políticos, que tienen una 
responsabilidad directa para asegurar que el sector público sea efectivo. 
Sin embargo, la supervisión ciudadana de los políticos suele ser incom-
pleta. Cuando es débil, los políticos están menos interesados en apoyar 
una administración pública que funciona bien y es más probable que se 
desentiendan de sus responsabilidades de supervisión. Si actúan colecti-
vamente, los ciudadanos pueden ejercer presión sobre los políticos para 
asegurar una administración pública que funcione bien. Los partidos polí-
ticos son una de las principales organizaciones que pueden disminuir los 
costos de la acción colectiva de los ciudadanos para exigir que el gobierno 
rinda cuentas de su desempeño.

El tercer lugar lo ocupan las organizaciones de la sociedad civil (OSC). 
Gracias a ellas, los ciudadanos que piensan de la misma manera pueden 
lograr objetivos colectivos que comprenden desde el apoyo a las artes 
hasta el activismo a favor del trabajo de beneficencia o las actividades 
deportivas. Los sindicatos, las asociaciones de empleadores y las cáma-
ras de comercio son otras OSC que solucionan los problemas de acción 
colectiva de los trabajadores y las empresas. A diferencia de los partidos 
políticos, ninguna de estas organizaciones tiene un rol formal directo en 
la formación ni en la conducción del gobierno. No nombran candidatos 
para puestos políticos. Sin embargo, muchas misiones de las OSC están 
directamente relacionadas con el contrato social, a saber, presionan para 
que el contrato se reforme o para que se implemente de una manera más 
acorde con los intereses de los miembros de las organizaciones. En los 
países donde las OSC son más sólidas y más capaces de resolver los pro-
blemas de acción colectiva de los ciudadanos, es más habitual que estos 
últimos tengan una conducta cívica.

La administración pública: un pilar inestable del contrato social

Aunque no se suele describir de esta manera, la administración pública 
existe para superar los problemas de acción colectiva a los que se enfren-
tan los ciudadanos para asegurar la implementación del contrato social. 
Los ciudadanos dependen de ella para velar por el cumplimiento de las 
obligaciones del contrato social, es decir, pagar impuestos, respetar las 
regulaciones o abstenerse de conductas oportunistas en las interacciones 
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con otros ciudadanos. También dependen de la administración pública 
para distribuir los beneficios contemplados en el contrato social, a saber, 
el uso eficiente de las contribuciones para proporcionar bienes públicos 
que abarcan desde la educación y la salud hasta la defensa nacional. Los 
gobiernos desempeñan un papel tan fundamental en la solución de los 
problemas de acción colectiva de los ciudadanos que el principal obje-
tivo de los partidos políticos y de muchas OSC consiste en coordinar los 
esfuerzos de los ciudadanos para supervisar las decisiones de la adminis-
tración pública.

Sin embargo, la administración pública es ante todo una organización. 
Soluciona los problemas de los ciudadanos solo si está sistematizada para 
llevar a cabo esta misión. ¿Se comprometen los líderes a servir el interés 
público? ¿La organización contrata y promueve a las personas dedicadas 
y capaces de emprender esta misión y les paga en función de su éxito? 
¿Destina un presupuesto y asigna recursos para servir de forma eficiente 
los intereses colectivos de los ciudadanos? Una de las características más 
importantes, aunque intangible, de una organización es si promueve la 
confianza. Si los empleados no confían entre sí, la colaboración es difícil, 
aunque las organizaciones existen precisamente para promover la cola-
boración. Cuando los líderes y los empleados desconfían unos de otros, el 
costo y la dificultad de motivar a los empleados se disparan.

No obstante, en lugar de servir el interés público a menudo la admi-
nistración pública parece estar al servicio de sus propios intereses. 
El personal del sector público tiene una remuneración mayor que su con-
traparte del sector privado, sobre todo en los países más pobres, donde 
los problemas de gobernanza (una débil supervisión del cumplimiento del 
contrato social) son más graves (Finan, Olken y Pande, 2015). Con datos 
de encuestas de hogares de 68 países de todo el mundo, Gindling et al. 
(2020) observan que las primas salariales en gran parte desaparecen si los 
trabajadores del sector público se comparan solo con los empleados del 
sector privado formal, aunque esta no es la comparación más significa-
tiva en una región de alta informalidad. Si se pone el foco específicamente 
en América Latina y se contrasta el personal del sector público con el del 
sector privado, se puede apreciar que el trabajador promedio del primero 
gana más y que esa diferencia ha ido aumentando a lo largo del período 
1992–2007 (Mizala, Romaguera y Gallegos, 2011). Los trabajadores más 
calificados del sector público (aquellos con más probabilidades de con-
tribuir significativamente a la misión del sector) son la excepción a este 
patrón. Lamentablemente, se enfrentan a una penalización salarial. La bre-
cha salarial público-privada no está relacionada con los indicadores de la 
efectividad del gobierno.
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Las evaluaciones internacionales demuestran que el desempeño del 
sector público es relativamente bajo en América Latina y el Caribe. Una 
gran cantidad de evidencia focalizada en la región resalta las carencias 
organizacionales, incluidos los bajos niveles de confianza entre funciona-
rios y managers, lo cual limita la capacidad de la administración pública 
para servir los intereses colectivos de los ciudadanos.

En el capítulo 4 y otras secciones del libro se muestran los indicado-
res de calidad de la administración pública más ampliamente utilizados: el 
control de la corrupción y la calidad regulatoria en los WGl. Cada índice 
oscila entre –2,5 y 2,5. En 2019 la puntuación promedio de los países en 
América Latina y el Caribe se acercaba a –0,20 para cada uno de los dos 
indicadores (-0,15, con exclusión de Haití); para la OCDE (menos los cuatro 
países de América Latina y el Caribe que la integran) es de aproximada-
mente 1,3 para cada uno de los indicadores. La diferencia es enorme. Al 
agregar los dos grupos de países (OCDE y América Latina y el Caribe) la 
desviación estándar de las puntuaciones es aproximadamente 1 y la dife-
rencia en los promedios entre los dos grupos se acerca a 1,5 desviaciones 
estándar. Hay 63 países fuera de América Latina y el Caribe y de la OCDE 
que tienen valores en el índice superiores al promedio de América Latina 
y el Caribe.

El nivel de financiamiento y el contenido de las políticas públicas sin 
duda ayudan a explicar las diferencias en la calidad de la administración 
pública de diferentes países. Sin un financiamiento adecuado, las adminis-
traciones públicas no pueden llevar a cabo su mandato para hacer cumplir 
el contrato social. Si el contrato social en sí mismo no está suficientemente 
especificado (y se muestra permisivo ante la búsqueda de rentas por parte 
de los funcionarios públicos y tolerante ante la baja calidad regulatoria), 
incluso las administraciones públicas que llevan a cabo sus funciones no 
alcanzarán buenos resultados en estos ámbitos.

El hecho de que los trabajadores del sector público en promedio reci-
ban el mismo salario o un salario superior al de sus contrapartes del sector 
privado sugiere que los recursos no son el único obstáculo para la cali-
dad de la administración pública. La organización también es clave. La 
administración pública no alcanza sus objetivos cuando los directivos y los 
empleados no asumen el objetivo de servicio público y cuando los líderes 
son incapaces de controlar el parasitismo de los empleados. Las encuestas 
y los análisis de las organizaciones del sector público de América Latina y 
el Caribe indican que los procesos de toma de decisiones no están organi-
zados para centrarse en el bienestar colectivo de los ciudadanos.

¿En qué medida la administración del sector público en América Latina 
y el Caribe está orientada hacia la producción de resultados que beneficien 
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a los ciudadanos? La administración basada en resultados es una de las 
muchas iniciativas emprendidas por los países deseosos de mejorar su 
ejecución. Incorpora cinco pilares, entre ellos: la planificación y los presu-
puestos orientados en función de resultados, las herramientas y normas 
de la administración financiera de los proyectos, y el monitoreo y la eva-
luación. Según un ejercicio de evaluación llevado a cabo por el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), en una escala de 0 a 5 en cada una de 
las cinco dimensiones, el promedio de la región en 2013 fue inferior a 3, y 
dejó entrever graves defectos en la planificación orientada a resultados, los 
presupuestos basados en resultados, la administración financiera del sec-
tor público, la administración de programas y proyectos, y el monitoreo y 
la evaluación (Kaufmann, Sanginés y García Moreno, 2015). Evidentemente, 
las organizaciones del sector público de la región no supervisan ni coor-
dinan estrechamente los esfuerzos de los empleados para aumentar el 
bienestar de los ciudadanos. Sobre la base de una evaluación de los siste-
mas de gestión de los recursos humanos en la mayoría de los países de la 
región, en varias dimensiones que incluían el mérito y la eficiencia, en 2013, 
la mayoría de los países arrojaba una puntuación inferior a 50 en un índice 
de 100 puntos; solo dos países tenían una puntuación superior a 60 y nin-
guno se situaba por encima de los 70 (Cortázar Velarde et al., 2014).

La ausencia de confianza es un obstáculo enorme para una organiza-
ción efectiva. Si los empleados del sector público no confían en los líderes 
de sus organizaciones, no esperarán que esos líderes gestionen sus recur-
sos humanos y financieros en el cumplimiento de la misión de servicio 
público de la organización. Esto disminuye la motivación y aumenta el 
problema del parasitismo: ¿por qué esforzarse en trabajar para cumplir 
la misión cuando los demás no lo hacen y, por lo tanto, es probable que 
la misión fracase? Cuando los empleados del sector público no confían 
en sus pares del sector público los incentivos para colaborar se desvane-
cen, lo cual atenta contra la empresa colectiva. En resumen, al igual que 
todas las organizaciones, el sector público tiene dificultades para lograr su 
misión cuando el liderazgo y el personal exhiben baja confianza.

La desconfianza es un gran problema en la administración pública 
—y en los trabajadores del sector público— de la región. La Encuesta del 
Sector Público del BID aplicada en 2020 (Keefer, Perilla y Vlaicu, 2020) 
a funcionarios públicos de la región documenta altos niveles de descon-
fianza. La encuesta recogió las respuestas de 2.155 personas de 18 países 
de América Latina y el Caribe que habían participado en los Diálogos de 
Política Regional con el BID. Todas estaban en ese momento empleadas en 
el sector público, o lo habían estado. En promedio, solo el 51% declaró que 
confiaba en sus compañeros de trabajo, mientras que solo el 26% expresó 
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confianza en los funcionarios públicos en general. Schuster et al. (2020) 
preguntaron a una muestra grande y representativa de funcionarios públi-
cos chilenos sobre la confianza en sus pares, en sus superiores directos y 
en los managers de rango superior (directivos). Dado que Chile tiene uno 
de los sectores públicos más efectivos de la región, no es de extrañar que 
la confianza sea mayor que en la muestra general. Sin embargo, más de 
una tercera parte de los encuestados no creían que podían confiar en sus 
compañeros o en sus directivos superiores. Solo el 46% declaró que se 
podía confiar en los managers de alto rango.

Un gran desafío para cualquier organización consiste en contratar y pro-
mover a las personas que más fomentan las metas organizacionales, es decir, 
contar con una gestión meritocrática de los recursos humanos.3 En el sec-
tor público, los principios meritocráticos implican seleccionar y promover a 
las personas más calificadas para beneficio del interés público. Sin embargo, 
como ya se ha señalado, en un contexto caracterizado por la desconfianza las 
conexiones personales se valoran más: las empresas eligen delegar en miem-
bros de la familia menos capaces que en personas más competentes, pero 
que no pertenecen a la familia (véase el capítulo 3). En el sector público, esta 
misma dinámica asume la forma de una preferencia por las decisiones basa-
das en el clientelismo en lugar de las de un personal meritocrático.

Por lo tanto, en el sector público la confianza debería asociarse con la 
gestión del personal meritocrático. Keefer, Perilla y Vlaicu (2020) propor-
cionan evidencia novedosa al respecto utilizando la Encuesta del Sector 
Público del BID. En aquellos países de la región que Kaufmann, Sangi-
nés y García Moreno (2015) clasifican como meritocráticos, la confianza 
de los encuestados en otros empleados públicos es casi el doble de alta: 
el 39% señala que confían en otros empleados públicos, en comparación 
con el 21% correspondiente a los sistemas no basados en el mérito. La dife-
rencia en la confianza interpersonal expresada por los participantes de la 
encuesta también es grande, y equivale a casi 8 puntos porcentuales.

Además de la confianza, la ciudadanía también es clave en la organi-
zación del sector público. En dicho sector, la ciudadanía asume la forma 
de motivación prosocial, es decir, la motivación intrínseca para mejorar el 
bienestar social. Es preciso insistir en la importancia de la motivación pro-
social. Los funcionarios públicos disfrutan necesariamente de una notoria 
discrecionalidad en cuanto a la forma de implementar el contrato social, 

3	 Véase, por ejemplo, Muñoz y Prem (2020), que utilizan una reforma del servicio civil 
en Colombia para demostrar que los directores de escuela contratados en el marco 
de un proceso más competitivo y transparente eran más efectivos, con efectos posi-
tivos importantes en el aprendizaje de los alumnos.
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desde la vigilancia policial, la educación y la regulación hasta la atención 
de la salud y las auditorías tributarias. En ausencia de una motivación 
prosocial, es más probable que se abuse de la discrecionalidad, lo cual 
daña el desempeño del sector público y reduce la confianza pública en el 
gobierno. Banuri et al. (2018) encuentran evidencia del alcance de la moti-
vación prosocial en experimentos realizados con personal de salud del 
sector público. Los participantes podían ocuparse de pacientes pobres, 
que requerían más tiempo y esfuerzo, o dedicarse a pacientes más ricos, 
que eran más fáciles de tratar. Quienes solo trataran a pacientes más ricos 
podrían ganar más dinero. Sin embargo, la proporción de personas pobres 
atendidas por trabajadores de la salud más intrínsicamente motivados 
para servir a los pobres demostró ser un tercio más alta que el porcen-
taje de personas pobres atendidas por profesionales menos motivados. 
El impacto de la motivación intrínseca para servir a los pobres fue mayor 
que el impacto de una prima monetaria por servir a pacientes pobres.

La única encuesta amplia de funcionarios públicos de la región que 
captura su prosocialidad —su nivel de ciudadanía— fue emprendida por 
Schuster et al. (2020) en Chile.4 Una vez más, dada la relativa efectividad de 
la administración pública chilena, es poco probable que las respuestas sean 
representativas de los funcionarios públicos de la región. En efecto, la esca-
sez de encuestas efectuadas en la región sugiere una falta de preocupación a 
propósito de la motivación y el desempeño de los funcionarios públicos, que 
es sintomática de bajos niveles de confianza y ciudadanía. Sin embargo, la 
encuesta aplicada en Chile resulta alentadora: cerca del 80% de los encues-
tados se mostró de acuerdo con estas afirmaciones: “Estoy dispuesto a hacer 
sacrificios por el bien de la sociedad”; “Siento un fuerte arraigo con el servicio 
público”; y “Los valores de la función pública son muy similares a los míos”. 
Un porcentaje menor, el 70%, se manifestó de acuerdo con la afirmación “Ser 
funcionario público es una parte central de mi identidad”.

La motivación prosocial de los funcionarios públicos está vinculada 
a su confianza en los ciudadanos e influye en cómo los funcionarios ejer-
cen esa discrecionalidad para hacer cumplir el contrato social. Cuando no 
confían en los ciudadanos, tienden a favorecer medidas más estrictas e 
intrusivas para hacer cumplir el contrato; cuando confían, es probable que 
se muestren más relajados en cuanto al cumplimiento. En América Latina 
y el Caribe hay evidencia de esto proveniente de la Encuesta del Sector 
Público del BID. En dicha encuesta, solo el 41% de los participantes se 
mostró de acuerdo con que en general se podía confiar en los ciudadanos. 

4	 Dal Bó, Finan y Rossi (2013) miden la motivación de los aspirantes a un trabajo del 
sector público en México.
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Sus respuestas coincidieron con sus preferencias en materia de políticas. 
Quienes manifestaron una mayor confianza en los ciudadanos tenían más 
probabilidades de apoyar la ampliación de los servicios en línea, lo que 
limita su capacidad de supervisar directamente la conducta ciudadana. 
En cambio, los encuestados con baja confianza en los ciudadanos y alta 
confianza en los funcionarios públicos apoyaron una supervisión significa-
tivamente más estricta de parte del gobierno con respecto a las directrices 
de distanciamiento social durante la pandemia (véase el recuadro 8.1).

Desde el comienzo de la pandemia, mantener distanciamiento físico fue un ob-
jetivo de política para disminuir los contagios. Un punto de discusión en todo 
el mundo fue en qué medida los gobiernos debían vigilar el cumplimiento del 
distanciamiento. La confianza y la ciudadanía influyen significativamente en am-
bos, como se puede apreciar en el capítulo 5. La relación entre “deber cívico” y 
distanciamiento físico está bien establecida. Borgonovi y Andrieu (2020) mues-
tran que los condados de Estados Unidos con niveles más altos en un índice de 
nueve componentes de capital social reducían su movilidad más rápido como 
respuesta a la pandemia. Con evidencia tanto de Europa como de Estados Uni-
dos, Barrios et al. (2020) observan un mayor distanciamiento social voluntario 
durante las primeras fases de la pandemia en las personas con un sentido supe-
rior del deber cívico, medido este en el plano individual por la participación de 
los votantes, por el número de asociaciones per cápita en cada condado de Es-
tados Unidos, así como por la participación electoral, la tasa de respuesta censal 
y el número de organizaciones sin fines de lucro.

El impacto de la confianza en el cumplimiento de las actitudes de los funcio-
narios públicos, que se revela en el capítulo 4, es menos conocido. En la encuesta 
de 2020 de los funcionarios públicos de la región, aquellos que expresaron una 
mayor confianza en los ciudadanos y menos confianza en otros funcionarios 
públicos favorecieron una menor supervisión del cumplimiento del distancia-
miento físico por parte de los gobiernos. Quienes señalaron confiar menos en 
los ciudadanos y más en los funcionarios públicos se inclinaron por una mayor 
vigilancia del gobierno.

La evidencia específica de los comportamientos y decisiones durante la pan-
demia son relevantes para entender las regulaciones públicas en términos más 
generales. Las preferencias de la opinión pública a favor de la regulación disminu-
yen cuando la confianza generalizada es mayor (Aghion et al., 2010). Los análisis de 
las respuestas a la Encuesta del Sector Público del BID 2020 también indican que la 
confianza en los ciudadanos y en otros funcionarios públicos influye en las actitudes 
de los funcionarios hacia toda la gama de regulaciones y la supervisión del gobier-
no: aquellos que confían menos en los ciudadanos y más en otros funcionarios 
es probable que favorezcan más que otros una regulación más severa e intrusiva.

Recuadro 8.1   La confianza y las respuestas a la pandemia
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Los cambios organizacionales para mejorar la supervisión del contrato 
social por parte de la administración pública pueden asumir diversas for-
mas, pero todos requieren objetivos organizacionales e incentivos de los 
empleados y una capacidad para alinearse claramente con los intereses 
de los ciudadanos. Khan, Khwaja y Olken (2016, 2019) presentan evidencia 
experimental de Pakistán que indica que introducir incentivos puramente 
pecuniarios para llevar a cabo metas fácilmente medibles (mayor recau-
dación tributaria) puede mejorar el desempeño en un contexto donde ni 
los objetivos de la administración pública ni los incentivos de sus emplea-
dos son notablemente prosociales. Sin embargo, los esfuerzos realizados 
en la mayoría de las tareas del sector público no son fácilmente observa-
bles (la calidad de una regulación o la preparación para emergencias) y el 
producto que surge como resultado de los esfuerzos es difícil de atribuir a 
trabajadores individuales. Centrarse en la prosocialidad tanto en los objeti-
vos de la organización como en la gestión de sus recursos humanos puede 
ser una manera más efectiva y potencialmente menos costosa de mejorar 
el desempeño de la administración pública (Banuri y Keefer, 2016).

El potencial de los partidos políticos

El problema de la supervisión ciudadana del gobierno es un tema recu-
rrente en este libro. El capítulo 4 describe cómo la desconfianza ciudadana 
distorsiona los incentivos políticos para producir políticas para el interés 
público. El capítulo 7 sostiene que las instituciones pueden compensar la 
desconfianza en el gobierno. Entre dichas instituciones se destacan los 
partidos políticos, que desempeñan un papel doble. En efecto, los partidos 
son fundamentalmente organizaciones, pero también están incorpo-
rados en las instituciones políticas de los países. Este capítulo vuelve al 
rol de los partidos políticos como organización relevante en el contrato 
social. Presenta evidencia de que la organización de los partidos políticos 
en América Latina y el Caribe no facilita la acción colectiva de los miem-
bros de los partidos. También demuestra que allí donde los partidos están 
mejor organizados para solucionar los problemas de acción colectiva de 
sus miembros, los indicadores de ciudadanía son más sólidos.

Los partidos políticos se enfrentan a problemas organizacionales como 
los de la administración pública y de todas las organizaciones. ¿Están los 
líderes comprometidos con la misión de servir los intereses colectivos de sus 
miembros? ¿Recompensan o sancionan a los miembros del partido y a los 
candidatos por sus contribuciones o por desatender la misión del partido? 
A su vez, los miembros y líderes del partido, ¿confían mutuamente? Los par-
tidos con estas características, los partidos políticos “institucionalizados”, 
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están necesariamente dedicados a solucionar los problemas de acción colec-
tiva de los ciudadanos, o al menos de aquellos ciudadanos que comparten 
la visión del partido para resolver los problemas prioritarios de la sociedad.

Una indicación clave de la organización de los partidos es cómo selec-
cionan a sus candidatos. Los miembros, ¿se interesan más en promover el 
bienestar de los ciudadanos que en aprovecharse del poder político para 
enriquecerse? Besley (2005) abordó las disposiciones institucionales que 
alientan a las personas prosociales a ingresar en la política y las tres fun-
ciones que deben llevar a cabo, a saber: conseguir que la política sea más 
atractiva para quienes se preocupan de servir al público que para aquellos 
que principalmente buscan rentas; aumentar las posibilidades de éxito de 
los candidatos prosociales en las elecciones, y exigir suficiente rendición de 
cuentas de modo que quienes ocupan puestos sin estar motivados actúen 
como si estuvieran motivados o sean expulsados del puesto que ocupan. 
Los partidos políticos son cruciales en cada una de estas funciones.

Los partidos son primordiales para los votantes y sus demandas de un 
contrato social más robusto. La evidencia de la encuesta Latinobarómetro 
2020 destaca su importancia en el caso particular del apoyo a los recursos 
para la vigilancia policial. Entre los encuestados que confían en los partidos 
políticos, un porcentaje muy superior (el 60%) prefiere asignar más recur-
sos a la policía para asegurar la seguridad pública que asignar recursos 
directamente a los hogares para apoyar sus esfuerzos privados con el fin de 
mejorar la seguridad. Solo el 40% prefiere asignar los recursos a los hoga-
res. Sin embargo, entre aquellos que no confían en los partidos políticos, la 
diferencia es insignificante: el 51% prefiere que los recursos sean asignados 
a la policía en comparación con el 49%, que se muestra indiferente o pre-
fiere que los recursos sean entregados directamente a los hogares.

La organización de los partidos políticos tiene una influencia directa 
en la robustez del contrato social. El proyecto V-Dem (Coppedge et al., 
2021) ha recopilado datos sin precedentes sobre las características polí-
ticas de los países, desde décadas atrás hasta 2020, lo cual permite una 
visión más acabada de esta relación fundamental. El índice de institucio-
nalización de los partidos de V-Dem (Coppedge et al., 2021) captura en 
términos amplios el nivel y la profundidad de la organización de los par-
tidos, sus vínculos con la sociedad civil, si tienen cuadros de activistas 
y muchos partidarios en el electorado, si sus plataformas e ideologías 
son coherentes y si sus representantes en el poder legislativo votan uni-
dos. Si la organización del partido es escasa —si carece, por ejemplo, de 
estructuras para administrar los recursos humanos y los presupuestos— su 
capacidad para solucionar los problemas de acción colectiva de los miem-
bros será inherentemente débil. Si los partidos tienen pocos seguidores 
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en la población, está claro que no movilizan a los ciudadanos en aras de la 
acción colectiva. La falta de plataformas e ideologías coherentes significa 
que los partidos ni siquiera intentan solucionar los problemas colectivos 
de los ciudadanos, es decir, no pueden movilizar a los ciudadanos para 
solucionar un problema de acción colectiva si las plataformas del partido 
no identifican ni el problema ni la solución. Por último, un indicador básico 
de si los partidos controlan el parasitismo de sus miembros es la medida 
en que sus legisladores votan unidos.

Los partidos de América Latina y el Caribe tienen una puntuación sig-
nificativamente más baja en el índice V-Dem que los partidos políticos de 
la OCDE. El índice varía entre 0 y 1 y el promedio regional es 0,65, mientras 
que el de la OCDE asciende a 0,91. La diferencia es enorme, más de una 
desviación estándar, y es probable que tenga consecuencias significativas 
en la acción colectiva de los ciudadanos para exigir que el gobierno rinda 
cuentas (véanse los gráficos 8.4 al 8.10).

Gráfico 8.4   �Relación entre institucionalización de los partidos políticos 
y corrupción
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Fuente: Elaboración de los autores basada en datos de Variedades de Democracia (V-Dem) y en los 
Indicadores de Gobernanza Mundial (WGI).
Notas: El índice de institucionalización de los partidos (2010–20) proviene de la base de datos de V-Dem 
de la Universidad de Gotemburgo. El control de la corrupción proviene de los WGI (2010–17), es el rango 
de percentil entre todos los países y oscila entre 0 (el más bajo) y 100 (el más alto). La muestra se limita 
a aquellos países categorizados como democracias de acuerdo con la clasificación de la base de datos 
de V-Dem. Cada punto es el promedio simple de las observaciones de cada país para los años 2010–17 
y 2010–20, el eje X y el eje Y, respectivamente. Las líneas discontinuas representan los valores promedio 
en el conjunto de la muestra para cada variable. La muestra total comprende 108 países, entre los cuales 
se encuentran: Argentina, Bolivia, Brasil, Barbados, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Guyana, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Trini-
dad y Tobago y Uruguay.
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Gráfico 8.5   �Relación entre institucionalización de los partidos políticos 
y calidad regulatoria
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Fuente: Elaboración de los autores basada en datos de Variedades de Democracia (V-Dem) y en los 
Indicadores de Gobernanza Mundial (WGI).
Notas: Véanse las notas del gráfico 8.4. La calidad regulatoria proviene de los WGI (2010–17), es el rango 
de percentiles entre todos los países y oscila entre 0 (el más bajo) y 100 (el más alto). Captura las per-
cepciones de la capacidad del gobierno para formular e implementar políticas y regulaciones sólidas que 
permitan y promuevan el desarrollo del sector privado. La muestra total comprende 108 países, entre los 
cuales se encuentran: Argentina, Bolivia, Brasil, Barbados, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Sal-
vador, Guatemala, Guyana, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, 
Trinidad y Tobago y Uruguay.

Si los partidos políticos institucionalizados ayudan a los ciudada-
nos a actuar colectivamente para que el gobierno rinda cuentas, uno 
de los resultados debería ser un mayor compromiso político para con-
trolar la corrupción y la calidad regulatoria, elementos que contribuyen 
al bienestar colectivo de los ciudadanos y también les ofrecen fuertes 
incentivos para sacar ventaja, por ejemplo, mediante el pago de sobor-
nos para asegurarse un acceso más barato a los servicios públicos o 
para evitar los costos de cumplir con requisitos regulatorios. De hecho, 
tanto el control de la corrupción como la calidad regulatoria son más 
sólidos cuando los partidos políticos están más institucionalizados (grá-
ficos 8.4 y 8.5).5

5	 Palanza, Scartascini y Tommasi (2016) encuentran una correlación positiva en Amé-
rica Latina y el Caribe entre la institucionalización de los partidos políticos y la 
institucionalización del Congreso. Los congresos más sólidos refuerzan la capacidad 
de exigir que los empleados del sector público y los políticos rindan cuentas, lo cual 
fortalece el ciclo positivo.
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Si los partidos institucionalizados otorgan una mayor capacidad a 
los ciudadanos para actuar colectivamente, el contrato social puede ser 
más integral y los ciudadanos pueden ayudarse mutuamente, promo-
ver mejores beneficios y velar por el cumplimiento de las obligaciones 
colectivas. Por ejemplo, los partidos políticos institucionalizados dan más 
confianza a los ciudadanos de que pueden actuar colectivamente para 
supervisar, mediante su influencia sobre los políticos, la efectividad de la 
administración pública para hacer cumplir una conducta cívica —el pago 
de impuestos— entre los ciudadanos. El gráfico 8.6 da cuenta del prin-
cipal indicador de civismo, a saber, si los ciudadanos pagan impuestos. 
De hecho, el porcentaje de impuestos es significativamente mayor en paí-
ses con partidos políticos más institucionalizados: la ratio impuestos/PIB 
y el índice de institucionalización de los partidos están correlacionados en 
0,52. La mayoría de los países de América Latina se sitúa en el cuadrante 
inferior izquierdo, con impuestos más bajos y partidos políticos menos 
institucionalizados.

La relación entre institucionalización de los partidos políticos y adhe-
sión a las normas y regulaciones que rigen la actividad empresarial es 

Gráfico 8.6   �Relación entre institucionalización de los partidos políticos 
y disposición a pagar impuestos
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Fuente: Elaboración de los autores a partir de datos de Variedades de Democracia (V-Dem) y la Base de 
Datos Global de Estadísticas Tributarias de la OCDE.
Notas: Véanse las notas del gráfico 8.4. La ratio impuestos/PIB (2010–18) proviene de la Base de Datos 
Global de Estadísticas Tributarias y utiliza el total de la recaudación tributaria en un país. La muestra 
total comprende 62 países, entre los cuales se encuentran: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana, Suriname, Trinidad y Tobago y Uruguay.



244 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

fuerte y positiva (véase el gráfico 8.7). La informalidad, calculada apro-
ximadamente por el tamaño de la economía sumergida, es mucho mayor 
cuando el índice de institucionalización de los partidos es más bajo.

Cuando un gobierno vela por el cumplimiento de las obligaciones de 
la ciudadanía, las actitudes individuales también deberían cambiar. En pri-
mer lugar, las personas observan que otras personas cumplen más con las 
obligaciones ciudadanas, que son las que están descritas en el contrato 
social. En segundo lugar, pueden apreciar que la supervisión del gobierno 
es efectiva, lo que a su vez refleja las actitudes de otros ciudadanos. Por 
lo tanto, todos los elementos y organizaciones de la sociedad que pro-
mueven la ciudadanía, incluidos los partidos políticos institucionalizados, 
deberían inspirar normas más cívicas entre las personas, en consonancia 
con los fuertes vínculos de ciudadanía. Los gráficos 8.8 y 8.9 indican que 
esto es lo que en efecto sucede. Cuando los partidos políticos están más 
institucionalizados, las personas toleran menos el fraude en la declaración 

Gráfico 8.7   �Relación entre institucionalización de los partidos políticos 
e informalidad
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Fuente: Elaboración de los autores basada en datos de Variedades de Democracia (V-Dem) y el Índice 
de Economía Sumergida.
Notas: Véanse las notas del gráfico 8.4. El Índice de Economía Sumergida (2010–17) proviene de 
Medina y Schneider (2019). Los autores definen la economía sumergida o informal en términos de “ac-
tividades económicas que se ocultan a las autoridades oficiales por motivos monetarios, regulatorios 
e institucionales. […] En este documento, la economía sumergida refleja principalmente las activida-
des económicas y productivas legales que, si fueran registradas, contribuirían al PIB nacional; por lo 
tanto, la definición de economía sumergida en el estudio intenta descartar las actividades ilegales o 
delictivas, las actividades de hágalo usted mismo u otras actividades del hogar”. La muestra total com-
prende 97 países, entre los cuales se encuentran: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, Jamaica, México, Paraguay, Perú, República Dominicana, 
Suriname, Trinidad y Tobago y Uruguay.
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de impuestos, el reclamo de beneficios públicos a los que no se tiene dere-
cho y la evasión del pago de pasajes en el transporte público (gráfico 8.8). 
Y cuando la institucionalización de los partidos es baja, el porcentaje de 
billeteras perdidas devueltas a sus dueños en un país es considerable-
mente mayor (gráfico 8.9).

Ninguna de estas relaciones demuestra causalidad y, de hecho, la 
mayor parte de la evidencia compilada en este libro apunta hacia la rela-
ción triangular entre confianza, acción colectiva y ciudadanía. Al final, 
como sucede con todos los ecosistemas, los elementos del ecosistema 
del contrato social se influyen entre sí. Los fuertes vínculos de ciudadanía 
promueven la creación de partidos políticos institucionalizados, lo que a 
su vez refuerza los incentivos del gobierno para hacer cumplir el contrato 
social, lo que a su vez aumenta la confianza ciudadana de que los conciu-
dadanos respetarán las normas cívicas, tanto formales como informales. 
El análisis de esta sección confirma la íntima relación entre estos diversos 
elementos del ecosistema.

Gráfico 8.8   �Relación entre institucionalización de los partidos políticos 
y cooperación cívica
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Fuente: Elaboración de los autores basada en datos de Variedades de Democracia (V-Dem) y la Encuesta 
Integrada de Valores.
Notas: Véanse las notas del gráfico 8.4. El índice de cooperación cívica (2010–20) se basa en la me-
todología de Knack y Keefer. Debido a la disponibilidad de datos, se utilizan solo tres de las cinco 
preguntas originales de la metodología: a) “reclamar beneficios públicos a los que no se tiene de-
recho”, b) “evitar pagar las tarifas en el transporte público” y c) “hacer trampas en la declaración de 
impuestos si existe la posibilidad”. La escala de variables se ajustó de modo que un número más alto 
significa una mayor cooperación cívica. La muestra total comprende 56 países, entre los cuales se 
encuentran: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, México, Perú, Trinidad y 
Tobago y Uruguay.
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Organizaciones de la sociedad civil: cómo resolver 
el dilema colectivo

El grado de civismo es menor cuando los ciudadanos tienen pocas opor-
tunidades para participar de la vida cívica. Los gobiernos pueden crear 
estas oportunidades a través de propuestas que inviten a los ciudadanos a 
comprometerse e involucrarse en la toma de decisiones del gobierno. Los 
ciudadanos también pueden desarrollar esas opciones para sí mismos, por 
ejemplo, mediante la instauración de OSC o al poner en marcha otras ini-
ciativas de participación locales.

La participación de los ciudadanos y su compromiso suelen emer-
ger como una estrategia para asegurar que las políticas públicas aborden 
de forma más adecuada las necesidades de los ciudadanos y restauren 
la confianza de los ciudadanos en el gobierno. Por ejemplo, Sudarsky 
Rosenbaum (2001) y Moreno (2001) identifican la baja participación como 
un motivo clave de los bajos niveles de confianza y de legitimidad de los 
gobiernos en América Latina. Sin embargo, una revisión de la investigación 
sobre la gobernanza participativa y la confianza política suele arrojar con-
clusiones ambiguas en este sentido (Rizzo, Janowski y Roseth, 2020). Una 

Gráfico 8.9   �Relación entre institucionalización de los partidos políticos 
y devolución de billeteras perdidas
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Fuente: Elaboración de los autores basada en datos de Variedades de Democracia (V-Dem) y datos del 
experimento de las billeteras de Cohn et al. (2019).
Notas: Véanse las notas del gráfico 8.4. La honestidad cívica proviene de la tasa de devolución de bi-
lleteras para todas las billeteras abandonadas en el experimento de Cohn et al. (2019). La muestra total 
comprende 29 países entre los cuales se hallan Argentina, Brasil, Chile, México y Perú.
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de las explicaciones ofrecidas aquí es que las organizaciones que facilitan 
la acción colectiva son clave para la confianza ciudadana en el gobierno; 
en la medida en que los sistemas participativos no estimulan la acción 
colectiva, no necesitan aumentar la confianza.

Rizzo, Janowski y Roseth (2020) caracteriza los sistemas participa-
tivos como sistemas que ofrecen oportunidades a los ciudadanos para 
deliberar, decidir y monitorear la asignación de recursos en sus comu-
nidades. En este sentido, los sistemas de gobernanza participativa, al 
igual que las elecciones, permiten la acción colectiva en la asignación de 
recursos. Sin embargo, no la facilitan directamente. Por ejemplo, los sis-
temas de gobernanza participativa rara vez cambian los incentivos de 
los individuos con preferencias comunes en materia de asignaciones pre-
supuestarias para aprovecharse de los aportes de otros al proceso. Esto 
sugiere que la gobernanza participativa puede funcionar más efectiva-
mente como un vehículo para alinear las opciones presupuestarias y la 
demanda de los ciudadanos precisamente cuando estos son más capaces 
de actuar en forma colectiva y los vínculos de ciudadanía son más sólidos. 
Las OSC pueden colaborar en este objetivo.

Las OSC suelen movilizar a los individuos en la consecución de misio-
nes estrechamente relacionadas con el contrato social, lo cual abarca 
desde la defensa de los derechos humanos, el libre mercado, el medio 
ambiente y la reforma penitenciaria hasta los intereses económicos de los 
trabajadores, los empleadores o las asociaciones profesionales. Un foco 
central de la actividad de las OSC consiste en asegurar que los derechos 
consagrados en el contrato social para ciertos grupos se hagan cumplir 
o, de manera alternativa, abogar por cambios en el contrato social que 
ampliarían estos derechos. La importancia de la organización es suma-
mente clara. Los esfuerzos individuales para proteger los derechos y 
asegurar que los otros acepten sus responsabilidades en el marco del con-
trato social tienen escaso efecto en relación con los costos que asumen 
las personas. Las OSC resuelven el dilema de acción colectiva al que se 
enfrentan los defensores individuales.

Una categoría de OSC que ilustra su rol en la solución de dilemas de 
acción colectiva y construcción de confianza en el contrato social es la 
de los sindicatos. Los trabajadores quisieran asegurar mejores condicio-
nes laborales que las disponibles en el mercado abierto, pero cualquier 
esfuerzo individual para hacer esto se ve socavado por la disposición de 
otros trabajadores a realizar la misma labor por una remuneración menor. 
Los trabajadores también quisieran protegerse de tratos arbitrarios, poten-
cialmente ilegales, de los managers de las empresas, pero esto resulta 
difícil sin un acuerdo colectivo de todos los trabajadores para defender los 
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intereses de cualquiera de ellos, un acuerdo que ofrece a cada uno incen-
tivos para sacar ventaja.

Los sindicatos pueden solucionar estos problemas de parasitismo. Si 
tienen éxito, deberían aumentar la confianza de los trabajadores en los gru-
pos con los que negocian, a saber, el gobierno, en el caso de los sindicatos 
del sector público, y las grandes empresas en el caso de los sindicatos del 
sector privado. Sin embargo, como sucede con la administración pública 
y los partidos políticos, puede que no estén organizados para cumplir la 
misión de incrementar el bienestar de los trabajadores.

La pertenencia a un sindicato en la región, ¿resuelve los problemas 
de acción colectiva de los trabajadores y eleva su confianza? Para res-
ponder a esta pregunta, Garay y Schrank (2020) analizan evidencia de las 
encuestas de América Latina y el Caribe. No se conoce qué porcentaje de 
trabajadores pertenece a sindicatos en la región, pero los autores recopi-
lan información de diferentes fuentes sobre el porcentaje de trabajadores 
cubiertos por los acuerdos de negociación colectiva, aunque puede que 
ellos mismos no sean miembros del sindicato, algo que sucede con fre-
cuencia. Las cifras oscilan entre un nivel muy alto (95% en Uruguay, 70% 
en Brasil y 51,6% en Argentina) y muy bajo (8% en Colombia, 0,7% en Para-
guay, 1,8% en Panamá y 4,9% en Perú).

Para las variaciones en el número de miembros de los sindicatos puede 
haber muchas explicaciones, entre ellas: los esfuerzos históricos para pro-
mover o socavar la organización de estos gremios y el contexto legal que 
rige su existencia. La notable discrepancia entre el porcentaje de traba-
jadores cubiertos por acuerdos de acción colectiva y la asistencia a las 
reuniones de los sindicatos ilustra la importancia de estos factores.6

Las encuestas citadas por Garay y Schrank (2020) revelan que el por-
centaje de encuestados que nunca asisten a una reunión del sindicato 
en Argentina, Brasil y Uruguay (93,75%, 89,67% y 91,03%) varía poco en 
comparación con Colombia, Paraguay, Panamá y Perú (96,42%, 94,34%, 
96,97% y 89,27%). Esto sugiere que la extensa cobertura de los acuer-
dos de negociación colectiva en el primer conjunto de países es producto 
de los requisitos legales más que de la negociación entre sindicatos y 
empleadores. La organización de los sindicatos de la región varía mucho 
también de otras maneras: algunos están organizados para movilizar a 
los trabajadores con el fin de lograr mejores condiciones económicas, 
mientras que otros ejercen una mayor influencia política; algunos son cap-
turados por sus líderes y no velan por los intereses de los trabajadores, 

6	 Murillo y Schrank (2010) exploran algunas de las dinámicas que explican el tamaño y 
el rol de los sindicatos en América Latina.
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mientras que en otros casos los líderes se ven expuestos a importantes 
riesgos de violencia.

A pesar de las amplias variaciones que se aprecian en los sindicatos en 
la región en cuanto a sus miembros, su organización y el contexto legal que 
los rige, los miembros de los sindicatos tienden a tener una mayor confianza 
en las empresas grandes y el gobierno (Garay y Schrank, 2020). Ambos 
hacen promesas a los trabajadores y ambos tienen el poder para incumplir 
esas promesas. Por ejemplo, los gobiernos cubren casi todos los aspectos 
de los mercados laborales y las relaciones entre sindicatos y empleadores, 
pero también emplean a miembros de los sindicatos del sector público. En 
la medida en que la pertenencia a los sindicatos lleva a las personas a pensar 
que colectivamente son capaces de obligar a los gobiernos y a las grandes 
empresas a cumplir sus compromisos, la confianza debería ser mayor.

De hecho, en comparación con quienes no forman parte de un sin-
dicato, los trabajadores sindicados expresan una mayor confianza en el 
gobierno (Garay y Schrank, 2020). La pertenencia a un sindicato también 
aumenta la confianza en las grandes empresas. Sin embargo, solo la per-
tenencia a los sindicatos privados tiene este efecto. Esto es precisamente 
lo que se esperaba: las empresas grandes no hacen promesas a los tra-
bajadores del sector público, a los que evidentemente no emplean, sino a 
los del sector privado. Cuando esos trabajadores del sector privado per-
tenecen a un sindicato, se muestran más confiados en que las grandes 
empresas cumplirán sus promesas.

En general, resulta difícil evaluar la fuerza de las OSC, debido a su 
número y variedad. De hecho, no existen datos sobre el universo de las 
OSC que hay en los países o sobre su fuerza organizativa interna, al con-
trario de lo que ocurre con los datos analizados en secciones anteriores 
sobre la administración pública y los partidos políticos. Sin embargo, sí 
hay datos disponibles que capturan si el contexto legal es favorable para 
las OSC y si es habitual pertenecer a las mismas. Estos datos indican que 
las OSC de América Latina y el Caribe se enfrentan a más obstáculos que 
en los países de la OCDE.

Una vez más, los datos provienen del proyecto V-Dem, cuya base de 
datos incluye variables que miden la robustez de la sociedad civil, resumidas 
en el índice de sociedad civil diseñado por Michael Bernhard (Coppedge 
et al., 2021).7 Este índice se centra en toda la gama de OSC, excepto los 

7	 No hay datos que caractericen en términos amplios el número y el alcance de las 
OSC en América Latina y el Caribe en relación con otras regiones del mundo. Sin 
embargo, la base de datos de V-Dem incluye variables que permiten comparar las 
barreras legales y políticas en el surgimiento de las OSC.
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partidos políticos, y comprende grupos de interés, sindicatos, organiza-
ciones espirituales (en la medida en que participen de actividades cívicas 
o políticas seculares), movimientos sociales, asociaciones profesionales, 
instituciones de beneficencia y otras organizaciones no gubernamenta-
les (ONG).

El índice distingue entre países según si estas organizaciones disfru-
tan de autonomía en relación con el Estado y si los ciudadanos pueden ir 
detrás de sus metas políticas y cívicas libre y activamente. Hay tres varia-
bles de V-Dem que conforman el índice: la medida en que las OSC pueden 
formarse y funcionar sin control del gobierno; si los gobiernos reprimen 
activamente a las OSC; y la medida en que las personas son al menos oca-
sionalmente activas en al menos una de muchas y diversas OSC.

La puntuación promedio en el índice de sociedad civil en América 
Latina y el Caribe en 2020 llegó a 0,76 (en una escala de 0 a 1), cifra con-
siderablemente menor que el promedio de la OCDE. Entre los países 
de la OCDE (con la exclusión de Chile, Colombia, Costa Rica y México) 
la puntuación del índice es de 0,87. La diferencia entre los dos (0,11) es 
más que media desviación estándar en la puntuación del índice en las dos 
regiones (0,19).

Las OSC pueden ser débiles o frágiles debido a los obstáculos lega-
les e institucionales que dificultan su creación, o porque los ciudadanos 
no tienen interés en participar. Desde luego, estos motivos están relacio-
nados; cuando los ciudadanos no están interesados en participar en las 
actividades cívicas colectivas, es probable que tampoco se muestren incli-
nados a protestar contra las leyes y regulaciones que restringen las OSC. 
Los componentes del índice ofrecen una perspectiva de estos dos meca-
nismos diferentes.

Los dos primeros componentes están relacionados con el control y 
la supervisión del gobierno; el tercero refleja las medidas del gobierno 
que puedan desalentar la participación ciudadana, pero también captura 
el interés ciudadano en participar. Los países de América Latina y el Caribe 
tienen puntuaciones inferiores a las de los países de la OCDE para cada 
componente. Las puntuaciones de la región son algo más bajas sobre la 
facilidad de formar OSC y mucho más bajas con respecto a la represión y 
la diversidad de dichas organizaciones.

De manera similar a los mecanismos a través de los cuales los par-
tidos políticos influyen en la ciudadanía y en la conducta cívica, las OSC 
contribuyen a resolver los dilemas de acción colectiva de los ciudadanos 
en relación con el contrato social, al empoderarlos para actuar colectiva-
mente con el fin de asegurar que se respete el contrato. Por lo tanto, el 
mismo patrón de correlaciones observado con los partidos políticos en 
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la sección anterior debería emerger en el contexto de las OSC. Si los ciu-
dadanos son más capaces de actuar colectivamente para impedir que los 
funcionarios públicos y grupos de interés actúen en beneficio propio, la 
corrupción debería ser menor y las regulaciones, más efectivas.

Como era previsible, la fortaleza de la sociedad civil (puntuaciones en 
el índice de sociedad civil de V-Dem) está significativamente correlacio-
nada con las medidas de la corrupción y la efectividad regulatoria en los 
WGI (véanse los gráficos 8.10 y 8.11).

¿Confianza y organización… o diferentes valores?

La desconfianza y las organizaciones débiles son las fuentes de los bajos 
niveles de civismo de la región. ¿Es esta una afirmación cierta? A pesar de 
los argumentos planteados en este libro, ¿podría haber otra explicación? 
¿Podría ser que los ciudadanos de los países de América Latina y el Caribe 
sencillamente no valoran la ciudadanía, son indiferentes a las medidas 

Gráfico 8.10   Relaciones entre participación cívica y corrupción
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Gráfico 8.11   Relación entre participación cívica y calidad regulatoria
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del gobierno con respecto a la corrupción y la regulación, no tienen nin-
gún interés en el bienestar de sus conciudadanos y, por lo tanto, carecen 
de motivos para participar en las OSC o en los partidos políticos? Afor-
tunadamente, esta explicación es espuria, en el mejor de los casos. Los 
ciudadanos de América Latina y el Caribe son tan patrióticos y otorgan un 
valor igual de alto al crecimiento inclusivo —e implícitamente, a las institu-
ciones que sustentan el crecimiento inclusivo— que los ciudadanos de los 
países de la OCDE.

Las medidas regionales de identidad nacional y orgullo del país recogi-
das en la Encuesta Mundial de Valores son altas.8 Los ciudadanos de América 
Latina y el Caribe se ven a sí mismos como parte de su país o nación y están 
orgullosos de su patria tanto como los de los países de la OCDE.

8	 Los datos provienen de la sexta (2010–14) y la séptima ola parcial (2017–20) de la 
Encuesta Mundial de Valores. El grupo de países avanzados de la OCDE no incluye 
Chile, Colombia, Costa Rica y México.
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Igualmente engañosa es la sugerencia de que uno de los objetivos últi-
mos de la ciudadanía —incluido el crecimiento— carece de importancia 
para los ciudadanos de la región. Existe un debate muy intenso a propósito 
de cómo deben compartirse los beneficios del crecimiento y cómo debe 
regularse la actividad económica privada, pero hay menos debate sobre 
si el crecimiento económico será más rápido conforme las personas tra-
bajen más, las empresas compitan, se permita la acumulación de riqueza 
y las empresas sean de propiedad privada. Si los ciudadanos de un país, 
por el motivo que fuere, se muestran contrarios a estos valores, también es 
menos probable que ejerzan la ciudadanía en defensa de las instituciones 
que sostienen el crecimiento inclusivo. Sin embargo, en muchas dimensio-
nes, los ciudadanos de América Latina y el Caribe son tanto o más afines a 
estos valores que los de los países de la OCDE.

La Encuesta Mundial de Valores pregunta a los participantes si tienden 
a estar más de acuerdo con la afirmación “Las personas pueden enrique-
cerse solo a expensas de los demás” o con la aseveración “La riqueza puede 
crecer, de modo que hay suficiente para todos”. Las respuestas de la región 
son similares a las de la OCDE; ambas tienen visiones más bien positivas 
de la acumulación de riqueza (cerca de 6 en una escala de 10 puntos). Los 
encuestados de América Latina y el Caribe son algo más positivos en pro-
medio, pero también mucho más variables. Cuando se les pregunta si están 
más de acuerdo con una de las siguientes afirmaciones “A la larga, el trabajo 
duro suele traer consigo el éxito” (1 en la escala de 1 a 10 ) o “El trabajo duro 
normalmente no trae consigo el éxito” (10 en una escala de 10 puntos), las 
respuestas promedio son casi idénticas en las dos regiones: cerca de 4,6. Los 
encuestados de las dos regiones son igualmente —aunque solo ligeramente 
(cerca de 4,25 en la escala de 10 puntos)— afines a la enunciación de que la 
competencia es buena en comparación con la idea de que sea dañina.9

Los ciudadanos de América Latina y el Caribe también coinciden con 
los de los países más ricos en otras dimensiones del crecimiento inclusivo. 
Por ejemplo, las opiniones sobre la igualdad son estadísticamente idénti-
cas: en ambas regiones se observa un acuerdo débil (algo por encima de 
5 en la escala de 10 puntos) con la afirmación de que los ingresos deberían 
ser más equitativos, pero también con la idea de que las diferencias más 
grandes de ingreso son necesarias para estimular el esfuerzo. Asimismo, 
los encuestados coinciden débilmente (entre 5 y 6 en la escala de 10 pun-
tos) en que la propiedad pública de las empresas debería aumentar, pero 
también en que las personas deberían asumir más responsabilidades para 
cubrir sus propias necesidades.

9	 Véase la nota al pie 8.
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Cultivar un ecosistema saludable

Las organizaciones son vehículos clave que permiten a los ciudadanos 
solucionar los problemas de acción colectiva que distorsionan el diseño y 
perjudican la vigilancia del cumplimiento del contrato social. Aunque en sí 
mismos la desconfianza y los vínculos de ciudadanía deteriorados consti-
tuyen obstáculos para que surjan organizaciones, hay otros factores que 
también interfieren y que los gobiernos pueden abordar para posibilitar el 
desarrollo organizacional.

Se sabe mucho acerca de cómo fortalecer la administración pública 
(véase Kaufman, Sanginés y García Moreno, 2015). Entre las estrategias 
útiles se incluyen definir firmemente la misión de los organismos, orientar 
los recursos humanos y la gestión financiera hacia esa meta, y evaluar de 
manera regular y rigurosa el progreso en el cumplimiento de las necesida-
des de las personas. Sin embargo, aunque se entiende bien, esta agenda 
ha demostrado ser difícil de implementar y sigue siendo una prioridad en 
la región.

La institucionalización de los partidos políticos es un fenómeno más 
complejo y se conoce menos. Por ejemplo, Mainwaring (2018) sostiene que 
los sistemas de partidos están más institucionalizados cuando los partidos 
están mejor organizados y tienen raíces más profundas en la sociedad. 
Esto subraya la importancia de institucionalizar los propios partidos, pero 
no explica cómo se lleva a cabo. Esta prioridad del desarrollo es un asunto 
crucial para futuras investigaciones. La institucionalización de los partidos 
políticos es más probable cuando las elecciones se consideran legítimas. 
Invertir en las instituciones electorales es un imperativo para la institucio-
nalización de los partidos (Jones, 2010).

En el caso de las OSC, las reformas se extienden a las normas y regula-
ciones que pueden hacer que su creación sea más difícil, por ejemplo, que 
fundar empresas privadas. Estos obstáculos legales constituyen uno de los 
indicadores del índice de sociedad civil, según el cual estas barreras son 
más grandes en América Latina y el Caribe que en la OCDE.

El desempeño de la administración pública, los partidos políticos y las 
OSC en América Latina y el Caribe generalmente acusa un rezago en rela-
ción con la OCDE, y en varios ámbitos cruciales es insuficiente. Fortalecer 
estas organizaciones contribuiría enormemente a fomentar la confianza, la 
ciudadanía y la acción colectiva necesarias para sostener el ecosistema en 
aras de un contrato social fructífero.
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El poder de la información

La información sobre la fiabilidad y el comportamiento cívico de los demás 
es la base de la confianza y el civismo. Desgraciadamente, la exposición a 
los medios de comunicación tradicionales y sociales puede no fortalecer 
estos cimientos. Al contrario, debido a sesgos en la forma en que los 
seres humanos adquieren y procesan la información, pueden debilitarla. 
Sin embargo, las intervenciones informativas dirigidas y controladas son 
prometedoras. Pueden superar estos obstáculos y cambiar las actitudes 
y creencias para mejor.

Paula es contadora. A menudo se reúne con clientes que se niegan a pro-
porcionarle toda la información sobre sus finanzas, por temor a exponerse 
a las autoridades tributarias. Cuando ella les señala los posibles proble-
mas que esto podría ocasionarles, fruncen el ceño y dicen que todo el 
mundo sabe que el gobierno despilfarra el dinero y que nadie paga los 
impuestos; sería una tontería ser completamente transparente. No es de 
extrañar que Paula necesite un descanso de su trabajo, y decide plani-
ficar su primer viaje al exterior, a Buenos Aires. Reserva una habitación 
en un apartamento mediante una página de alquiler de alojamiento como 
Airbnb. Al no tener ahorros para el viaje, lo financia en parte con un prés-
tamo que obtiene mediante una gestión en línea. Compra su maleta en una 
tienda en Internet y luego la recibe en su domicilio. Desde su hogar, realiza 
una reserva para cenar en un restaurante de moda en Buenos Aires y les 
proporciona el número de su tarjeta de crédito. Una vez que llega a des-
tino, llama a un coche manejado por un desconocido que conduce para 
una aplicación de viajes compartidos, como Uber, Cabify o Lyft.

Estas transacciones habrían sido impensables hace unos años. En 
efecto, hace dos decenios cualquiera podría haber cuestionado el juicio de 
Paula: ¿cómo podría ella, una extranjera en el país, esperar que alguien en 
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Buenos Aires le alquilase una habitación en su casa o anotase una reserva 
de restaurante a su nombre en lugar de restringirse a los habitantes loca-
les? ¿Cómo podría creer que alguien le prestaría dinero sin una entrevista 
personal o efectivamente le enviaría una maleta hasta su puerta después 
de haber pagado en línea? ¿Cómo podría tener la seguridad de que un 
conductor que no conoce al otro lado del continente no le robaría y la 
dejaría abandonada?

Los capítulos anteriores se centran en las instituciones y organizacio-
nes que existen como respuestas importantes a la desconfianza y a los 
vínculos ciudadanos débiles. Sin embargo, la disponibilidad de información 
—no las instituciones ni las organizaciones— ha cambiado radicalmente en 
las últimas décadas y eso explica todas las opciones de que Paula dispone 
actualmente para organizar su viaje a Buenos Aires. Su experiencia ilustra 
el rol fundamental de la información en la construcción de la confianza y el 
civismo, que constituye el tema central de este capítulo.

En el corazón de la confianza y el civismo se encuentran las creen-
cias acerca de los otros: si son confiables y si contribuyen a las acciones 
colectivas de la sociedad. Naturalmente, la información tiene un enorme 
efecto en las creencias. Sobre la base de su propia experiencia acerca de 
cómo se comportan los demás y por lo que otros les refieren, ya sea fami-
lia, amigos, docentes o los periódicos y las redes sociales, las personas 
obtienen información de diferentes fuentes, la procesan y la utilizan para 
dar forma a sus creencias acerca de la confiabilidad y de la conciencia 
cívica de otras personas. Debido a que las personas tienen distintas fuen-
tes de información y transforman esta información en creencias mediante 
diversos procesos cognitivos, las creencias pueden variar de manera 
considerable.

La información también incide en las creencias de manera indirecta, 
ya que influye en los incentivos de los demás para comportarse de manera 
fiable y cívica. Es más probable que las personas tengan conduct\as inade-
cuadas cuando saben que es poco probable que los otros se enteren de 
ello. Cuando los incentivos para actuar mal son fuertes, las personas tie-
nen una conducta no fiable o no cívica y, en consecuencia, también revisan 
sus propias creencias acerca de los otros. Por lo tanto, ante la ausencia 
de información, las creencias de las personas a propósito de los demás 
son más pesimistas; cuando la información es escasa, las personas prevén, 
razonablemente, que los demás se aprovecharán de ellas.

Puesto que las creencias dependen de la información, no es de extra-
ñar que hace dos décadas Paula habría abordado su viaje a Buenos Aires 
de manera diferente. En un mundo donde la información es escasa y que 
no cuenta con plataformas en línea para agregar información, Paula habría 
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tenido motivos para esperar lo peor del dueño del apartamento y del con-
ductor en Buenos Aires, aun cuando fueran, de hecho, confiables. Sin 
embargo, una vez que las plataformas en línea le permitieron tener acceso 
a información sobre el desempeño de estas personas en el pasado, pudo 
realizar su viaje con más confianza.

Las creencias incorrectas acerca del mundo y de otras personas son 
perdurables y socavan la confianza y el civismo. Por lo tanto, una solu-
ción sencilla parecería ser aumentar la oferta de información completa y 
precisa. Sin embargo, no hay nada en esta solución que sea sencillo: la dis-
ponibilidad, la adquisición y el procesamiento de información precisa y 
completa se ve distorsionado por fallas de los mercados de información, 
por las preferencias de quienes consumen información y por limitaciones 
y sesgos cognitivos. Desafortunadamente, las creencias incorrectas no se 
corrigen solas.

Al contrario, las personas buscan la información que más se ajuste a 
sus creencias y no se esfuerzan en procesar la información que las contra-
dice. Si Paula cree que los conductores de taxi se comportan peor que los 
conductores de Uber, puede que evite buscar y leer información que indi-
que lo contrario; aun cuando lea esta información, puede que no le cambie 
sus creencias. Cuando navega en las redes sociales para saber lo que otras 
personas dicen acerca de los hoteles de Buenos Aires, puede que valore 
solo las opiniones de personas afines, incluso si otros grupos de personas 
tienen más experiencia con los hoteles de la ciudad. Cuando regrese de 
su viaje y lea acerca de la experiencia de otros viajeros en Buenos Aires, 
puede que le guste y que comparta las opiniones que confirman sus creen-
cias en lugar de contradecirlas, aunque estas se basen en un solo viaje.

La falta de confianza y civismo en sí misma complica el papel que 
desempeña la información. Es más probable que las personas adquieran 
y procesen información de fuentes en las que confían, pero cuando la con-
fianza es baja, puede que las fuentes confiables sean escasas y que sea 
particularmente improbable que transmitan información (correcta) contra-
ria a las creencias (incorrectas). Cuando los vínculos de la ciudadanía son 
débiles, es más probable que las personas piensen que otros manipularán la 
información para aprovecharse de ellas. En estas circunstancias, la exposi-
ción a información (correcta) contraria a sus creencias (incorrectas) puede 
reforzar en lugar de debilitar su adhesión a esas creencias. Por lo tanto, 
puede que se requiera una proeza extraordinaria para asegurar que la gente 
obtenga y procese información correcta y completa que contradiga sus 
creencias a propósito de la confiabilidad de los otros y el valor del civismo.

Este capítulo aborda estos temas en forma detallada. Las creen-
cias incorrectas son persistentes, y los esfuerzos para corregirlas suelen 
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fracasar. En el contexto específico de la confianza y el civismo, la evidencia 
es más esperanzadora; algunas intervenciones de información son efecti-
vas, al menos bajo ciertas condiciones. La información puede aumentar la 
confianza en los mercados económicos y políticos, con los correspondien-
tes aumentos de la productividad y la efectividad de las políticas públicas. 
Incluso en contextos de baja confianza, las personas, ya sean consumido-
res o votantes, responden a la disponibilidad de información más precisa 
consultando la que es escrupulosa y evitando la que no lo es. La infor-
mación según la cual los demás ciudadanos se comportan de manera 
cívica aumenta el civismo entre aquellos que reciben esa información. Sin 
embargo, se requieren estrategias de información más elaboradas para 
lidiar con el hecho de que las personas buscan información que coin-
cida con sus propias creencias establecidas, que rechazan la información 
que plantea conflictos con sus creencias, que transmiten información que 
refleja sus propias creencias y que tienden a comunicarse con aquellas 
personas que las comparten.

La información: cómo se alimentan incentivos y creencias

Las decisiones sociales, económicas y políticas de las personas dependen en 
primer lugar de los incentivos de los otros; es menos probable que las per-
sonas cooperen con individuos que tienen fuertes incentivos para no actuar 
recíprocamente. En segundo lugar, sus decisiones dependen de creencias 
sobre el carácter y el comportamiento de los demás, es decir, es más proba-
ble que las personas cooperen con otras cuyas buenas intenciones y cuyo 
altruismo conocen, o que tienen un historial demostrado de cumplir con sus 
compromisos. En tercer lugar, estas decisiones dependen de las creencias 
de las personas a propósito del estado del mundo, es decir, es más proba-
ble que inviertan o apoyen un aumento del financiamiento para la policía 
cuando creen que la economía está creciendo o que la delincuencia es alta.

La información influye tanto en los incentivos como en las creencias 
que determinan la toma de decisiones personales. Las personas entienden 
que cuando hay poca información sobre el comportamiento de los demás, 
es menos probable que se sancionen las conductas inadecuadas. Los incen-
tivos para tener una conducta de esta naturaleza, por ejemplo, vender 
productos defectuosos o evadir impuestos, son mayores. Puede que tam-
bién se muestren pesimistas acerca del estado del mundo: por ejemplo, si 
no tienen información sobre la delincuencia, puede que sospechen que las 
autoridades no la divulgan porque los índices son sumamente altos.

La información también incide en las creencias sobre los otros y 
sobre el estado del mundo. Cuando escasea, las personas se basan en 
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experiencias personales y de la familia y los amigos. Dado que las expe-
riencias son idiosincrásicas, es poco probable que las creencias basadas 
en unas pocas experiencias sean correctas, aun cuando las personas crean 
que lo son (sesgo de disponibilidad).1 Puede que también estén sistemáti-
camente sesgadas, por ejemplo, si las personas recuerdan y divulgan solo 
la información que confirma sus creencias (sesgo de confirmación).2

Los efectos de la información en los incentivos son bien conocidos y en 
gran parte inequívocos. Cuando las personas saben que su comportamiento 
está siendo controlado, es más probable que se comporten como es debido. 
La evidencia que se presenta más adelante sobre los efectos de la informa-
ción en los incentivos para actuar de manera confiable y cívica apoyan esta 
conclusión. La pregunta más complicada es la siguiente: ¿es verdad que la 
información alinea las creencias más estrechamente con la realidad? Desa-
fortunadamente, la respuesta es un quizá ambivalente. Un mayor caudal de 
información aumenta la exactitud de las creencias acerca de los otros y acerca 
del estado del mundo cuando dicha información no tiene sesgos, cuando las 
personas la creen, cuando las limitaciones cognitivas y los sesgos no distorsio-
nan excesivamente la posibilidad de que se reciba, así como la forma en que 
se procesa, y cuando las personas permiten que una información nueva cam-
bie sus creencias. Lamentablemente, en muchos contextos estas condiciones 
no se cumplen. Por lo tanto, las creencias incorrectas que nacen de la igno-
rancia pueden persistir incluso ante la existencia de información correctiva.

Los peligros de las creencias incorrectas

Las ambigüedades sobre los efectos de la información en las creencias 
no importarían si las personas tuvieran en general creencias exactas a 
propósito de los otros y del estado del mundo. Desafortunadamente, las 
creencias incorrectas sobre temas fundamentales que socavan la con-
fianza y el civismo son generalizadas.

1	 La mayoría de las personas están sujetas a diversos sesgos cognitivos relacionados 
con la manera en que procesan la información. Uno de ellos es el sesgo de dispo-
nibilidad; la tendencia humana consiste en pensar que los ejemplos de hechos o 
acontecimientos son más representativos de lo que son. Otros sesgos son la insen-
sibilidad ante el tamaño de la muestra (las personas evalúan la probabilidad de un 
acontecimiento independientemente del tamaño de la muestra) y el anclaje (las per-
sonas se basan demasiado en la primera información o en la información que poseen 
para tomar una decisión). Estos sesgos cognitivos subyacen en muchos de los temas 
evaluados en este capítulo, aunque no se mencionen de manera explícita en el texto.

2	 Debido al sesgo de confirmación, las personas tienden a buscar información que 
ratifique sus creencias. Incluso influye en el tipo de información por el que las perso-
nas están dispuestas a pagar (Jones y Sugden, 2001).
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Por ejemplo, las creencias sobre el nivel de la delincuencia tienen un 
impacto significativo en el apoyo a la vigilancia policial o de políticas de 
encarcelamiento duras o moderadas; también influye en la confianza en 
los otros. En Estados Unidos, las encuestas Gallup revelan de manera 
consistente que, desde comienzos de los años noventa, una mayoría de 
encuestados cree que la delincuencia aumentó durante el año anterior.3 
En realidad, la delincuencia disminuyó en casi la mitad a lo largo de esos 
30 años. En América Latina y el Caribe, donde la delincuencia emerge 
como una de las principales preocupaciones de las personas, sus estima-
ciones de la delincuencia están incluso más marcadamente alejadas de la 
realidad (gráfico 9.1). Los encuestados de Estados Unidos sobreestiman la 
tasa de homicidios en cerca del 17%. No obstante, en Argentina dicha cifra 
roza el 50% y en Chile los encuestados estiman que la delincuencia es más 
del doble de la tasa real. Por el contrario, la delincuencia está muy subesti-
mada (entre un 50% y un 75%) en Brasil, Colombia y México.

Las creencias a propósito de los inmigrantes tienen un efecto conside-
rable en la confianza y el civismo: las personas tienden a confiar menos en 
los migrantes que en la población local y su apoyo a los bienes públicos y a 
la redistribución disminuye cuando creen que los migrantes disfrutan de una 

Gráfico 9.1   Subestimación y sobreestimación de la delincuencia
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Fuente: Elaboración de los autores basada en datos de la encuesta en línea del BID-LAPOP sobre la de-
lincuencia. Para más información sobre esta encuesta, véase Cafferata, Domínguez y Scartascini (2021) 
y Domínguez y Scartascini (2022).
Notas: El gráfico muestra la exactitud promedio de las estimaciones de los niveles de delincuencia en el 
país (excluido el 2,5% superior e inferior de la distribución para reducir la varianza debido a la existencia 
de casos atípicos).

3	 Si bien en Estados Unidos los delitos violentos han disminuido sostenidamente desde 
comienzos de los años noventa, más del 60% de las personas entrevistadas respon-
dían que la delincuencia era mayor que en el año anterior en 23 de las 27 rondas 
anuales anteriores de Gallup. Véase https://news.gallup.com/poll/1603/crime.aspx.
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parte grande de las prestaciones. Sin embargo, las personas suelen sobres-
timar el número de migrantes en su país. Alesina, Miano y Stantcheva (2018) 
informan que, en Estados Unidos, los encuestados estiman que la propor-
ción de inmigrantes en la población es de alrededor del 35% cuando en 
realidad asciende tan solo al 10%. En Alemania, Francia, Italia, Reino Unido y 
Suecia también se observan diferencias de más de 10 puntos porcentuales.

Las personas también tienen creencias muy diferentes e incorrectas 
en relación con la desigualdad del ingreso. Esto está directamente rela-
cionado con la confianza y el civismo, puesto que ambos influyen en los 
juicios acerca de cómo se comportan los demás y si las instituciones han 
sido establecidas de manera justa o no. Quienes consideran que la distri-
bución del ingreso no es justa también tienen menos probabilidades de 
creer que los otros son confiables (Scartascini y Valle Luna, 2020a). A lo 
largo de la última década, antes de la pandemia de COVID-19, los indicado-
res económicos y de gobernanza de Chile estaban mejorando, o al menos 
no se estaban deteriorando, y eran líderes en la región. Sin embargo, 
recientemente el país ha vivido disturbios importantes y, en diciembre de 
2019, solo el 6% de las personas pensaba que el país estaba avanzando. 
La confianza en las instituciones públicas se desplomó (Velasco y Funk, 
2020). El descontento y las percepciones sobre la distribución del ingreso 
no están correlacionados con la distribución del ingreso en la práctica; por 
lo tanto, que las personas vayan a tener o no expectativas que no se cum-
plirán no siempre se puede predecir mediante los datos objetivos.

Las personas sobreestiman o subestiman sistemáticamente dónde se 
sitúan en la distribución del ingreso y la riqueza (véase el gráfico 9.2). El 
panel A del gráfico 9.2 compara las distribuciones del ingreso del hogar 
que manifiestan los encuestados (barras translúcidas) con la respuesta 
declarada por su clase social (barras rellenas). El panel B hace lo mismo, 
pero esta vez compara la riqueza declarada con la de la clase social, en 
cuyo caso la riqueza se calcula con un índice basado en los activos del 
hogar. En los dos paneles, las personas de los quintiles más altos de la dis-
tribución del ingreso y la riqueza se sitúan a sí mismas en una clase inferior 
a la que les corresponde según su ingreso o la riqueza del hogar declarada. 
Son pocas las personas que se identifican con la clase alta o media alta, 
aunque su ingreso o su riqueza señalen que ese es el lugar que les corres-
ponde. Estas divergencias entre la percepción y la realidad sugieren que, 
si las personas de la región tuvieran creencias más precisas sobre la dis-
tribución del ingreso, quizá revisarían radicalmente sus opiniones sobre la 
equidad en la sociedad y, por lo tanto, sobre cuán confiables son los otros 
y las instituciones. Desde luego, esta afirmación no minimiza las grandes 
disparidades de la región en términos de ingresos.
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Gráfico 9.2   Subestimación/sobreestimación del ingreso y la riqueza
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Fuente: Scartascini y Valle Luna (2020a).
Notas: Los quintiles de riqueza fueron creados a partir del índice de HH Asset Wealth Index (PCA) a 
partir de un conjunto de variables binarias que establece diferentes activos y características de los 
hogares. Aquí se consideran los siguientes: (1) televisor, (2) refrigerador, (3) línea de teléfono fijo, (4) te-
léfono celular, (5) vehículos, (6) máquina lavadora, (7) microondas, (8) computadora, (9) agua potable, 
y (10) cuarto de baño dentro de la vivienda. El PCA se llevó a cabo por país, año y zona urbana/rural. 
Posteriormente, según la puntuación, se asignó a cada hogar a un bin de 1 a 5 para generar quinti-
les de riqueza, como un indicador aproximado del ingreso del hogar. La clase social es la declarada 
por el encuestado y se basa en la pregunta: “Las personas a veces se describen a sí mismas como 
pertenecientes a una clase social. ¿Diría usted que pertenece a…?” En los dos paneles, las barras azules 
representan el porcentaje de la población de la muestra que se sitúa a sí misma en cada clase social. En 
el panel A, las categorías de ingreso provienen del ingreso declarado y el ingreso mensual del hogar se 
clasifica en uno de 17 rangos que van de cero (ningún ingreso) a 16. Estos 16 rangos se agregan de la 
siguiente manera: de 0 a 3, clase baja; de 4 a 6, clase media baja; de 7 a 10, clase media; de 11 a 13, clase 
media alta y de 14 a 16, clase alta. El rango de ningún ingreso se incluyó en la clase baja y comprende 
el 3,99% del conjunto de la muestra. El panel B utiliza los quintiles de riqueza. La muestra incluye datos 
de tres olas: 2014, 2016, 2018–19.

Las creencias erróneas son tenaces

Las creencias erróneas se pueden modificar si las personas reciben y 
procesan información correcta y la utilizan para revisar sus creencias. 
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Desafortunadamente, esto no suele ocurrir. Las limitaciones cognitivas 
y los sesgos distorsionan la información que las personas deciden obte-
ner, su forma de procesarla y si permiten que influya en sus creencias; 
por consiguiente, puede que el suministro de información completa y pre-
cisa no tenga efecto en las creencias. Cuando las fallas en el mercado de 
la información disminuyen la información disponible o alientan la difusión 
de información incorrecta, puede que no haya información exacta y com-
pleta disponible. Y si las personas no confían en las fuentes de información 
exacta y completa, no las utilizarán para actualizar sus creencias.

La mayoría de las intervenciones en información buscan proporcionar 
a las personas información correcta, puesto que suponen que la falta de 
información explica las creencias incorrectas. Considérese una vez más el 
caso de la delincuencia: la evidencia de las encuestas apoya esta premisa y 
sugiere que la falta de información sobre las tasas de delincuencia explica 
las creencias incorrectas a propósito de ellas (Esberg y Mummolo, 2018). Las 
percepciones de la delincuencia de quienes tienen un menor nivel educativo 
y quienes no siguen los asuntos relacionados con la actualidad también son 
menos precisas, es decir, se trata de personas que tienen menos probabili-
dades de verse expuestas a la información o de interesarse en ella.

De manera similar, las creencias incorrectas a propósito de la distribu-
ción del ingreso también pueden explicarse por una falta de información. 
Esas creencias están determinadas en gran parte por grupos de referencia 
específicos de las personas. Generalmente, la opción idiosincrásica de los 
grupos de referencia lleva a los individuos a situarse a sí mismos más arriba 
o más abajo en la distribución del ingreso de lo que realmente corresponde 
(Cruces, Perez-Truglia y Tetaz, 2013; Karadja, Mollerstrom y Seim, 2017; 
Norton y Ariely, 2011). Valle Luna y Scartascini (2020) observan que los fac-
tores locales, particularmente la situación de los barrios (por ejemplo, los 
servicios públicos disponibles), son los determinantes más significativos de 
las creencias a propósito de la equidad de la distribución del ingreso.

Por lo tanto, el suministro de información más sistemática debería, en 
principio, generar creencias más precisas. No obstante, pese al potencial 
de las intervenciones informativas para corregir las creencias, su historial 
de éxito es variado, debido en gran parte a factores cognitivos que distor-
sionan cómo las personas procesan la información.

Las intervenciones informativas a menudo procuran aumentar el apoyo 
a políticas válidas anticipando las objeciones a esas políticas e informando 
a las personas que sus objeciones han sido tenidas en cuenta. Sin embargo, 
los efectos de esta información dependen de la importancia que los asuntos 
tratados tengan para las personas. Concretamente, entre los menos infor-
mados, es probable que ni las objeciones ni las políticas se encuentren en su 
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punto focal: si no, las personas habrían invertido más tiempo en informarse. 
Por ende, el esfuerzo de comunicación tiene dos efectos: expone a las per-
sonas a la información, pero también aumenta la importancia de los asuntos 
tratados. A partir de un experimento natural realizado en Italia, Mastrorocco 
y Minale (2016) muestran que una mayor exposición a las noticias relaciona-
das con delitos aumenta la preocupación sobre la delincuencia.

Al incrementar la visualización de la objeción a una política, las inter-
venciones en materia de información que indican que la objeción ha sido 
abordada podrían, de hecho, profundizar la oposición. Alesina, Miano y 
Stantcheva (2018) plantean la hipótesis de que el resentimiento hacia los 
inmigrantes podría reducir el apoyo a la redistribución. Por consiguiente, 
informaban a las personas que el número de inmigrantes era menor de 
lo que pensaban y que estos provenían de países más similares desde el 
punto de vista económico y cultural al país del propio encuestado. Sin 
embargo, los encuestados que recibieron la información no tenían más 
probabilidades de apoyar la redistribución: con solo recordarles la inmigra-
ción, la encuesta aumentaba su objeción a la redistribución. Por su parte, 
en Panamá, las personas que recibían información según la cual la delin-
cuencia estaba disminuyendo expresaron un mayor apoyo a las medidas 
duras para acabar con la delincuencia que aquellos que no fueron objeto 
de ninguna información sobre las tasas de delincuencia, lo cual se contra-
dice con las ideas de los autores de que una menor delincuencia generaría 
respuestas menos punitivas (Gingerich y Scartascini, 2018).

La pandemia de COVID-19 ofrece otro ejemplo. Más de 45 gobiernos 
lanzaron aplicaciones para el rastreo de contactos con el fin de reducir el 
contagio del virus, pero las personas se han mostrado vacilantes para des-
cargar y utilizar las aplicaciones. Martínez, Parilli, Rojas et al. (2021) llevaron 
a cabo en México una encuesta experimental con 23.000 participantes 
para probar si proveer información sobre el cuidado que haría el gobierno 
respecto de la privacidad de sus datos aumentaría su disposición a utili-
zar la aplicación. Al contrario de lo esperado, los encuestados a los que se 
les dijo que el gobierno se estaba esforzando para asegurar la protección 
de la privacidad de los datos, mostraron 3 puntos porcentuales menos de 
probabilidades de señalar que estaban dispuestos a descargar la aplica-
ción de rastreo de contactos en relación con los encuestados a los que no 
se les decía nada. La información aumentó la relevancia de una objeción —
la privacidad— sobre la cual las personas no habían pensado mucho antes 
de la encuesta, y esto superó el efecto de la información que indicaba que 
el gobierno se estaba esforzando para proteger la privacidad.

Al igual que la prominencia de la información, la confianza también 
influye en cómo las personas la obtienen y la procesan. En las sociedades 
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de baja confianza, utilizar información exacta para cambiar las creencias 
incorrectas es todavía más difícil. Las personas tienen más probabilida-
des de obtener y creer en la información de fuentes en las que confían, 
pero cuanto menor es la confianza generalizada en una sociedad, más 
probabilidades hay de que las fuentes en las que confían sean solo otras 
personas que se parecen a ellas mismas, es decir cuyas preferencias polí-
ticas, tendencias culturales, estatus socioeconómico y origen regional 
son similares. Naturalmente, es más probable que la información de estas 
fuentes valide las creencias de las propias personas. En las sociedades 
de baja confianza, los individuos se muestran incluso menos dispues-
tos a buscar o a aceptar información que sea más representativa de las 
experiencias de todas las personas, puesto que es más probable que esa 
información provenga de fuentes que no comparten sus características 
sociales y demográficas.

La información incorrecta de fuentes fiables puede agudizar las 
creencias incorrectas. La información correcta de fuentes en las que no 
se confía puede tener el mismo efecto. Cuando las personas escuchan 
información correcta que contradice sus creencias de fuentes en las que 
no confían, puede que la consideren parte de un intento de manipularlas, 
y se convencen de que sus creencias (incorrectas) son reales. Por lo 
tanto, la información verdadera de fuentes no fiables puede fortalecer 
las creencias incorrectas de aquellas personas que la reciben (Aruguete, 
Calvo y Ventura, 2021a;  Aruguete, Bachmann et al. 2021).

Durante la pandemia de COVID-19, surgieron muchos ejemplos sobre 
como interactúan la confianza, la información y las creencias. Albornoz, 
Cruces y Lombardi (2021) observan que los consejos de los expertos a pro-
pósito del distanciamiento social de hecho redujeron la disposición de las 
personas a observar el distanciamiento social en una muestra de cerca de 
10.000 encuestados en Argentina, Bolivia, Colombia, Ecuador, México, Perú 
y Uruguay. Una vez más, se culpa de esta reacción a la desconfianza. Las 
diferencias partidarias también influyen en la confianza que se otorga a 
los consejos de los expertos.4 Después de que el presidente brasileño se 

4	 Aquellas personas que creen en las teorías conspirativas suelen tener más difi-
cultades para reaccionar ante la evidencia. Las ideas conspirativas contribuyen al 
rechazo de la ciencia (Lewandowsky, Oberauer y Gignac, 2013), lo que también 
genera una menor aceptación de las vacunas y de otros comportamientos que 
potencialmente salvan vidas (Jolley y Douglas, 2014). Las teorías conspirativas 
contribuyen a magnificar los prejuicios contra los grupos, que puede tener conse-
cuencias potencialmente dañinas y generalizadas para las relaciones intergrupales 
y, por lo tanto, para la confianza interpersonal y la cohesión social (Jolley, Meleady 
y Douglas, 2020).



266 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

pronunció contra las opiniones de los expertos en relación con el distan-
ciamiento social y las políticas de cuarentena, el distanciamiento disminuyó 
más en los municipios partidarios del gobierno, donde los residentes tenían 
más probabilidades de confiar en la información (Ajzenman, Cavalcanti 
y Da Mata, 2020). Los votantes de la oposición en Brasil respondieron a 
un discurso presidencial sobre la COVID-19 revisando al alza sus creencias 
sobre el empleo y los riesgos para la salud en comparación con los indepen-
dientes; no se percibieron cambios entre los partidarios del gobierno (Calvo 
y Ventura, 2021). Un fenómeno similar se ha producido en Estados Unidos, 
donde la fuente de información ha influido en las medidas adoptadas. Las 
recomendaciones de los líderes de los gobiernos de los estados demostra-
ron ser más efectivas para reducir la movilidad en los condados favorables a 
los demócratas que en aquellos favorables a los republicanos. Sin embargo, 
entre los primeros, las recomendaciones de los líderes republicanos gene-
raron una reducción de la movilidad mayor que las recomendaciones de 
los líderes demócratas, porque entendieron en qué medida el partidismo 
estaba influyendo en el discurso político (Grossman et al., 2020). La infor-
mación divergente y las ópticas partidarias se traducen en diferentes 
medidas específicas. Como muestra el gráfico 9.3, el porcentaje de perso-
nas vacunadas en Estados Unidos ha estado estrechamente correlacionado 

Gráfico 9.3   Tasas de vacunación y preferencias políticas
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con el partidismo nueve meses después de que se administraran las prime-
ras vacunas y unos pocos meses después de que las vacunas hubiesen sido 
aprobadas para todas las personas mayores de 12 años.5

¿Quién quiere qué? Cómo las personas complican los mercados 
de la información

Las creencias incorrectas persisten o incluso se intensifican debido a una 
característica fundamental de los seres humanos, a saber, que son rea-
cios a cambiar sus creencias y a buscar, aceptar o divulgar información 
que contradiga dichas creencias. Esto genera importantes distorsiones en 
cuanto al funcionamiento de los mercados de la información.

Los ejemplos de este sesgo comportamental abundan. Hay un caso 
de la región que ilustra esto y es una muestra del tema partidario que se 
refirió en la sección anterior (Calvo y Aruguete, 2020; Aruguete, Calvo y 
Ventura, 2021b). Se trata de información que se compartió en Twitter en 
relación con un informe según el cual, durante un debate entre los can-
didatos presidenciales, el candidato en el gobierno contó con la ayuda 
de un audífono. Ese informe inicial fue ampliamente compartido por los 
opositores al presidente, pero no por sus partidarios. Posteriormente, una 
conocida empresa de verificación confirmó que el informe inicial era falso. 
La información de la empresa que verificó los datos fue compartida por los 
partidarios del presidente, pero no por los opositores. En otras palabras, 
las personas comparten lo que creen y no están necesariamente dispues-
tas a actualizar sus creencias sobre la base de nueva información.6 En un 
metaanálisis de la literatura, y a partir de un conjunto de datos de casi 
150 millones de tweets, Barberá et al. (2015) observan que la información 
sobre los asuntos políticos circula fundamentalmente entre las personas 
con preferencias ideológicas similares.7 Un análisis de millones de tweets 

5	 Las encuestas Gallup realizadas cerca del mismo período (20 de julio-2 de agosto) 
muestran que la voluntad declarada para vacunarse difiere notablemente según los 
partidos. Mientras que el 81% de los demócratas expresó su voluntad de vacunarse, 
solo el 47% de los republicanos hizo lo mismo (Mullen O’Keefe, 2021).

6	 Si bien solo la oposición compartió la desinformación y solo los partidarios del presi-
dente compartieron la corrección, un resultado positivo de la intervención por parte 
de quien verificó los hechos fue una disminución de la “tasa de noticia compartida” 
(y de la amplificación) del mensaje inicial. Por consiguiente, si bien la oposición no 
compartió la corrección, dejó de compartir el contenido falso (Aruguete, Calvo y 
Ventura, 2021b).

7	 En América Latina, puede que esto sea aún más predominante, ya que una de 
las principales fuentes de información es WhatsApp. En una muestra que incluye 
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en Twitter y en otras redes sociales después de acontecimientos impac-
tantes muestran que las personas “viven en barrios” poblados por seres 
similares y que reciben en su mayor parte (o únicamente) información rela-
cionada con las creencias del grupo (Calvo, 2015). Walter y Murphy (2018) 
concluyen que los mensajes correctivos tienen una influencia moderada 
en las creencias sobre la información errónea. Sin embargo, el efecto es 
mucho menor cuando se trata de política y marketing, donde predicar 
para los partidarios es más habitual y donde las creencias pueden arraigar 
con más fuerza por motivos ideológicos o económicos.

Los mercados de los medios de comunicación son naturalmente 
sensibles a la tendencia del comportamiento de las personas de buscar 
información que coincida con sus creencias.8 Si las empresas de medios 
se orientan por el beneficio, pero son independientes, intentarán pro-
porcionar a los clientes la información por la cual están más dispuestos a 
pagar. Desafortunadamente, lo que la mayoría de las personas busca en 
los medios es información que coincida con su visión del mundo.

La veracidad sigue siendo relevante en los medios tradicionales; aun-
que las personas prefieren consumir información que refleje sus creencias, 
también desean que se trate una fuente autorizada. En comparación con 
los nuevos medios, los medios de comunicación tradicionales tienen más 
incentivos para limitar los costos reputacionales y divulgar información 
verídica. A diferencia de las redes sociales, los medios tradicionales tie-
nen más barreras para la entrada, costes irrecuperables y una cartelización 
que aumenta los retornos económicos de invertir en exactitud. Preocu-
pados por los efectos potenciales de la desinformación y los hechos, los 
periódicos y los medios de comunicación tradicionales invierten cifras con-
siderables en operaciones de verificación (Tsfati et al., 2020).9 Durante el 
siglo XX, los oligopolios de los medios locales y nacionales impresos y de 
difusión por radio y televisión mantuvieron las normas del periodismo de 
objetividad y balance, creadas como reacción de los periodistas en contra 
del uso generalizado de propaganda en la Primera Guerra Mundial (Lazer 

Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Perú, WhatsApp fue la segunda fuente 
de información más utilizada (Newman et al., 2021). Entre el 36% y el 45% de los 
encuestados de esos países emplean WhatsApp. Por otro lado, en países avanzados 
como Canadá y Estados Unidos, solo cerca del 6% de los encuestados usa dicha pla-
taforma como fuente de noticias.

8	 Como muestran Durante y Knight (2012), los lectores responden a los cambios en la 
tendencia ideológica de las noticias cambiando el canal que miran.

9	 Graves (2016) ofrece un análisis detallado de las operaciones de las organizaciones 
de verificación de hechos y su presencia creciente en los medios de comunicación 
tradicionales.
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et al., 2018).10 En equilibrio, los medios tradicionales invierten en la adquisi-
ción y divulgación de información exacta, pero utilizan su discrecionalidad 
editorial para destacar la información que se asemeja a las creencias de 
los usuarios, a la vez que ignoran la que no lo hace. Los medios de comu-
nicación tradicionales también pueden ser amplificadores y divulgadores 
no intencionados pero importantes de historias falsas al cubrir fake news 
con la intención de aclarar los hechos y corregir la información fabricada 
(Tsfati et al., 2020). En algunos casos, proporcionar información verídica 
podría de hecho aumentar las creencias incorrectas. Por ejemplo, divulgar 
de manera prominente un homicidio reciente podría aumentar la percep-
ción de la delincuencia que tienen las personas.

Los mercados tradicionales de los medios de comunicación no siem-
pre se organizan solo para vender información y obtener ganancias. En 
algunos mercados, los propietarios de los medios persiguen objetivos 
malignos y divulgan información para aumentar el apoyo a un régimen o 
a un grupo corporativo con el fin de utilizar privilegios del gobierno para 
aumentar sus ganancias (Beattie et al., 2021).11 Estos medios procuran uti-
lizar los sesgos comportamentales de las personas a su favor, para lo cual 
publican información falsa que coincide con las creencias de las personas 
y apoya los intereses de los propietarios de los medios. Cabe señalar que, 
si bien la competencia en los mercados de los medios debería poder disci-
plinar cualquier sesgo del lado de la oferta a favor de la desinformación, las 
distorsiones del lado de la demanda pueden impedir que esto ocurra. Es 
decir, cuando los propios consumidores exigen noticias sesgadas o menos 
relevantes socialmente, puede que una mayor competencia no funcione 
(Gentzkow y Shapiro, 2008).

Los medios de comunicación también responden a otros sesgos 
comportamentales que pueden ser particularmente destructivos para 
la confianza y el civismo. Uno de ellos es la preferencia de las personas 
por las noticias negativas. El individuo promedio reacciona más intensa-
mente a las noticias sobre historias negativas que a las positivas (Soroka, 
Fournier y Nir, 2019). Por lo tanto, es probable que las noticias acerca 
de comportamientos no confiables e incívicos atraigan más atención, y 

10	 Budzinski y Kuchinke (2020) proporcionan un marco adecuado para entender 
la organización industrial de los mercados de los medios de comunicación. Islam 
(2008) presenta un resumen de la evidencia sobre el funcionamiento de los merca-
dos de los medios de comunicación, sus incentivos para proporcionar información y 
el impacto en los resultados políticos.

11	 Los sesgos de los medios pueden tener un impacto considerable en las decisio-
nes políticas, e incluso pueden influir en el resultado de las elecciones (DellaVigna 
y Kaplan, 2007). Por lo tanto, los incentivos para apartarse de las normas son altos.
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refuercen las creencias de las personas de que los otros son poco fiables 
e incívicos.12

Las redes sociales tienen potencialmente el alcance para corregir ses-
gos en los mercados de medios tradicionales que socavan la confianza 
y el civismo. Según datos recientes (Statista, 2021b), más de 150 millo-
nes de personas en Brasil y 100 millones en México utilizan Facebook. En 
Argentina, la cifra se acerca a los 35 millones (alrededor del 75% de la 
población) y en Perú, a los 32 millones (aproximadamente el 85% de la 
población). El uso de Facebook ha crecido rápidamente, ya que muchas 
personas lo utilizan para recibir noticias (véase el gráfico 9.4).

12	 En algunos casos, los medios de comunicación pueden disminuir la conducta cívica 
al generar animosidad entre los grupos étnicos en un país. Las emisiones de radio de 
los medios nacionalistas de la radio serbia desatan el odio étnico hacia los serbios 
en Croacia por parte de aquellos croatas que escuchan la radio pública serbia (des-
tinada a los serbios en Serbia) (DellaVigna et al., 2014).

Gráfico 9.4   �Evolución del uso de las redes sociales en América Latina y 
el Caribe
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Hay razones para ser optimistas sobre el papel de las redes sociales. Antoci 
et al. (2019) recurren a datos de un experimento realizado en Facebook para 
demostrar que las personas expuestas a contenido cívico en las redes socia-
les muestran una mayor confianza interpersonal, mientras que el contenido 
no cívico reduce la confianza. Además, las redes brindan a los ciudadanos 
acceso a información que de otro modo no estaría disponible y que es rele-
vante para juzgar el desempeño del gobierno. Por ejemplo, un mayor acceso 
a Internet puede proporcionar acceso a más información sobre la corrupción, 
lo que puede aumentar la rendición de cuentas a largo plazo (Guriev, Melnikov 
y Zhuravskaya, 2020). Ese mismo acceso permite que los ciudadanos se invo-
lucren más en el proceso político y coordinen mejor sus protestas (Enikolopov, 
Makarin y Petrova, 2020; Fergusson y Molina, 2019). También puede gene-
rar oportunidades para atraer votantes desencantados o desmovilizados, los 
cuales de esta manera vuelven a tener voz (Campante, Durante y Sobbrio, 
2018). De forma más general, en países donde hay altos niveles de corrup-
ción, existe subversión del poder y el control de los medios tradicionales está 
en las manos de los autócratas, la presencia gratuita de Internet y las redes 
sociales mejora la rendición de cuentas, ya que informan al público y facili-
tan la organización de protestas (Zhuravskaya, Petrova y Enikolopov, 2020).

Sin embargo, al mismo tiempo que la desconfianza ha ido creciendo en 
la región, se ha producido un aumento del uso de las redes sociales y de la 
dependencia de las mismas para las noticias. El acceso a Internet de banda 
ancha ha provocado una gran y significativa reducción de la circulación de 
periódicos (Gavazza, Nardotto y Valletti, 2019). Los ciudadanos que obtienen 
acceso a Internet de banda ancha móvil pierden confianza en las institucio-
nes gubernamentales del país (Guriev, Melnikov y Zhuravskaya, 2020). El eje 
izquierdo del gráfico 9.4 muestra la proporción de encuestados que usan las 
redes sociales (Facebook, Twitter, etc.), cifra que ha crecido de manera cons-
tante desde que Latinobarómetro comenzó a hacer la pregunta en 2009, y la 
confianza generalizada, que ha ido disminuyendo desde entonces.

Por diversos motivos, las redes sociales de hecho magnifican las 
limitaciones de los medios de comunicación tradicionales al alinear más 
estrechamente las creencias de las personas con la realidad. En primer 
lugar, como se basan en Internet, tienen bajas barreras de entrada —no 
requieren inversión en espectros de frecuencia o en imprentas— y ningún 
costo asociado a la divulgación de información. Las inversiones propor-
cionan a los medios tradicionales un incentivo para ser fieles a la verdad.13 
En cambio, a las redes sociales les preocupa menos la exactitud de las 

13	 Debido a las inversiones irrecuperables, las pérdidas reputacionales pueden tener 
altos costos. Por lo tanto, aun cuando tengan interés en comportarse de manera 
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noticias. En segundo lugar, las redes sociales pueden llegar a públicos 
de nichos pequeños y aun así obtener un retorno importante sobre las 
inversiones. Cerca de dos millones de podcasts (que han generado 47 
millones de episodios) están disponibles solo en la aplicación especiali-
zada de Apple (The Podcast Host, 2021) y cada año se publican en todo 
el mundo más de 2.500 millones de entradas de blogs (Byers, 2021). Unos 
600 millones de tweets inundan las ondas de radio y televisión cada día 
(Internet Live Stats, 2021). En cambio, la Asociación Mundial de Periódicos 
y Editores de Noticias registra solo cerca de 18.000 periódicos en todo el 
mundo (WAN-IFRA, 2021).

La capacidad de las redes sociales para prosperar con públicos peque-
ños y la tendencia de las personas a buscar información que confirme 
sus creencias refuerzan el efecto de cámara de resonancia: cuando los 
medios de comunicación pueden dirigirse a públicos cada vez más estre-
chos y más homogéneos, la información que los usuarios reciben se vuelve 
menos diversificada y refuerza cada vez más su visión del mundo. En Esta-
dos Unidos, las personas simpatizantes de uno de los dos grandes partidos 
tienen un 15% más de probabilidades de creer los titulares alineados desde 
el punto de vista ideológico; esta diferencia ideológicamente alineada es 
mucho mayor entre los consumidores de redes sociales segregadas ideo-
lógicamente (Allcott y Gentzkow, 2017).

En tercer lugar, las empresas que manejan las redes sociales aprove-
chan el compromiso de los usuarios con el sitio web, que aumenta cuando 
los usuarios pueden encontrar fácilmente información que les interesa. 
Las empresas utilizan algoritmos para definir una oferta casi infinita de 
información e identifican los intereses de cada usuario. Estos algoritmos 
refuerzan las paredes de la caja de resonancia. Bakshy, Messing y Adamic 
(2015) examinan datos de más de 10 millones de usuarios de Facebook 
y señalan que Facebook les presenta más contenidos políticos alineados 
con sus propias opiniones que con las ideologías contrarias. El algoritmo 
de Facebook tiene menos probabilidades de ofrecer a las personas noti-
cias de medios con actitudes contrarias, lo que exacerba la polarización: 
la exposición a noticias que desafían las propias actitudes disminuye las 
actitudes negativas hacia el partido político opuesto (Levy, 2021). Los inte-
reses externos pueden manipular aún más estos algoritmos mediante el 

oportunista, la competencia mitiga esos sesgos (Beattie et al., 2021). Además, debido 
a que hay menos empresas establecidas en la industria (las barreras de entrada son 
más altas), coordinar las reglas del juego es más fácil. La creación de medios/asocia-
ciones periodísticas o el establecimiento de premios al buen periodismo, entre otras 
opciones, son soluciones institucionales para mantener el equilibrio.
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uso de bots. En Facebook puede haber hasta 60 millones de bots activos 
(Lazer et al., 2018).

En cuarto lugar, la gran ventaja de las redes sociales es que son, preci-
samente, sociales, es decir, facilitan la divulgación de información entre los 
usuarios. Sin embargo, resulta que las falsedades se difunden con una rapi-
dez mucho mayor, entre una audiencia más amplia y con un impacto más 
profundo en sus creencias que la información verdadera, según consta en 
un estudio de Vosoughi, Roy y Aral (2018), que analizaron los datos de Twit-
ter desde 2006 hasta 2017.14 Acemoglu, Ozdaglar y Siderius (2021) ofrecen 
una explicación de este efecto. Cuando a las personas se les presenta la 
desinformación, pueden compartirla o verificarla. Las personas disfrutan 
al compartir historias y obtener “likes”, pero pueden incurrir en costos si 
comparten abiertamente información falsa. Sin embargo, los incentivos 
para compartir cuando la red es más homogénea en términos de creen-
cias aumentan porque disminuye la posibilidad de que cualquiera verifique.

Como las personas prefieren las historias negativas a las positivas, las 
falsedades que divulgan también tienden a ser más negativas. Los conteni-
dos falsos parecen acentuar la respuesta emocional de los individuos ante 
la información, posiblemente porque las noticias falsas se presentan con 
mayor carga emocional (Vosoughi, Roy y Aral, 2018; Zhuravskaya, Petrova 
y Enikolopov, 2020). Estos efectos amplían la distancia entre la realidad 
y las creencias, y fortalecen la resistencia de las personas a información 
basada en la razón. Esto tiene implicaciones adversas para la confianza y 
el civismo. Campante, Durante y Sobbrio (2018) señalan un impacto nega-
tivo significativo del uso de los sitios de redes sociales en la confianza (ya 
sea en los extranjeros, los vecinos o la policía). Este efecto parece ser pro-
ducto, fundamentalmente, de la difusión de contenido antisocial, que suele 
denominarse discurso del odio, y que es generado por los usuarios en las 
plataformas de las redes sociales.

Participar en redes sociales puede dañar la confianza, incluso cuando 
las acciones entre la información recibida y las interacciones que deman-
dan confianza estén desconectadas. Aruguete, Calvo et al. (2021) llevaron 
a cabo un experimento en línea con un juego de la confianza modificado, 
con paneles integrados por 2.400 encuestados, brasileños y mexicanos, 
cada uno. Los autores prueban si los encuestados confían en los otros 
para que actúen en su nombre (confiando en que otros jugadores emitirán 

14	 Este efecto parece ser impulsado predominantemente por las personas de edad más 
avanzada. En promedio, los usuarios mayores de 65 años compartieron casi 7 veces 
más artículos de dominios de noticias falsas que el grupo de edad más joven (Guess, 
Nagler y Tucker, 2019).
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votos en su nombre) y si son fiables con respecto a los recursos (votos) que 
se les confían. El comportamiento de confianza aumenta las recompensas 
potenciales que perciben los participantes (más votos), pero puede con-
llevar un costo importante si se traiciona la confianza de los jugadores (es 
decir, si su candidato pierde las elecciones). Los jugadores (en este caso, 
los encuestados) reciben premios si su candidato gana las elecciones, y 
billetes de un sorteo por cada voto con el que contribuyen a la victoria. 
Los incentivos de los encuestados están bien alineados con la captación 
de todos los votos que puedan. Después de una ronda inicial del juego, un 
subconjunto de encuestados recibe tweets negativos y positivos de polí-
ticos en el poder y de la oposición; se miden los cambios en la confianza 
y en los comportamientos fiables. La confianza disminuye mucho entre 
los votantes expuestos a mensajes negativos de figuras políticas externas 
al grupo (mensajes disonantes), aunque esos mensajes sean irrelevantes 
para la tarea en cuestión. La dosificación importa: la exposición inciden-
tal a las redes sociales tiene efectos modestos en la confianza. El efecto 
es más pronunciado (mayor disminución de la confianza) con niveles más 
altos de participación con tweets. Las diferencias en términos de con-
fianza entre el grupo de control y el de tratamiento son mayores cuando 
“escriben” en Twitter (likes, retuiteo, respuesta) por oposición a cuando lo 
“leen” (ninguna participación). Estas conclusiones señalan las diferencias 
entre las plataformas de las redes sociales y los medios de comunicación 
más tradicionales.

Las intervenciones de la información, ¿pueden aumentar 
la confianza?

El panorama que se presenta no es alentador. Resulta difícil cambiar las 
creencias incorrectas y, además, al parecer, las personas prefieren infor-
mación que refuerce las creencias de que los demás no son fiables y son 
incívicos. Al parecer, los individuos no buscan información que apoye las 
creencias sobre la fiabilidad y el civismo de los otros, ni utilizan esa infor-
mación para revisar sus creencias; ni los medios tradicionales ni las redes 
sociales parecen producir ni divulgar esa información. Dada esta eviden-
cia, ¿pueden ser efectivas las intervenciones de la información destinadas 
a aumentar la confianza?

Las intervenciones de la información son cruciales aun cuando las 
instituciones y organizaciones tratadas en los capítulos 7 y 8 funcionen 
bien. Las instituciones de vigilancia del cumplimiento en manos de terce-
ros, como los tribunales, reducen la necesidad de que las personas hagan 
sus propias evaluaciones de la fiabilidad de los otros, pero no la eliminan, 
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puesto que los tribunales pueden ser costosos y tardar tiempo en fun-
cionar. Las elecciones regulares, abiertas y competitivas permiten a los 
ciudadanos sancionar la conducta oportunista de los políticos, pero no 
funcionan tan bien si los votantes no están informados sobre el carácter 
y el comportamiento de los candidatos. Esta sección tiene en cuenta la 
información para resolver el problema de las conductas oportunistas en el 
sector privado y, particularmente, en el sector público.

La reputación es una estrategia clave para que empresas y clientes se 
enfrenten a la amenaza de las conductas oportunistas. Los clientes prefie-
ren una firma con una historia conocida de satisfacción del cliente porque 
es indicativa tanto del carácter del management de la empresa como del 
de sus empleados (son confiables) y porque es un activo valioso que la 
firma podría perder si trata mal a un cliente. Sin embargo, es difícil cons-
truir reputación sin información sobre el desempeño y sin un medio para 
divulgar esa información.

La revolución de la información y el surgimiento de plataformas en 
línea demuestran el poder de la información. Por ejemplo, Airbnb tiene más 
de 5,6 millones de registros de casi todos los países del mundo. Más de 
4  millones de hospedajes listados han recibido más de 800 millones de 
visitas desde su creación en 2007. En general, cada una de estas visitas es 
una transacción por separado entre desconocidos, cada uno con escasa 
esperanza de utilizar instituciones de terceros para resolver disputas y con 
casi ninguna manera de encontrar y verificar información, ya sea sobre el 
desempeño pasado o el carácter personal. Una clave de su éxito, al igual 
que ocurre con plataformas en línea similares, como las aplicaciones de 
transporte compartido, es la facilidad con que los usuarios pueden com-
partir información sobre su experiencia. Más de 3,6 millones de anuncios 
fueron objeto de reseñas activas durante 2018–19 (Adamiak, 2019). Esta 
información es valiosa, y da lugar a transacciones que de otra manera no 
se habrían producido ante la ausencia de información (Bridges y Vásquez, 
2018; Houser y Wooders, 2006). A diferencia de las redes sociales, las pla-
taformas en línea contrarrestan la tendencia conductual a desconfiar de 
los otros sobre la base de concepciones erróneas, estereotipos y homofilia 
(las personas confían más en quienes se les parecen) (Abrahao et al., 2017).

Desde luego, la información no digital siempre ha sido clave para 
posibilitar las transacciones. Las empresas que desean dar seguridad a 
los posibles compradores cuando la calidad de sus productos es difícil de 
observar pueden recurrir a terceros para verificar la calidad. El software, 
por ejemplo, puede tener defectos ocultos cuya detección se vuelve com-
pleja y las firmas que lo comercializan pueden requerir una auditoría de 
terceros de las prácticas de construcción de su software para asegurar a 
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los compradores su alta calidad. Estas auditorías aumentan las deman-
das de los productos de una empresa precisamente en aquellos mercados 
donde los compradores tienen menos probabilidades de estar familiariza-
dos con ellos (Gao, Gopal y Agarwal, 2010).

Las soluciones de información proporcionadas por las plataformas 
en línea o por auditorías de terceros pueden ser más efectivas que los 
enfoques regulatorios tradicionales, o al menos pueden ser complemen-
tos cruciales para evitar las conductas oportunistas en las transacciones 
privadas. El éxito de las plataformas en línea provee esta evidencia: ante 
la opción de utilizar hoteles sumamente regulados o arrendamientos de 
Airbnb escasamente regulados, las personas suelen inclinarse por estos 
últimos. De la misma manera, al tener que elegir entre conductores de 
taxi sumamente regulados o Uber o Lyft, también optan por esta última 
alternativa.

Es claro que la confianza influye en las decisiones económicas. Las 
nuevas tecnologías que pueden mejorar la productividad requieren a quie-
nes las adopten que crean en las mejoras de productividad prometidas. 
En los contextos de baja confianza, los vendedores de nuevas tecnolo-
gías tienen más probabilidades de exagerar sus beneficios, mientras que 
los posibles compradores se muestran más escépticos hasta de las repre-
sentaciones precisas de los costos y beneficios de la adopción de nuevas 
tecnologías. Por lo tanto, en las sociedades de baja confianza, la adopción 
de tecnología es más lenta (véanse los capítulos 1 y 3).

El problema de la confianza y el papel de la información en los merca-
dos políticos son distintivos y más difíciles. En casa, los ciudadanos deben 
decidir si basarse en las promesas de los políticos y los funcionarios públi-
cos. Cuando la información acerca de ellos y de su desempeño es escasa, 
las personas naturalmente —y racionalmente— desconfían de ellas. Saben 
que los políticos y los funcionarios tienen incentivos para aprovecharse 
de la falta de información desentendiéndose de sus obligaciones ante los 
votantes. Por consiguiente, la confianza debería ser baja cuando la toma 
de decisiones del gobierno no es transparente, particularmente cuando 
las alegaciones y los ejemplos de corrupción y malas prácticas de gestión 
están presentes en las noticias.

La evidencia apoya la predicción de que las expectativas de las per-
sonas a propósito de la conducta oportunista se mueven a la par con la 
desconfianza. Quienes confían en los funcionarios públicos o en el gobierno 
tienen menos probabilidades de ver la corrupción como un problema. El 
panel A del gráfico 9.5 demuestra esto con evidencia de las encuestas 
aplicadas en la región sobre actitudes hacia la policía. Los agentes de poli-
cía renuncian a su responsabilidad cuando deciden dejar de velar por el 
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Gráfico 9.5   �Creencias sobre corrupción, confianza en la policía y 
asignación de recursos a la policía
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recursos para la policía; Los recursos directos para las personas son mucho mejores que los recursos para 
la policía”. Se utilizó una regresión de mínimos cuadrados ordinarios con errores estándar robustos, con 
un intervalo de confianza del 90%. Los puntos representan coeficientes de regresiones y las líneas son 
intervalos de confianza. El total de la muestra abarca 20.200 observaciones en 18 países: Argentina, Bo-
livia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.
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cumplimiento de la ley con el fin de aumentar los beneficios para sí mis-
mos. Entre los encuestados que confían mucho en la policía, más del 70% 
cree que no es posible sobornar a la policía para evitar una detención; 
entre aquellos que no confían para nada en la fuerza policial, ocurre lo 
contrario: casi el 70% considera que puede evitar una detención mediante 
un soborno. El panel B del gráfico 9.5 es un reflejo de la conclusión del 
capítulo 4. La confianza en la policía influye en las preferencias de las per-
sonas acerca de cómo asignar los recursos. A medida que disminuye la 
confianza, bajan las probabilidades de favorecer la asignación de recursos 
a la policía y se prefiere proporcionar esos recursos a las personas para 
que se provean su propia seguridad. En comparación con el caso de línea 
de base de la alta confianza, aquellos que confían solo algo tienen cerca de 
4 puntos porcentuales menos de probabilidades de preferir que los recur-
sos sean asignados a la policía. La diferencia asciende a más de 15 puntos 
porcentuales para quienes no confían para nada (y es de cerca de 10 pun-
tos porcentuales para aquellos que confían un poco).

Hay dos dimensiones del problema de la información que dificultan 
proporcionar información a Paula para aumentar su confianza en los polí-
ticos y los funcionarios públicos. Uno es el dilema de acción colectiva 
tratado en este libro. Paula recibe todos los beneficios de la información 
que encuentra en línea sobre un restaurante o un hotel y, por lo tanto, como 
corresponde, tiene altos incentivos para realizar esa búsqueda. En cambio, 
sus incentivos para recopilar costosa información sobre los políticos son 
escasos, ya que puede hacer poca cosa por sus propios medios para que 
los políticos y funcionarios actúen de manera fiable. La única medida que 
puede tomar si no está contenta con lo que averigua, es votar con los pies. 
Sin embargo, abandonar su país es una decisión sumamente importante, 
muy diferente de cancelar una reserva en un hotel con malas reseñas.

Sin embargo, incluso para los votantes que se preocupan por la polí-
tica y los resultados de las políticas y no se ven disuadidos por el dilema 
de acción colectiva, hay un segundo problema de información: resulta difí-
cil distinguir entre la contribución de los gobiernos a los resultados que los 
votantes experimentan y los efectos de los shocks externos, que pueden 
variar de una persona a otra. Las experiencias de los hoteles y restauran-
tes documentadas por los consumidores en línea se encuentran en gran 
parte bajo el control de estos establecimientos. En cambio, el bienestar 
ciudadano es producto de muchos factores, tanto de los shocks exógenos, 
en cuyo caso los políticos pueden hacer poca cosa, como de las políticas 
públicas, de las cuales son los únicos responsables. Estas dos dimensiones 
del problema de la información en los mercados políticos explican por qué 
no existen aplicaciones digitales para calificar a los candidatos políticos y 
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los gobiernos. La información sobre las experiencias individuales es menos 
útil y las personas pueden hacer menos con esa información. Aun así, más 
información ayudaría a Paula a obtener evaluaciones más precisas. ¿Cuál 
ha sido el desempeño de los políticos en el pasado? ¿Han cumplido sus 
promesas? Y ¿cuál es el carácter de los políticos?: ¿son personas fiables, 
respetan la ley y las normas sociales ampliamente compartidas?

La información sobre el desempeño de los políticos debería aumentar 
la confianza si los ciudadanos actúan para que los políticos rindan cuentas, 
y si no están sujetos a las asimetrías de poder analizadas en los capítulos 
2 y 10. En algunos contextos, lo hacen. Ferraz y Finan (2008) observan 
que la divulgación de los resultados de las auditorías aleatorias de las 
cuentas de los gobiernos municipales de Brasil influye en las probabilida-
des de reelección de los políticos en el poder. El efecto se ve acentuado 
allí donde hay más divulgación. Cruz, Keefer y Labonne (2021) demues-
tran que el solo hecho de proporcionar información sobre la existencia 
de un programa de gobierno en los municipios de Filipinas aumenta las 
expectativas de los votantes sobre el desempeño de los políticos y alienta 
a las personas a votar en contra de aquellos que no cumplen esas mayo-
res expectativas. Keefer y Khemani (2014, 2016) resaltan los importantes 
efectos de la información, obtenida a través de las radios comunitarias de 
Benín, sobre el acceso a la educación pública y los mosquiteros contra 
la malaria. Una amplia revisión de evidencia realizada por el Banco Mun-
dial (2016) indica que suministrar información tiene, de manera general, 
aunque no uniforme, efectos positivos en el bienestar de los ciudadanos.

De todos modos, es probable que la demanda de información de 
políticas y su impacto en las creencias dependa del contexto. Por ejem-
plo, Chong et al. (2015) observan diferentes efectos en México cuando 
distribuyen información sobre cómo los alcaldes utilizan el dinero 
público: los reportes negativos no conllevan sanciones electorales para 
los alcaldes que incurren en conductas indebidas, pero sí devienen en 
una disminución de la participación electoral.15 Sin embargo, la apatía 
con respecto a la política no contribuye a aumentar la confianza, ya que 
disminuye las posibilidades de que los ciudadanos exijan una rendición 
de cuentas. La apatía es particularmente alta en América Latina y el 
Caribe (gráfico 9.6).

15	 Chen y Yang (2019) muestran que, en China, el acceso libre a información política-
mente delicada por sí mismo no induce a las personas a conseguir información de 
ese tenor, pero un estímulo pasajero puede generar un aumento persistente de dicha 
obtención. Una vez que se produce la obtención, esta puede traer consigo cam-
bios amplios, considerables y constantes en los conocimientos, creencias, actitudes 
y comportamientos deseados.
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Otras investigaciones indican que en ocasiones el simple hecho de 
hacer que la información sobre el desempeño del gobierno esté dispo-
nible puede no ser suficiente; quizá se requiera un esfuerzo más activo 
para poner dicha información ante las personas y cambiar las creencias 
sobre la confiabilidad del gobierno. En otras palabras, puede que “abrir 
el gobierno” no sea suficiente para aumentar la confianza. Debido a los 
altos costos de obtener y procesar información, los problemas de acción 
colectiva y el valor limitado de informarse si otros no lo hacen o no están 
dispuestos a actuar a partir de la información, la mayoría de las personas 
tienden a permanecer en la ignorancia.

La complejidad que implica llevar adelante una campaña de infor-
mación efectiva se ve reflejada en una iniciativa del gobierno local de 
Argentina. Como parte de un proceso más amplio de aumento de la 
transparencia, el alcalde de Buenos Aires dio a conocer una serie de com-
promisos. Se trata de objetivos claros y medibles en muchos ámbitos del 
gobierno, basados en las prioridades de los ciudadanos y en los ODS de 
las Naciones Unidas. La página del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 
rastrea y explica más de 50 objetivos.16 Uno de ellos consiste en lograr 
que el 100% de las esquinas de las calles sean accesibles para personas 

Gráfico 9.6   Interés en la política en diferentes regiones
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16	 El sitio web está disponible en http://www.buenosaires.gob.ar/compromisos.

http://www.buenosaires.gob.ar/compromisos
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discapacitadas. Otro es instalar 10.000 cámaras de seguridad en toda la 
ciudad y en el transporte público. La iniciativa resulta novedosa y de gran 
alcance, ha recibido una importante cobertura de los medios de comu-
nicación, y ofrece un sitio web especializado accesible para todos. Sin 
embargo, un gran porcentaje de la población todavía no conoce las polí-
ticas (Alessandro et al., 2021; Otálvaro-Ramírez, Scartascini y Streb, 2021) 
(gráfico 9.7).

Evidentemente, la información colgada en un sitio web no es suficiente 
para cambiar las creencias. Sin embargo, los esfuerzos para transmitirla a 
los ciudadanos pueden tener un gran impacto. Suministrar información 
aumenta la percepción de la transparencia del gobierno en cerca de 8 pun-
tos porcentuales (Alessandro et al., 2021). Esto puede parecer obvio, pero 

Gráfico 9.7   �Conocimiento que tiene el público de los compromisos del 
gobierno de la Ciudad de Buenos Aires
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282 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

la percepción de que el gobierno es transparente es un ingrediente crucial 
de la confianza; en ese caso, los votantes saben que pueden enterarse si el 
gobierno actúa de manera oportunista. Brindar información sobre la exis-
tencia de los compromisos aumenta la confianza en el gobierno en cerca 
de 0,10 desviaciones estándar, según los resultados de una encuesta expe-
rimental llevada a cabo con 2.375 personas en la Ciudad de Buenos Aires 
(Otálvaro- Ramírez, Scartascini y Streb, 2021). Divulgar información acerca 
de que el gobierno no solo adoptó estos compromisos, sino que también 
los cumplió aumentó aún más la confianza. Además, el cumplimiento a 
nivel de la ciudad eleva la probabilidad de que se confíe en la información 
que ofrece el propio gobierno (5,7 puntos porcentuales). Este efecto de 
confianza es fundamental, porque incrementa las probabilidades de que 
en el futuro la información del gobierno tenga más influencia.

Si bien la transparencia debería aumentar la confianza, al dar a las 
personas la oportunidad de verificar si las promesas se cumplen, puede 
que también disminuya la confianza si los gobiernos no cumplen sus 
promesas. En efecto, las diferencias en el desempeño parecen ser impor-
tantes. Alessandro et al. (2021) implementaron una encuesta experimental 
con una muestra de 1.999 residentes de la Ciudad de Buenos Aires. Los 
receptores de información según la cual el gobierno había superado sus 
objetivos demostraron una confianza mucho mayor que quienes reci-
bían información que indicaba que el gobierno no había cumplido sus 
compromisos. La diferencia (que puede apreciarse en el gráfico 9.8  

Gráfico 9.8   La importancia de cumplir las promesas
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como la variación de la altura entre las barras) equivale a cerca de 0,10 
de una desviación estándar. Esta diferencia aumenta 0,30 de una des-
viación estándar para las personas que ven esta información por primera 
vez (gráfico 9.8). Estos resultados son consistentes con Ardanaz, Corba-
cho y Ruiz-Vega (2014), que observan que suministrar información a los 
encuestados sobre la disminución de las tasas de delincuencia mejora la 
percepción de los ciudadanos acerca de la seguridad y genera una mayor 
confianza en la policía.

El valor de las palabras: usar la información para aumentar 
el civismo

La confianza interpersonal es la base de vínculos de ciudadanía más 
fuertes, es decir, la disposición de los ciudadanos para hacer sacrificios 
individuales en aras de las empresas colectivas que son cruciales para el 
éxito de una sociedad. Desafortunadamente, como señala el capítulo 1, en 
América Latina y el Caribe los vínculos de ciudadanía son débiles, y las 
personas tienen más probabilidades de tomar decisiones que arrojen un 
beneficio privado a expensas de la comunidad más amplia. Esta sección 
presenta evidencia esperanzadora de que al suministrar a las personas 
información sobre el civismo de los otros aumenta su propia probabilidad 
de actuar cívicamente.

Hay dos motivos clave que explican los bajos niveles de civismo, a 
saber, la creencia generalizada de que la acción colectiva de los ciuda-
danos no tiene ningún efecto en el bienestar colectivo (por ejemplo, 
la recaudación de impuestos se despilfarra en lugar de utilizarse para 
promover el bienestar ciudadano) y que, en cualquier caso, hay otros 
ciudadanos que no cumplen con su parte (por ejemplo, no pagan 
impuestos). El gráfico  9.9 ilustra este punto con evidencia de Junín, 
Argentina. Los contribuyentes que creen que la ciudad gestiona bien 
los espacios públicos tienen menos probabilidades de estar de acuerdo 
con que la evasión tributaria es justificable cuando la probabilidad de 
ser detectado es baja.

La información acerca de la efectividad del gobierno y el civismo de los 
otros puede aumentar las actitudes o el comportamiento cívico. Cafferata 
y Scartascini (2022) observan el efecto de proporcionar información a las 
personas sobre los niveles relativos de la corrupción policial en varios paí-
ses (la corrupción es una medida del desempeño deficiente del gobierno). 
En Chile, donde la corrupción de la policía era baja en el momento de la 
encuesta experimental, informar a los ciudadanos de que la corrupción era 
mucho más rara que en Estados Unidos o en el resto de América Latina 



284 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

aumentaba la disposición de los mismos a pagar impuestos para costear la 
vigilancia policial (véase el gráfico 9.10).17

En un experimento de campo a gran escala llevado a cabo en Reino 
Unido, Hallsworth et al. (2017) observaron que proporcionar información 

17	 Esta información influyó en los encuestados chilenos, que sobreestimaron los nive-
les de corrupción en la policía y, por lo tanto, aumentaron sus preferencias a favor 
de la asignación de fondos después de recibir la información. En otros países, las 
creencias anteriores sobre la corrupción en la policía correspondían con más preci-
sión a los niveles reales de corrupción; por lo tanto, el tratamiento de la información 
no tuvo ningún efecto.

Gráfico 9.9   �Evasión y uso de los fondos públicos por parte del 
gobierno

Fuente: Castro y Scartascini (2018).
Nota: Los datos provienen de una encuesta realizada en diciembre de 2015 en Junín, Argentina. Los 
encuestados fueron 568 personas que habían pagado sus impuestos a tiempo en el último período de 
facturación antes del experimento (julio a agosto de 2015). Las barras corresponden al porcentaje de 
contribuyentes que calificaron el desempeño del gobierno municipal en relación con el espacio urbano 
(medido en el eje vertical derecho). La escala va de 1 (muy bajo) a 10 (muy alto) (eje horizontal). El eje 
vertical izquierdo muestra el porcentaje de personas que están de acuerdo con la afirmación de que 
la evasión fiscal puede estar justificada si la probabilidad de detección es baja. Los puntos naranjas 
(medidos en el eje vertical izquierdo) indican hasta qué punto los contribuyentes que asignaron una de-
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Gráfico 9.10   �Información sobre la corrupción de la policía y apoyo a 
la policía
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sobre el civismo de los otros aumenta el cumplimiento del comportamiento 
cívico. Los autores informaron a los culpables de delitos fiscales que la 
mayoría de los contribuyentes pagaban sus impuestos a tiempo. Su texto 
decía: “Nueve de cada diez personas en Reino Unido pagan sus impues-
tos dentro de los plazos. Actualmente usted pertenece a una muy pequeña 
minoría que todavía no ha pagado”. Esta redacción, que pone de relieve que 
el destinatario forma parte de la minoría, fue la más efectiva para convencer 
a las personas que pagaran sus impuestos. La información sobre los benefi-
cios de pagar impuestos también es efectiva. El mensaje “Pagar impuestos 
significa que todos ganamos en servicios públicos básicos como el Servicio 
Nacional de Salud, los caminos y las escuelas” aumentó la probabilidad de 
que los contribuyentes pagaran sus impuestos dentro de los plazos.

Castro y Scartascini (2015) enviaron un mensaje a los contribuyentes en 
una ciudad de Argentina para reforzar la creencia de que el gobierno dedica 
recursos a mejorar el bienestar colectivo: “En los primeros seis meses de 
este año, la recaudación [local de impuestos] sirvió para instalar 28 nuevas 
farolas en las calles, conexiones de agua potable en 29 calles y redes de 
alcantarillado en 21 manzanas”. El mensaje aumentó significativamente el 
cumplimiento entre las personas que tenían menos probabilidades de con-
tar con información sobre cómo el gobierno utiliza el dinero público. Entre 
los contribuyentes que vivían fuera de la ciudad, a los que no les es fácil 
observar cómo funciona el gobierno, las tasas de pago aumentaron 14 pun-
tos porcentuales. Se corrobora el mensaje anterior: cuando hay escasa 
información, los contribuyentes suponen que el gobierno se desentenderá 
de sus deberes. La información puede corregir estas creencias.

El civismo no es solo evidente en la disposición a contribuir a un 
esfuerzo colectivo para promover el bien común. También se manifiesta 
en una disposición a aceptar menos servicios personales del gobierno 
con el fin de liberar recursos que se pueden invertir en áreas de política 
pública que tendrán un impacto positivo mayor en el bienestar general de 
todos los ciudadanos. El apoyo a las estrategias de vigilancia policial que 
se concentran en las áreas geográficas donde se concentra la mayor delin-
cuencia (puntos calientes} son un ejemplo llamativo de esta actitud cívica. 
Con la vigilancia policial concentrada en los puntos calientes, el gobierno 
focaliza los recursos del imperio de la ley en zonas de alta delincuencia y, 
por lo tanto, proporciona menos recursos a zonas más seguras.

Esta estrategia es altamente efectiva, dado que la mayoría de los deli-
tos se produce en una pequeña parte de una ciudad. Aun así, puede que 
parte de la delincuencia se desplace de estas zonas peligrosas a otras 
donde antes era menor. Por lo tanto, si bien la vigilancia policial de pun-
tos calientes hace que la delincuencia en general sea menor, algunas 
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personas que ahora reciben menos atención de la policía pueden estar 
peor. Los datos del Latinobarómetro revelan que las preferencias a favor 
de la vigilancia policial de puntos calientes parecen depender poco de si 
a las personas les preocupa ser víctima de un delito violento y más de los 
niveles de confianza interpersonal (véase el capítulo 8). Sin embargo, el 
determinante más importante del apoyo a la vigilancia policial de puntos 
calientes es la evidencia de su efectividad, es decir, el sacrificio del civismo 
(disminuir la vigilancia en nuestro patio trasero) será recompensado con la 
reducción de la delincuencia en todas partes.

En una encuesta aplicada en siete capitales de América Latina llevada 
a cabo para el proyecto BID Ciudades Capitales, menos del 40% de los 
encuestados declaró que prefería la vigilancia policial de puntos calien-
tes antes que distribuir los recursos por igual en toda la ciudad (véase 
el gráfico 9.11). Sin embargo, entre aquellos que recibieron información 
sobre la efectividad de la vigilancia policial de los puntos calientes, esta 
cifra aumentó al 50%, es decir, un 25% más. Las reformas de las políticas 
públicas a menudo requieren que los ciudadanos hagan sacrificios. Esta 
evidencia muestra que se puede persuadir a los ciudadanos de que hagan 
estos sacrificios si están convencidos de la efectividad de las reformas. Sin 
embargo, las (escasas) campañas de información que apoyan las reformas 
no incluyen esta información de forma rutinaria.

El auge de las redes sociales plantea temas únicos del comportamiento 
cívico, pero la investigación sigue siendo incipiente y se basa más en el 

Gráfico 9.11   �Información y apoyo a la vigilancia policial de puntos 
calientes
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Opción A: Concentrar a la policía en los barrios más peligrosos
Indiferente Opción B: Enviar coches patrulla a todos los barrios

Fuente: Elaboración de los autores basada en datos de la Encuesta de Ciudades Capitales del BID-
LAPOP, 2017.
Notas: Las respuestas se derivan de la pregunta: “Cuando la policía despliega sus recursos, 
especialmente sus patrullas, debe elegir entre dos opciones que tienen el mismo costo. La opción A 
consiste en concentrar la policía y las patrullas en los barrios más peligrosos y enviar menos policías 
y patrullas a los otros barrios. La opción B consiste en enviar autos patrulla a todos los barrios de la 
ciudad, independientemente de si son peligrosos o no. ¿Cuál es la opción que usted prefiere?”. La 
muestra total incluye siete ciudades: Santiago de Chile, Bogotá (Colombia), Tegucigalpa (Honduras), 
Ciudad de México, Ciudad de Panamá, Lima (Perú) y Montevideo (Uruguay).
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acceso a diferentes tipos de medios tradicionales. Este trabajo se centra 
en el influyente argumento de Robert Putnam (2000) de que el comporta-
miento cívico se basa en la mutua interacción de los ciudadanos. El uso de 
las redes sociales no parece limitar las interacciones de las personas unas 
con otras, sobre todo la familia y los vecinos (Olken, 2009; Bauernschuster, 
Falck y Woessmann, 2014). Sin embargo, al parecer limita la participación 
política. En un estudio previo a Internet, Olken (2009) observa una menor 
participación en reuniones de importancia en los poblados de Indonesia 
en zonas con una mejor recepción de las ondas de radio. Durante, Pinotti 
y Tesei (2019) encuentran efectos similares después de la introducción de 
la televisión comercial en Italia en los años ochenta. Después de que el 
New York Times implementase una estrategia de distribución nacional que 
amplió la distribución a más de 100 ciudades, la circulación de los periódi-
cos locales disminuyó entre los lectores con formación universitaria, lo cual 
señala un alejamiento de la comunidad local por parte de los consumidores 
escolarizados (George y Waldfogel, 2006).18 Sin embargo, en algunos casos, 
los medios pueden ser una fuerza positiva para construir cohesión social. 
En Ruanda, la audiencia de la emisora de radio del gobierno demostró tener 
más probabilidades de confiar en los miembros de otras comunidades étni-
cas. Los esfuerzos del gobierno ruandés señalan con qué consistencia los 
mensajes de propaganda focalizados pueden tener un efecto positivo en la 
confianza interétnica (Blouin y Mukand, 2019).

Más allá de la información

Cuando los individuos no pueden evaluar por sí mismos cuán confiable es 
una persona o una institución, se basan en la información de los demás. 
En los mercados privados, la reputación importa. Al tratar con el gobierno 
y los agentes políticos, el problema es más complicado: hay grandes asi-
metrías informacionales y los resultados de las medidas del gobierno se 

18	 La literatura que estudia el papel del acceso a Internet en la participación arroja 
resultados mixtos similares. En relación con la introducción de Internet de alta velo-
cidad, algunos estudios presentan evidencia diversa sobre un efecto negativo en 
la participación en las actividades cívicas. Por un lado, Geraci et al. (2018) obser-
van que una conexión a Internet más lenta debido a la lejanía de un repetidor local 
genera una menor probabilidad de formar parte de una asociación cívica, un sindi-
cato o un partido político en Reino Unido, aunque el efecto demuestra ser más bien 
pequeño. Por otra parte, Bauernschuster, Falck y Woessmann (2014) no encuentran 
evidencia de un efecto del acceso a Internet en la participación en la política local o 
en el número de miembros de los partidos políticos en el contexto de la vida cívica 
de Alemania en los años 2000.
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ven afectados por shocks externos. Por lo tanto, estudiar solo los resul-
tados o la evidencia fácilmente accesible puede no ser suficiente para 
evaluar la confiabilidad de los funcionarios públicos. Sin embargo, sumi-
nistrar información de manera activa parece ser útil. Varias intervenciones 
han demostrado que proporcionar información sobre los resultados de las 
auditorías puede influir en el comportamiento de los votantes en las urnas 
y que ofrecer información sobre si los funcionarios cumplen sus promesas 
puede aumentar la confianza.

La mayoría de las personas no busca activamente información. Por 
consiguiente, la transparencia habitual tiene un impacto limitado. Además, 
la manera en que se suministra la información importa. En un contexto en 
el cual la intermediación está fragmentada, los gobiernos pueden generar 
líneas de comunicación directamente con los ciudadanos. La participa-
ción y el compromiso tienden a funcionar. El impacto de la información 
y la propia generación de información no es independiente del contexto 
de confianza en el que se brinda esta información. Algunas iniciativas de 
transparencia no funcionan cuando la confianza es baja. La confianza en los 
expertos no ha sido constante en todos los países y, por lo tanto, tampoco 
lo ha sido la adhesión de las personas a las recomendaciones. La divulga-
ción y el consumo de información no son independientes del papel de los 
intermediarios en la compilación y divulgación de información. En otras 
palabras, la estructura de los mercados de los medios de comunicación 
influye en las creencias. El partidismo y otras características individua-
les tienen un gran peso en la información que las personas consumen en 
contextos de baja confianza. Las redes sociales tienden a profundizar los 
silos informativos. Las personas reaccionan de manera muy diferente a los 
tweets y a la información que aparece en las redes sociales según su afi-
liación a los partidos. El compromiso con las redes sociales puede dañar la 
confianza en muchos dominios.

En contextos donde la información está ausente o es distorsionada por 
el mercado y por sesgos de conducta (por ejemplo, como aquellos que se 
observan en las redes sociales), la regulación es una respuesta posible. 
Sin embargo, puede que una respuesta regulatoria no sea la mejor opción 
cuando se pueden encontrar soluciones basadas en la información y se 
ha demostrado que estas emergen natural y masivamente en el mercado.

Si hay que regular las redes sociales y cómo hacerlo para disminuir 
las bien conocidas y sustanciales distorsiones de la información que facili-
tan son dos importantes preguntas abiertas. Desafortunadamente, como 
demuestran los capítulos a lo largo de este libro, la calidad de la regulación 
se echa en falta en sociedades que se caracterizan por bajos niveles de 
confianza y de civismo. Además, los problemas de capacidad de la región 
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pueden perjudicar los esfuerzos del gobierno para regular de manera 
efectiva las redes sociales en sus países. La base de datos de V-Dem, que 
se emplea extensivamente en este libro, muestra que la región tiene una 
capacidad menor que el resto del mundo en ciberseguridad y en filtros de 
Internet.

La recomendación central de este capítulo es que las políticas públi-
cas diseñadas para mejorar la transparencia en las sociedades de baja 
confianza deben ir más allá de la recolección y el despliegue de informa-
ción. También deben invertir en divulgar información de maneras tales que 
aumenten su relevancia y credibilidad. Se trata de iniciativas que podrían 
ser tan costosas como la propia recopilación de información, pero incluso 
más importantes. Las narraciones, anécdotas y modalidades evocadoras 
desde lo emocional para transmitir información tienden a ser más efec-
tivas que los hechos. Las redes sociales traen consigo otro conjunto de 
complicados desafíos. Las políticas públicas deben procurar incrementar 
su potencial para aumentar la transparencia y la confianza, y a la vez miti-
gar sus flagrantes efectos negativos.
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10

Navegando en un mar 
de desconfianza

La agenda de reformas para construir confianza y civismo requiere centrarse 
en las asimetrías de poder y de información. Estas erosionan los incentivos 
a favor de un comportamiento confiable y cívico. Progresar en esta 
agenda de reformas aumentará notablemente las opciones del gobierno 
para enfrentarse a los importantes problemas sociales y económicos de la 
región: lento crecimiento, alto desempleo, desigualdad, cambio climático 
y crisis fiscal.

Nueve de cada diez personas en América Latina y el Caribe no creen que se 
puede confiar en los otros. Solo tres de cada diez confían en su gobierno y 
son incluso menos las que confían en las instituciones, fundamentales para 
la transparencia del gobierno, el Congreso y los partidos políticos. En com-
paración con otras partes del mundo, un porcentaje mayor de ciudadanos 
de la región se muestra reacio a aceptar las obligaciones cívicas esenciales 
para construir sociedades equitativas y de rápido crecimiento. Su disposi-
ción a pagar impuestos y a cumplir las leyes y regulaciones establecidas 
por sus gobiernos es de las más bajas del mundo. Aunque intangibles y 
más difíciles de medir que otros problemas que afligen a la región, desde la 
COVID-19 y el cambio climático hasta el desempleo y la desigualdad, la des-
confianza y el civismo débil demandan una atención igualmente urgente.

Las personas que habitan en América Latina y el Caribe consideran que 
son Charlie Browns rodeados de Lucys, convencidos de que, si se presenta 
la oportunidad, los demás se aprovecharán de ellos de la misma manera 
que Lucy se aprovecha de Charlie Brown quitándole la pelota cada vez 
que intenta patearla. El creador de Peanuts,1 Charles Schulz, podría haber 
ideado una Lucy confiable literalmente de un plumazo. Pero se requiere 

1	 Véase la nota al pie 1 en el capítulo 1.
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algo más que un plumazo para aumentar la confianza y el civismo en las 
sociedades. Por lo tanto, ¿cómo debería enfrentarse la región a las crisis 
de confianza y civismo? ¿Y cómo pueden los gobiernos navegar en un mar 
de desconfianza para abordar las otras preocupaciones apremiantes?

La dificultad de responder a la crisis es tan grande como su urgencia. 
En sus vidas diarias, las personas no reaccionan ante la falta de con-
fianza intentando reconstruirla o restablecerla, sino que evitan y rehúyen 
las situaciones en que deban enfrentarse a ella. Abandonan a sus cónyu-
ges, despiden a los empleados, desdeñan a los proveedores, rechazan a 
los amigos y abandonan a los políticos en los que no se puede confiar. 
Cuando se encuentran en organizaciones divididas por las discrepancias 
y el parasitismo, las personas no buscan reformarlas, sino que se alejan. 
Estas estrategias son difícilmente sostenibles a nivel de toda la sociedad. 
Al contrario, dan lugar precisamente a las muchas consecuencias negati-
vas de la desconfianza y el civismo débil que se documentan en este libro. 
Las sociedades no tienen otra opción que construir confianza y civismo; el 
gobierno, el vehículo esencial mediante el cual los ciudadanos solucionan 
sus problemas colectivos, es esencial en este esfuerzo.

Los capítulos 3 y 4 ilustran las graves consecuencias que surgen en los 
sectores privado y público a medida que las personas se ajustan a contex-
tos de baja confianza. Para limitar los problemas de conducta oportunista 
en las empresas, los propietarios y administradores contratan a miembros 
de su familia, aun cuando estos no sean los más calificados. Las empre-
sas utilizan contratos relacionales para desalentar conductas oportunistas, 
pero estos contratos solo funcionan cuando los consumidores pagan más 
de lo que pagarían en mercados competitivos. Y suscriben contratos más 
minuciosos y detallados —y costosos— que cubren un amplio espectro 
de contingencias. En el sector público, los ciudadanos desconfiados se 
abstienen de exigir las políticas que más podrían aumentar su bienestar 
colectivo, ya que no pueden dar por sentado que los políticos cumplirán 
sus promesas de promulgar dichas políticas. En su lugar, demandan bene-
ficios privados que no hacen gran cosa para promover un crecimiento 
sostenible y equitativo, y que benefician solo a quienes disfrutan de víncu-
los clientelistas con los políticos.

En términos más esperanzadores, los capítulos anteriores señalan que 
la confianza evoluciona con la información y la experiencia, aunque tiene 
raíces históricas y culturales. Por ejemplo, el comportamiento confiable 
y cívico aumenta si los gobiernos fortalecen las instituciones formales y 
sancionan de manera más sistemática a quienes ostentan una conducta 
oportunista e incívica, o si llevan a cabo reformas organizacionales que 
les permiten transformar de manera fiable los recursos colectivos en 
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beneficios para todos. Cuantos más comportamientos confiables obser-
ven las personas, más deberían crecer su propia confianza y su propio 
civismo. En efecto, el solo hecho de que las instituciones formales e infor-
males sancionen a quienes hacen gala de una conducta oportunista e 
incívica puede indicar un cambio hacia normas más confiables y cívicas.

Este capítulo describe extensamente las medidas que los gobiernos 
y las sociedades pueden adoptar para construir confianza y civismo. Las 
medidas se centran en los incentivos para tener una conducta confia-
ble y cívica. Esto no excluye el rol de las campañas de comunicación que 
alientan a las personas a cambiar su comportamiento. Tampoco ignora la 
capacidad, es decir, el hecho de que las personas puedan no estar sufi-
cientemente capacitadas y equipadas para cumplir las promesas que 
sus empresas hayan hecho a los clientes o las organizaciones del sector 
público a los ciudadanos. Sin embargo, la comunicación y la construcción 
de capacidad tienen escaso impacto en una conducta confiable y cívica si 
hay incentivos que recompensan lo contrario.

El énfasis en los incentivos sería innecesario en un mundo perfecto, 
donde todas las personas estarían intrínsecamente motivadas para hacer 
lo correcto, es decir, actuar de manera fiable y contribuir a las empresas 
colectivas que mejoran la vida de todos los ciudadanos. No obstante, en el 
mundo real los incentivos extrínsecos importan y están determinados por 
las instituciones; las instituciones externas formales, que vigilan el cumpli-
miento de los acuerdos, y las normas sociales informales, que orientan la 
conducta de las personas en la sociedad. Al fortalecer estas instituciones, 
las sociedades aumentan la probabilidad de que las personas cumplan 
sus promesas y respeten las normas sociales. Los incentivos también pro-
vienen de las organizaciones. Desde las empresas hasta los organismos 
públicos, las organizaciones no pueden materializar las promesas si no son 
capaces de aunar los esfuerzos colectivos de sus integrantes (empleados) 
para producir bienes y servicios que mejoren el bienestar de las personas 
a un precio razonable. Sin embargo, esto depende de si pueden diseñar y 
velar por el cumplimiento de los incentivos que alientan a los miembros de 
la organización a trabajar de manera colaborativa con el fin de cumplir la 
misión organizacional.

La construcción de confianza y de civismo requiere tiempo. No existe 
un interruptor para activarlos. Mientras abordan los desafíos que se per-
filan en la región, como el estancamiento de la productividad o el cambio 
climático, los gobiernos necesariamente funcionarán en una atmósfera 
de desconfianza y de civismo débil. La última sección de este capítulo 
transmite dos mensajes clave: las reformas para enfrentar estos desafíos 
serán más efectivas si se toman en cuenta las limitaciones impuestas por 
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la desconfianza y el civismo débil; y muchas reformas que aumentan la 
confianza y el civismo también son esenciales para encarar desafíos más 
tangibles, como el crecimiento lento o el cambio climático.

Las conductas confiables y cívicas: una cuestión de incentivos

Ya sea en el sector privado o en el público, la creación de incentivos en 
aras de una conducta confiable significa que aquellos que confían exigen 
rendición de cuentas a los depositarios de la confianza. Si las personas 
deben pagar un precio por una conducta oportunista o incívica, y se les 
recompensa por la conducta contraria, es más probable que actúen de 
manera confiable y cívica. La transparencia se debilita ante la información 
asimétrica y el poder asimétrico. Los gobiernos pueden eliminar ambos 
obstáculos.

Las personas no pueden rendir cuentas a otros por una conducta 
oportunista o incívica si no pueden observarla. En el mejor de los casos, 
pueden ser testigos directos de esa conducta. Sin embargo, también pue-
den deducir indirectamente que hay oportunismo si ven resultados que 
solo es posible explicar por una conducta no fiable: los banqueros pueden 
deducir que los prestatarios en bancarrota han actuado de manera opor-
tunista si todas las demás empresas de los sectores de esos prestatarios 
obtienen beneficios récord.

Ante la presencia de información asimétrica, ya sea en el sector 
público o en el privado, las personas no pueden proceder a estas deduc-
ciones fácilmente. En efecto, como se sostiene en este libro, la ignorancia 
alimenta la sospecha, precisamente porque la ausencia de información en 
sí misma disminuye la confianza. Resulta difícil para las personas saber 
quién o qué es responsable de la experiencia que tienen con un producto 
de consumo o un servicio público. Si el producto o servicio no tiene la cali-
dad que esperaban, ¿se debe a que no entendieron qué tipo de calidad 
quería producir el proveedor, o a que el proveedor produjo una calidad 
diferente de la prometida? Si sus hijos no aprenden en la escuela, ¿se debe 
a que no trabajaron lo suficiente o a que la calidad de la enseñanza no es 
buena? Si se enfrentan a una abundancia de oportunidades de empleo, ¿se 
debe a sus propias habilidades o a la gestión de la economía por parte del 
gobierno? Las personas más informadas pueden deducir de manera más 
adecuada quién es responsable de su buena o mala experiencia y recom-
pensarlos o castigarlos en consecuencia.

El poder asimétrico también distorsiona los incentivos. Ya sea en el 
sector privado o en el sector público, los más poderosos pueden actuar de 
manera oportunista, con considerable impunidad, frente a quienes detentan 
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menos poder, incluso si estos últimos están plenamente informados de 
dicho comportamiento. En el sector privado, la impunidad se produce 
cuando los mercados son frágiles y no competitivos; las víctimas de la con-
ducta oportunista no pueden ir a otra parte para comprar un producto o 
encontrar empleo. Dicha impunidad también existe cuando las instituciones 
externas que velan por el cumplimiento ofrecen escasos recursos legales a 
los menos poderosos.

En el sector público, la transparencia es un desafío singular, ya que los 
gobiernos tienen más poder coercitivo sobre los ciudadanos individua-
les que incluso los monopolios del sector privado. La asimetría de poder 
entre gobierno y ciudadanos aumenta cuando los ciudadanos no pueden 
actuar de forma colectiva, cuando las instituciones no proporcionan nin-
gún recurso legal a las personas para apelar las decisiones del gobierno, y 
cuando los ciudadanos carecen de una opción de salida, por ejemplo, no 
tienen la posibilidad de elegir entre proveedores de servicios que compi-
ten entre sí. Los gobiernos tienen un papel fundamental que desempeñar 
para reducir las asimetrías de poder, desde aumentar la competitividad de 
los mercados hasta asegurar el funcionamiento adecuado de instituciones 
externas que velen por el cumplimiento de las normas.

Sería conveniente si la agenda de reformas para mejorar los incenti-
vos a favor de una conducta confiable consistiera en eliminar las asimetrías 
de información o las asimetrías de poder. Desafortunadamente, su éxito 
depende de la eliminación de ambos obstáculos. Ni la información sin 
poder ni el poder sin información son suficientes para cambiar los incen-
tivos de tal manera que las personas tengan una conducta confiable en 
lugar de no confiable. Los clientes no pueden cambiar los incentivos de un 
monopolio aun cuando sepan que el monopolio les vende regularmente 
productos que no observan las normas de calidad. Tampoco pueden 
cambiar los incentivos de los vendedores en los mercados competitivos 
si no pueden evaluar la calidad de los productos. Los votantes que no 
pueden unirse para actuar colectivamente no pueden exigir transparen-
cia a los gobiernos por su desempeño, aunque sepan que el desempeño 
es deficiente; los votantes que se movilizan y que son plenamente capa-
ces de unirse para apoyar a un candidato mejor, tampoco pueden exigir 
transparencia a los gobiernos si no tienen ninguna información sobre su 
desempeño.

Cómo lidiar con la información asimétrica

En todos los países, los actores del sector privado se enfrentan a asime-
trías de información bien conocidas. Estas abarcan todos los aspectos de 
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una transacción, desde la calidad del producto o servicio hasta la fiabili-
dad de la contraparte. Las empresas utilizan numerosas estrategias para 
reducir estas asimetrías y facilitar el intercambio. Sin embargo, muchas 
requieren el apoyo de un contexto legal. Por lo tanto, el sector público es 
esencial para reducir las asimetrías de información en el sector privado.

Las marcas comerciales y las marcas registradas constituyen una de 
las respuestas de las empresas para validar la calidad de sus productos 
en el mercado. Los consumidores confían en que los productos de marca 
son de mejor calidad, porque las firmas que no cuidan la calidad pierden la 
capacidad de cobrar precios más altos y ajustados a la calidad por sus pro-
ductos de marca. Esta ingeniosa solución es vulnerable a las falsificaciones 
y a la apropiación de marcas registradas por parte de los competidores. 
Por lo tanto, su éxito depende de la efectividad de las instituciones del sec-
tor público que protegen los derechos de propiedad de las empresas en 
materia de marcas registradas. Los defectos de las instituciones judiciales 
en América Latina y el Caribe, abordados en el capítulo 7, sugieren que 
esas soluciones del sector privado para gozar de la confianza de los con-
sumidores son menos efectivas de lo que deberían ser.

En términos más generales, las empresas y los clientes siempre pueden 
acordar productos de calidad. Los consumidores pueden exigir al provee-
dor tanta información como sea necesaria a propósito del producto, lo 
cual disminuye las asimetrías de información que socavan la confianza. 
Sin embargo, las representaciones del proveedor sobre la calidad de sus 
productos son menos fiables en los contextos donde los consumidores 
no tienen un recurso judicial en caso de que los proveedores falseen la 
calidad.

En muchos sectores, las marcas comerciales y los contratos que se 
hacen cumplir son insuficientes para generar la plena confianza de los con-
sumidores en la calidad de un producto. En la industria farmacéutica y de 
la construcción, puede que los defectos potencialmente catastróficos de 
un producto recién queden al descubierto después de un tiempo conside-
rable o que permanezcan ocultos debido a las acciones del consumidor 
(por ejemplo, la falta de mantenimiento de un edificio). Incluso las firmas 
con marcas comerciales importantes pueden desentenderse de su res-
ponsabilidad de revelar los defectos de un producto que pueden tener 
consecuencias raras, pero catastróficas.

Los organismos de regulación son clave en estas situaciones. Velan 
por el cumplimiento de las normas de calidad, y así resuelven las asimetrías 
de información que, de otra manera, pueden perturbar el funcionamiento 
de los mercados: aseguran a los depositantes que sus activos bancarios 
están tan resguardados como sostienen los bancos; a quienes adquieren 
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una vivienda, que sus casas no se derrumbarán durante un terremoto; a los 
trabajadores, que su labor no implica peligros desconocidos, o a los inqui-
linos de un edificio, que los ascensores son seguros. En América Latina 
y el Caribe, los organismos de regulación a cargo de la seguridad de los 
edificios y del lugar de trabajo son conocidos tanto porque aumentan los 
costos de hacer negocios como por su contribución a la seguridad pública. 
Al mejorar su capacidad para resolver las asimetrías de información, las 
reformas de las instituciones del sector público pueden aumentar la con-
fianza en el sector privado.

En otros mercados, las importantes asimetrías de información no 
tienen que ver con la calidad del producto sino del consumidor. Concre-
tamente, es bien sabido que las asimetrías de información perjudican el 
desarrollo de los mercados de crédito. Los bancos están más dispuestos 
a prestar cuando tienen información más abundante y más creíble sobre 
quienes postulan a un crédito (Brown, Jappelli y Pagano, 2009; Flatnes, 
2021). Los mercados de crédito están seriamente subdesarrollados en la 
región, y esto se debe en gran parte a la escasez de información crediticia. 
Los gobiernos de la región pueden hacer mucho más para facilitar el inter-
cambio de información, mediante el fortalecimiento del contexto legal que 
sirve de soporte a las normas de contabilidad informativas y a las oficinas 
de crédito.

El problema de la información asimétrica es aún mayor en el sector 
público. La sociedad pide al sector público que apoye el crecimiento y la 
creación de empleo, la educación de sus hijos y la salud de sus habitantes, 
así como la seguridad pública, un medio ambiente limpio y protección ante 
amenazas externas. Sin embargo, a menudo los gobiernos tienen informa-
ción inadecuada sobre los problemas sociales que se le pide corregir, y los 
ciudadanos poseen escasa información sobre las medidas que adopta el 
gobierno para resolver esos problemas. La consecuencia de lo primero es 
que los gobiernos aprueban e implementan políticas que, a pesar de sus 
promesas en el sentido contrario, no satisfacen las necesidades de sus ciu-
dadanos. Esto disminuye la confianza. La consecuencia de lo segundo es 
que los ciudadanos no pueden exigir a los gobiernos que rindan cuentas 
de su accionar, ya que ignoran qué ha hecho el gobierno. Una vez más, la 
confianza disminuye.

La agenda de reforma en materia de provisión de información por 
parte del sector público esbozada más abajo se centra en gran parte en la 
calidad y la cantidad de los flujos de información entre el gobierno y los 
ciudadanos durante el proceso de gobernar. Sin embargo, como señalan 
los capítulos anteriores, sobre todo el capítulo 8, las elecciones son insti-
tuciones clave para informar a los ciudadanos, y generan flujos masivos de 
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información sobre los candidatos. Las elecciones crean incentivos para que 
los candidatos descubran los problemas que más preocupan a los votan-
tes. Todos los países de la región deberían eliminar los obstáculos que 
distorsionan el valor informativo de las elecciones. Los partidos políticos 
débiles no logran transmitir a los votantes información sobre las preferen-
cias políticas y la calidad de los candidatos; los medios de comunicación 
sesgados distorsionan los flujos de información; la falta de educación 
inhibe la capacidad de los votantes para usar la información y exigir ren-
dición de cuentas a los gobiernos; y la volatilidad económica dificulta que 
los votantes distingan entre los cambios en su bienestar que se deben a las 
medidas del gobierno y los que se deben a factores exógenos.2

En general, aunque en la región se observan casos notables de ini-
ciativas exitosas de transparencia,3 son pocos los que han adoptado 
estrategias integrales destinadas a disminuir los costos para los ciudada-
nos de contestar preguntas básicas: ¿cuáles son las leyes, las regulaciones 
y los gastos que los afectan y cómo pueden los ciudadanos tener acceso a 
las prestaciones que les corresponden o cumplir con las obligaciones que 
se les impone? ¿Cuáles son los efectos de si se implementan bien o mal las 
políticas, si el cumplimiento de las regulaciones se supervisa de manera 
justa, si los hogares reciben su parte legalmente establecida del gasto? 
¿Cuál es el impacto en el bienestar de los ciudadanos? Y, por último, ¿qué 
recursos tienen los ciudadanos si creen que las leyes o sanciones se les han 
aplicado de manera injusta o si no han recibido las prestaciones de los pro-
gramas a las que tienen derecho? Todos estos organismos, desde el banco 
central hasta el instituto encargado de la aprobación de las vacunas, pue-
den aplicar estas preguntas a sus actividades y diseñar estrategias de 
transparencia que disminuyan los costos ciudadanos para adquirir dicha 
información.4

2	 La región se ve particularmente afectada por los shocks positivos de los auges de 
las materias primas (Powell, 2016) y por los shocks negativos relacionados con 
los cambios en los términos de intercambio y las interrupciones súbitas (Calvo, 
Izquierdo y Mejía, 2004; Cavallo, Izquierdo y León-Díaz, 2020). Estos shocks exter-
nos sumamente relevantes (las interrupciones súbitas se pueden identificar como los 
desencadenantes de la crisis ocurrida en México en 1994, la crisis argentina de 1995, 
la crisis en Asia de 1997, la crisis rusa de 1998 y la crisis en Brasil de 1999, entre otros 
[Eichengreen y Gupta, 2016]) producen una desconexión entre el contenido y la cali-
dad de las políticas públicas y los resultados.

3	 Véase, por ejemplo, De Michele y Pierri (2020). Vieyra et al. (2019) exploran cómo 
construir una estrategia integral para las industrias extractivas que se pueda utilizar 
como referencia para otras industrias.

4	 Duryea y Pereira (2021) investigan el rol de la transparencia en los planes de distri-
bución de la vacuna contra la COVID-19.
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La transparencia presupuestaria es una de las prioridades más impor-
tantes de los gobiernos, ya que la manera en que estos gastan los recursos 
colectivos de la sociedad está estrechamente vinculada a la confianza y el 
civismo. Cuando el gasto del sector público es opaco, los ciudadanos no 
pueden, o difícilmente puedan, deducir si las políticas del gobierno han 
mejorado el bienestar, ya sea mediante la provisión de educación para 
sus hijos, el sacar a las familias de la pobreza o la creación de empleo. 
Desafortunadamente, la región no es conocida por proporcionar la infor-
mación presupuestaria que los ciudadanos necesitan para exigir rendición 
de cuentas a los gobiernos.

Arenas de Mesa y Mosqueira (2021) analizan los ministerios de Finan-
zas de la región y concluyen que no están organizados para elaborar 
presupuestos que alineen las limitaciones fiscales con las expectativas de 
los ciudadanos.5 Esto requiere sistemas de evaluación de los programas y 
presupuestos basados en resultados que proporcionarían a los responsa-
bles de la toma de decisiones mejores referencias para asignar el gasto, y 
ofrecería a los ciudadanos información sobre el desempeño del gobierno. 
Estos sistemas no existen, lo cual deja a los ciudadanos en la ignorancia 
y genera desconfianza sobre las intenciones del gobierno para servir sus 
intereses.

El informe de la Encuesta de Presupuesto Abierto de 2019, basado 
en su encuesta de 90 países, llega a la conclusión de que 10 de los 15 paí-
ses de América Latina y el Caribe considerados en la muestra tienen una 
transparencia limitada, mínima o escasa. No publican algunos o ninguno 
de los siguientes datos: el borrador de la propuesta presupuestaria del 
ejecutivo, los detalles de las enmiendas legislativas y los votos del presu-
puesto, los detalles de la ejecución presupuestaria y los estudios de las 
altas instituciones de auditoría y la legislación relacionada con los resul-
tados presupuestarios. Williams (2015) reúne numerosos indicadores de 
transparencia en dos índices de Transparencia Política y Transparencia de 
Información. A lo largo de los 30 años que discurren entre 1980 y 2010, la 
región presenta, en cada uno de estos índices, puntuaciones equivalentes 
a 55 sobre un total de 100, lo cual la ubica muy por debajo de los países de 
altos ingresos de la OCDE, cuyos valores son 73 y 70.

Allí donde las asimetrías de poder entre el gobierno y los ciudada-
nos son menos pronunciadas, una mayor transparencia presupuestaria 
es suficiente para generar un aumento de la rendición de cuentas y un 

5	 Como observa Schick (2011), estos problemas no son exclusivos de la región. Los 
países de la OCDE también lo sufren, aunque Arenas de Mesa y Mosqueira (2021) 
sostienen que en la región son mucho más agudos.
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cambio en los incentivos del gobierno. Suministrar información sobre los 
presupuestos de las escuelas locales cambia la manera en que los direc-
tores de escuela de Uganda gastan los recursos de educación, y reducen 
la búsqueda de rentas (Reinikka y Svensson, 2005). Alt y Lowry (2010) 
presentan datos de Estados Unidos que muestran que la transparencia 
presupuestaria también incrementa la confianza en quienes detentan el 
poder; cuando los presupuestos son más transparentes, es menos pro-
bable que los votantes rechacen a los gobernadores que aumentan los 
impuestos y es más probable que se inclinen por un incremento del gasto 
público (una mayor escala fiscal). Una vez más, es probable que esto esté 
relacionado con la confianza y el civismo: la disposición a pagar impues-
tos depende de la confianza de las personas en que el dinero se gastará 
bien, confianza que aumenta cuando los presupuestos son transparentes.

Más allá de la transparencia presupuestaria, otra prioridad de las 
reformas en la región consiste en reducir las asimetrías de información 
relacionadas con la integridad en el sector público. Estas amplifican las 
preocupaciones de los ciudadanos sobre la corrupción y, por lo tanto, 
acrecientan la desconfianza en el gobierno. Hay un amplio conjunto de 
instrumentos que pueden reducir estas asimetrías de información. La trans-
parencia presupuestaria en sí misma proporciona información acerca de la 
integridad: el seguimiento de los gastos analizado por Reinikka y Svensson 
(2005) no identifica específicamente la corrupción: sencillamente revela 
que el monto del dinero que fluye a las escuelas locales es mucho mayor 
de lo que pensaban los padres. Entre otras intervenciones, cabe citar la 
divulgación de los resultados de las auditorías del desempeño del sector 
público. Esas auditorías dan a conocer las discrepancias o las malas prác-
ticas financieras. Puede que revelen o no la verdadera corrupción, pero 
indican claramente el uso ineficiente de los recursos públicos; informar a 
los ciudadanos de estas auditorías mejora su capacidad de exigir rendición 
de cuentas a los gobiernos (por ejemplo, Ferraz y Finan, 2008) y, por lo 
tanto, puede aumentar la confianza en el gobierno.

Otras intervenciones procuran eliminar las asimetrías de informa-
ción relacionadas con las malas prácticas de los funcionarios públicos 
(Rose-Ackerman y Palifka, 2016). Por ejemplo, para reducir las asime-
trías de información en lo referente a las decisiones de los funcionarios de 
usar recursos públicos para su beneficio personal, se puede requerir que 
presenten declaraciones de sus activos personales y, en el caso de los fun-
cionarios electos, sus fuentes de financiamiento en campaña.

Los ciudadanos no pueden procesar información granular sobre todos 
los aspectos del gasto del sector público, pero las intervenciones exitosas 
específicas de los sectores les permiten encontrar datos suficientes para 



NAVEGANDO EN UN MAR DE DESCONFIANZA 301

exigir transparencia al gobierno. Hay muchas iniciativas que proporcio-
nan información a los ciudadanos sobre los programas del sector público 
para apoyar el desarrollo de infraestructura local. Estos esfuerzos son cla-
ros, ya que los ciudadanos requieren escasa información o educación para 
sacar conclusiones a propósito del desempeño del gobierno en proyectos 
de infraestructura local. Rossi, Vázquez y Vieyra (2020) evalúan una plata-
forma de Internet MapaInversiones, que permite a las personas rastrear los 
avances físicos y financieros de proyectos de inversión pública georrefe-
renciados en Costa Rica. Cuando la información aparece en la plataforma, 
el progreso en ambas áreas se acelera. Los autores no analizan los efectos 
en la confianza y el civismo, aunque un impacto positivo en estos dos pla-
nos también es de prever.

Incluso el anuncio de que el gobierno tiene un programa para construir 
infraestructura en una zona puede ser suficiente para que las personas le 
exijan rendición de cuentas. En Filipinas, cuando se informó a los hogares 
sobre un programa anteriormente desconocido para financiar proyectos 
en su zona, estos podían inferir que los alcaldes se habían aprovechado 
de su ignorancia y no habían llevado a cabo los proyectos (Cruz, Keefer 
y Labonne, 2021). Esto tuvo consecuencias electorales para los alcaldes y 
es probable que haya reducido la confianza en el gobierno, puesto que los 
ciudadanos extrajeron conclusiones negativas sobre su desempeño.

Los gobiernos deberían aprovechar las lecciones de las intervenciones 
de la información en el sector de infraestructura local en todos los ámbi-
tos de prestación de servicios del sector público. En educación, los padres 
deberían tener fácil acceso a las puntuaciones de las pruebas escolares, 
los presupuestos y los tamaños de las clases, y deberían poder compa-
rar fácilmente estas cifras en diferentes colegios. En salud, debería ser 
sencillo averiguar las tasas de mortalidad de procedimientos quirúrgicos 
habituales en diferentes hospitales. Los usuarios del transporte público no 
deberían tener dificultades para averiguar las tasas de puntualidad, y los 
clientes de las empresas de electricidad deberían conocer la frecuencia y 
la gravedad de los cortes de energía. Los gobiernos municipales y otros 
gobiernos subnacionales deberían informar sobre los índices de empleo 
y de creación de empresas. En toda América Latina y el Caribe, este tipo 
de información solo es accesible a veces para los ciudadanos, e incluso es 
más raro que esté disponible con un simple par de clics en las páginas de 
Internet correspondientes.

El diseño y el éxito de las intervenciones para reducir las asimetrías de 
información también depende de la capacidad cognitiva de las personas y 
de los sesgos comportamentales (véase el capítulo 9). Todo el sentido de 
las iniciativas de transparencia consiste en hacer que los ciudadanos puedan 
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distinguir de manera más adecuada las contribuciones del gobierno a su 
bienestar y diferenciarlas de otros aspectos que los afectan. Por lo tanto, 
la educación es indispensable. Cuanto mayor sea el nivel de escolarización 
de las personas, más fácil les resultará realizar esta labor y más precisas 
serán sus estimaciones de la transparencia a partir de la información que 
los gobiernos les proporcionan. Las personas instruidas tienen más con-
fianza y pueden discernir mejor el rol de las conductas oportunistas entre 
otros factores cuando interpretan sus experiencias vitales (véase el capítulo 
2). Quienes están más informados de su enfermedad y de sus opciones de 
tratamiento pueden evaluar mejor si su estado de salud mejoró debido al 
costoso tratamiento prescrito por el médico o si otro procedimiento menos 
oneroso —quizá menos favorable para los intereses del médico— habría 
tenido el mismo resultado. Quienes entienden más sobre los shocks eco-
nómicos que aquejan a un país pueden juzgar de forma más apropiada el 
impacto de las decisiones del gobierno en sus hogares.

Un destacado estudio realizado en Chile demuestra el asombroso 
efecto de la educación en la confianza y ofrece un motivo más para que la 
región redoble sus esfuerzos de reforma educativa. Miles de alumnos en 
su último año de estudios en las escuelas secundarias técnicas asistieron a 
un seminario sobre finanzas personales, que incluía las pensiones y el aho-
rro para la jubilación. En comparación con el grupo de control de alumnos 
que no asistieron a los seminarios, aquellos que sí asistieron no solo adqui-
rieron considerablemente más conocimientos sobre estos temas, sino que 
también expresaron una confianza mucho mayor en el sistema de pensio-
nes chileno (Bosch et al., 2019).

El gobierno no es la única fuente de información, ni siquiera la princi-
pal, que los ciudadanos tienen sobre el desempeño del gobierno. Como 
se explica en el capítulo 9, los medios de comunicación desempeñan un 
papel clave. La información que las personas tienen a su disposición y 
eligen consumir influye naturalmente en sus percepciones de la confia-
bilidad y el civismo en el conjunto de la sociedad. Mientras el mundo se 
esfuerza en saber cómo abordar el rol de las redes sociales, los medios 
tradicionales siguen siendo importantes actores y su relación con el 
gobierno se entiende mejor.6 Por ejemplo, las sociedades deberían limitar 
la influencia del gobierno sobre el contenido de los medios (por ejemplo, 
mediante la compra selectiva de publicidad del gobierno en los medios 
de comunicación favorables), porque los gobiernos que detentan el poder 

6	 Una buena medida de su relevancia es que los políticos pueden programar estraté-
gicamente medidas impopulares para que coincidan con acontecimientos de interés 
periodístico (Durante y Zhuravskaya, 2018).
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tienen fuertes incentivos para exagerar el comportamiento no fiable de 
sus opositores.7

Todo lo anterior se centra en las asimetrías de información como un 
obstáculo para la transparencia del gobierno. Cuando las asimetrías son 
grandes, los gobiernos tienen escasos incentivos para abstenerse de con-
ductas oportunistas con los ciudadanos. Sin embargo, las asimetrías de 
información también funcionan en el otro sentido, es decir, los ciudadanos 
están mejor informados que los gobiernos sobre lo que quieren. Las elec-
ciones constituyen una de las soluciones a este problema: los candidatos 
formulan sus mejores suposiciones a propósito de lo que los votantes más 
desean del gobierno y los votantes recompensan a los candidatos cuyas 
propuestas más se acercan a lo deseado. Sin embargo, las elecciones en 
contextos de baja confianza distorsionan el tipo de promesas que hacen 
los candidatos (véase el capítulo 4). Esto tergiversa el valor de las eleccio-
nes como vehículos para que los ciudadanos transmitan información a los 
gobiernos sobre sus demandas.

Una manera de compensar el bajo contenido de información de las 
elecciones consiste en alentar la participación directa de los ciudada-
nos en la toma de decisiones del gobierno. Así, los gobiernos consultan 
directamente a los ciudadanos sobre sus preferencias en relación con los 
presupuestos o con las prioridades de infraestructura local, e incluso les 
permiten elegir aquellos proyectos mediante un referéndum. La región 
presenta muchos ejemplos de este tipo de iniciativas participativas, sobre 
todo a nivel subnacional. El programa Buenos Aires Elige es un buen ejem-
plo. La ciudad reservó fondos públicos, que en enero de 2020 equivalían 
a 3.000 veces el salario mínimo anual, para financiar proyectos seleccio-
nados por la comunidad. También estableció una plataforma transparente 
basada en Internet tanto para recopilar propuestas de los ciudadanos 
como para que estos votaran sus proyectos preferidos. Las propuestas 
han abarcado desde la instalación de cámaras de seguridad en un barrio 
hasta la construcción de pistas para correr o la instalación de otros tipos 
de equipos recreativos en parques de la ciudad. En 2019, los ciudadanos 
presentaron más de 28.000 propuestas; el gobierno municipal financió las 
108 que recibieron el mayor número de votos.

Ardanaz, Otálvaro-Ramírez y Scartascini (2022) informan de los resul-
tados de una encuesta experimental aplicada a más de 2.000 residentes de 

7	 Durante y Knight (2012) encuentran evidencia de que el contenido ideológico se 
puede manipular con fines electorales. Aun así, puede que algunas personas cam-
bien de proveedores de información si eso ocurre. Desde luego, es posible que siga 
teniendo efectos electorales (DellaVigna y Kaplan, 2007).
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Buenos Aires: el solo hecho de informar a las personas sobre Buenos Aires 
Elige aumenta la confianza en el gobierno. Además, como se ha sostenido 
a lo largo de este libro, los ciudadanos y la confianza están inextricable-
mente ligados. En este experimento, la confianza aumenta en mayor grado 
entre aquellos encuestados que también recibieron información sobre la 
participación de otras personas y entre aquellos que creen en la probabili-
dad de la acción colectiva para mejorar la provisión de bienes públicos. Un 
resultado similar se observó en Indonesia. En los poblados que celebraron 
plebiscitos para que las personas eligieran proyectos de desarrollo local, 
se puso de manifiesto una mayor disposición a contribuir con los proyec-
tos, lo que constituye un indicador clave de civismo (Olken, 2010).

La abundancia de evidencia que apoye las intervenciones para reducir 
las asimetrías de información es justificación suficiente para que los gobier-
nos de la región adopten la transparencia y las reformas participativas. Sin 
embargo, esto no oculta el hecho de que dichas reformas son únicamente 
necesarias, pero no suficientes, para construir confianza. Las asimetrías de 
poder también revisten un obstáculo para la confianza y el civismo. Por ejem-
plo, la Encuesta de Presupuesto Abierto indica que Brasil, Guatemala, México, 
Perú y República Dominicana tienen una transparencia presupuestaria con-
siderable o amplia (Estados Unidos está calificado como extremadamente 
transparente). Sin embargo, una mayor transparencia presupuestaria en 
estos países no ha ido necesariamente acompañada de un mejor desempeño 
del sector público ni de una mayor confianza en el gobierno.

Gaventa y McGee (2013) analizan el alcance y la eficacia de iniciativas 
de transparencia que incluyen desde estudios de seguimiento del gasto 
público y de las tarjetas de calificación de los ciudadanos hasta la transpa-
rencia presupuestaria y las iniciativas de libertad de información. Al igual 
que Khemani et al. (2016), que sostienen que las iniciativas de transparen-
cia no cambian necesariamente los incentivos de los funcionarios electos 
para responder a las demandas de los ciudadanos, Gaventa y McGee 
(2013) también llegan a la conclusión de que estas iniciativas no alinean la 
toma de decisiones del gobierno más estrechamente con los intereses de 
los ciudadanos de manera sistemática.8 Estos autores y otros, como Fox 
(2007) y Fung, Graham y Weil (2007) atribuyen esto en parte al hecho 

8	 Malesky, Schuler y Tran (2012) observan que una mayor transparencia, bajo la forma 
de una mayor penetración de Internet en los pueblos de Vietnam de donde provie-
nen los legisladores, disminuye en lugar de aumentar sus críticas y la participación 
en el poder legislativo; en otras palabras, un incremento del escrutinio y de la infor-
mación resultan contraproducentes. Tauberer (2014) resume la literatura sobre las 
consecuencias no intencionadas de la transparencia.
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de que dichas iniciativas no toman en consideración si las personas más 
informadas pueden realmente actuar a partir de esa información. Gaventa 
y McGee (2013: 18) concluyen que es más probable que las iniciativas de 
transparencia tengan éxito cuando están vinculadas a una “acción colec-
tiva más que, o además de, las acciones individuales”.

De la misma manera, las iniciativas de participación tienen un regis-
tro variado de éxitos (Rizzo, Janowski y Roseth, 2020; Waddington et al., 
2019; Molina et al., 2017), una vez más, porque su éxito depende del tamaño 
de las asimetrías de poder. En los pueblos de Indonesia, dichas asime-
trías parecen ser grandes. Por lo tanto, aunque los plebiscitos aumentan 
la satisfacción de los habitantes y la disposición a contribuir a los bienes 
públicos del poblado, Olken (2010) observa que no tienen ningún efecto 
en los proyectos elegidos en la práctica. Madajewicz, Tompsett y Habib 
(2021) dan cuenta de que delegar la decisión sobre el uso del agua en 
los pueblos de Bangladesh genera un uso mucho mayor de agua potable 
que las decisiones de arriba hacia abajo, pero solo si se suprime la influen-
cia de las elites locales. Humphreys, Sánchez de la Sierra y Van der Windt 
(2019) donaron US$1.000 a cada una de 457 aldeas del este de Congo, la 
mitad de las cuales habían sido objeto de una intervención para aumen-
tar la participación comunitaria en la toma de decisiones de la aldea, pero 
sin esfuerzos especiales para reducir la influencia de las elites locales. Los 
autores no notaron ninguna diferencia en la forma de utilización de los 
US$1.000 entre las aldeas de tratamiento y las de control.

En cambio, las iniciativas de participación acompañadas de esfuerzos 
más intensos para movilizar a las comunidades locales sí parecen cambiar 
los incentivos de los responsables locales de la toma de decisiones. Por 
ejemplo, Björkman y Svensson (2009) encuentran efectos convincentes 
de una intervención intensa realizadas en Uganda, que consistió en dos 
rondas de reuniones en las aldeas para apoyar la movilización comunita-
ria con el fin de exigir a los proveedores de salud que rindieran cuentas de 
su desempeño. Un año después de la intervención, la mortalidad infantil 
había disminuido significativamente.

En resumen, la plena transparencia —la base de la confianza— exige no 
solo que los ciudadanos estén informados sino también que sean capaces 
de actuar a partir de su información. Las asimetrías de poder lo impiden.

La otra asimetría: hacia un equilibrio de poder

El problema del poder asimétrico es naturalmente más difícil que el de la 
información asimétrica, ya que, obviamente, cuando se trata de bloquear 
las reformas, los actores poderosos están mejor situados que los menos 



306 CONFIANZA: LA CLAVE DE LA COHESIÓN SOCIAL Y EL CRECIMIENTO

poderosos que quieren promoverlas. Las asimetrías de poder son menos 
agudas en el sector privado, pero se requiere la acción del sector público 
para reducirlas. El poder asimétrico en el sector privado surge cuando los 
actores económicos no tienen otra opción, es decir, cuando se ven obli-
gados a comprar a una empresa en particular o trabajar para una firma 
concreta. Las fuentes más perjudiciales del poder asimétrico son las barre-
ras de entrada que promueven los monopolios y los monopsonios. En 
algunos casos, como ocurre con la protección de las patentes, las socieda-
des permiten el poder asimétrico con el fin de fomentar la innovación. Sin 
embargo, en muchos casos, la regulación del gobierno impide la entrada 
competitiva sin otorgar prestaciones sociales compensatorias. Cuando se 
dificulta la entrada competitiva, se exacerba el problema del poder asimé-
trico y la desconfianza. Todo el debate sobre la captura y el control del 
gobierno por parte de actores poderosos del sector privado está motivado 
por el deseo de estos actores de manipular los instrumentos del sector 
público para aumentar las rentas que pueden extraer de la economía.

Por ejemplo, a partir de datos sobre las regulaciones y la productividad 
de las empresas de 1.800 municipalidades peruanas, Schiffbauer, Sampi 
y Coronado (2021) observan que las restricciones a la entrada de nue-
vas empresas (por ejemplo, constituir firmas locales de buses o construir 
torres celulares para la telefonía móvil) tienen fuertes efectos negativos 
en la productividad y en la calidad de los bienes y servicios ofrecidos a los 
consumidores. Es decir, facilitan la conducta oportunista de las empresas 
hacia los usuarios, lo que da lugar a la desconfianza.

El poder asimétrico también puede ser una consecuencia del tamaño 
del mercado, un tema significativo en muchos ámbitos de América Latina 
y el Caribe. En zonas más remotas, los mercados son pequeños y, en con-
secuencia, las oportunidades para encontrar empleadores y proveedores 
alternativos son escasas. La confianza también tiende a ser más baja en 
estas regiones. La libertad para emigrar de zonas remotas puede limi-
tar el poder asimétrico; las empresas que explotan su poder asimétrico 
demasiado severamente, por ejemplo, pueden ver que sus trabajadores 
se van. Por lo tanto, las políticas públicas destinadas a disminuir los costos 
de la emigración de zonas remotas (particularmente mediante el apoyo 
a la educación y la mejora de los mercados de crédito) pueden reducir 
las asimetrías de poder. De manera alternativa, las políticas públicas pue-
den alentar la inmigración hacia estas zonas a través de una ampliación 
del tamaño del mercado (con inversiones en transporte y comunicaciones, 
provisión de servicios públicos y reformas regulatorias y de gobernanza 
que vuelven las zonas remotas más atractivas para las empresas). Con los 
mercados más grandes aumenta la afluencia de competidores, lo cual, una 
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vez más, reduce el problema de poder asimétrico y aumenta la confianza 
entre los actores económicos.

Como ocurre con las asimetrías de información, la regulación del 
gobierno es fundamental en las asimetrías de poder, pero representa un 
arma de doble filo. Si bien puede impedir innecesariamente la competen-
cia y exacerbar la desconfianza, también puede tener el efecto opuesto, 
mediante la supresión directa de las asimetrías de poder en los merca-
dos económicos. La regulación laboral puede abordar la preocupación de 
que algunos ciudadanos (más poderosos) actúen de forma oportunista 
cuando emplean a otros (menos poderosos). No obstante, ocurre dema-
siado a menudo que esto consolida la posición de los que están dentro 
(trabajadores formales) a expensas de los que están fuera (trabajadores 
informales y desempleados), lo cual exacerba la desconfianza. La regula-
ción del mercado financiero puede impedir que las empresas y los bancos 
de propiedad pública se aprovechen de los pequeños accionistas y depo-
sitantes, mediante un aumento de la confianza. Pero esto también puede 
tener el efecto opuesto, al incrementar los costos de capital para los nue-
vos participantes y reducir la competencia. Una parte importante de la 
agenda de reformas de los gobiernos que se proponen aumentar la con-
fianza y el civismo consiste en ajustar la regulación del sector privado para 
asegurar que resuelva los problemas de poder asimétrico en lugar de con-
tribuir a ellos.

En el sector público, la transparencia es un desafío singular, puesto que 
los gobiernos tienen más poder coercitivo sobre los ciudadanos individua-
les que incluso los monopolios del sector privado. Además, en lugar de 
moderar estas asimetrías, los gobiernos a menudo las exacerban. Adoptan 
leyes, regulaciones y prácticas que niegan el recurso legal a las personas 
en caso de conducta abusiva, lo cual abarca desde las normas judiciales 
(culpable hasta que se demuestre la inocencia, en lugar de lo contrario) 
hasta las prácticas administrativas (aquellas que impiden a los ciudadanos 
reclamar prestaciones legítimas que se les han negado o rechazar decisio-
nes que son contrarias a la ley). Negar a los ciudadanos incluso información 
administrativa sencilla (¿cuáles son los procedimientos, con quién debe-
rían contactar para iniciar acciones?) magnifica las asimetrías de poder.

Para reducir el poder asimétrico en el sector público —entre las 
personas y el gobierno y entre las personas y los intereses estrechos y per-
sonales— los gobiernos pueden seguir tres cursos paralelos de acción. Uno 
consiste en fortalecer las instituciones que empoderan a las personas para 
que actúen por iniciativa propia para exigir transparencia a los gobiernos. 
Las instituciones que proporcionan a los ciudadanos vías institucionales 
y legales para impugnar las decisiones del sector público los sitúan, en 
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tanto individuos, en un pie de igualdad con los organismos de dicho sec-
tor. Dado que las reformas institucionales son más débiles sin el respaldo 
ciudadano, eliminar los obstáculos de la acción colectiva y permitir que las 
personas trabajen juntas para exigir rendición de cuentas a los gobiernos 
debería ser otra prioridad clave del gobierno. Por último, al igual que en 
el sector privado, la competencia aumenta la transparencia y, por lo tanto, 
la confianza: si los ciudadanos pueden elegir entre proveedores de servi-
cios públicos —o entre servicios públicos y no públicos— competidores, 
están menos expuestos a la conducta oportunista y, en consecuencia, su 
confianza en el gobierno debería ser mayor. Todas estas estrategias incre-
mentan la confianza y el civismo.

Desde los albores de la civilización, e incluso en sociedades con impor-
tantes asimetrías de poder e información, las instituciones han nacido para 
limitar el oportunismo de los poderosos hacia los menos poderosos y de 
los gobiernos hacia las personas. Las instituciones más sólidas restringen 
la conducta oportunista; a medida que las personas encuentran menos 
conductas oportunistas, la confianza aumenta.

Los sistemas judiciales son el ejemplo más conocido: los aztecas, los 
incas y los mayas tenían sólidas instituciones legales. Los tribunales pue-
den ofrecer a las personas la oportunidad de buscar el recurso de terceros 
que vigilen el cumplimiento de los compromisos contraídos con ellas por 
los poderosos o por el gobierno. Desafortunadamente, aunque básica-
mente todos los países tienen sistemas judiciales, muchos no ofrecen esta 
oportunidad. Para fortalecer la confianza, el recurso judicial debería ser 
accesible y el juicio mismo debería ser independiente y estar fundado en 
una comprensión e interpretación compartidas de la ley.

Más allá de los tribunales, las sociedades modernas han creado cientos 
de organizaciones especializadas para lidiar con los diferentes sectores de 
la economía y de la vida diaria. Todas tienen un objetivo común: reducir 
el poder y las asimetrías de información entre las partes, a fin de pro-
porcionar igualdad de acceso a la intervención de terceros. Sin embargo, 
estas instituciones solo cumplen su cometido cuando tienen la estructura 
adecuada para otorgar un trato igualitario a todos y proporcionar a las 
personas un recurso fácil de asistencia institucional para defenderse de 
las conductas oportunistas. Sin embargo, en la práctica, en muchas situa-
ciones y países las instituciones hacen lo contrario, es decir, niegan a las 
personas el recurso y favorecen los intereses de los poderosos.

La reforma de los organismos del sector público para disminuir las 
asimetrías de poder tiene dos dimensiones. Una es externa y consiste en 
cambiar las reglas que rigen el acceso de los ciudadanos a esos organis-
mos. La otra es interna y se refiere a las reformas organizacionales que 
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alinean los incentivos de los funcionarios con la misión de su organismo, 
de modo de mejorar el bienestar de los ciudadanos.

Externamente, para construir confianza los gobiernos deben otorgar 
a los ciudadanos el derecho legal de impugnar las decisiones del gobierno 
sin temor a represalias. También deben conseguir que estos recursos sean 
viables tanto desde el punto de vista práctico como logístico, para lo cual 
se debe proporcionar amplia información a los ciudadanos sobre cómo 
proceder, agilizar los procesos y contar con el personal adecuado a cada 
instancia para resolver las reclamaciones con el fin de reducir los retrasos. 
La transformación digital es crucial en este sentido.

Por ejemplo, los sistemas tributarios aumentan la confianza y el civismo 
cuando los códigos fiscales reflejan un consenso social sobre cómo debe-
rían compartirse las obligaciones para financiar la actividad del gobierno, 
y cuándo las administraciones tributarias velan por el cumplimiento del 
código tributario de manera imparcial y efectiva. La introducción de las 
facturas electrónicas, o de dispositivos fiscales electrónicos, las mejoras 
en la administración tributaria y el uso de intervenciones en el compor-
tamiento para aumentar el cumplimiento voluntario son innovaciones 
recientes que apuntan en esa dirección (Barreix y Zambrano, 2018; Castro 
y Scartascini, 2015; Carrillo, Castro y Scartascini, 2021; Ortega y Scartas-
cini, 2020). La evidencia de que la discriminación basada en la raza, la 
riqueza o las conexiones no se aplica en la vigilancia del cumplimiento de 
las leyes impositivas —y de todas las demás leyes y regulaciones— aumenta 
la confianza. Algunas innovaciones solucionan a la vez las asimetrías de 
información y de poder: el fácil acceso a las demandas individuales de 
información y los procedimientos administrativos eficientes para resolver 
las disputas tributarias entre las personas y el gobierno incrementan la 
confianza aún más (Scartascini y Zamora, 2021).

Internamente, las organizaciones deben estar estructuradas para pro-
porcionar incentivos que recompensen el comportamiento confiable y 
cívico de los empleados y que sancionen la conducta oportunista hacia 
los ciudadanos. ¿Cómo logran esto? En pocas palabras, estructuran sus 
políticas presupuestarias y de recursos humanos en torno a la defensa 
de los intereses ciudadanos. El gasto se destina a aquellas actividades 
que mayor impacto tienen en el bienestar. Las decisiones a propósito 
de la contratación, la promoción y los aumentos de salario se basan en 
las contribuciones a la misión del organismo de servir a los ciudadanos. 
Indirectamente, todas estas reformas reducen los incentivos del compor-
tamiento corrupto y orientado al propio interés. Las sociedades también 
pueden adoptar otras disposiciones institucionales para reducir directa-
mente las asimetrías de poder que generan comportamientos no fiables y 
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corruptos. Para ello existen las leyes que regulan los conflictos de interés 
y castigan el enriquecimiento ilícito, y la vigilancia del cumplimiento de las 
leyes contra la corrupción (Rose-Ackerman y Palifka, 2016).

La agenda de incentivos dentro de las organizaciones excede los 
incentivos extrínsecos como los aumentos de sueldo y las promociones, 
más alineados con las misiones de cada organismo. En cambio, se extiende 
a las decisiones relacionadas con el reclutamiento y la cultura corporativa, 
que favorecen los incentivos intrínsecos para cumplir con la misión. Los 
funcionarios públicos prosociales tienen más probabilidades de manifes-
tar un comportamiento fiable en sus interacciones con los ciudadanos.

La importancia de los incentivos intrínsecos es evidente en el sec-
tor público, pero quizá en ningún otro ámbito más que en los organismos 
policiales. Los organismos que velan por el cumplimiento de la ley son 
esenciales para la confianza y el civismo, pero no apoyan a ninguno de los 
dos si solo protegen a los poderosos, persiguen únicamente a los que no 
tienen poder y construyen un muro de inmunidad en torno a sus propios 
agentes. Las disposiciones institucionales que fortalecen su capacidad 
para perseguir los delitos de los poderosos, que tienden puentes con las 
comunidades menos favorecidas y que impiden el abuso de la discreciona-
lidad de sus agentes, aumentan la confianza y el civismo.

Los estudios innovadores sobre la vigilancia policial llegan a la con-
clusión de que los ciudadanos perciben la policía como legítima y fiable 
cuando esta observa un comportamiento justo (Tyler, 1990); trata a las 
personas con dignidad, les permite contar su versión de la historia, toma 
decisiones en el terreno de manera imparcial y sobre la base de los hechos 
más que de los prejuicios, y proyecta un sentido de buena voluntad. La 
legitimidad —la confianza— tiene consecuencias para la seguridad pública: 
en su ausencia, los delitos y la violencia aumentan porque las personas que 
consideran que la ley y la policía son ilegítimas tienen menos probabilida-
des de cumplir, de denunciar los delitos o de cooperar con la policía (Kirk y 
Matsuda, 2011; Sunshine y Tyler, 2003; Tyler y Fagan, 2008). Sin embargo, 
resulta difícil para los jefes de policía observar el comportamiento de sus 
subordinados en el terreno. ¿Cómo pueden estar seguros de que sus agen-
tes tratan a los ciudadanos con respeto? Una manera consiste en reclutar a 
policías intrínsecamente motivados para ser justos y respetuosos.

Las enseñanzas provenientes de la vigilancia policial rigen para todos 
los ámbitos del sector público. Los servicios públicos afectan a todos los 
ciudadanos. Por consiguiente, la prestación de servicios tiene un fuerte 
impacto en la confianza y el civismo, tanto negativo como positivo. Si 
las personas reciben servicios inadecuados y no tienen manera de exi-
gir que sean mejores, y los organismos encargados de suministrarlos son 
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gestionados para el beneficio de los propios proveedores (contratistas del 
sector privado, docentes, médicos y enfermeros, trabajadores) y no de los 
beneficiarios (alumnos, pacientes y consumidores), la confianza se resiente. 
Por otro lado, cuando los gobiernos cumplen las promesas de prestación 
de servicios, que solo pueden lograr cuando los proveedores están organi-
zados para centrarse en el bienestar de sus clientes, la confianza aumenta.

Estas reformas organizacionales del sector público fortalecen tanto la 
confianza como el civismo. Cuando las organizaciones del sector público 
responsables de la prestación de servicios y las inversiones públicas están 
estructuradas internamente para prestar mejores servicios a los ciudada-
nos y conseguir que estos cumplan sus obligaciones, mediante un trato 
igualitario ante la ley para todas las personas, es más probable que los 
ciudadanos hagan sacrificios individuales en aras del beneficio colectivo. 
Cuando las instituciones judiciales y administrativas aseguran que aque-
llos que no cumplen sus obligaciones son sancionados, el civismo resulta 
aún más fortalecido.

La creación de instituciones es una de las maneras en que los gobier-
nos pueden permitir a las personas defenderse de la conducta oportunista 
de actores más poderosos, ya sean públicos o privados. Sin embargo, los 
gobiernos siempre cuentan con la capacidad de socavar las instituciones, 
y a menudo tienen el incentivo para hacerlo.9 Alterar la independencia del 
banco central para poder aumentar la base monetaria o relajar las reglas 
fiscales para abrir espacio fiscal para transferencias de corto plazo son 
ejemplos presentes en la región que muestran la inmolación de las institu-
ciones en el altar de la conveniencia electoral.10 Una lección clara de este 
libro es que el beneficio político a corto plazo de ese sacrificio es dimi-
nuto en comparación con los costos a largo plazo para la sociedad. Sin 
embargo, los incentivos de los actores políticos no suelen contemplar las 
consecuencias de su accionar a largo plazo. Como resultado, en todas par-
tes los gobiernos a menudo optan por la alternativa que más les conviene, 
en perjuicio de la confianza.

Por lo tanto, para construir confianza y civismo, es crucial fortalecer 
la acción colectiva de los ciudadanos. A la larga, el comportamiento del 
gobierno y la calidad de las instituciones depende de la capacidad de los 
ciudadanos de actuar colectivamente con el fin de influir en ellas. Como 

9	 Incluso en la Unión Europea, donde las instituciones son más sólidas, las autoridades 
encuentran la conveniencia de romperlas (Reuter, 2019).

10	 Dincer y Eichengreen (2014) presentan un índice de la independencia de los bancos 
centrales a lo largo del tiempo, a partir del cual se observa que América Latina y el 
Caribe acusa un rezago en relación con los países desarrollados.
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se sostiene en el capítulo 7, las elecciones constituyen un procedimiento 
evidente para fortalecer la acción colectiva. La amenaza de interferencia 
del gobierno también está presente aquí, aunque los tribunales electorales 
fuertes e independientes pueden limitar las oportunidades de entorpecer 
las elecciones justas. Naturalmente, al igual que otras instituciones, los tri-
bunales no son inmunes a la presión del gobierno, pero consiguen que la 
interferencia electoral sea más costosa.

A nivel nacional, las reglas que rigen el funcionamiento de los partidos 
políticos, las organizaciones de la sociedad civil y las elecciones deberían 
revisarse para asegurar que no desalientan la movilización de los ciuda-
danos en aras de la acción colectiva.11 El principio central debería consistir 
justamente en promover la formación de organizaciones que movilicen a 
los ciudadanos en aras de un fin colectivo. Este tipo de organizaciones 
tienen más probabilidades de incrementar la confianza y el civismo, en 
comparación con aquellas cuyo fin es favorecer la carrera política de una 
persona en particular. Las reglas electorales que permiten a los candidatos 
presidenciales vencer con un porcentaje pequeño del voto popular o que 
ocultan las fuentes de financiamiento de los partidos son ámbitos donde la 
reforma podría eventualmente aumentar la confianza y el civismo.12

¿Qué hay de la capacidad?

La confianza depende fundamentalmente de la capacidad y, de hecho, la 
capacidad suele ser el principal aspecto en el que se centran los gobiernos 
y las organizaciones internacionales que procuran construir instituciones 
y confianza en el gobierno. Al fin y al cabo, las personas no confían en 
el trabajo de los plomeros, contadores, carniceros, agrónomos, aboga-
dos, cirujanos o economistas que no están suficientemente capacitados y 
carecen de experiencia. Los ciudadanos tienen menos incentivos para con-
tribuir al bienestar colectivo (por ejemplo, pagar impuestos) si no confían 
en la capacidad de los empleados del sector público de enseñar, construir 
caminos o realizar auditorías de los contribuyentes.

11	 Las leyes y procedimientos electorales influyen en la confianza, y la confianza incide 
en la participación en las elecciones nacionales (Carreras e İrepoğlu, 2013; Hooghe y 
Stiers, 2016). Ross y Escobar-Lemmon (2011) sostienen que las condiciones macro-
económicas deficientes generan menos desconfianza entre los participantes de la 
encuesta de América Latina que viven en países donde las reglas electorales alientan 
a los votantes a exigir que los partidos, no las personas, rindan cuentas del desem-
peño del gobierno.

12	 Los procedimientos electorales pueden influir en el clientelismo y la corrupción, y de 
este modo debilitar la confianza (Gingerich, 2013).
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No hay nada en la agenda de reforma de los incentivos que indique 
que no haya que prestar atención a la capacidad. El énfasis que este capí-
tulo pone en los incentivos —en corregir las asimetrías de poder y de 
información— centra la atención en dos asuntos clave. El primero es que la 
capacidad de los empleados tiene escaso efecto en la confianza si no va 
acompañada de incentivos adecuados. Al contrario, si los contadores tie-
nen escasos incentivos para realizar su trabajo honestamente, puede que 
los que están bien capacitados sean más idóneos para apropiarse de los 
fondos de sus empleadores que los poco capacitados. No obstante, las 
iniciativas para brindar formación a los empleados y equiparlos con mejo-
res herramientas para llevar a cabo su trabajo no suelen estar vinculadas a 
reformas organizacionales que cambien los incentivos.

El otro tema clave es que el aspecto más sobresaliente de la capacidad 
que reduce la confianza se relaciona más con la capacidad de las organiza-
ciones que con la de las personas: ¿cuán capaces son las organizaciones de 
coordinar los esfuerzos colectivos de los empleados de las empresas o los 
organismos para servir de forma más adecuada los intereses de los consumi-
dores o de los ciudadanos? En el capítulo 7 se presenta evidencia sustancial 
de los defectos de las instituciones de la región y muestra que están más 
ligados a la capacidad organizacional que a la capacidad de los empleados.

Mejorar la capacidad organizacional no es tan fácil como mejorar el 
capital humano de los empleados o los sistemas informáticos que estos 
utilizan. Es una función de los incentivos de las organizaciones y exige 
más de los líderes: propietarios y managers, en el caso de las empresas, 
o funcionarios electos y directores de organismos en el caso del sector 
público. ¿Apoyan sus decisiones las normas organizacionales de servi-
cio a los consumidores y los ciudadanos o, por el contrario, las decisiones 
administrativas están destinadas a la consecución de objetivos privados, 
independientemente de las normas organizacionales? ¿Confían en ellos sus 
empleados? Las respuestas a estas preguntas dependen en gran medida 
de los incentivos intrínsecos y extrínsecos de los líderes de las organiza-
ciones para tomar decisiones que promuevan la misión de la organización.

La mejora de la capacidad organizacional —los incentivos de los traba-
jadores de los organismos públicos para llevar a cabo su misión de mejorar 
el bienestar ciudadano— debería ser una prioridad central de los gobier-
nos en la región. De hecho, constituye una parte central del programa de 
incentivos. Sin embargo, no debería confundirse con las medidas —muy 
diferentes— que se requieren para mejorar la capacidad de los empleados.

El gráfico 10.1 resume la agenda de reformas para aumentar la confianza 
y el civismo en la región. Tanto en el sector privado como en el público, los 
gobiernos pueden adoptar medidas para eliminar las asimetrías de información 
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y de poder. En algunos casos, los programas se solapan, a saber, las reformas 
institucionales que aumentan el acceso de las empresas a instituciones exter-
nas que se ocupan de la vigilancia del cumplimiento (por ejemplo, el sistema 
judicial) también proporciona a los ciudadanos un recurso para apelar las 
decisiones del gobierno que los afectan y que, según ellos, son equivocadas.

Resultados, confianza y civismo

Un argumento habitual y razonable es que los ciudadanos confíen en los 
gobiernos que producen resultados en el terreno. La evidencia de México 
apoya esta opinión. Una encuesta realizada justo antes y después del terre-
moto de 2017 que sacudió Ciudad de México reveló que aquellas personas 
que habían recibido ayuda después del evento tenían 9,1 puntos porcen-
tuales menos de probabilidades que otros de declarar que los políticos no 
cumplían sus promesas (Frost et al., 2021). El impacto de los resultados en 
la confianza es alentador en un sentido fundamental: la agenda de la con-
fianza no es solo a mediano y largo plazo; los gobiernos pueden adoptar 
medidas para aumentarla en el corto plazo.

Gráfico 10.1   �Resumen del programa de reformas para aumentar la 
confianza y el civismo
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La lógica de las asimetrías de información y de poder descritas en 
este capítulo definen el potencial y las limitaciones del enfoque basado 
en resultados de la construcción de confianza. Por un lado, los resultados 
son información y les transmiten a los ciudadanos que los gobiernos han 
hecho un esfuerzo para servir a sus intereses. Puede que los ciudadanos 
no estén seguros de si el esfuerzo fue tan grande como podría haber sido, 
aunque ver resultados concretos proporciona cierta seguridad de que los 
gobiernos hacen lo que prometen. Además, los resultados indican que 
las asimetrías de poder no han sido superiores a los intereses de los ciu-
dadanos. Aunque haya intereses poderosos capaces de desviar algunos 
recursos destinados a los ciudadanos, quedan suficientes recursos para 
hacer una importante contribución al bienestar ciudadano.

Sin embargo, la lógica de este capítulo también indica que cuanto 
mayor sean las asimetrías de poder e información, menos posibilidades 
tendrán los gobiernos de producir resultados de manera sostenible, si es 
que producen alguno. Desde luego, resulta difícil mejorar el aprendizaje 
de los alumnos, la atención de salud y una administración imparcial del 
sistema tributario cuando los incentivos de los empleados públicos no 
están alineados con los de los ciudadanos, o cuando la información sobre 
el desempeño es opaca. Por lo tanto, en países con grandes asimetrías, las 
medidas exitosas para aumentar la confianza de los ciudadanos tienen más 
probabilidades de consistir en la distribución de beneficios que son fáciles 
de administrar, como las transferencias o las reducciones de impuestos. 
Puede que estas medidas formen razonablemente parte de un programa 
de reforma a mediano plazo, pero en sí mismas acaso solo aumenten la 
presión fiscal a cambio de un fugaz incremento de la confianza.

A la espera de la formulación de políticas

América Latina y el Caribe se enfrenta a enormes retos, que abarcan desde 
el crecimiento y la desigualdad hasta la inmigración y el cambio climático. 
Sin embargo, puede que las respuestas óptimas de políticas a estos desa-
fíos no funcionen en un contexto de baja confianza y de civismo débil. 
Por ejemplo, las personas tienen escasos motivos para apoyar la exigencia 
de mayores impuestos para resolver los problemas del cambio climá-
tico si no confían en que los gobiernos utilizarán lo recaudado para ese 
fin o si no creen que los demás ciudadanos cumplirán con sus obligacio-
nes tributarias. Por lo tanto, la desconfianza y el civismo débil obligan a 
los responsables de las políticas a diseñar reformas de una de dos mane-
ras. O deben encontrar respuestas que exigen escasa confianza y que no 
dependen de un civismo fuerte, o deben adoptar reformas que aborden al 
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mismo tiempo el problema tangible —por ejemplo, el bajo crecimiento— y 
los problemas intangibles de baja confianza y civismo débil. En esta sec-
ción, se revisan estrategias de reforma que tienen en cuenta la confianza 
y el civismo al abordar las cuestiones relacionadas con el crecimiento, la 
igualdad, el clima y los retos fiscales de la región.

Un programa de crecimiento con confianza

La confianza y la ciudadanía están profundamente imbricadas en el pro-
blema de crecimiento al que se enfrenta la región. La situación es grave: 
entre 1980 y 2020, el promedio de la tasa de crecimiento per cápita del 
PIB real en América Latina y el Caribe se situaba por debajo del prome-
dio mundial y la región no ha confluido con Estados Unidos como lo han 
hecho otras regiones (Cavallo y Powell, 2018). El principal motivo de este 
desempeño mediocre no ha sido la incapacidad de movilizar el capital y 
el trabajo sino la imposibilidad de utilizarlos de forma productiva (Pagés, 
2010). Los países en la región con la productividad más alta solo tienen 
una fracción de la productividad de Estados Unidos, y el lento crecimiento 
de la productividad explica gran parte del problema de crecimiento de la 
región.

La mayor parte de la agenda de reformas relacionadas con la con-
fianza y el civismo que se ha descrito en este capítulo apoya los esfuerzos 
de la región para acelerar el crecimiento de la productividad. Al fin y al 
cabo, los actores económicos son particularmente vulnerables frente a la 
debilidad de los incentivos que favorecen una conducta confiable. Por lo 
tanto, se benefician de las reformas que disminuyen las asimetrías de infor-
mación y poder que dan pie a las conductas oportunistas.

La demanda de productos aumenta cuando los consumidores pue-
den fiarse de los reguladores del gobierno para formular opiniones claras 
y no sesgadas sobre la calidad, con un costo razonable para las empre-
sas. Los mercados de crédito, esenciales para el crecimiento económico, 
tienen más probabilidades de prosperar cuando las políticas públicas 
apoyan instituciones como las agencias crediticias, que permiten que los 
prestamistas identifiquen a los prestatarios fiables. Las empresas también 
se benefician de reformas que disminuyen las asimetrías de poder. Las 
reformas institucionales que otorgan la posibilidad de acceso a la justicia 
para los ciudadanos cuando se ven enfrentados a decisiones arbitrarias del 
gobierno también benefician a las firmas y las alientan a invertir. Las refor-
mas organizacionales que alinean las misiones del sector público con las 
necesidades de los ciudadanos no protegen tan solo a estos últimos, sino 
también a las empresas, de las conductas oportunistas de los funcionarios 
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públicos, como las autoridades fiscales. Estas reformas dan lugar a contex-
tos regulatorios elaborados más estrechamente a la medida de su misión 
social y cuya implementación es más predecible. Las reformas judiciales 
que mejoran la resolución de litigios en la región gracias a la intervención 
de terceros disminuyen los costos de transacción.

La informalidad es otro ámbito en el cual la agenda de confianza y 
civismo se solapa precisamente con los imperativos de crecimiento y pro-
ductividad de la región. La alta informalidad de las empresas es sintomática 
de vínculos de ciudadanía débiles, pero también es cierto que las empre-
sas informales crecen más lentamente y son menos productivas (Pagés, 
2010; Busso, Fazio y Levy, 2012). La informalidad es elevada porque, por 
definición, en la mayoría de los casos, los gobiernos no supervisan el cum-
plimiento de las obligaciones fiscales y regulatorias de firmas pequeñas, 
lo cual crea incentivos para que dichas empresas sigan siendo pequeñas.13 
Los incentivos para el funcionamiento informal aumentan como resul-
tado de las políticas fiscales y sociales que alientan directamente a las 
firmas para que permanezcan en un tamaño reducido (por ejemplo, con 
regímenes fiscales especiales basados en el empleo), o para que realicen 
contrataciones por fuera del sistema formal (por ejemplo, con políticas 
sociales que proporcionan beneficios no contributivos, lo cual disminuye 
los costos para que los trabajadores sigan siendo informales) (Pagés, 2010; 
Levy, 2008, 2018). Los cambios de políticas que alientan directamente la 
formalidad aumentan el civismo y aceleran el crecimiento.

Una tercera manera en que la agenda de la confianza, el civismo y 
el crecimiento se solapan tiene que ver con las barreras de entrada, que 
protegen a las empresas establecidas de la competencia y reducen los 
incentivos para innovar, lo cual desacelera el crecimiento de la productivi-
dad. Este problema también está relacionado con el civismo y la confianza: 
cuando los gobiernos autorizan ventajas competitivas para algunas empre-
sas a expensas de los ciudadanos en general, disminuyen la confianza en 
el gobierno y debilitan los vínculos de la ciudadanía. Los esfuerzos del 
gobierno para eliminar las barreras de entrada aceleran el crecimiento y 
aumentan la confianza y el civismo.

Un ejemplo elocuente de reformas que crean confianza está relacio-
nado con la asignación de los subsidios a las empresas. En un contexto de 

13	 América Latina está plagada de regulaciones parciales, inadecuadas y de ejecución 
sesgada (Ronconi, 2010). Las regulaciones de jure y de facto difieren notablemente 
(Kanbur y Ronconi, 2018). La supervisión del cumplimiento de las regulaciones, como 
las leyes laborales, está influida por las condiciones políticas y los shocks externos 
(Ronconi, 2012).
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baja confianza y bajo civismo, la percepción es que los subsidios fluyen 
—y a menudo es verdad— hacia beneficiarios cuyas actividades traen apa-
rejado escaso provecho en términos de efectos derrame para el conjunto 
de la sociedad. Esos subsidios fallan en dos frentes: no favorecen el creci-
miento y socavan la confianza en el gobierno. La existencia de un sistema 
más adecuado para distribuir los subsidios puede mejorar los resultados 
en ambos ámbitos (Crespi, Fernández-Arias y Stein, 2014). Goñi Pacchioni 
y Reyes (2019) evalúan la asignación de incentivos en el Programa de 
Emprendedores Dinámicos de Perú y observan que los criterios subjetivos 
(basados en la evaluación de un jurado sobre la calidad de las propuestas 
de inversión de los postulantes) tuvieron resultados mucho peores en la 
predicción del éxito posterior de los emprendedores que los criterios obje-
tivos (relacionados con sus ideas empresariales, sus empresas reales y las 
características personales del propio postulante). Los autores encuentran 
que una reforma dirigida a centrar la toma de decisiones en criterios obje-
tivos, en lugar de subjetivos, habría duplicado el impacto del programa. 
Un proceso de toma de decisiones de este tipo también habría fortalecido 
la confianza.

Puede que las reformas anteriores se centren en la confianza, pero 
también producen crecimiento. Las iniciativas específicas de crecimiento, 
como las establecidas en la agenda Visión 2025 del BID (BID, 2021) no 
influyen directamente en la confianza, pero son más efectivas cuando 
están diseñadas para tener en cuenta la confianza baja y el civismo débil. 
Por ejemplo, la proximidad de la región tanto con Europa como con Amé-
rica del Norte ha generado una mayor atención sobre su potencial como 
centro de producción para exportar a esos mercados (el denominado 
near-shoring). Sin embargo, las decisiones de producción de las empre-
sas multinacionales también son sensibles a la amenaza de la conducta 
oportunista de los gobiernos, de otras firmas y de los trabajadores. Los 
gobiernos tienden a compensar estas preocupaciones con subsidios. 
Estos suscitan múltiples inquietudes, que abarcan desde la ineficiencia y 
la mala focalización hasta el costo fiscal. Una estrategia alternativa con-
siste en establecer reglas de juego que disminuyan la incertidumbre, como 
ocurre con los acuerdos comerciales preferenciales apoyados por el BID y 
otras organizaciones multilaterales. Estas construyen confianza mutua en 
las instituciones de los socios comerciales (Limão y Maggi [2015] demues-
tran teórica y empíricamente que los tratados comerciales incrementan el 
comercio al disminuir la incertidumbre de las políticas comerciales). Otra 
estrategia para un programa más exitoso y sostenible de near-shoring 
podría centrarse en las reformas institucionales destinadas a las empresas, 
como la creación de una oficina especializada que resuelva las disputas 
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entre las firmas de near-shoring y todos los demás organismos públicos. 
En ambos casos el crecimiento del near-shoring está apoyado por dispo-
siciones legales e institucionales que aumentan la confianza al limitar el 
alcance de instituciones potencialmente disfuncionales que disminuyen la 
confianza.

Otras iniciativas de crecimiento se centran en aumentar la producti-
vidad de las pequeñas y medianas empresas (pyme). Una vez más, las 
agendas de la confianza y el civismo y de crecimiento de las pyme coin-
ciden. Por ejemplo, los esfuerzos para eliminar las barreras de entrada y 
reducir las regulaciones cuyo cumplimiento es vigilado arbitrariamente no 
solo incrementan la confianza y los incentivos para comportarse de manera 
cívica, sino que también facilitan la entrada de pyme más productivas en 
mercados nuevos, lo cual promueve el crecimiento. El fortalecimiento de 
las instituciones judiciales y los organismos regulatorios también beneficia 
particularmente a las pyme más productivas, lo cual facilita su ingreso en 
las cadenas de suministro y las alienta a invertir en innovación.

Abordar la desigualdad ampliando el círculo de confianza

América Latina y el Caribe también sufre una crisis de desigualdad. El 10% 
más rico de la población capta 22 veces más del ingreso nacional que el 
10% inferior, y el 1% más rico posee más del doble del ingreso nacional en 
la región que en el mundo industrializado (Busso y Messina, 2020). Otras 
formas de desigualdad, basadas en el sexo, la raza y el origen étnico, tam-
bién son generalizadas e influyen en el acceso a la atención de la salud, la 
educación, el empleo y el sistema legal.

También en este caso las reformas destinadas a aumentar la confianza 
y fortalecer el civismo ayudan a los países a alcanzar sus metas en mate-
ria de equidad. Los capítulos anteriores recogen resultados de encuestas 
de la región que indican altos niveles de escepticismo a propósito de si los 
fondos provenientes de mayores impuestos para redistribuir a favor de los 
pobres llegarán de hecho a la población pobre. Ese escepticismo dismi-
nuye el apoyo para ampliar el contrato social con el fin de incluir políticas 
fiscales más redistributivas. Sin embargo, los esfuerzos exitosos y trans-
parentes para redistribuir también pueden incrementar la confianza. Sin 
embargo, un obstáculo clave para la transparencia es que la mayoría de 
los gobiernos de la región tienen información limitada sobre los ingresos 
y la riqueza de los hogares, en parte porque son pocos los hogares que 
presentan las declaraciones del impuesto sobre la renta. Se trata de un 
caso donde surge la desconfianza no solo porque los ciudadanos cuestio-
nan los incentivos de los gobiernos para redistribuir sino porque también 
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impugnan su capacidad. Al aumentar su capacidad para implementar polí-
ticas fiscales redistributivas, los gobiernos también amplifican el impacto 
positivo de esas políticas en la confianza.

La informalidad del mercado laboral, que afecta a uno de cada dos tra-
bajadores en la región (Busso y Messina, 2020), también está relacionada 
con la confianza y el civismo, por un lado, y con la desigualdad, por otro. 
Los trabajadores asalariados formales disfrutan de prestaciones como el 
seguro de salud y de desempleo y derechos jubilatorios. Los informales 
tienen nulo acceso a esas prestaciones o perciben beneficios limitados a 
través de sistemas alternativos no contributivos en los que los trabajado-
res formales no son elegibles (lo que desalienta a los informales de buscar 
un empleo formal). Esta fragmentación genera una mala asignación de los 
recursos, desalienta la formalidad, profundiza la desigualdad y deja a una 
gran parte de la fuerza laboral expuesta a shocks negativos (Busso y Mes-
sina, 2020). Asimismo, atenúa los incentivos para actuar de manera cívica. 
Por ende, las políticas que disminuyen la informalidad del mercado labo-
ral favorecen la agenda de la equidad y, al incrementar los incentivos para 
cumplir con las regulaciones del gobierno, también aumentan el civismo.

Sin embargo, la desconfianza también dificulta la solución de este pro-
blema; por consiguiente, las reformas del mercado laboral deben diseñarse 
para dar cuenta de la desconfianza. Los trabajadores informales desconfia-
dos no creen que los empleadores formales los mantendrán en sus empleos 
el tiempo suficiente para que se les otorguen sus prestaciones formales, y a 
menudo incluso dudan de que sus empleadores del sector formal los registren 
para que disfruten de esas prestaciones. Como el valor que los trabajadores 
asignan a las prestaciones a menudo es menor que el costo de las empre-
sas para emplear mano de obra formal, estas responden con una reducción 
del empleo o manteniendo a los trabajadores en una situación de informali-
dad. Por lo tanto, aunque no sean óptimas desde el punto de vista fiscal, las 
reformas de las prestaciones deberían contemplar disposiciones que inspiren 
confianza, como períodos más breves para la adquisición de derechos.

Si bien las reformas regulatorias y fiscales diseñadas para disminuir la 
informalidad deberían promover el crecimiento, la equidad, la confianza y el 
civismo, también pueden tener consecuencias negativas no intencionadas. 
Como la informalidad de las empresas y los trabajadores es generalizada y 
viene siendo tolerada desde hace mucho tiempo, puede verse como parte 
del contrato social actual de la región, por imperfecto que este sea. Los 
esfuerzos para hacer respetar las regulaciones anteriormente no supervi-
sadas, exigir que las firmas paguen los impuestos que nunca han pagado 
o disminuir las prestaciones de algunos trabajadores con el fin de ofrecer 
prestaciones similares a todos puede considerarse un incumplimiento del 
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contrato social. En otras palabras, aunque están destinadas a aumentar la 
confianza y el civismo, las reformas podrían tener el efecto contrario. Para 
disminuir las probabilidades de este resultado perverso, se pueden intro-
ducir de manera progresiva, con campañas de comunicación amplias que 
expliquen su razón de ser, y acompañarlas con modificaciones instituciona-
les que aseguren que los cambios serán implementados de manera justa y 
transparente por funcionarios competentes del sector público.

El trato desigual de las mujeres y los grupos minoritarios es un pro-
blema grave en la región y se incluye en su agenda contra la desigualdad. 
Los socios internacionales de América Latina y el Caribe también priori-
zan el género y la diversidad (BID, 2021). El progreso en la agenda de la 
confianza y el civismo va de la mano con la ampliación de oportunidades 
para las diversas comunidades locales. Por ejemplo, como se destaca en el 
capítulo 3, en el sector privado la desconfianza promueve el reclutamiento 
y la promoción dentro de las familias y en círculos sociales estrechos. Los 
miembros de comunidades diversas casi siempre se encuentran fuera de 
estos círculos. Por lo tanto, los marcos regulatorios que hacen que las 
empresas tengan más confianza en la administración de las regulaciones 
laborales también aumentan su inclinación a contratar a las personas más 
capaces, en lugar de reclutar a aquellos que son socialmente próximos a los 
encargados de realizar las contrataciones. En el sector público, las reformas 
organizacionales para asegurar un trato de igualdad en el marco de la ley de 
todos los ciudadanos deberían reducir los prejuicios y el maltrato del que 
de otra manera pueden ser objeto los miembros de diversas comunidades.

Sin embargo, hay algo igualmente importante, a saber: las medidas 
específicas para mejorar las oportunidades de los miembros de diversas 
comunidades deberían tener en cuenta los bajos niveles de confianza y 
civismo que existen en la región. Cuando el civismo es débil, las personas 
que no son miembros de estas comunidades tienen más probabilidades de 
buscar beneficios destinados a los miembros; el diseño de los programas 
debería tener esto en cuenta. Además, en los contextos de baja confianza, 
los programas para crear oportunidades para comunidades diversas tie-
nen más probabilidades de ser percibidos como medios para otorgar 
prestaciones a personas favorecidas por motivos políticos. Para aumentar 
su legitimidad y la reputación de sus beneficiarios, se deben administrar 
de manera transparente.

El cambio climático y el civismo global

Los gobiernos en todo el mundo se enfrentan a la presión constante que 
exige abordar el cambio climático. Los costos económicos del cambio 
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climático representarán aproximadamente el 2,5% del PIB anual de la 
región y los costos de adaptación anuales llegarán aproximadamente al 
0,5% del PIB anual de la región (CEPAL, 2014). La región del Caribe es 
particularmente vulnerable al aumento del nivel del mar y a tormentas 
más frecuentes y violentas. La frecuencia de los desastres naturales en la 
región y sus costos siguen aumentando, a partir de un nivel que ya es alto: 
los desastres naturales ya han costado a la región más de US$200.000 
millones en las últimas dos décadas (Cavallo, Powell y Serebrisky, 2020). 
La contaminación del aire se cobra millones de vidas cada año (Cafferata, 
Hoffmann y Scartascini, 2021).

El cambio climático es un reto prioritario para la región y sus socios 
(BID, 2021). Estar a la altura de ese desafío requiere civismo global y nacio-
nal. El compromiso de los países con el esfuerzo internacional para luchar 
contra dicho fenómeno depende de que confíen en que todos los paí-
ses contribuirán con su parte. Sin embargo, la capacidad de los países 
para cumplir con sus compromisos globales tiene que ver con la confianza 
y el civismo de sus ciudadanos. ¿Pueden los gobiernos convencer a sus 
ciudadanos de que el sacrificio que se les pide logrará los objetivos inter-
nacionales que el país ha suscrito (o la reducción de la contaminación que 
pretende alcanzar) y que los sacrificios están distribuidos de forma justa 
entre todos los ciudadanos?

No es solo la desconfianza entre los países lo que dificulta el pro-
greso en la lucha contra el cambio climático, sino también la descon-
fianza que impera en ellos. Las personas se resisten a los grandes 
costos de adaptación y mitigación cuando no confían entre ellas ni en el 
gobierno, y cuando los vínculos de ciudadanía son débiles. En sus análisis 
de la evidencia de las encuestas de América del Norte y Europa, Jacobs 
y Matthews (2012) y Fairbrother, Johansson Sevä y Kulin (2019) observan 
que una mayor confianza política está asociada con un mayor apoyo a 
las reformas que producen beneficios solo a largo plazo, incluso aquellas 
relacionadas con el cambio climático. Al tener en cuenta las limitaciones 
de la confianza y el civismo en el diseño de las políticas de cambio climá-
tico, los gobiernos de la región pueden mejorar la respuesta regional ante 
dicho cambio, en términos limitados, así como también la confianza y el 
civismo, en términos más amplios.

Por ejemplo, la reducción de los subsidios a los combustibles, desde 
una perspectiva del clima, es una decisión más factible. Esto disminuye de 
manera considerable los incentivos para la emisión y aumenta los incen-
tivos para mejorar la productividad. No obstante, en un contexto de baja 
confianza, la eliminación de esos subsidios puede considerarse una ruptura 
del contrato social. Los gobiernos suelen entenderlo e intentan compensar 
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la eliminación con la promesa de realizar transferencias a los hogares de 
bajos ingresos. La desconfianza distorsiona incluso esta política de miti-
gación: los hogares de bajos ingresos no creen que las transferencias 
realmente vayan a efectuarse, mientras que los hogares de ingresos más 
altos no dan crédito a las promesas del gobierno ni en relación con el 
clima ni con los beneficios fiscales de la supresión de los subsidios a los 
combustibles.

Esto no significa que los gobiernos de los países con baja confianza 
deberían mantener los subsidios a los combustibles, sino que, cuando 
los eliminen, lo hagan con campañas de comunicación meticulosas y con 
reformas institucionales que convenzan a los hogares de bajos ingresos de 
que recibirán las transferencias, y a los hogares de ingresos más altos, de 
los beneficios que entrañan para ellos, en términos climáticos y fiscales, los 
precios más elevados de los combustibles que pagarán. Por este motivo, 
el apoyo del BID a las estrategias nacionales de descarbonización normal-
mente implica un diálogo amplio con las principales partes interesadas, 
particularmente aquellas que con toda probabilidad se verán perjudicadas.

De la misma manera, los subsidios a la energía limpia o a la adaptación 
al cambio climático suelen ser sumamente opacos: los ciudadanos no ven 
con claridad cuáles son las ventajas de las emisiones previstas, cuándo se 
materializarán o cómo los postulantes que reciben los subsidios son más 
capaces de lograr estos beneficios comparados con los que no son selec-
cionados. Allí donde la confianza y el civismo son débiles, es probable que 
tanto las percepciones como la realidad coincidan, ya que los subsidios 
pueden verse como oportunidades de búsqueda de rentas en beneficio de 
solo unos pocos. Por otro lado, estos programas deben diseñarse de modo 
de contrarrestar los problemas de confianza.

Los impuestos al carbono combinados con una redistribución de los 
beneficios bajo la forma de una suma fija para los hogares es una opción 
de políticas que suelen apoyar los economistas, pero rara vez los políti-
cos. Sin embargo, en un contexto de baja confianza, producen grandes 
beneficios y tienen el potencial para aumentar la confianza y el civismo. 
Las redistribuciones bajo la forma de sumas fijas para todos los hogares 
no permiten conductas oportunistas de los gobiernos. Los impuestos al 
carbono son complejos tanto desde el punto de vista técnico como admi-
nistrativo, pero, en principio, se pagan en función de las características 
objetivas de los productos (su intensidad en carbono). La capacidad tanto 
de implementar los impuestos al carbono como de inspirar confianza en 
los gobiernos para que los pongan en marcha, es un problema considera-
ble, aunque el principio que subyace a ambos pilares de esta política es 
altamente deseable desde la perspectiva de la confianza. Los ciudadanos 
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están sujetos al impuesto y son elegibles para los beneficios independien-
temente de quiénes sean, y esto se establece únicamente sobre la base de 
carbono de los productos que deciden consumir.

Los subsidios más bajos a los combustibles y los impuestos más altos 
al carbono aumentan los incentivos de todos los participantes del mercado 
para tomar decisiones que tienen en cuenta su impacto en el clima. Sin 
embargo, los avances de estas reformas han sido lentos. Aun así, muchos 
consumidores e inversionistas siguen dispuestos a pagar una prima por 
productos y activos “verdes”. Estos inversionistas, por ejemplo, están dis-
puestos a aceptar una tasa de interés más baja de los bonos “verdes”. Sin 
embargo, la desconfianza es un importante obstáculo para el desarrollo 
de los mercados de bonos verdes. ¿Cómo pueden los inversionistas estar 
seguros de que los ingresos de dichos bonos serán utilizados, de hecho, de 
una manera sostenible en términos del clima? Para promover las metas del 
cambio climático establecidas en su Visión 2025, el BID ha creado la Pla-
taforma de Bonos Verdes. Esta plataforma utiliza la tecnología de cadenas 
de bloques (blockchain) para dar a conocer la certificación por parte de 
terceros de que los bonos verdes son ecológicos, como afirman los emi-
sores, lo cual aumenta la confianza de los inversionistas en lo que afirman 
los emisores.

La confianza en el gobierno y las crisis fiscales

La debilidad de las cuentas fiscales de los gobiernos de la región es bien 
conocida, sobre todo como consecuencia de la pandemia de COVID-19. 
Su resolución puede darle un golpe al corazón de los contratos sociales 
de los países de América Latina y el Caribe. El aumento de los impuestos 
(sobre todo el impuesto al valor agregado, IVA) desató protestas en toda 
la región, particularmente en Chile en 2019 y en Colombia en 2021, en gran 
parte debido a la desconfianza, ya que los manifestantes no creían en las 
declaraciones del gobierno que aseguraban la necesidad de dicho incre-
mento ni la materialización de los pagos compensatorios prometidos a los 
hogares de bajos ingresos. La dura respuesta al aumento impositivo por 
parte de los votantes de la región no se observa en los países de la OCDE 
que no incluyen los de América Latina (Ardanaz, Hallerberg y Scartascini, 
2020). Alt y Lowry (2010) observan que la transparencia —un insumo clave 
de la confianza en el gobierno— se asocia con un apoyo considerable-
mente mayor a un gobierno más grande en Estados Unidos.

La crisis fiscal tiene sus raíces en una evasión generalizada por el lado 
de los impuestos y en el despilfarro y las ineficiencias por el lado del gasto. 
En términos de los ingresos fiscales perdidos, se estima que la evasión del 
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IVA en la región es del orden del 30% (Gómez Sabaini y Morán, 2020).14 En 
términos del gasto, las ineficiencias podrían representar hasta el 4,4% del 
PIB de la región (Izquierdo, Pessino y Vuletin, 2018). Las personas también 
se aprovechan de todas las oportunidades posibles para reclamar bene-
ficios a los que no tienen derecho, lo cual crea grandes desvíos, de casi el 
2% del PIB (Izquierdo, Pessino y Vuletin, 2018).

Estos datos nos devuelven a los primeros capítulos de este libro, 
donde se describe cómo la crisis de civismo y confianza se manifiesta con 
fuerza en los impuestos y el gasto. La desconfianza y los débiles vínculos 
de ciudadanía dificultan una recaudación más eficiente de los impuestos 
y una mayor eficiencia del gasto. Los ciudadanos no solo se muestran rea-
cios a cumplir con sus obligaciones fiscales, sino que también demandan 
más subsidios en lugar de una mejor educación, y más beneficios privados 
en lugar de bienes públicos (Keefer, Scartascini y Vlaicu, 2018). La descon-
fianza debilita la demanda de inversiones en el futuro. Por eso, a lo largo 
de la última década, América Latina y el Caribe invirtió solamente el 2,8% 
en infraestructura, lo cual equivale a la mitad de lo que invirtió Asia (Cava-
llo, Powell y Serebrisky, 2020) y es mucho menos que el 5% de su PIB, cifra 
que debería gastar para cerrar su déficit en este rubro a lo largo de los 
próximos 20 a 30 años (Izquierdo, Pessino y Vuletin, 2018).

La mayoría de las reformas para mejorar la eficiencia de los impues-
tos y del gasto implica eliminar las asimetrías de información. Esto no solo 
mejora la eficiencia: también aumenta la confianza. La transformación 
digital es crucial en estos esfuerzos (BID, 2021). Seco y Muñoz Miranda 
(2018) describen la gama de herramientas digitales disponibles para mejo-
rar la administración de la política fiscal. Por ejemplo, si se introduce la 
inteligencia artificial en la administración fiscal, los países pueden mejorar 
la eficiencia de las auditorías fiscales y aumentar el cumplimiento (por un 
lado, mediante el abordaje de su crisis fiscal; por otro, gracias al aumento 
de la confianza y el civismo). Las facturas electrónicas facilitan la recauda-
ción del IVA. La digitalización de adquisiciones iguala las condiciones para 
todos, y limita la conducta oportunista de los funcionarios de adquisicio-
nes y sus contactos en el sector privado, al tiempo que permite el ingreso 
de nuevos proveedores con precios más bajos y mejor calidad (de Michele 
y Pierri, 2020). La transparencia presupuestaria es fundamental y la imple-
mentación de sistemas de información para la administración financiera 
desempeña un papel clave en este sentido (Pimenta y Seco, 2019).

14	 Gómez Sabaini y Morán (2020) revisan las estimaciones de 2017 sobre la evasión 
del IVA en 13 países de la región. Las estimaciones oscilan entre el 14,8% y el 45,3%. 
En cambio, en la Unión Europea, la tasa de evasión promedio en 2017 fue del 11,5%.
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Cómo llevar a la región a puerto seguro

Este libro ha mostrado que las personas de la región nadan contra una 
corriente de desconfianza. Son pocos los que creen que los otros, incluidos 
los actores públicos, no actuarán de manera oportunista contra ellos si se 
les presenta la oportunidad. En un mar de desconfianza, los esfuerzos para 
construir sociedades inclusivas que crezcan están destinados a naufragar. 
Las personas evitan interactuar unas con otras y adoptan precauciones 
excesivas, las empresas se niegan a crecer y a contratar managers que 
no conocen, y ni las personas ni las empresas demandan a los gobiernos 
políticas públicas que arrojen beneficios a largo plazo, y los gobiernos, 
temiendo que algunos se aprovechen de beneficios que no están destina-
dos a todos, siembran el camino de obstáculos.

En este capítulo se describen algunas reformas que podrían calmar las 
aguas y ayudar a los gobiernos a navegar por este océano de retos. En pri-
mer lugar, los países pueden abordar las asimetrías de poder que disminuyen 
la confianza en los sectores público y privado con reformas judiciales y del 
sector público que otorguen a las empresas y a los ciudadanos más recursos 
ante resoluciones judiciales y administrativas predecibles y rápidas en sus 
disputas con otros y con el gobierno. Pueden estructurar y gestionar las orga-
nizaciones del sector público para alinear los incentivos de los empleados 
con los de los ciudadanos. En segundo lugar, pueden eliminar las asimetrías 
de información que socavan la confianza, y requerir a los organismos del sec-
tor público que comuniquen cuidadosamente las decisiones que toman, y 
que asuman la responsabilidad por esas decisiones y sus consecuencias. Los 
padres no deberían tener problemas para encontrar las puntuaciones de las 
pruebas escolares, ni los pacientes para conocer las tasas de mortalidad de 
los hospitales, ni los ciudadanos para acceder a los índices de delincuencia, 
los arrestos y las acusaciones de abusos policiales, ni las comunidades para 
saber cuál es el estado de los proyectos locales de infraestructura.

En tercer lugar, pueden integrar las preocupaciones acerca de la con-
fianza y el civismo en sus iniciativas para abordar los grandes desafíos 
económicos y sociales de la región: lento crecimiento, gran desigualdad, 
cambio climático y crisis fiscal. Los objetivos de los países en todos estos 
ámbitos se pueden promover con reformas que construyan confianza, 
como la transformación digital de la administración de la política fiscal, 
una gestión uniforme de las políticas fiscal y regulatoria, y la creación de 
nuevas instituciones, como la Plataforma de Bonos Verdes.

Más allá de promover las muchas medidas específicas que se definen 
en este capítulo, los políticos tienen un importante papel que cumplir. Al fin 
y al cabo, son los representantes de todos los ciudadanos y han asumido 
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noblemente la responsabilidad de atender las necesidades colectivas de 
las personas que estas no pueden cubrir individualmente por sí solas. No 
hay ningún objetivo colectivo que sea más fundamental que una sociedad 
confiada y con conciencia cívica. Cuando los políticos manifiestan un com-
portamiento fiable y cívico, ejercen una fuerte influencia en el resto del 
sector público y de la sociedad en general. Ese comportamiento comienza 
con la transparencia: en las promesas que hacen, en su implementación 
y en los resultados para el bienestar ciudadano. De allí se extiende a su 
supervisión del sector público. ¿Demandan el mismo comportamiento de 
los organismos que controlan? ¿Equipan al sector público con las herra-
mientas que este necesita para satisfacer las demandas y expectativas de 
los ciudadanos?

La agenda de reformas descrita en este capítulo también señala a un 
círculo virtuoso que se refuerza a sí mismo. Ya sea en el sector público o 
en el privado, un comportamiento más confiable y cívico generará mejo-
res resultados en el terreno: los ingresos del Estado aumentan cuando 
los funcionarios fiscales son más fiables; el aprendizaje de los alumnos 
mejora cuando los docentes son más fiables y están menos tiempo ausen-
tes; el acceso de los pacientes a los medicamentos es mayor cuando el 
personal de salud es más fiable y no vende los suministros en el mercado 
negro; el empleo crece cuando hay supervisores más fiables, que no soli-
citan sobornos a los empresarios. A mejores resultados, mayor confianza 
en el gobierno, lo cual lleva a los ciudadanos a demandar más y mejo-
res bienes públicos, a fin de mejorar aún más su bienestar. Esto también 
construye civismo: las personas no solo están orgullosas de un país que 
funciona bien, también lo están unas de otras y se muestran más dispues-
tas a participar en el esfuerzo colectivo, que es el soporte de una sociedad 
próspera y en paz.
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